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OLETIN JUDICIAL 
RGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

no queda cumplida con el solo hecho de que el presunto agraviado ro 
ulule sus cargos, sin que los jueces ponderen, siquiera, circunstane 
alguna de las declaraciones de las partes. (pág. 1439). 

RECUSACION DE UN JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA.— Inapuh 
cabilidad de las disposiciones de los Arts. 385 al 390 del Código de pro.  
cedimiento Civil.— Artículo 33, acápite 5, de la Ley de Organizaefik s. 

 Judicial.— La recusación debe ser propuesta antes de que el asunto se 
halle en estado.— Cuando se trate de recusación por causa de enemi s. 

dad, es preciso que el recusante articule específicamente los hechos que 
la originan. (pág. 1483). 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Art. 138 de la Ley de Registro de Tie 
rras.— Qué "terceros" se hallan amparados por ese texto legal.— Al 

ce general del mismo. (pág. 1490). 

COSTAS.— Materia correccional.— En materia correccional el q 
rellante que no ha sido parte civil en el proceso no puede ser conden 

al pago de las costas. (pág. 1514). 

DIRECCION: 

. CRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 13 

de abril del atto 1951. 

teria: Penal. 

;urente: Carlos Bencc?mc. 

La, Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
ado, y vistos los artículos 355, del Código Penal; 911 

1 Código de Procedimiento Criminal; y lo. y 71 de la Ley 
!obre Procedimiento de Casación: 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que sigue: a) que la Cámara Penal del Juzgado de Pri- 

mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó en 
ha ocho de febrero de mil novecientos cincuenta y uno 

\if 
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una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA : pRi 
MERO: que debe descargar y descarga al nombrado c ar- 

 los Bencosme del delito de sustracción de la menor Rafael, 
Sandoval, por no haberlo cometido : SEGUNDO: que debe 
declarar y declara al prevenido Carlos Bencosme, culp able 

 del delito de haber hecho grávida a la menor de 18 arios 
 Rafaela Sandoval, y en consecuencia se le condena a sufr i r 
 la pena de un mes de prisión correccional, y al pago de una 

multa de RD830.00, acogiendo en su favor circunstancia s 
 atenuantes; TERCERO: que debe condenar y condena al 

referido prevenido al pago de las costas"; b) que contra 
esa sentencia interpuso el prevenido recurso de apelación, 
y de ese recurso conoció la Corte de Apelación del Depar-
tamento de La Vega y decidió sobre él por la sentencia 
ahora impugnada en casación y de la cual es el siguiente 
dispositivo: "FALLA : PRIMERO: declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación ;— 
SEGUNDO : confirma la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el ocho de febrero del año en curso, en 
cuanto declara a Carlos Bencosme, de generales conocidas, 
culpable del delito de gravidez en perjuicio de la joven Ra-
faela Sandoval, menor de dieciocho y mayor de diecisei 
años en el momento del hecho, y lo condena a un mes de 
prisión correccional, treinta pesos de multa y al pago de 
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
y TERCERO: condena, además, al preindicado Carlos Be 
cosme, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente no ha indicado pingo 
medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, después de compro-
bar por medio de la copia certificada del acta de nacimien -
to, que la agraviada Rafaela Sandoval era mayor de 16 Y 
menor de 18 años, dió por establecido, mediante la decla-
ración de la agraviada y la confesión del inculpado, que 
éste la hizo grávida; 

Considerando que al decidir la Corte a qua, en Pre" 
sencia de tales comprobaciones y a falta de pruebas contra  

la  honestidad de la agraviada, que Carlos Bencosme fué 
autor del delito de gravidez previsto por el artículo 355 
del Código Penal y aplicarle la sanción establecida por este 
precepto legal, hizo de él una correcta aplicación; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto, 
la sentencia impugnada no ofrece ningún vicio que justi-
fique su casación ; 

Por tales motivos : RECHAZA. 
(Firmados) : T. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.— 
ganuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
BE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 18 

de mayo del año 1931. 

ilatetia: Penal. 

Recurrente: Pedro Puntier Carda. Abogado: Lic. Ramón B. García. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, párrafo 1, tercera parte, 
clel Código Penal; 188 y 208 del Código de Procedimiento 
Criminal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
sigiuente: 1) Que la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, fué apode-
rada de los delitos de sustracción y gravidez de la joven 
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una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA : pRi 
MERO: que debe descargar y descarga al nombrado Car 
los Bencosme del delito de sustracción de la menor Rafa el* 

 Sandoval, por no haberlo cometido: SEGUNDO: que debe  
declarar y declara al prevenido Carlos Bencosme, cuip ab i -
del delito de haber hecho grávida a la menor de 18 años 
Rafaela Sandoval, y en consecuencia se le condena a sufrir 
la pena de un mes de prisión correccional, y al pago de una 

 multa de RD$30.00, acogiendo en su favor circunstancias 
 atenuantes; TERCERO: que debe condenar y condena al 

referido prevenido al pago de las cosías"; b) que contra 
esa sentencia interpuso el prevenido recurso de apelación, 
y de ese recurso conoció la Corte de Apelación del Depar-
tamento de La Vega y decidió sobre él por la sentencia 
ahora impugnada en casación y de la cual es el siguiente 
dispositivo: "FALLA : PRIMERO: declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación ;— 
SEGUNDO: confirma la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el ocho de febrero del año en curso, en 
cuanto declara a Carlos Bencosme, de generales conocidas, 
culpable del delito de gravidez en perjuicio de la joven Ra-
faela Sandoval, menor de dieciocho y mayor de dieciseis 
años en el momento del hecho, y lo condena a un mes de 
prisión correccional, treinta pesos de multa y al pago de 
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
y TERCERO: condena, además, al preindicado Carlos Ben-
cosme, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente no ha indicado ningún 
medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, después de compro-
bar por medio de la copia certificada del acta de nacimien -
to, que la agraviada Rafaela Sandoval era mayor de 16 y 
menor de 18 años, dió por establecido, mediante la decla-
ración de la agraviada y la confesión del inculpado, que 
éste la hizo grávida; 

Considerando que al decidir la Corte a qua, en P' 
sencia de tales comprobaciones y a falta de pruebas contra  

la  honestidad de la agraviada, que Carlos Bencosme fué 
autor del delito de gravidez previsto por el articulo 355 

del 	Penal y aplicarle la sanción establecida por este 

precepto e l C      legal, hizo de él una correcta aplicación; 
Considerando que examinada en sus demás aspecto, 

la sentencia impugnada no ofrece ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : T. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.—
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 1$ 

de mayo del año 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Puntier García. Abogado: Lic. Ramón B. García. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, párrafo 1, tercera parte, 
del Código Penal; 188 y 208 del Código de Procedimiento 
Criminal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
sigiuente: 1) Que la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, fué apode-
rada de los delitos de sustracción y gravidez de la joven 
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una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLApR 
• 	I MERO: que debe descargar y descarga al nombrado C az. 

los Bencosme del delito de sustracción de la menor Rafael 
Sandoval, por no haberlo cometido: SEGUNDO: que den 
declarar y declara al prevenido Carlos Bencosme, culpabi 
del delito de haber hecho grávida a la menor de 18 añ os 

 Rafaela Sandoval, y en consecuencia se le condena a sufr ir 
 la pena de un mes de prisión correccional, y al pago de una 

multa de RD$30.00, acogiendo en su favor circunstancia s 
 atenuantes; TERCERO: que debe condenar y condena al 

referido prevenido al pago de las costas"; b) que contra 
esa sentencia interpuso el prevenido recurso de apelación 
y de ese recurso conoció la Corte de Apelación del Depar-
tamento de La Vega y decidió sobre él por la sentencia 
ahora impugnada en casación y de la cual es el siguiente 
dispositivo: "FALLA : PRIMERO: declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación ;— 
SEGUNDO : confirma la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el ocho de febrero del año en curso, en 
cuanto declara a Carlos Bencosme, de generales conocidas, 
culpable del delito de gravidez en perjuicio de la joven Ra-
faela Sandoval, menor de dieciocho y mayor de dieciseis 
años en el momento del hecho, y lo condena a un mes de 
prisión correccional, treinta pesos de multa y al pago de 
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
y TERCERO: condena, además, al preindicado Carlos Ben-
cosme, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente no ha indicado ningú 
medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, después de compro-
bar por medio de la copia certificada del acta de nacimien -
to, que la agraviada Rafaela Sandoval era mayor de 16 y 
menor de 18 años, dió por establecido, mediante la decla-
ración de la agraviada y la confesión del inculpado, que 
éste la hizo grávida; 

Considerando que al decidir la Corte a qua, en Pre" 
sencia de tales comprobaciones y a falta de pruebas contra  

honestidad de la agraviada, que Carlos Bencosme fué 
autor del delito de gravidez previsto por el artículo 355 
del Código Penal y aplicarle la sanción establecida por este 
precepto legal, hizo de él una correcta aplicación; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto, 
la sentencia impugnada no ofrece ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : T. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.—
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPRE:VIA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 18 

de mayo del año 1931. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Puntier Carda. Abogado: Lic. Ramón B. García. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, párrafo 1, tercera parte, 
del Código Penal; 188 y 208 del Código de Procedimiento 
Criminal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
sigiuente: 1) Que la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, fué apode-
rada de los delitos de sustracción y gravidez de la joven 
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1!" 
	de- 

fecto, la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado 
forma el recurso de apelación ; SEGUNDO : confirma, en de - 

cada peso dejado de pagar; TERCERO: que debe condenar 

 
 Pedro Puntier García por no haber comparecido a l a 

 que le condenó por el delito de sustracción y gravidez en 

2) Que por sentencia de fecha dos de octubre de mil aove_ 
cientos cincuenta dicho Tribunal dispuso lo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: se pronuncia defecto contra el preveni-
do 

años, guetos a cargo del prevenido Pedro Puntier García; 

audiencia a pesar de haber sido citado legalmente; SEGuN_ 

videz en agravio de la menor de 18 años Eulalia Castillo y 

sión y al pago de una multa de RD$100.00 compensables 
con un día de prisión por cada peso dejado de pagar: TER-

sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

recurso de oposición interpuesto por el nombrado Pedro 

DO: se declara culpable del delito de sustracción y gra-

en consecuencia se le condena a sufrir seis meses de pri_ 

oposición del prevenido, el mismo Tribunal dictó en fecha 
diecinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta, una 

esta Cámara de lo Penal, de fecha 2 de Octubre de 1950, 

agravio de la menor de 18 años de edad, Eulalia Castillo, 

CERO : se le condena al pago de las costas" ; 3) Que sobre 

MERO: que debe acoger y acoge, en cuanto a la forma el 

a sufrir seis meses de prisión y al pago de una multa de 
RD$100.00; SEGUNDO: que debe modificar y modifica la 

ses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$30.00 oro, por el delito de sustracción de la menor Eu-

lalia García, de generales anotadas, contra sentencia de 

referida sentencia, y obrando por contrario imperio, con-
dena al prevenido Pedro Puntier García, a sufrir tres me-

brero de mil novecientos cincuenta y uno, una sentencia con 
el dispositivo siguiente : "FALLA : PRIMERO : Admite en la 

lalia Castillo, mayor de 18 y menor de 21 años de edad, 
compensable dicha multa con prisión a razón de un día por 

y condena además al prevenid'? al pago de las costas del 
proceso"; 4) Que sobre apelación del mismo prevenido, la 
Corte de Apelación 190 La Vega pronuncio en fecha 26 de fe- 
brero 	

JUDICIAL 

Eulalia Castillo, mayor de dieciocho y menor de veintiú n  
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cinueve de diciembre del año mil novecientos cincuenta, que 
condena al nombrado Pedro Puntier García, de generales 

e  Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el die- 

a tres meses de prisión correccional, treinta pe- 
de multa y las costas, por el delito de sustracción 

s menor Eulalia Castillo, mayor de dieciocho y menord  e 
e veintiún años de edad, compensable dicha multa con pri-
ón a razón de un día por cada peso dejado de pagar ; TER-
ERO: condena al prealudido .  recurrente al pago de las 
stas de este recurso"; y 5) Que contra esta última sen-
neia, el prevenido interpuso recurso de oposición, y la 
orte a qua lo decidió por la sentencia ahora impugnada, 

a cual contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA : PRIMERO : declara nulo y sin ningún valor ni 
efecto el recurso de oposición que es motivo de esta ins-
tancia; SEGUNDO: confirma pura y simplemente la 

ntencia dictada, en defecto, por esta Corte, en fecha vein-
seis del mes de febrero del año mil novcientos cincuenta 
uno, que condenó al referido prevenido Pedro Puntier 

arcía, de generales en el expediente, a tres meses de pri-
ón correccional, treinta pesos de multa y al pago de las 
stas por el delito de sustracción de la joven Eulalia Cas-
lo, mayor de dieciocho y menor de veintiún años de edad, 

ompensable dicha multa con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar ; y TERCERO: condena al pre-
aludido prevenido al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que como el recurso de casación inter-
uesto contra una sentencia correccional que declara nula 

oposición por no haber comparecido el oponente, se ex-
ende a la primera sentencia por defecto que estatuyó so-
re el fondo de la prevención, procede el examen de ambas 
ecisiones; 

Considerando, en cuanto a la sentencia del diez y ocho 
de mayo de mil novecientos cincuenta y uno, que declaró 
la nulidad de la oposición; que al tenor de los artículos 188 
Y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no comparece a sostener la 
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Eulália Castillo, mayor de dieciocho y menor de veintiú n 
 años, puetos a cargo del prevenido Pedro Puntier García. 

2) Que por sentencia de fecha dos de octubre de mil nove-
cientos cincuenta dicho Tribunal dispuso lo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: se pronuncia defecto contra el preveni_ 
do Pedro Puntier García por no haber comparecido a l a 

 audiencia a pesar de haber sido citado legalniente; SEGUN-
DO : se declara culpable del delito de sustracción y gra

-videz en agravio de la menor de 18 años Eulalia Castillo y 
en consecuencia se le condena a sufrir seis meses de pri-
sión y al pago de una multa de RD$100.00 compensables 
con un día de prisión por cada peso dejado de pagar : TER-
CERO : se le condena al pago de las costas"; 3) Que sobre 
oposición del prevenido, el mismo Tribunal dictó en fecha 
diecinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente : "FALLA : PRI-
MERO: que debe acoger y acoge, en cuanto a la forma el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Pedro 
Puntier García, de generales anotadas, contra sentencia de 
esta Cámara de lo Penal, de fecha 2 de Octubre de 1950, 
que le condenó por el delito de sustracción y gravidez en 
agravio de la menor de 18 años de edad, Eulalia Castillo, 
a sufrir seis meses de prisión y al pago de una multa de 
RD$100.00; SEGUNDO: que debe modificar y modifica la 
referida sentencia, y obrando por contrario imperio, con-
dena al prevenido Pedro Puntier García, a sufrir tres me-
ses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$30.00 oro, por el delito de sustracción de la menor Eu-
lalia Castillo, mayor de 18 y menor de 21 años de edad, 
compensable dicha multa con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar; TERCERO : que debe condenar 
y condena además al prevenido al pago de las costas del 
proceso"; 4) Que sobre apelación del mismo prevenido, la 
Corte de Apelación d2,- La Vega pronuncio en fecha 26 de fe-
brero de mil noveciatos cincuenta y uno, una sentencia con 
el dispositivo siguiente : "FALLA : PRIMERO : Admite en la 
forma el recurso de apelación ; SEGUNDO: confirma, en de-
fecto, la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado 

primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el die-
'nueve de diciembre del año mil novecientos cincuenta, que 
ndena al nombrado Pedro Puntier García, de generales 
otadas, a tres meses de prisión correccional, treinta pe-
s oro de multa y las costas, por el delito de sustracción 

e  la  menor Eulalia Castillo, mayor de dieciocho y menor 
e veintiún años de edad, compensable dicha multa con pri-
-én a razón de un día por cada peso dejado de pagar ; TER-
ERO: condena al prealudido recurrente al pago de las 
estas de este recurso"; y 5) Que contra esta última sen- 

a el  
prevenido interpuso recurso de oposición, y la 

orce aqua lo decidió por la sentencia ahora impugnada, 
cual contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
ALLA : PRIMERO: declara nulo y sin ningún valor ni 

ecto el recurso de oposición que es motivo de esta ins-
tancia ;— SEGUNDO:' confirma pura y simplemente la 
sentencia dictada, en defecto, por esta Corte, en fecha vein-
tiseis del mes de febrero del año mil novcientos cincuenta 
y uno, que condenó al referido prevenido Pedro Puntier 
García, de generales en el expediente, a tres meses de pri-
sión correccional, treinta pesos de multa y al pago de las 
costas por el delito de sustracción de la joven Eulalia Cas-
tillo, mayor de dieciocho y menor de veintiún años de edad, 
compensable dicha multa con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar ; y TERCERO: condena al pre-
aludido prevenido al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula 
la oposición por no haber comparecido el oponente, se ex-
tiende a la primera sentencia por defecto que estatuyó so-
bre el fondo de la prevención, procede el examen de ambas 
decisiones; 

Considerando, en cuanto a la sentencia del diez y ocho 
de mayo de mil novecientos cincuenta y uno, que declaró 
la nulidad de la oposición; que al tenor de los artículos 188 
Y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no comparece a sostener la 
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oposición; que en la sentencia impugnada consta que el  
oponente no compareció a la audiencia fijada para el co-
nocimiento del recurso, no obstante haber sido legalment e 

 citado, y que el representante del ministerio público pidió 
en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en te_ 
les condiciones, la Corte a qua aplicó correctamente los 
antes mencionados artículos al pronunciar la nulidad del 
recurso de oposición interpuesto por Pedro Punpier García, 
contra sentencia en defecto del veintiseis de febrero de ron 
novecientos cincuenta y uno, que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; 

Considerando, en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a qua condenó al prevenido 
Pedro Puntier García a las penas de tres meses de prisión 
correccional y treinta pesos de multa, confirmando, pura 
y simplemente, mediante la adopción de sus motivos, la 
sentencia de juez de la primera instancia, en la cual se ha 
comprobado al amparo de la confesión del prevenido y de 
los demás elementos de convicción que fueron aportados 
regularmente a la causa, los hechos sigiuentes: 1) Que la 
menor Eulalia Castillo vivía bajo la tutela de su padre Pa-
blo Mena, en la sección de El Mamey, jurisdicción de la 
común de La Vega ; 2) Que dicha menor nació el doce de 
febrero de mil novecientos treinta y uno; y 3) Que en el 
mes de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, el 
prevenido Pedro Puntier García, sustrajo a la referida 
menor de la casa paterna, llevándola a la casa de Juan 
Santos, en donde sostuvo con ella relaciones sexuales ilí-
citas; que estos hechos, así comprobados y admitidos por 
los jueces del fondo, constituye el delito de sustracción de 
la joven Eulalia Castillo, mayor de dieciocho y menor de 

veintiún años, puesta a cargo del recurrente, y al conde-
narlo a las penas ya indicadas, se le han aplicado las san-
ciones establecidas por la ley y dentro de los límites fijados 
por ésta ; que, en consecuencia, el fallo que ahora se exami-
na se ha ajustado a las disposiciones del artículo 355, pá-
rrafo 1, tercera parte, del Código Penal, y no contiene, por 
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a  parte, en sus demás aspectos ningún vicio que justifi-
e  su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomas Mejía.— 

Tavares 	Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre- 
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.-- A. Alvarez Aybar.— 

rnesto Curiel hijo—Secretario General. 

TENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

tenia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 11 
de junio de 1951. 

ria: Penal. 

Recurrente: Pedro de la Cruz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 192 del Código de Procedi-
miento Criminal; 311, párrafo 1, del Código Penal; y lo. 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: 1) Que el dia trece de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y uno, Pedro Cabrera y Pedro de la Cruz, 
sostuvieron una riña a consecuencia de la cual resultó el 
primero con dos heridas que curaron antes de diez dias, y 
el segundo con otra herida que tardó más de treinta días 
en curar; 2) Que sometidos ambos prevenidos al Juzgado 
de primera Instancia del Distrito JudiCial de Puerto Pla-
ta, como autores de heridas voluntarias recíprocas, dicho 
Tribunal, por su sentencia de fecha diez y ocho de abril 
de mil novecientos cincuentiuno, descargó al prevenido Pe-
dro Cabrera, del delito de heridas voluntarias en perjuicio 
de Pedro de la Cruz, por no haberlo cometido, y condenó a 
éste a las penas de un mes de prisión correccional y diez 
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oposición; que en la sentencia impugnada consta que el 
oponente no compareció a la audiencia fijada para el e o_ 
nocimiento del recurso, no obstante haber sido legalment e 

 citado, y que el representante del ministerio público pidió 

en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en t a_ 
les condiciones, la Corte a qua aplicó correctamente los 
antes mencionados artículos al pronunciar la nulidad del 
recurso de oposición interpuesto por Pedro Punpier García, 
contra sentencia en defecto del veintiseis de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno, que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; 

Considerando, en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a qua condenó al prevenido 
Pedro Puntier García a las penas de tres meses de prisión 
correccional y treinta pesos de multa, confirmando, pura 
y simplemente, mediante la adopción de sus Motivos, la , 

 sentencia de juez de la primera instancia, en la cual se ha 
comprobado al amparo de la confesión del prevenido y de 
los demás elementos de convicción que fueron aportados 
regularmente a la causa, los hechos sigiuentes: 1) Que la 
menor Eulalia Castillo vivía bajo la tutela de su padre Pa-
blo Mena, en la sección de El Mamey, jurisdicción de la 
común de La Vega; 2) Que dicha menor nació el doce de 
febrero de mil novecientos treinta y uno; y 3) Que en el 
mes de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, el 
prevenido Pedro Puntier García, sustrajo a la referida 
menor de la casa paterna, llevándola a la casa de Juan 
Santos, en donde sostuvo con ella relaciones sexuales ilí-
citas; que estos hechos, así comprobados y admitidos por 
los jueces del fondo, constituye el delito de sustracción de 
la joven Eulalia Castillo, mayor. de dieciocho y menor de 
veintiún años, puesta a cargo del recurrente, y al conde-, 
narlo a las penas ya indicadas, se le han aplicado las san-
ciones establecidas por la ley y dentro de los límites fijados 
por ésta ; que, en consecuencia, el fallo que ahora se exami-
na se ha ajustado a las disposiciones del artículo 355, Pá-
rrafo 1, tercera parte, del Código Penal, y no contiene, po 

a  parte, en sus demás aspectos ningún vicio que justifi-
e  su casación; 

por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

llevares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
. Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— 
rnesto Curiel hijo—Secretario General. 

ENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 
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ncla Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 11 

de junio de 1951. 

la: Penal. 

ente: Pedro de la Cruz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
rado, y vistos los artículos 192 del Código de Procedi- 
'ento Criminal; 311, párrafo 1, del Código Penal; y lo. 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: 1) Que el dia trece de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y uno, Pedro Cabrera y Pedro de la Cruz, 
sostuvieron una riña a consecuencia de la cual resultó el 
primero con dos heridas que curaron antes de diez dias, y 
el segundo con otra herida que tardó más de treinta días 
en curar; 2) Que sometidos ambos prevenidos al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito JudiCial de Puerto Pla-
ta, como autores de heridas voluntarias recíprocas, dicho 
Tribunal, por su sentencia de fecha diez y ocho de abril 
de mil novecientos cincuentiuno, descargó al prevenido Pe-
dro Cabrera, del delito de heridas voluntarias en perjuicio 
'de Pedro de la Cruz, por no haberlo cometido, y condenó a 
éste a las penas de un mes de prisión correccional y diez 



ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

la impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 11 

de junio de 1951. 

ria: Penal. 

Recurrente: Pedro de la Cruz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 192 del Código de Procedi-
miento Criminal; 311, párrafo 1, del Código Penal; y lo. 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: 1) Que el dia trece de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y uno, Pedro Cabrera y Pedro de la Cruz, 
sostuvieron una riña a consecuencia de la cual resultó el 
primero con dos heridas que curaron antes de diez dias, y 
el segundo con otra herida que tardó más de treinta días 
en curar; 2) Que sometidos ambos prevenidos al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito JudiCial de Puerto Pla-
ta, como autores de heridas voluntarias recíprocas, dicho 
Tribunal, por su sentencia de fecha diez y ocho de abril 
de mil novecientos cincuentiuno, descargó al prevenido Pe-
dro Cabrera, del delito de heridas voluntarias en perjuicio 
de Pedro de la Cruz, por no haberlo cometido, y condenó a 
éste a las penas de un mes de prisión correccional y diez 
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oposición; que en la sentencia impugnada consta que el 
oponente no compareció a la audiencia fijada para el co- 
nocimiento del recurso, no obstante haber sido legalmente 
citado, y que el representante del ministerio público pidió 
en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en ta-
les condiciones, la Corte a qua aplicó correctamente los 
antes mencionados artículos al pronunciar la nulidad del 
recurso de oposición interpuesto por Pedro Punpier García, 
contra sentencia en defecto del veintiseis de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno, que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; 

Considerando, en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a qua condenó al prevenido 
Pedro Puntier García a las penas de tres meses de prisión 
correccional y treinta pesos de multa, confirmando, pura 
y simplemente, mediante la adopción de sus Motivos, la 
sentencia de juez de la primera instancia, en la cual se ha 
comprobado al amparo de la confesión del prevenido y de 
los demás elementos de convicción que fueron aportados 
regularmente a la causa, los hechos sigiuentes : 1) Que la 
menor Eulalia Castillo vivía bajo la tutela de su padre Pa-
blo Mena, en la sección de El Mamey, jurisdicción de la 
común de La Vega; 2) Que dicha menor nació el doce de 
febrero de mil novecientos treinta y uno; y 3) Que en el 
mes de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, el 
prevenido Pedro Puntier García, sustrajo a la referida 
menor de la casa paterna, llevándola a la casa de Juan 
Santos, en donde sostuvo con ella relaciones sexuales ilí-
citas; que estos hechos, así comprobados y admitidos por 
los jueces del fondo, constituye el delito de sustracción de 
la joven Eulalia Castillo, mayor. de dieciocho y menor de 
veintiún años, puesta a cargo del recurrente, y al conde-. :  
narlo a las penas ya indicadas, se le han aplicado las san-
ciones establecidas por la ley y dentro de los límites fijados 
por ésta; que, en consecuencia, el fallo que ahora se exami 
na se ha ajustado a las disposiciones del artículo 355, pá-
rrafo 1, tercera parte, del Código Penal, y no contiene, po 

la  parte, en sus demás aspectos ningún vicio que justifi-
/le  su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomas Mejía.— 

Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre- 
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— 

esto Curiel hijo—Secretario General. 
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pesos de multa, por delito de heridas voluntarias en p e 
 juicio de Pedro Cabrera, que curaron antes de diez dia
l

; 3) Que sobre apelación del prevenido Pedro de la Cruz 
I 

Corte de Apelación de Santiago dictó el fallo ahora irni; u: 
nado, el cual contiene el dispositivo que se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: declara irrecibirle el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado Pedro de la 
Cruz contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins. 
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el dieciocho 
de abril del año en curso, que le condena a un mes de pri-
sión correccional, multa de diez pesos y las costas, por el 
delito de heridas voluntarias que curaron antes de diez 
dias, en agravio de Pedro Cabrera, por tratarse de un he-
cho de la competencia del Juzgado de Paz, acerca del cual 
conoció el referido Juzgado de Primera Instancia, en últi-
ma instancia; SEGUNDO: condena al apelante al pago de 
las costas de su recurso"; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 192 del 
Código de Procedimiento Criminal, las sentencias dictadas 
por los Juzgados de Primera Instancia en materia correc-
cional que estatuyen cobre contravenciones o sobre delitos 
de la competenc,ia de los Juzgados de Paz, no son suscep-
tibles de apelación, cuando la declinatoria no ha sido pe-
dida por el ministerio público, la parte civil o el inculpado; 
que, por consiguiente, cuando varios prevenidos son per-
seguidos simultáneamente en razón de un delito y de una 
contravención o de un delito de la competencia de los juz-
gados de paz, unidos por un lazo de conexidad, la parte 
de la sentencia relativa a la contravención o al delito de 
la competencia del juez de paz, es en última instancia 
no está sujeta a apelación ; 

Considerando que, en la especie, el recurrente fué cn -
denado por el Juzgado de Primera Instancia por el dJ11: ,-) 
de heridas voluntarias en perjuicio de Pedro Cabrera, qu'-' 
curaron antes de diez días; que este delito era de la com -
petencia del Juzgado de Paz, en virtud de la atribución' 
pecial de competencia consagrada en el artículo 311, Pa -
rrafo I, última parte, del Código Penal; que, por tanto, la,  

----- 
 del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

jndícial de Puerto Plata del diez y ocho de abril del co-
rrien te  año, no podía ser válidamente objeto de un recurso 
de apelación, relativamente a la prevención puesta a car-
go del inculpado Pedro de la Cruz ; que, en tales condicio-
nes,  el fallo impugnado, que en sus demás aspectos no con-
t iene  ningún vicio que justifique su casación, se ha ajus-
tado a las disposiciones de los artículos antes mencionados, 
al declarar inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por el actual recurrente, Pedro de la Cruz; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. Gue-
rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 21 

de septiembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Lic. Manuel de Jesús de Peña. Abogado. R. A. Jorge Rivas.. 

Intimado: Dr. Pedro A. Garrido. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 1384, primera parte, del Có-
digo Civil, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que con motivo de la demanda en daños y perjuicios 
intentada por el Dr. Pedro A. Garrido, cotra el Lic. Ma-
nuel de Js. Peña, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado. 
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pesos de multa, por delito de heridas voluntarias en p e 
 juicio de Pedro Cabrera, que curaron antes de diez die 
 3) Que sobre apelación del prevenido Pedro de la Cruz 

Corte de Apelación de Santiago dictó el fallo ahora inipn: 
nado, el cual contiene el dispositivo que se copia a co nt-i. 

 nuación: "FALLA: PRIMERO: declara irrecibirle el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado Pedro de la 
Cruz contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el dieciocho 
de abril del año en curso, que le condena a un mes de pri-
sión correccional, multa de diez pesos y las costas, por el 
delito de heridas voluntarias que curaron antes de diez 
dias, en agravio de Pedro Cabrera, por tratarse de un he-
cho de la competencia del Juzgado de Paz, acerca del cual 
conoció el referido Juzgado de Primera Instancia, en últi-
ma instancia; SEGUNDO: condena al apelante al pago de 
las costas de su recurso"; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 192 del 
Código de Procedimiento Criminal, las sentencias dictadas 
por los Juzgados de Primera Instancia en materia correc-
cional que estatuyen cobre contravenciones o sobre delitos 
de la competencia de los Juzgados de Paz, no son suscep-
tibles de apelación, cuando la declinatoria no ha sido pe-
dida por el ministerio público, la parte civil o el inculpado; 
que, por consiguiente, cuando varios prevenidos son per-
seguidos simultáneamente en razón de un delito y de una 
contravención o de un delito de la competencia de los juz-
gados de paz, unidos por un lazo de conexidad, la parte 

de la sentencia relativa a la contravención o al delito de 
la competencia del juez de paz, es en última instancia 
no está sujeta a apelación; 

Considerando que, en la especie, el recurrente fué con-
denado por el Juzgado de Primera Instancia por el delio 

de heridas voluntarias en perjuicio de Pedro Cabrera, (In' 
curaron antes de diez días; que este delito era de la com -
petencia del Juzgado de Paz, en virtud de la atribución es-
pecial de competencia consagrada en el artículo 311, pa -
rrafo I, última parte, del Código Penal; que, por tanto, la 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

1421 

-en
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Puerto Plata del diez y ocho de abril del co-
rriente ario, no podía ser válidamente objeto de un recurso 
de apelación, relativamente a la prevención puesta a car-
go del inculpado Pedro de la Cruz; que, en tales condicio-
nes,  el fallo impugnado, que en sus demás aspectos no con-
tiene  ningún vicio que justifique su casación, se ha ajus-
tado a las disposiciones de los artículos antes mencionados, 
al declarar inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por el actual recurrente, Pedro de la Cruz ; 

Por tales motivos : RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. Gue-
rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 21 

de septiembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Lic. Manuel de Jesús de Peña. Abogado. R. A. Jorge Rivas._ 

Intimado: Dr. Pedro A. Garrido. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 1384, primera parte, del Có-
digo Civil, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de.  
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que con motivo de la demanda en daños y perjuicios 
intentada por el Dr. Pedro A. Garrido, cotra el Lic. Ma-
nuel de Js. Peña, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 
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pesos de multa, por delito de heridas voluntarias en p e 
 juicio de Pedro Cabrera, que curaron antes de diez di

as  3) Que sobre apelación del prevenido Pedro de la Cruz, i; 
Corte de Apelación de Santiago dictó el fallo ahora imp ug -
nado, el cual contiene el dispositivo que se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: declara irrecibirle el re_ 
curso de apelación interpuesto por el nombrado Pedro de la 
Cruz contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins. 
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el dieciocho 
de abril del año en curso, que le condena a un mes de pri-
sión correccional, multa de diez pesos y las costas, por el 
delito de heridas voluntarias que curaron antes de diez 
dias, en agravio de Pedro Cabrera, por tratarse de un he-
cho de la competencia del Juzgado de Paz, acerca del cual 
conoció el referido Juzgado de Primera Instancia, en últi-
ma instancia; SEGUNDO: condena al apelante al pago de 
las costas de su recurso"; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 192 del 
Código de Procedimiento Criminal, las sentencias dictadas 
por los Juzgados de Primera Instancia en materia correc-
cional que estatuyen cobre contravenciones o sobre delitos 
de la competenc,ia de los Juzgados de Paz, no son suscep-
tibles de apelación, cuando la declinatoria no ha sido pe-
dida por el ministerio público, la parte civil o el inculpado; 
que, por consiguiente, cuando varios prevenidos son per-
seguidos simultáneamente en razón de un delito y de una 
contravención o de un delito de la competencia de los juz-

gados de paz, unidos por un lazo de conexidad, la parte 
de la sentencia relativa a la contravención o al delito de 

la competencia del juez de paz, es en última instancia 
no está sujeta a apelación ; 

Considerando que, en la especie, el recurrente fué con-
denado por el Juzgado de Primera Instancia por el dc1;. ,) 
de heridas voluntarias en perjuicio de Pedro Cabrera, qu'-' 
curaron antes de diez días; que este delito era de la com -
petencia del Juzgado de Paz, en virtud de la atribución es -
pecial de competencia consagrada en el artículo 311, Pá -
rrafo I, última parte, del Código Penal; que, por tanto, la 

 del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
jndicial de Puerto Plata del diez y ocho de abril del co-
rrien te año, no podía ser válidamente objeto de un recurso 
de apelación, relativamente a la prevención puesta a car-
go  del inculpado Pedro de la Cruz; que, en tales condicio-
nes,  el fallo impugnado, que en sus demás aspectos no con-
t iene  ningún vicio que justifique su casación, se ha ajus-
tado a las disposiciones de los artículos antes mencionados, 
al declarar inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por el actual recurrente, Pedro de la Cruz; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. Gue-
rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA G DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia imptignada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 21. 

de septiembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Lic. Manuel de Jesús de Pefia. Abogado. R. A. Jorge Rivas.. . 

Intimado: Dr. Pedro A. Garrido. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 1384, primera parte, del Có-
digo Civil, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que con motivo de la demanda en daños y perjuicios 
intentada por el Dr. Pedro A. Garrido, cotra el Lic. Ma-
nuel de Js. Peña, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado. 
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de Primera Instancia de Santiago, en sus atribucione s  cc, 
merciales dictó en fecha veinte de julio de mil novecientos 
cincuenta una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FALLA • 
PRIMERO: que debe desestimar y desestima por impro-
cedente la excepción de no recibir propuesta por el derna n  

" dado Manuel de Jesús Peña respecto a la demanda en re. 
clamación de daños y perjuicios intentada contra él por el 
Dr. Pedro A. Garrido; SEGUNDO: que antes de hacer de. 
recho respecto del fondo de la demanda de que se trata 
ordena a cargo del demandante estas dos medidas de ins. 
trucción: a) un informativo sumario a fin de que el de-
mandante pueda probar con los testigos que tenga a bien 
hacer citar los siguientes hechos: a) que el incendio del 
dia veintiseis de marzo del presente año, a las once y rne. 
dia de la noche, fue originado en la ferretería del Licen-
ciado Manuel de Jesús de Peña; b) que ese incendio des-
truyó casi la totalidad de la casa del Dr. Pedro A. Garrido; 
c) que el botiquín médico y el laboratorio anexo fueron 
destruídos en su totalidad; d) que la cama donde tenía 
una gran cantidad de libros fué incendiada quemándole los 
libros casi en totalidad; e) que la vitrinas con instrumen-
tos de cirujía cuadros anatómicos fueron destruídos casi 
en totalidad; f) que los ajuares de la casa fueron destrui-
dos en totalidad; y g) que los títulos de Bachiller en Letras 
y Ciencias, de Licenciado en Medicina y Cirujía y Licen-
ciado en Derecho fueron bastante deteriorados, reservando 
al demandado Lic. Manuel de Jesus Peña el derecho al con-
trainformativo; información que deberá tener efecto por 
ante esta Cámara, en audiencia pública el día treintiuno 
(31) del presente mes de julio, a las nueve horas de la 
mañana; y b) un experticio para que se determinen los 
daños materiales experimentados por la casa deteriorada 
por el incendio, propiedad del Dr. Pedro A. Garrido, desig-
nando como experto para tales fines al señor Pablo N. Pé -
rez, Maestro Constructor de Obras de este domicilio y re-
sidencia, quien previamente al desempeño de sus funcione s 

 deberá prestar el juramento de ley ante esta Cámara: Y 
TERCERO: que debe reservar y reserva las costas"; b )  

Que contra esta sentencia interpuso recurso de apelación 
i
c• 
 Manuel de Js. Peña, en tiempo oportuno, por ante 

la 1. 
C°rte  s di 

Apelación dedel sp  e dSianotisaitgiovo; 

on de la sentencia ahora 

impugnada  .inpugnada es el que se copia a continuación: "FALLA : 
PRI MERO: que debe declarar, y declara, regular y válido 
en cuanto  a la forma, el presente recurso de apelación ;-
SEGUNDO: en cuanto al fondo, que debe rechazar y re-
chaza  dicho recurso, por improcedente y mal fundado;— 
TERCERO: que debe rechazar, y rechaza, el medio de de-

fensa propuesto por el intimado, Doctor Pedro Antonio 
Garrido, por improcedente y mal fundado;— CUARTO: 
que debe confirmar, y confirma, la sentencia pronunciada 
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atribucio-
nes comerciales ,en fecha veinte de julio del año mil nove-
cientos cincuenta, cuyo dispositivo figura íntegramente co-
piado en uno de los resultandos de esta sentencia ;— QUIN-
TO: que debe compensar y compensa las costas de la pre-
sente instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial como único medio de casación la violación del artículo 
1384, primera parte, del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
ución el recurrente sostiene que la Corte a qua ha hecho 
una falsa aplicación del artículo 1384, primera parte, del 
eCódigo

1fuego 

u e g o  ; C ivil, por haber decidido que, en caso de incendio 
por comunicación, existe una presunción de responsabili-
dad de las cargo del guardián del inmueble que ha propagado 

Considerando que en el presente caso, según resulta 
enunciaciones de la sentencia atacada, el Dr. Pedro 

A• Garrido demandó en daños y perjuicios al Lic. Manuel 
de Jesús Peña, por el hecho de que el veintiseis de marzo 
de mil novecientos cincuenta se produjo en el estableci- 
,111. ento comercial de dicho Lic. Peña, de la ciudad de San- 
qage de los Caballeros, un incendio, el cual se propagó a 
4 Casa vecina de la parte demandante; y que, ante el Juez 
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de Primera Instancia de Santiago, en sus atribuciones 
co-merciales dictó en fecha veinte de julio de mil novecientos 

cincuenta una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FALLA. 
PRIMERO: que debe desestimar y desestima por irop ro: 
cedente la excepción de no recibir propuesta por el dern an 

 dado Manuel de Jesús Peña respecto a la demanda en re-
clamación de daños y perjuicios intentada contra él Por el 
Dr. Pedro A. Garrido; SEGUNDO: que antes de hacer d e. 
recho respecto del fondo de la demanda de que se trata 
ordena a cargo del demandante estas dos medidas de bis: 
trucción: a) un informativo sumario a fin de que el de. 
mandante pueda probar con los testigos que tenga a bien 
hacer citar los siguientes hechos: a) que el incendio del 
dia veintiseis de marzo del presente año, a las once y m e_ 
dia de la noche, fue originado en la ferretería del Licen-
ciado Manuel de Jesús de Peña; b) que ese incendio des-
truyó casi la totalidad de la casa del Dr. Pedro A. Garrido; 
c) que el botiquín médico y el laboratorio anexo fueron 
destruídos en su totalidad; d) que la cama donde tenía 
una gran cantidad de libros fué incendiada quemándole los 
libros casi en totalidad ; e) que la vitrinas con instrumen-
tos de cirujía cuadros anatómicos fueron destruidos casi 
en totalidad ; f) que los ajuares de la casa fueron destrui-
dos en totalidad ; y g) que los títulos de Bachiller en Letras 
y Ciencias, de Licenciado en Medicina y Cirujía y Licen-
ciado en Derecho fueron bastante deteriorados, reservando 
al demandado Lic. Manuel de Jesus Peña el derecho al con-
trainformativo ; información que deberá tener efecto por 

ante esta Cámara, en audiencia pública el día treintiuno 
(31) del presente mes de julio, a las nueve horas de la 
mañana; y b) un experticio para que se determinen los 
daños materiales experimentados por la casa deteriorada 
por el incendio, propiedad del Dr. Pedro A. Garrido, desig-

nando como experto para tales fines al señor Pablo N. Pé-
rez, Maestro Constructor de Obras de este domicilio y re-

sidencia, quien previamente al desempeño de sus funciones 
deberá prestar el juramento de ley ante esta Cámara; Y 

TERCERO: que debe reservar y reserva las costas" ; b) 

Que  contra esta sentencia interpuso recurso de apelación 

el Lic. Manuel de Js. Peña, en tiempo oportuno, por ante 
Corte -- flA Apelación de Santiago;  

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el que se copia a continuación: "FALLA: 
PR111UgO: que debe declarar, y declara, regular y válido 
en cua nto a la forma, el presente recurso de apelación ;— 
SEGUNDO: en cuanto al fondo, que debe rechazar y re-
chaza dicho recurso, por improcedente y mal fundado ;— 
TERCERO : que debe rechazar, y rechaza, el medio de de-
fensa  propuesto por el intimado, Doctor Pedro Antonio 
Garrido, por improcedente y mal fundado ;— CUARTO: 
que debe confirmar, y confirma, la sentencia pronunciada 
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atribucio-
nes comerciales ,en fecha veinte de julio del año mil nove-
cientos cincuenta, cuyo dispositivo figura íntegramente co-
piado en uno de los resultandos de esta sentencia ;— QUIN-
TO: que debe compensar y compensa las costas de la pre-
sente instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial como único medio de casación la violación del artículo 
1384, primera parte, del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
sación el recurrente sostiene que la Corte a qua ha hecho 
una falsa aplicación del artículo 1384, primera parte, del 
Código Civil, por haber decidido que, en caso de incendio 
por comunicación, existe una presunción de responsabili-
dad a cargo del guardián del inmueble que ha propagado 
el fuego; 

Considerando que en el presente caso, según resulta 
de las enunciaciones de la sentencia atacada, el Dr. Pedro 
A. Garrido demandó en daños y perjuicios al Lic. Manuel 
de Jesús Peña, por el hecho de que el veintiseis de marzo 
de mil novecientos cincuenta se produjo en el estableci-
miento comercial de dicho Lic. Peña, de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, un incendio, el cual se propagó a 
la casa vecina de la parte demandante; y que, ante el Juez 
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del primer grado el Lic. Peña concluyó pidiendo el r  , 
zamiento de la demanda y de las medidas de instru eZa. 

 que solicitó la parte demandante porque estas no tendían 

rn 

a probar que el incendio se debió a una falta suya, sin
, 

1  
establecer solamente que dicho siniestro se origina en-  1 

 mencionado establecimiento comercial y la fijación del 
to de los daños y perjuicios; pedimento que fué desesti4

o.  tanto por el juez de primer grado como por la Co t r e de  
Apelación; 

Considerando que el artículo 1384, primera parte, d el 
Código Civil, al establecer que uno es responsable del da-
ño ocasionado por el hecho de las colls que están bajo su  
cuidado, consagra una presunción general de responsabili-
dad a cargo del guardián de la cosa inanimada que ha pro- 
ducido un daño a otro, que sólo puede ser destruida por la  
prueba de un caso fortuito o de fuerza mayor, la falta de 

 la víctima o de una causa extraña que no le sea imputable; 
Considerando que el término "cosas", usado por el re-

ferido texto legal, sin distinción alguna, tiene un alcance 
general que incluye tanto las cosas mobiliarias corno las 
cosas inmobiliarias, con excepción del daño ocasionado por 
.ta ruina de un edificio, que está regido por el artículo 1:186 
del Código Civil; 

Considerando que no habiendo previsto tampoco el ar-
tículo 1384, primera parte, ninguna excepción, ni expresa 
ni implicitamente, en relación con el caso de incendio, pre-
ciso es reconocer que la presunción de responsabilidad que 
en él se establece se aplica al guardián de un inmueble cu-
yo incendio so ha comunicado a las propiedades vecinas; 
que, en consecuencia, la Corte a qua ha hecho en la espe-
cie una correcta aplicación del texto legal que se examina: 

Considerando que siendo el Dr. Garrido, parte gana n-
ciosa, el abogado de su propia causa, la distracción en cos-

tas que ha pedido en su provecho carece de interés acordarla; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.' 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera. -- 
 Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. pío'''.  

, ivarez  Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretarió Ge-
ati.  

 

   

            

  

rr. Tr;CIA DE L A SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
nE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

  

    

  

sentencia, Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha G de Diciembre de 193). 

  

  

ddie: Penal. 

.. - terr:ente: Sociedad Comercial Exportadora, C. por A. Abogados: 
Lics. Santiago Lamela Díaz, J. A. Turuil Ricen. 

  

             

             

  

Intimada: Mendez y Co. Inc. de San Juan, Puerto Rico. Abogado: 
Lic. J. Arce Medina. 

  

  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188, 189 y 190 del Código de 
Procedimiento Civil; lo. 24 y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en fecha diez del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y siete, el señor Valentín Dieguez, 
Vice-Presidente-Tesorero de la 'Sociedad Comercial Ex- 
portadora, C. por A., de Ciudad Trujillo, le dirigió a Men- 
dez Ez Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, el radiograma 
siguiente: "LC. VIDEMENDEZ SAN JUAN. P. R. SI HAY 
OPORTUNIDAD EMBARCARIAMOS CURSO SEMANA 
MIL QUINTALES POMPADOUR OCHO CINCUENTA 
CIF. DIEGUEZ"; B), "que en fecha once de este mismo 
mes de junio del citado año mil novecientos cuarenta y sie- 
te, Méndez & Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, corres- 
pondieron a la oferta de la Sociedad Comercial Exportado- 
ra,  C. por A., de Ciudad Trujillo, en_la forma siguiente: 
DIEGIJEZ._ CIUDAD TRUJILLO— RETEL ACEPTA- 

POMPADOUR OCHO CIF/. MERCANCIA BIEN 

 

   

   



la: Penal. 

ente: Sociedad Comercial Exportadora, C. por A. Abogacios: 
ics. Santiago Lemela Díaz, J. A. Turuil Ricart. 
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del primer grado el Lic. Peña concluyó pidiendo el reth 
 zamiento de la demanda y de las medidas de instrucción 

 que solicitó la parte demandante porque estas no tend;,, 
a probar que el incendio se debió a una falta suya' sino  1— 
establecer solamente que dicho siniestro se originó el 4, 
mencionado establecimiento comercial y la fijación del in-  y; 
to de los daños y perjuicios; pedimento que fué desestim

ado  tanto por el juez de primer grado como por la Co t r e de  
Apelación; 

Considerando que el artículo 1354, primera parte

'  d
el 

Código Civil, al establecer que uno es responsable del da-
ño ocasionado por el hecho de las cosras que están baj o su 

 cuidado, consagra una presunción general de responsabili-
dad a cargo del guardián de la cosa inanimada que ha pr o. 
ducido un daño a otro, que sólo puede ser destruida por la 
prueba de un caso fortuito o de fuerza mayor, la falta de 
la víctima o de una causa extraña que no le sea imputable; 

Considerando que el término "cosas", usado por el re-
ferido texto legal, sin distinción alguna, tiene un alcance 
general que incluye tanto las cosas mobiliarias como las 
cosas inmobiliarias, con excepción del daño ocasionado por 
la ruina de un edificio, que está regido por el artículo 1336 
del Código Civil; 

Considerando que no habiendo previsto tampoco el ar-

tículo 1384, primera parte, ninguna excepción, ni expresa 
ni implicitamente, en relación con el caso de incendio, pre-
ciso es reconocer que la presunción de responsabilidad que 
en él se establece se aplica al guardián de un inmueble cu 
yo incendio se ha comunicado a las propiedades vecinas; 
que, en consecuencia, la Corte a qua ha hecho en la espe-
cie una correcta aplicación del texto legal que se examina; 

Considerando que siendo el Dr. Garrido, parte ganan -
ciosa, el abogado de su propia causa, la distracción en C08- 

 tas que ha pedido en su provecho carece de interés acordarla; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera. --  

Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Dio'  

-7;CIA DE LA sunnEmA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 6 de Diciembre de 19ZO. 

intimado: Mendez y Co. Inc. de San Juan, Puerto Rico. Abogado: 
Lic. J. Arce Medina. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188, 189 y 190 del Código de 
Procedimiento Civil ; lo. 24 y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en fecha diez del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y siete, el señor Valentín Dieguez, 
Vice-Presidente-Tesorero de la 'Sociedad Comercial Ex-
portadora, C. por A., de Ciudad Trujillo, le dirigió a Men-
dez & Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, el radiograma 
siguiente: "LC. VIDEMENDEZ SAN JUAN. P. R. SI HAY 
OPORTUNIDAD EMBARCARIAMOS CURSO SEMANA 
MIL QUINTALES POMPADOUR OCHO CINCUENTA 
CIF. DIÉGUEZ"; B), "que en fecha once de este mismo 
mes de junio del citado año mil novecientos cuarenta y sie-
te, Méndez & Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, corres-
'midieron a la oferta de la Sociedad Comercial Exportado-
!,a,  C. por A., de Ciudad Trujillo, en la forma siguiente: 
DIEGUEZ.— CIUDAD TRUJILLO.L.  RETEL ACEPTA- 

MOS 	OCHO CIF/. MERCANCIA BIEN 



la: Penal. 

ente: Sociedad Comercial Exportadora, C. por A. Abogacios: 
ics. Santiago Lemela Díaz, J. A. Turuil Ricart. 
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del primer grado el Lic. Peña concluyó pidiendo el reth 
 zamiento de la demanda y de las medidas de instrucción 

 que solicitó la parte demandante porque estas no tend;,, 
a probar que el incendio se debió a una falta suya' sino  1— 
establecer solamente que dicho siniestro se originó el 4, 
mencionado establecimiento comercial y la fijación del in-  y; 
to de los daños y perjuicios; pedimento que fué desestim

ado  tanto por el juez de primer grado como por la Co t r e de  
Apelación; 

Considerando que el artículo 1354, primera parte

'  d
el 

Código Civil, al establecer que uno es responsable del da-
ño ocasionado por el hecho de las cosras que están baj o su 

 cuidado, consagra una presunción general de responsabili-
dad a cargo del guardián de la cosa inanimada que ha pr o. 
ducido un daño a otro, que sólo puede ser destruida por la 
prueba de un caso fortuito o de fuerza mayor, la falta de 
la víctima o de una causa extraña que no le sea imputable; 

Considerando que el término "cosas", usado por el re-
ferido texto legal, sin distinción alguna, tiene un alcance 
general que incluye tanto las cosas mobiliarias como las 
cosas inmobiliarias, con excepción del daño ocasionado por 
la ruina de un edificio, que está regido por el artículo 1336 
del Código Civil; 

Considerando que no habiendo previsto tampoco el ar-

tículo 1384, primera parte, ninguna excepción, ni expresa 
ni implicitamente, en relación con el caso de incendio, pre-
ciso es reconocer que la presunción de responsabilidad que 
en él se establece se aplica al guardián de un inmueble cu 
yo incendio se ha comunicado a las propiedades vecinas; 
que, en consecuencia, la Corte a qua ha hecho en la espe-
cie una correcta aplicación del texto legal que se examina; 

Considerando que siendo el Dr. Garrido, parte ganan -
ciosa, el abogado de su propia causa, la distracción en C08- 

 tas que ha pedido en su provecho carece de interés acordarla; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera. --  

Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Dio'  

-7;CIA DE LA sunnEmA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 6 de Diciembre de 19ZO. 

intimado: Mendez y Co. Inc. de San Juan, Puerto Rico. Abogado: 
Lic. J. Arce Medina. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188, 189 y 190 del Código de 
Procedimiento Civil ; lo. 24 y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en fecha diez del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y siete, el señor Valentín Dieguez, 
Vice-Presidente-Tesorero de la 'Sociedad Comercial Ex-
portadora, C. por A., de Ciudad Trujillo, le dirigió a Men-
dez & Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, el radiograma 
siguiente: "LC. VIDEMENDEZ SAN JUAN. P. R. SI HAY 
OPORTUNIDAD EMBARCARIAMOS CURSO SEMANA 
MIL QUINTALES POMPADOUR OCHO CINCUENTA 
CIF. DIÉGUEZ"; B), "que en fecha once de este mismo 
mes de junio del citado año mil novecientos cuarenta y sie-
te, Méndez & Co., Inc., de San Juan de Puerto Rico, corres-
'midieron a la oferta de la Sociedad Comercial Exportado-
!,a,  C. por A., de Ciudad Trujillo, en la forma siguiente: 
DIEGUEZ.— CIUDAD TRUJILLO.L.  RETEL ACEPTA- 

MOS 	OCHO CIF/. MERCANCIA BIEN 
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SECA LIMPIA Y NUEVO COSECHO GIRO VISTA 
^0u , TESTEN.— VIDEMENDEZ";— que en fecha diecise
is 
 precitado mes de junio del año mil novecientos cuarenta el 

 siete, la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., de Ciu 
ciad Trujillo, le dirigió a la Mendez & Co., Inc., de San ,lim . 

 de Puerto Rico, el radiograma que a continuación se copia;  
"L. C. VIDEMENDEZ.— S. J. P. R.— CONFORME 

Ely 
BARCAREMOS MIL POMPADOUR ESTA SEMAN A' 
DIEGUEZ";— C), "Que en el expediente figu ra 11— 

 carta de fecha veinte de junio del precitado año m'II 
novecientos cuarenta y siete, suscrita por el Vice-Pre si. 
dente-Tesorero de la Sociedad Comercial Exportadora, e 
por A., y dirigida por dicha Sociedad a Méndez & C., nue 
dice así: "Sres. Méndez y Co., 8 Depósito St. Marina, San 
Juan Puerto Rico,— Muy Sres. Nuestros: en relación con 
los telegramas cruzados entre nosotros sobre la venta q ue 

 les hemos hecho de mil quintales de habichuelas, mucho es-
timaremos se sirvan abrirnos Carta de Crédito correspon-
diente por el valor de esta mercancía.— De Uds. atte. So-
ciedad Comercial Exportadora, C. por A., por Valentín Die-
guez, Vice-Presidente-Tesorero, I. Rasines"; D), "que cons-
ta en auto, que en fecha veinticuatro del mes de junio del 
precitado año mil novecientos cuarenta y siete, los señores 
Méndez & Co., Inc., dirigieron a esta Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., un radiograma que dice así: "L 
C.— DIEGUEZ CIUDAD TRUJILLO-RECARTA NEGO-
CIO CERRADO BASE GIRO VISTA ESPERAMOS EM-
BARQUEN PARA ATENDER COMPROMISOS CV:- 
TRAMOS.— VIDEMENDEZ"; E) "que en fecha veinti-
cinco de ese mismo mes de junio del año mil novecientol 
cuarenta y siete, Méndez & Co., Inc., dirigieron a la Socie-
dad Comercial Exportadora, C. por A., la carta siguiente: 
"Estimados señores: Acusamos recibo a su atenta carta 
de junio 20 y su contenido ha sido debidamente anotado. —

Confirmamos nuestro cable del día 24, según copia que le 
 adjuntamos a la presente. De acuerdo con la tramitación 

 de este negocio, nosotros hicimos nuestros compromisos coa 
los clientes, y naturalmente, que si al tomar negocio 11'5  

hubiésemos indicado que tenían que abrir carta de crédito 
,to  hubiesen dado la conformidad teniendo en cuenta que 

"1; la  actualidad se está operando tanto con los fabricantes 

s' 
en 	como con las firmas extrangeras a base de Gi- 

ro 
a la vista.— Nosotros no tenemos la intención de lle-

varlos a ustedes a un terreno que no sea de su agrado, pero 

ate  es un asunto que han debido ustedes hacerlo claro al 
vate el negocio y no desear establecer dicha condición 
después de haber cerrado el negocio. No tenemos la menor 
duda de su buena fé en la tramitación del negocio y ya 
liemos informado a los clientes, que las habichuelas les 
serán embarcadas de acuerdo con sus condiciones de com-
pra ,— Les agradeceremos mucho que al recibo de la pre-
sente nos cablegrafíen indicándonos la fecha de salida de 
la mercancía para tener la clientela avisada y puedan ellos 
recoger esta del muelle sin pérdida de tiempo y sin gastos 
de almacenajes. Hemos de agradecerles encarecidamente nos 
envíen a vuelta de correo toda la documentación necesaria 
para no encontrarnos en dificultades al hacer la declara-
ción de aduana.— A la mira de sus noticias quedamos, de 
Uds. muy atentamente, MENDEZ & Co., Inc., Presidente"; 
F), "que el dia veintiocho del mismo mes de junio del pre-
citado año mil novecientos cuarenta y siete, la Sociedad 
Comercial Exportadora, C. por A., se dirigió a Méndez & 
Co., en la forma siguiente: "Sres. Méndez & Co.— San 
Juan-Puerto Rico.— Muy señores nuestros: Nes referimos 
a sus attas del 24 y 25 del cte. en las que insisten sobre la 
realización de un negocio de habichuelas a base de Giro 
a la Vista, forma de negociar descartada por nosotros cuan-
do se trata de granos como maíz y habichuelas en los que 
los precios fluctúan tanto ,pues ya a principios de años ex-
perimentamos una pérdida de $5.000 en una operación de 
habichuelas, las que nos fueron dejadas de cuenta por un 
cliente de esa misma plaza por la única razón de haber 
llegado h b• o a ichuelas americanas que al parecer le convenían 
mas; así que desde entonces hemos descartado el giro a la 
vista en granos de esta clase.— Al ver su insistencia en 
que el negocio habría de efectuarse mediante Giro a la Vis- 
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os indicado que tenían que abrir carta de crédito 

hu'
hie'sem
hubiesen dado la conformidad teniendo en cuenta que 

so 

SECA LIMPIA Y NUEVO COSECHO GIRO VIST 
TESTEN.— VIDEMENDEZ"•— que en fecha dieci sZ

.I
- 

 precitado mes de junio del año mil novecientos cuarei., el 
siete, la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., d eric..G

l
. 

ciad Trujillo, le dirigió a la Mendez & Co., Inc., de s an juatlia' 
de Puerto Rico, el radiograma que a continuación se copia:  
"L. C. VIDEMENDEZ.— S. J. P. R.— CONFORME  Est.  
BARCAREMOS MIL POMPADOUR ESTA SEMANA 
DIEGUEZ";— C), "Que en el expediente figura U - n , 
carta de fecha veinte de junio del precitado año mil 
novecientos cuarenta y siete, suscrita por el Vice-Presi-
dente-Tesorero de la Sociedad Comercial Exportadora, e 
por A., y dirigida por dicha Sociedad a Méndez & C., (le. 

 dice así: "Sres. Méndez y Co., 8 Depósito St. Marina, San 
Juan Puerto Rico,— Muy Sres. Nuestros : en relación con 
los telegramas cruzados entre nosotros sobre la venta q ue 

 les hemos hecho de mil quintales de habichuelas, mucho es-
timaremos se sirvan abrirnos Carta de Crédito correspon-
diente por el valor de esta mercancía.— De Uds. atte. So. 
ciedad Comercial Exportadora, C. por A., por Valentín Die-
guez, Vice-Presidente-Tesorero, I. Rasines" ; D), "que cons-
ta en auto, que en fecha veinticuatro del mes de junio del 
precitado año mil novecientos cuarenta y siete, los señores 
Méndez & Co., Inc., dirigieron a esta Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., un radiograma que dice así: "L. 
C.— DIEGUEZ CIUDAD TRUJILLO-RECARTA NEGO-
CIO CERRADO BASE GIRO VISTA ESPERAMOS EM-
BARQUEN PARA ATENDER COMPROMISOS COY-
TRAMOS.— VIDE MENDEZ" ; E) "que en fecha veinti-
cinco de ese mismo mes de junio del año mil novecierto 3 

 cuarenta y siete, Méndez & Co., Inc., dirigieron a la Socie-
dad Comercial Exportadora, C. por A., la carta siguiente: 
"Estimados señores: Actisamos recibo a su atenta carta 
de junio 20 y su contenido ha sido debidamente anotado. —

Confirmamos nuestro cable del día 24, según copia que le 
 adjuntamos a la presente. De acuerdo con la trarnitsei 611  

de este negocio, nosotros hicimos nuestros compromisos can 
los clientes, y naturalmente, que si al tomar negocio lo 

actualidad se está operando tanto con los fabricantes 

americanos 
 la acs,ua

er icanos como con las firmas extrangeras a base de Gi-

ro 
a  la  vista.— Nosotros no tenemos la intención de lle-

v
arlos a ustedes a un terreno que no sea de su agrado, pero 

es t
e  es un asunto que han debido ustedes hacerlo claro al 

iniciarse el negocio y no desear establecer dicha condición 

después de haber cerrado el negocio. No tenemos la menor 
duda de su buena fé en la tramitación del negocio y ya 
hemos informado a los clientes, que las habichuelas les 
serán embarcadas de acuerdo con sus condiciones de com-
pra ,— Les agradeceremos mucho que al recibo de la pre-
sente nos cablegrafíen indicándonos la fecha de salida de 
la mercancía para tener la clientela avisada y puedan ellos 
recoger esta del muelle sin pérdida de tiempo y sin gastos 
de almacenajes. Hemos de agradecerles encarecidamente nos 
envíen a vuelta de correo toda la documentación necesaria 
para no encontrarnos en dificultades al hacer la declara-
ción de aduana.— A la mira de sus noticias quedamos, de 
Uds. muy atentamente, MENDEZ & Co., Inc., Presidente"; 
F), "que el dia veintiocho del mismo mes de junio del pre-
citado año mil novecientos cuarenta y siete, la Sociedad 
Comercial Exportadora, C. por A., se dirigió a Méndez & 
Co., en la forma siguiente: "Sres. Méndez & Co.— San 
Juan-Puerto Rico.— Muy señores nuestros: Nos referimos 
a sus attas del 24 y 25 del cte. en las que insisten sobre la 
realización de un negocio de habichuelas a base de Giro 
a la Vista, forma de negociar descartada por nosotros cuan-
do se trata de granos como maíz y habichuelas en los que 
los precios fluctúan tanto ,pues ya a principios de años ex-
perimentamos una pérdida de 85.020 en una operación de 
habichuelas, las que nos fueron dejadas de cuenta por un 
cliente de esa misma plaza por la única razón de haber 
llegado habichuelas americanas que al parecer le convenían 
Ilás; así que desde entonces hemos descartado el giro a la 
vista en granos de esta clase.— Al ver su insistencia en 
que el negocio habría de efectuarse mediante Giro a la Vis- 
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-ta, hemos considerado este negocio descartado.— Espe ran 
 do que en otra oportunidad habremos de ser por anlb

a  partes más afortunados.— Aprovechamos para repetirnl-, 
Suyos atte.— Valentín Dieguez.— Vice-Presidente-Tes or:

-  
- 

ro"; G), "que en fecha nueve del mismo mes de octubre 
del repetido año mil novecientos cuarenta y siete , .'egtin 
acto instrumentado por el ministerial Narciso Alonzo hij o 

 Alguacil de Estados de la Suprema Corte de Justicia la 
Mendez & Co., Inc., por la que actúa José Ramón Alvarez 
en su calidad de presidente de dicha entidad, teniendo por 
apoderado especial al Licenciado Juan Arce Medina, citó 
y emplazó a la sociedad Comercial Exportadora, C. por A. 
para que compareciera por ante la Cámara Civil y Comer. 

cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, el día 
treinta del mes de octubre del año mil novecientos cuarenta 
y siete, a las nueve horas de la mañana, a los fines siguien-
tes: para que "oiga la Sociedad Comercial Exportadora, 
C. por A., a mis requerientes pedir y al Tribunal fallar: 
PRIMERO: la condenación al pago de la suma de cinco 
mil pesos (RD$5.000.00) moneda de curso legal, en la que 
Méndez & Co. Inc. estima el perjuicio que se le irroga cox 
motivo de la falta de cumplimiento del contrato a que se 
refiere el presente acto; SEGUNDO: la condenación al pa-
go de los intereses legales correspondientes, y al pago de 
las costas. Bajo toda reserva"; H), "que, a esa audiencia 
que al efecto celebró dicha Cámara Civil y Comercial pú-
blicamente, previamente fijada por auto-boletín dictado a 
diligencia de la parte demandante, comparecieron ambas 
partes en causa, representadas por sus respectivos apode-
rados especiales, concluyendo, el de la parte demandante , 

 al fondo de su demanda, y el de la demandada, proponiendo 
una excepción de comunicación de documentos"; I), "que 
en fecha trece del mes de noviembre de ese mismo año mil 
novecientos cuarenta y siete, dicha Cámara Civil y Comer-
cial ordenó por sentencia, que previamente a la discusión 
del fondo de esta demanda, dicha demandante comuniqu e 

 a la parte demandada por vía de la Secretaría, todos Y ca" 
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uno  
de los documentos de que va a hacer uso en apoyo 

de su 
d demanda", otorgando un plazo de tres dias francos a 

e  Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., para que 
mara comunicación de los documentos que habrían de ser- 

-+A  
; comunicados"; J), "que, en fecha veintinueve del mes 
de enero del año mil novecientos cuarenta y ocho, por acto 
instrumentado por el ministerial Luis Arvelo, Alguacil de 
Estrado que lo fué de esta Corte de Apelación", (lo era 
la  de  Ciudad Trujillo), "Mendez & Co., Inc. notificó a la 
Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., en forma eje-
cutoria la sentencia por la cual se ordenó la comunicación 
de documentos a que se ha hecho mención precedentemen-
te", k), "que en fecha diecisiete del mes de febrero del ex-
presado año mil novecientos cuarenta y ocho, según acto 
instrumentado por el mismo ministerial Luis Arvelo, la 
Méndez & Co., Inc. citó y emplazó a la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., para que compareciera por ante 
dicha Cámara Civil y Comercial el día veinticuatro de ese 
mismo mes de febrero y año mil novecientos cuarenta y 
ocho, a las nueve horas de la mañana, a fin de discutir el 
fondo de la demanda antes mencionada; que a esa audien-
cia solamente compareció la demandante Méndez & Co., 
Inc. representada por su ya dicho apoderado especial"; L), 
que el tres de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó una 
sentencia con este dispostivo: "FALLA: PRIMERO: que, 
debe pronunciar, como en efecto renuncia el defecto contra 
la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A. por falta de 
concluir; SEGUNDO: que debe condenar como en efecto 
condena a la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
a pagar a Méndez & Co. Inc., los daños y perjuicios, a jus-
tificar por estado, que le ha ocasionado por la falta de en-
trega en el tiempo y forma convenido, de la cosa vendida 
objeto de la presente instancia; TERCERO: que debe con-
denar como en efecto condena a la Sociedad Comercial Ex-
Portadora, C. por A., al pago de las costas, con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Juan Arce Medina, quien 
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•ta, hemos considerado este negocio descartado.— E spera 
 do que en otra oportunidad habremos de ser por ambas 

 partes más afortunados.— Aprovechamos para repetirnos 
Suyos atte.— Valentín Dieguez.— Vice-Presidente-Tes or  

- ro"; G), "que en fecha nueve del mismo mes de octub re 
 del repetido año mil novecientos cuarenta y siete, según  acto instrumentado por el ministerial Narciso Alonzo hijo 

 Alguacil de Estados de la Suprema Corte de Justicia la  
Mendez & Co., Inc., por la que actúa José Ramón Alvarez 
en su calidad de presidente de dicha entidad, teniendo por 
apoderado especial al Licenciado Juan Arce Medina, cito 
y emplazó a la sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
para que compareciera por ante la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, el día 
treinta del mes de octubre del año mil novecientos cuarenta 
y siete, a las nueve horas de la mañana, a los fines siguien-
tes: para que "oiga la Sociedad Comercial Exportadora, 
C. por A., a mis requerientes pedir y al Tribunal fallar: 
PRIMERO: la condenación al pago de la suma de cinco 
mil pesos (RD$5.000.00) moneda de curso legal, en la que 
Méndez & Co. Inc. estima el perjuicio que se le irroga coa 
motivo de la falta de cumplimiento del contrato a que se 
refiere el presente acto; SEGUNDO: la condenación al pa-
go de los intereses legales correspondientes, y al pago de 
las costas. Bajo toda reserva"; H), "que, a esa audiencia 
que al efecto celebró dicha Cámara Civil y Comercial pú-
blicamente, previamente fijada por auto-boletín dictado a 
diligencia de la parte demandante, comparecieron ambas 
partes en causa, representadas por sus respectivos apode-
rados especiales, concluyendo, el de la parte demandante , 

 al fondo de su demanda, y el de la demandada, proponiendo 
una excepción de comunicación de documentos" ; I), "que  
en fecha trece del mes de noviembre de ese mismo año mil 
novecientos cuarenta y siete, dicha Cámara Civil y Comer-
cial ordenó por sentencia, que previamente a la discusión 
del fondo de esta demanda, dicha demandante comuniqu e 

 a la parte demandada por vía de la Secretaría, todos y ca- 

da uno de los documentos de que va a hacer uso en apoyo 

de 
su  demanda otorgando un plazo de tres dias francos a 

la suciedad Comercial Exportadora, C. por A., para que 
fpmara comunicación de los documentos que habrían de ser-
le comunicados"; J), "que, en fecha veintinueve del mes 
de  enero del año mil novecientos cuarenta y ocho, por acto 
instrumentado por el ministerial Luis Arvelo, Alguacil de 
Estrado que lo fué de esta Corte de Apelación", (lo era 
la de  Ciudad Trujillo), "Mendez & Co., Inc. notificó a la 
Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., en forma eje-
cutoria la sentencia por la cual se ordenó la comunicación 
de documentos a que se ha hecho mención precedentemen- 

k), "que en fecha diecisiete del mes de febrero del ex-
presado año mil novecientos cuarenta y ocho, según acto 
instrumentado por el mismo ministerial Luis Arvelo, la 
Méndez & Co., Inc. citó y emplazó a la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., para que compareciera por ante 
dicha Cámara Civil y Comercial el día veinticuatro de ese 
mismo mes de febrero y año mil novecientos cuarenta y 
ocho, a las nueve horas de la mañana, a fin de discutir el 
fondo de la demanda antes mencionada; que a esa audien-
cia solamente compareció la demandante Méndez & Co., 
Inc. representada por su ya dicho apoderado especial" ; L), 
que el tres de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó una 
sentencia con este dispostivo: "FALLA: PRIMERO: que, 
debe pronunciar, como en efecto renuncia el defecto contra 
la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A. por falta de 
concluir; SEGUNDO: que debe condenar como en efecto 
condena a la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
a pagar a Méndez & Co. Inc., los daños y perjuicios, a jus-
tificar por estado, que le ha ocasionado por la falta de en-
trega en el tiempo y forma convenido, de la cosa vendida 
Objeto de la presente instancia; TERCERO: que debe con-
denar como en efecto condena a la Sociedad Comercial Ex-
Portadora, C. por A., al pago de las costas, con distracción 
de  las mismas en provecho del Lic. Juan Arce Medina, quien 
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afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; LL), 
en fecha trece de mayo del mismo año mil novecientos cua-
renta y ocho, según acto instrumentado por el ministerial 
Horacio Ernesto Castro Ramíres, Alguacil de Estrado d e 

 la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Iris' 
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, la Sociedad 
Comercial Exportadora C. por A., teniendo por apoderado 
especial al abogado Licenciado Fernando A. Chalas V., in-
terpuso formal recurso de oposición contra la antes men-
cionada sentencia, de fecha trece de abril del año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, de la referida Cámara Civil y Co.. 
mercial; que por ese mismo acto dicha oponente citó y em-
plazó a la Méndez & Co. Inc., para que el día tres de junio 
del citado año mil novecientos cuarenta y ocho, a las nueve 
horas de la mañana, compareciera por ante la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, a fin de que: Atendido: a que la sentencia con-
tra la cual se recurre en oposición hace una errada apre-
ciación de los hechos de la causa y en consecuencia una in-
justa aplicación de la Ley; Atendido: a que la operación 
originaria que ha dado lugar a la demanda, se hizo me-
diante pago de contado ; y que no es variar las condiciones 
del contrato solicitar una carta de crédito que está dentro 
de la condición estipulada de pago al contado ; que en esas 
condiciones, es evidente que no es mi requeriente quien 
ha querido modificar el contrato primitivamente concertado, 
sino mas bien la Mendez y Co. Inc., quien ha querido es-
quivar las consecuencias de la obligación que contrajo de 
pagar de contado el precio de la mercancía ; Atendido: que 
en otras ocasiones la Méndez & Co. Inc. ha puesto obstácu-
los al pago de los giros de la exponente en operaciones si-
milares, a que ha dado nacimiento a esta litis haciendo 
alegatos infundados y reducciones en el precio estipulado; 
que para ponerse al abrigo de esas maniobras mi requerien -
te ha podido sin violar la estipulación del contrato de Pa -
go de contado exigir el envío de cartas de crédito; Atendi -
do: que la Méndez & Co. Inc., ha estado más bien interesa - 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

1431 

da  en resolver el contrato de venta de habichuelas, por la 

g
ran cantidad de ellas que invadió el mercado de Puerto 

R ico de procedencia norteamericana y que determinó una 
baja sensible en el precio de esta mercancía; como se pro-
ba oportunamente, y para conseguir esa finalidad se ne-

góraál envío de las cartas de crédito como sino fuera igual 
pagar en esta forma que en cualquiera otra, dentro de la 
cláusula pago de contado del contrato; Atendido: que la 
Méndez & Co. Inc., no ha puesto a mi requeriente en mora 
de ejecutar, por lo cual su demanda en daños y perjuicios 
es inaceptable; por cuanto además, la resolución de un 
contrato no puede originar a cargo del contratante en falta 
de obligación de pagar daños y perjuicios sino cuando el 
acreedor de la obligación incumplida, demuestre por los 
medios de pruebas legales que ha sufrido un daño material 
a consecuencia de la inejecución ; Atendido: que en el pre-
sente caso, la Méndez & Co. Inc., no ha probado ni ofre-
cido probar los daños que le irrogó la inejecución de mi 
requeriente; que la sentencia recurrida ha aceptado sin 
pruebas el alegato de perjuicio hecho por la demandante 
y ordena la liquidación por estado de la cuantía de un daño 
no probado sino simplemente alegado ; Atendido: a que to-
da parte que sucumbe debe ser condenada al pago de las 
costas; y a otras razones que se aducirán en tiempo y lu-
gar oportunos, Oiga la sociedad comercial Méndez & Co. 
Inc., a mi requeriente pedir y al supraindicado Juzgado en 
atribuciones comerciales fallar : PRIMERO : Admitiendo 
el presente recurso de oposición por ser regular en cuanto 
a la forma ; SEGUNDO: en cuanto al fondo : revocar su 
propia sentencia de fecha 3 de abril de 1948 y juzgando 
de nuevo el caso, rechazar por improcedente y mal funda-
da, la demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por Méndez & Co. Inc., al pago contra mi requeriente; 
Y TERCERO: condenar a dicha sociedad Méndez & Co. Inc., 
al pago de las costas, ordenando la distracción de las mis-
mas a favor del Lic. Fernando A. Chalas V., quien afirma 
haberlas avanzado. Bajo reserva"; M), "que en fecha diez 
de agosto del año mil novecientos cuarenta y ocho, la Cá- 
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afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; LL), " quo, 
en fecha trece de mayo del mismo año mil novecientos cua-
renta y ocho, según acto instrumentado por el ministerial 
Horacio Ernesto Castro Ramíres, Alguacil de Estrado d e 

 la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, la Sociedad 
Comercial Exportadora C. por A., teniendo por apoderado 
especial al abogado Licenciado Fernando A. Chalas V., in-
terpuso formal recurso de oposición contra la antes men-
cionada sentencia, de fecha trece de abril del año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, de la referida Cámara Civil y Co-
mercial ; que por ese mismo acto dicha oponente citó y em-
plazó a la Méndez & Co. Inc., para que el día tres de junio 
del citado año mil novecientos cuarenta y ocho, a las nueve 
horas de la mañana, compareciera por ante la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, a fin de que: Atendido: a que la sentencia con-
tra la cual se recurre en oposición hace una errada apre-
ciación de los hechos de la causa y en consecuencia una in-
justa aplicación de la Ley ; Atendido : a que la operación 
originaria que ha dado lugar a la demanda, se hizo me-
diante pago de contado ; y que no es variar las condiciones 
del contrato solicitar una carta de crédito que está dentro 
de la condición estipulada de pago al contado ; que en esas 
condiciones, es evidente que no es mi requeriente quien 
ha querido modificar el contrato primitivamente concertado, 
sino mas bien la Mendez y Co. Inc., quien ha querido es-
quivar las consecuencias de la obligación que contrajo de 
pagar de contado el precio de la mercancía ; Atendido : que 
en otras ocasiones la Méndez & Co. Inc. ha puesto obstácu-
los al pago de los giros de la exponente en operaciones si-
milares, a que ha dado nacimiento a esta litis haciendo 
alegatos infundados y reducciones en el precio estipulado; 
que para ponerse al abrigo de esas maniobras mi requerien -
te ha podido sin violar la estipulación del contrato de pa -
go de contado exigir el envío de cartas de crédito ; Atendi -
do : que la Méndez & Co. Inc., ha estado más bien interesa - 
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da en resolver el contrato de venta de habichuelas, por la 
gran  cantidad de ellas que invadió el mercado de Puerto 
líico de procedencia norteamericana y que determinó una 
baja sensible en el precio de esta mercancía ; como se pro-

bará oportunamente, y para conseguir esa finalidad se ne-

gó al envío de las cartas de crédito como sino fuera igual 
pagar en esta forma que en cualquiera otra, dentro de la 
cláusula pago de contado del contrato; Atendido : que la 
Méndez & Co. Inc., no ha puesto a mi requeriente en mora 
de ejecutar, por lo cual su demanda en daños y perjuicios 
es inaceptable ; por cuanto además, la resolución de un 
contrato no puede originar a cargo del contratante en falta 
de obligación de pagar daños y perjuicios sino cuando el 
acreedor de la obligación incumplida, demuestre por los 
medios de pruebas legales que ha sufrido un daño material 
a consecuencia de la inejecución ; Atendido : que en el pre-
sente caso, la Méndez & Co. Inc., no ha probado ni ofre-
cido probar los daños que le irrogó la inejecución de mi 
requeriente; que la sentencia recurrida ha aceptado sin 
pruebas el alegato de perjuicio hecho por la demandante 
y ordena la liquidación por estado de la cuantía de un daño 
no probado sino simplemente alegado; Atendido : a que to-
da parte que sucumbe debe ser condenada al pago de las 
costas ; y a otras razones que se aducirán en tiempo y lu-
gar oportunos, Oiga la sociedad comercial Méndez & Co. 
Inc., a mi requeriente pedir y al supraindicado Juzgado en 
atribuciones comerciales fallar : PRIMERO: Admitiendo 
el presente recurso de oposición por ser regular en cuanto 
a la forma; SEGUNDO : en cuanto al fondo : revocar su 
propia sentencia de fecha 3 de abril de 1948 y juzgando 
de nuevo el caso, rechazar por improcedente y mal funda-
da, la demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por Méndez & Co. Inc., al pago contra mi requeriente; 
y TERCERO: condenar a dicha sociedad Méndez & Co. Inc., 
al pago de las costas, ordenando la distracción de las mis-
mas a favor del Lic. Fernando A. Chalas V., quien afirma 
haberlas avanzado. Bajo reserva" ; M), "que en fecha diez 
de agosto del año mil novecientos cuarenta y ocho, la Cá- 
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mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
de este Distrito Judicial, actuando en sus atribuciones co-
merciales, dictó una sentencia contradictoria, cuyo disp o_ 
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe d e. 
clarar, como al efecto declara, regular, en cuanto a la for-
ma, el recurso de oposición de que se trata, interpue sto 

 por la Sociedad Comercial Exportadora C. por A., según 
 acto instrumentado y notificado en fecha trece del mes de 

mayo del presente año mil novecientos cuarenta y ocho por 
el ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Alguacil 
de Estrados de este Tribunal ; SEGUNDO: que debe deses-
timar, como al efecto desestima, por infundado, el pedimen-
to formulado por dicha Sociedad Comercial Exportadora, 
C. por A., en el ordinal tercero de sus conclusiones de au-
diencia, tendiente a la ordenación de la comparencia perso-
nal de las partes en causa; TERCERO: Que debe rechazar, 
como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el mencionado 
recurso de oposición, por improcedente y mal fundado, y 
en concuencia, confirma en todas sus parte la sentencia 
objeto del premencionado recurso de oposición, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en el cuerpo de esta sentencia, dic-
tada por este mismo Tribunal en fecha trece del mse de 
abril del presente año mil novecientos cuarentiocho, en fa-
vor de la Méndez & Co., Inc., para que surta todos sus efec-
tos legales; CUARTO: Que debe condenar, como al efecto 
condena, a la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
parte intimante que sucumbe, al pago de todas las costas 
causadas y por causarse en la presente instancia, y QUIN-
TO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, que esas cos-
tas sean distraídas en provecho del Licenciado Juan Arce 
Medina, en su dicha calidad, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; N), que el cuatro de marzo de 
mil novecientos cuarenta y nueve, la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., interpuso recurso de alzada contra 
la decisión del diez de agosto de mil novecientos cuarenta 
y ocho ya indicada; N), que fijada la audiencia del cinco 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, para conocer del asunto ,  
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„
a 
 dicha audiencia comparecieron ambas partes, represen-

todas por sus respectivos abogados constituidos, concluyen-
do' el de la intimante, solicitando comunicación de piezas, 
y el de la intimada, asintiendo a esta petición"; O), "que 
-e
n fecha trece de ese mismo mes de mayo del citado año 

m il novecientos cuarenta y nueve, esta Corte ordenó por 
sentencia, que previamente a la discusión del fondo del re-
ferido recurso de apelación, la intimada comunique a la 
intimante, por vía de Secretaría, "todos y cada uno de los 
documentos que van a emplear en apoyo de sus pretensio-
nes en la presente instancia", otorgando un plazo de cinco 
días, a partir de la notificación de la sentencia, para que la 
Sociedad Comercial Exportadora C. por A. tomara cono-
cimiento de los documentos que Méndez & Co., Inc., le co-
municaran"; P), "que cumplidas las disposiciones de la 
antes mencionada sentencia, a diligencia del abogado Li-
cenciado Juan Arce Medina y previo auto del Magistrado 
Presidente de esta Corte, fué fijada la audiencia pública 
del día cinco del mes de Julio del año mil novecientos cua-
renta y nueve, a las nueve horas de la mañana, para cono-
cer del fondo del recurso de apelación de que se trata; que 
a esa audiencia comparecieron ambas partes representadas 
por sus abogados constituidos, quienes concluyeron; el de 
la parte intimante Licenciado Patricio V. Quiñones R., re-
presentado por el Licenciado José A. Turull Ricart, del mo-
do siguiente: "Por las razones expuestas, Honorables Ma-
gistrados y las que tengáis a bien suplir con vuestro justo 
y claro criterio, la Sociedad Comercial Exportadora, C. por 
A., por intermedio de su abogado apoderado-especial Li-
cenciado Patricio V. Quiñones R. tiene a bien pediros muy 
respetuosamente: 1.— Principalmente: Que declarando re-
gular en el presente recurso de alzada, ordenéis la compa-
recencia personal de las partes en la fecha que tengais a 
bien fijar, a fin de ser interrogadas acerca de los hechos 
relativos a la "transacción" intervenida entre estas por me-
dio de sus respectivos representantes señor Valentín Die-
guez y José Ramón Alvarez, reservando las costas.— 2.— 
Subsidiariamente: para el caso de que no acojáis el pedi- 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

      



1432 	 BOLETÍN JUDICIAL 

mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
de este Distrito Judicial, actuando en sus atribuciones co-
merciales, dictó una sentencia contradictoria, cuyo disp o 

 sitivo es el siguiente: "FALLA : PRIMERO: que debe de-
clarar, como al efecto declara, regular, en cuanto a la f or

-ma, el recurso de oposición de que se trata, interpuesto 
por la Sociedad Comercial Exportadora C. por A., se gún 

 acto instrumentado y notificado en fecha trece del mes de 
mayo del presente año mil novecientos cuarenta y ocho P or 

 el ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Alguacil 
de Estrados de este Tribunal ; SEGUNDO: que debe deses-
timar, como al efecto desestima, por infundado, el pedimen-
to formulado por dicha Sociedad Comercial Exportadora, 
C. por A., en el ordinal tercero de sus conclusiones de au-
diencia, tendiente a la ordenación de la comparencia perso-
nal de las partes en causa; TERCERO: Que debe rechazar, 
como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el mencionado 
recurso de oposición, por improcedente y mal fundado, y 
en concuencia, confirma en todas sus parte la sentencia 
objeto del premencionado recurso de oposición, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en el cuerpo de esta sentencia, dic-
tada por este mismo Tribunal en fecha trece del mse de 
abril del presente año mil novecientos cuarentiocho, en fa-
vor de la Méndez & Co., Inc., para que surta todos sus efec-
tos legales; CUARTO: Que debe condenar, como al efecto 
condena, a la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
parte intimante que sucumbe, al pago de todas las costas 
causadas y por causarse en la presente instancia, y QUIN-
TO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, que esas cos-
tas sean distraídas en provecho del Licenciado Juan Arce 
Medina, en su dicha calidad, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; N), que el cuatro de marzo de 
mil novecientos cuarenta y nueve, la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., interpuso recurso de alzada contra 
la decisión del diez de agosto de mil novecientos cuarenta 
y ocho ya indicada ; N), que fijada la audiencia del cinco 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, para conocer del asunto ,  
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„a  dicha audiencia comparecieron ambas partes, represen-
tadas  por sus respectivos abogados constituidos, concluyen-
do, el de la intimante, solicitando comunicación de piezas, 

Y 

el de la intimada, asintiendo a esta petición"; O), "que 
en fecha trece de ese mismo mes de mayo del citado año 
m il novecientos cuarenta y nueve, esta Corte ordenó por 

, que previamente a la discusión del fondo del re-
ferido de apelación, la intimada comunique a la 
i ntimante, por vía de Secretaría, "todos y cada uno de los 
documentos que van a emplear en apoyo de sus pretensio-
nes en la presente instancia", otorgando un plazo de cinco 
días, a partir de la notificación de la sentencia, para que la 
Sociedad Comercial Exportadora C. por A. tomara cono-
cimiento de los documentos que Méndez & Co., Inc., le co-
municaran"; P), "que cumplidas las disposiciones de la 
antes mencionada sentencia, a diligencia del abogado Li-
cenciado Juan Arce Medina y previo auto del Magistrado 
Presidente de esta Corte, fué fijada la audiencia pública 
del día cinco del mes de Julio del año mil novecientos cua-
renta y nueve, a las nueve horas de la mañana, para cono-
cer del fondo del recurso de apelación de que se trata; que 
a esa audiencia comparecieron ambas partes representadas 
por sus abogados constituidos, quienes concluyeron; el de 
la parte intimante Licenciado Patricio V. Quiñones R., re-
presentado por el Licenciado José A. Turull Ricart, del mo-
do siguiente: "Por las razones expuestas, Honorables Ma-
gistrados y las que tengáis a bien suplir con vuestro justo 
y claro criterio, la Sociedad Comercial Exportadora, C. por 
A., por intermedio de su abogado apoderado-especial Li-
cenciado Patricio V. Quiñones R. tiene a bien pediros muy 
respetuosamente: 1.— Principalmente: Que declarando re-
gular en el presente recurso de alzada, ordenéis la compa-
recencia personal de las partes en la fecha que tengais a 
bien fijar, a fin de ser interrogadas acerca de los hechos 
relativos a la "transacción" intervenida entre estas por me-
dio de sus respectivos representantes señor Valentín Die-
guez y José Ramón Alvarez, reservando las costas.— 2.— 
Subsidiariamente: para el caso de que no acojáis el pedi- 
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mento principal, revocando en todas sus partes la senten- 
cia del 10 de Agosto del 1948 pronunciada por la Cám ara 

 Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Dto. de Sto. Dgo. en atribuciones comerciales, declaréis im-
procedente y mal fundada la condenación recaida contra l a 

 Sociedad Comercial Exportadora C. por A. y la descargueis 
 de toda responsabilidad frente a la Méndez & Company  

d 
Inc., condenando a esta última al pago de las costas„ con 

 en favor del infrascrito abogado por haberlas 
avanzado en su totalidad" ; "Y el abogado de la parte inti- 
mada, Licenciado Juan Arce Medina, de este otro modo: 
"Honorables Magistrados: Por las razones expuestas ante  
el Juez a quo, por las que expondremos y por las que en 
nombre de la Justicia, suplais con elevado criterio, la Mén- 
dez & Co., Inc. os pide respetuosamente por mi mediación 
que declaréis irrecibible y mal fundada la apelación inten- 
tada por la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial, Cámara Civil y Comercial, de fecha 
diez de agosto de mil novecientos cuarenta y ocho ; que re- 
chacéis el recurso y, adoptando los motivos d primer Juez 
dispongáis que la sentencia apelada produzca todos sus efec- 
tos; y que condeneis a la parte apelante al pago de las cos- 
tas de primera instancia y de apelación, con distracción en 
favor del abogado que os habla quien afirma haberlas avan- 
zado en su mayor parte" ; Q), que la Corte a qua ordenó, 
respecto de un alegato de transacción hecho por una de las 

partes, la comparecencia personal de dichas partes, "por 
medio de sus representantes legales"; R), que en cumpli- 
miento de ello, la Méndez & Co. compareció, por medio de 

su Presidente, a la audiencia del once de febrero de mil 
novecientos cincuenta; y más tarde, la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., representada por su Vicepresident e 

 y Tesorero, compareció a la audiencia del nueve de sep- 
tiembre del mismo año, a la que también acudió el repre- 
sentante de la Méndez & Co., Inc.; S), que en la audiencia 
del nueve de septiembre de mil novecientos cincuenta ,  a la 

 que compareció personalmente el Vicepresidente-Tesorero  

de la -- qnciedad Comercial  Exportadora C. por A., también 
pareció personalmente el Presidente de la Méndez & compareció 
 inc.  y "ratificó su anterior declaración"; el abogado 

de  la demandante en apelación ratificó sus conclusiones sub-
sidiarias del cinco de julio de mil novecientos cuarenta y 
nueve, ya copiadas ; y el de la parte recurrida ratificó sus 
conclusiones de la citada audiencia del cinco de julio de mil 
novecientos cuarenta y nueve, también copiadas; 

Considerando que el seis de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
pronunció, en audiencia pública, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA : 
PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el pre-
sente recurso de apelación, por haber sido interpuesto en 
tiempo hábil y dentro de las formalidades prescritas por 
la ley; SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en sus 
ordinales PRIMERO, TERCERO, CUARTO Y QUINTO, 
que dicen así : "PRIMERO: que debe declarar, como al efec-
to declara, en cuanto a la forma, el recurso de oposición de 
que se trata, interpuesto por la Sociedad Comercial Expor-
tadora C. por A., según acto instrumentado y notificado en 
fecha trece del mes de mayo del presente año mil novecien-
tos cuarenta y ocho por el ministerial Horacio Ernesto Cas-
tro Ramírez, Alguacil de Estrado de este Tribunal; TER-
CERO: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, en cuan-
to al fondo, el mencionado recurso de oposición, por im-
procedente y mal fundado, y en consecuencia, confirma en 
todas sus partes la sentencia objeto del premencionado re-
curso de oposición, cuyo dispositivo ha sido copiado en el 
cuerpo de esta sentencia, dictada por este mismo Tribunal 
de fecha trece del mes de abril del presente año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, en favor de la Mendez & Co. Inc., 
Para que surta todos sus efecto legales ; CUARTO: Que de-
be condenar, como al efecto, condena, a la Sociedad Comer-
cial Exportadora, C. por A., parte intimante que sucumbe, 
al pago de todas las costas causadas y por causarse en la 
presente instancia, y QUINTO: Que debe ordenar, como al 
efecto ordena, que esas costas sean distraídas en provecho 
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mento principal, revocando en todas sus partes la senten- 
cia del 10 de Agosto del 1948 pronunciada por la Cáma ra 

 Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Dto. de Sto. Dgo. en atribuciones comerciales, declaréis  im- 
procedente y mal fundada la condenación recaida contra la 
Sociedad Comercial Exportadora C. por A. y la descargu éis 

 de toda responsabilidad frente a la Méndez & Company 
 Inc., condenando a esta última al pago de las costas„ con 

 distracción en favor del infrascrito abogado por haberlas 
avanzado en su totalidad"; "Y el abogado de la parte inti-
mada, Licenciado Juan Arce Medina, de este otro modo: 
"Honorables Magistrados: Por las razones expuestas ante 
el Juez a quo, por las que expondremos y por las que en 
nombre de la Justicia, suplais con elevado criterio, la Mén-
dez & Co., Inc. os pide respetuosamente por mi mediación 
que declaréis irrecibible y mal fundada la apelación inten-
tada por la Sociedad Comercial Exportadora, C. por A., 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial, Cámara Civil y Comercial, de fecha 
diez de agosto de mil novecientos cuarenta y ocho; que re-
chacéis el recurso y, adoptando los motivos (11 primer Juez 
dispongáis que la sentencia apelada produzca todos sus efec-
tos; y que condeneis a la parte apelante al pago de las cos-

tas de primera instancia y de apelación, con distracción en 
favor del abogado que os habla quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte" ; Q), que la Corte a qua ordenó, 
respecto de un alegato de transacción hecho por una de las 
partes, la comparecencia personal de dichas partes, "por 
medio de sus representantes legales"; R), que en cumpli-
miento de ello, la Méndez & Co. compareció, por medio de 
su Presidente, a la audiencia del once de febrero de mil 
novecientos cincuenta; y más tarde, la Sociedad Comercial 
Exportadora, C. por A., representada por su Vicepresident e 

 y Tesorero, compareció a la audiencia del nueve de sep-
tiembre del mismo año, a la que también acudió el repre-
sentante de la Méndez & Co., Inc.; S), que en la audiencia 
del nueve de septiembre de mil novecientos cincuenta ,  a l a 

 que compareció personalmente el Vicepresidente-Tesorero  

de  la  Sociedad Comercial  Exportadora C. por A., también 
personalmente el Presidente de la Méndez & compareció 

Ijo  Inc. y "ratificó su anterior declaración"; el abogado 
de  ja demandante en apelación ratificó sus conclusiones sub-
sidiarias del cinco de julio de mil novecientos cuarenta y 
nueve, ya copiadas; y el de la parte recurrida ratificó sus 
conclusiones de la citada audiencia del cinco de julio de mil 
novecientos cuarenta y nueve, también copiadas; 

Considerando que el seis de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
pronunció, en audiencia pública, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo se copia a continuación : "FALLA : 
PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el pre-
sente recurso de apelación, por haber sido interpuesto en 
tiempo hábil y dentro de las formalidades prescritas por 
la ley; SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en sus 
ordinales PRIMERO, TERCERO, CUARTO Y QUINTO, 
que dicen así: "PRIMERO: que debe declarar, como al efec-
to declara, en cuanto a la forma, el recurso de oposición de 
que se trata, interpuesto por la Sociedad Comercial Expor-
tadora C. por A., según acto instrumentado y notificado en 
fecha trece del mes de mayo del presente año mil novecien-
tos cuarenta y ocho por el ministerial Horacio Ernesto Cas-
tro Ramírez, Alguacil de Estrado de este Tribunal; TER-
CERO: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, en cuan-
to al fondo, el mencionado recurso de oposición, por im-
procedente y mal fundado, y en consecuencia, confirma en 
todas sus partes la sentencia objeto del premencionado re-
curso de oposición, cuyo dispositivo ha sido copiado en el 
cuerpo de esta sentencia, dictada por este mismo Tribunal 
de fecha trece del mes de abril del presente año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, en favor de la Mendez & Co. Inc., 
Para que surta todos sus efecto legales; CUARTO: Que de-
be condenar, como al efecto, condena, a la Sociedad Comer-
cial Exportadora, C. por A., parte intimante que sucumbe, 
al pago de todas las costas causadas y por causarse en la 
Presente instancia, y QUINTO: Que debe ordenar, como al 
efecto ordena, que esas costas sean distraídas en provecho 
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del Licenciado Juan Arce Medina, en su dicha calidad, q ui,„. 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; TERCER 
Condena a la Sociedad Comercial Exportadora, C. po r A 

 parte intimante, que sucumbe, al pago de todas las costas': 
ordenando la distracción de las mismas en provecho del 
abogado constituído por la "Méndez & Co. Inc., parte inti-
mada y gananciosa, Licenciado Juan Arce Medina, q u ien 

 afirma haberlas avanzado"; 
Considerando que la parte demandante en casación ale_ 

ga, en apoyo de su recurso y como único medio del mismo, 
que la sentencia impugnada "ha sido rendida con manifies-
ta violación de los derechos de la defensa de la exponente" ;  

Considerando, respecto de dicho único medio: que en 
la sentencia impugnada, unida a la de primera instancia 
sobre cuya apelación falló aquella ; al original del acta de 
apelación a que se refiere la decisión ahora atacada y a 
las expresiones de los memoriales en que están de acuerdo 
las partes, se establece lo siguiente: a) que por decisión 
de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
"de fecha trece del mes de noviembre del año mil novecien-
tos cuarenta y siete, se ordenó que previamente a la discu-
sión del fondo de la presente demanda, dicha demandante 
comunique a la parte demandada por vía de la Secretaría, 
todos y cada uno de los documentos de que va a hacer uso 
en apoyo de su demanda" etc; b) que habiendo intervenido, 
el tres de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, ser. 
tencia sobre el fondo, en defecto por falta de concluir, con-
tra la actual recurrente, ésta, por acto de alguacil del trece 
de mayo de mil novecientos cuarenta y ocho, al notificar 
a la parte adversa su oposición expresó en el acta de dicha 
notificación, como uno de sus fundamentos para pedir la 
revocación de la sentencia en defecto y el rechazamiento de 
la demanda en que era objeto, que la "resolución de un 
contrato no puede originar a cargo del contratante en fal -
ta" la "obligación de pagar daños y perjuicios sino cuando 
el acreedor de la obligación incumplida demuestre por los 
medios de prueba legales que ha sufrido un daño material 
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a  consecuencia de la inejecución", y que "en el presente 
caso, 

 l
a  Méndez & Co. Inc., no ha probado ni ofrecido pro- 

bar los daños que le irrogó la inejecución de mi requerien- ,  
de la actual recurrente ; c) que habiendo sido e

dictada 
 t odpe  e 
Por 

rs:g 	de mil novecientos cuarenta y ocho, sena 
tencia 	

laosto 
ya indicada Cámara de lo Civil y Comercial, 

; contra la parte oponente, y actual recurrente, esta 
notificó a la Méndez & Co., Inc., su apelación contra dicho 

 

fallo; y en el acta de dicha apelación expuso, como una de 
sus bases para pedir la revocación de la sentencia del pri-
mer juez, que "la sentencia impugnada acoge la demanda 
en daños y perjuicios contra la exponente por la Méndez 
& Co. Inc. sin que la compañía demandante haya proba-
do, como estaba obligada a hacerlo, los prejuicios que le 
irrogó la alegada violación, por parte de mi requeriente, 
del contrato de venta de habichuelas en que se funda la de-
manda; que la sentencia recurrida no contiene motivo» 
acerca de la existencia de los daños y de los medios de prue-
ba que condujeron al establecimiento de esos daños"; d), 
que en la audiencia que celebró la Corte a qua el cinco de 
mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, la actual recu-
rrente solicitó la comunicación de documentos; y el trece 
del mismo mes, la expresada Corte ordenó que "previamen-
te a la discusión del fondo del referido recurso de apela-
ción", la parte recurrida efectuase dicha comunicación; e), 
que habiendo dispuesto la Corte a qua que las partes repli-
casen y contrarreplicasen por escrito, la actual recurrente, 
de acuerdo con el orden fijado por la Corte a qua, fué la 
primera en dar cumplimiento a tal disposición, el dieciocho 
de septiembre de mil novecientos cincuenta ; y la Méndez 
& Co., Inc., el veintidós de dicho mes, fecha en la cual ex-
presó haber depositado en Secretaría "37 contratos de ven-
ta de habichuelas hechos por Méndez & Co. Inc."; y 

Considerando que la sentencia ahora impugnada se ba-
so precisamente y de modo exclusivo en dichos contratos 
depositados casi tres años después de iniciada la litis, en 
fecha en que ya la Sociedad Comercial Exportadora, C. 
Por A., no estaba autorizada para hacer réplica alguna, es- 
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del Licenciado Juan Arce Medina, en su dicha calidad, q u i„,n 
 afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; TERCERO; 

 Condena a la Sociedad Comercial Exportadora, C. Por A 
parte intimante, que sucumbe, al pago de todas las Costas.; 
ordenando la distracción de las mismas en provecho del 
abogado constituído por la "Méndez & Co. Inc., parte inti-
mada y gananciosa, Licenciado Juan Arce Medina, q u ien 

 afirma haberlas avanzado"; 
Considerando que la parte demandante en casación ale-

ga, en apoyo de su recurso y como único medio del mismo, 
que la sentencia impugnada "ha sido rendida con manifies. 
ta violación de los derechos de la defensa de la exponente" ;  

Considerando, respecto de dicho único medio: que en 
la sentencia impugnada, unida a la de primera instancia 
sobre cuya apelación falló aquella ; al original del acta de 
apelación a que se refiere la decisión ahora atacada y a 
las expresiones de los memoriales en que están de acuerdo 
las partes, se establece lo siguiente: a) que por decisión 
de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
"de fecha trece del mes de noviembre del año mil novecien-
tos cuarenta y siete, se ordenó que previamente a la discu-
sión del fondo de la presente demanda, dicha demandante 
comunique a la parte demandada por vía de la Secretaría, 
todos y cada uno de los documentos de que va a hacer uso 
en apoyo de su demanda" etc ; b) que habiendo intervenido, 
el tres de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, set 
tencia sobre el fondo, en defecto por falta de concluir, con-
tra la actual recurrente, ésta, por acto de alguacil del trece 
de mayo de mil novecientos cuarenta y ocho, al notificar 
a la parte adversa su oposición expresó en el acta de dicha 
notificación, como uno de sus fundamentos para pedir la 
revocación de la sentencia en defecto y el rechazamiento de 
la demanda en que era objeto, que la "resolución de un 
contrato no puede originar a cargo del contratante en fal -
ta" la "obligación de pagar daños y perjuicios sino cuando 
el acreedor de la obligación incumplida demuestre por los 
medios de prueba legales que ha sufrido un daño materia l  

a consecuencia de la inejecución", y que "en el presente 
la Méndez & Co. Inc., no ha probado ni ofrecido pro-

bar daños que le irrogó la inejecución de mi requerien-
te", esto es, de la actual recurrente; c) que habiendo sido 
dictada  por la ya indicada Cámara de lo Civil y Comercial, 
el diez de agosto de mil novecientos cuarenta y ocho, sen-
tencia contra la parte oponente, y actual recurrente, esta 
notificó a la Méndez & Co., Inc., su apelación contra dicho 
fa llo;  y en el acta de dicha apelación expuso, como una de 
sus bases para pedir la revocación de la sentencia del pri-
mer juez, que "la sentencia impugnada acoge la demanda 
en daños y perjuicios contra la exponente por la Méndez 
& Co. Inc. sin que la compañía demandante haya proba-
do, como estaba obligada a hacerlo, los prejuicios que le 
irrogó la alegada violación, por parte de mi requeriente, 
del contrato de venta de habichuelas en que se funda la de- , 

 manda; que la sentencia recurrida no contiene motivos 
acerca de la existencia de los daños y de los medios de prue-
ba que condujeron al establecimiento de esos daños"; d), 
que en la audiencia que celebró la Corte a qua el cinco de 
mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, la actual recu-
rrente solicitó la comunicación de documentos; y el trece 
del mismo mes, la expresada Corte ordenó que "previamen-
te a la discusión del fondo del referido recurso de apela-
ción", la parte recurrida efectuase dicha comunicación; e), 
que habiendo dispuesto la Corte a qua que las partes repli-
casen y contrarreplicasen por escrito, la actual recurrente, 
de acuerdo con el orden fijado por la Corte a qua, fué la 
primera en dar cumplimiento a tal disposición, el dieciocho 
de septiembre de mil novecientos cincuenta; y la Méndez. 
& Co., Inc., el veintidós de dicho mes, fecha en la cual ex-
presó haber depositado en Secretaría "37 contratos de ven-
ta de habichuelas hechos por Méndez & Co. Inc."; y 

Considerando que la sentencia ahora impugnada se ba-
sa precisamente y de modo exclusivo en dichos contratos 
depositados casi tres años después de iniciada la litis, en 
fecha en que ya. la Sociedad Comercial Exportadora, C, 
Por A., no estaba autorizada para hacer réplica alguna, es- 

   

   

   

   

   

        



-to es, cuando con tal depósito se cerraban los debates, para  
admitir que el perjuicio sufrido por la parte recurrida h a.. 
hía sido probado cuando expresa, en su considerando se r, 
timo, lo que a continuación se transcribe: "que, en el cas o 

 .que nos ocupa, la parte intimada en esta instancia de ape-
lación, o sea la "Méndez & Co. Inc.", ha probado .suficien, 
temente, a juicio de esta Corte".... "b), que, a causa de 
esa falta de la recurrente, la Méndez & Co. Inc., ha sufrido 
'un perjuicio según lo establece con los contratos de venta qu e 

 a su vez élla hizo, a varios de sus clientes, de las consabidas 
 habichuelas y los cuales no pudo cumplir por la menciona-

da falta, dejando de obtener los beneficios consiguientes 
en razón de los mismos"; que al dar como fundamento a lo 
:decidido, en ese aspecto del asunto, documentos (que Ni_ 
Adrian limitar la justificación por estado ordenada en pri-
mera instancia y luego confirmada, a Aros cálculos de E-
,quidación), para cuyo depósito no solicitó el depositante la 
reapertura de los debates, a fin de que la otra parte, que 

, en ambos grados de jurisdicción, como en otro lugar ha 
.sido consignado, había alegado la inexistencia de pruebas 
•del perjuicio discutido, y había obtenido que se ordenara 
a la Méndez & Co. Inc., la comunicación de piezas, pudiera 
examinar y criticar dichos documentos, la decisión ahora 
impugnada violó el derecho de defensa del actual recurren-
te, tal como éste lo aduce; 

• Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía;

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Er -
nesto Curiel hijo—Secretario General. 
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cENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
" 	DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sentencia  impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de Ba-

rahona, de fecha 4 de mayo de 1951. 

>gatería Penal. 

Recurrente: Maria Reyes, alias Mora. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, 190 y 
211 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. 24 y 47 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en fecha doce del mes de marzo del 
ario mil novecientos cincuenta y uno, la nombrada Maria 
Reyes (a) Mora, interpuso recurso de apelación contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la común de 
Enriquillo en la misma fecha antes expresada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe, ad-
mitir como bueno y válido en cuanto a la forma el recurso 
de oposición interpuesto por la nombrada María Reyes (Mo-
ra) contra sentencia de fecha 20 de febrero de 1951, dic-
tada por este Tribunal, que la condenó a diez pesos oro 
(RD310.00) de multa, un mes de prisión correccional y 
pago de las costas, por su delito de haberle robado RD$20.00 
al señor Humberto Sánchez, mientras éste se encontraba 
acostado en su casa. SEGUNDO: que debe confirmar, co-
mo por la presente sentencia, confirma en todas sus partes 
la recurrida sentencia y TERCERO: Condena a la preve-
nida María Reyes (Mora) al pago de las costas del recur-
so" ; B), que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona conoció del caso en audiencia de fe-
cha cuatro de mayo de mil novecientos cincuenta y uno, en 
la que el Ministerio Público dictaminó en el sentido de que 
se modificara el fallo del primer juez, y se condenase a la 
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•to es, cuando con tal depósito se cerraban los debates, p ara 
 admitir que el perjuicio sufrido por la parte recurrida ha 

 bía sido probado cuando expresa, en su considerando 
timo, lo que a continuación se transcribe : "que, en el caso 
.que nos ocupa, la parte intimada en esta instancia de ape-
lación, o sea la "Méndez & Co. Inc.", ha probado .suficien -
temente, a juicio de esta Corte".... "b), que, a causa di 
esa falta de la recurrente, la Méndez & Co. Inc., ha sufrido 
•un perjuicio según lo establece con los contratos de venta que  
a su vez élla hizo, a varios de sus clientes, de las consabidas 

 habichuelas y los cuales no pudo cumplir por la menciona-
da falta, dejando de obtener los beneficios consiguientes 
en razón de los mismos"; que al dar como fundamento a lo 
:decidido, en ese aspecto del asunto, documentos (que po-

.drían limitar la justificación por estado ordenada en pri-
mera instancia y luego confirmada, a Aros cálculos de li-
,quidación), para cuyo depósito no solicitó el depositante la 
reapertura de los debates, a fin de que la otra parte, que 
.en ambos grados de jurisdicción, como en otro lugar ha 
sido consignado, había alegado la inexistencia de pruebas 
•del perjuicio discutido, y había obtenido que se ordenara 
•a la Méndez & Co. Inc., la comunicación de piezas, pudiera 
examinar y criticar dichos documentos, la decisión ahora 
impugnada violó el derecho de defensa del actual recurren-
te, tal como éste lo aduce; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.- 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.—
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo—Secretario General. 

Recurrente: Maria Reyes, alias Mora. 

materia Penal. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de Ba-

rahona, de fecha 4 de mayo de 1951. 

 DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
 DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, 190 y 
211 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. 24 y 47 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en fecha doce del mes de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y uno, la nombrada Maria 
Reyes (a) Mora, interpuso recurso de apelación contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la común de 
Enriquillo en la misma fecha antes expresada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe, ad-
mitir como bueno y válido en cuanto a la forma el recurso 
de oposición interpuesto por la nombrada María Reyes (Mo-
ra) contra sentencia de fecha 20 de febrero de 1951, dic-
tada por este Tribunal, que la condenó a diez pesos oro 
(RD$10.00) de multa, un mes de prisión correccional y 
pago de las costas, por su delito de haberle robado RD$20.00 
al señor Humberto Sánchez, mientras éste se encontraba 

,±..._ 
acostado en su casa. SEGUNDO: que debe confirmar, co-
mo por la presente sentencia, confirma en todas sus partes 
la recurrida sentencia y TERCERO: Condena a la preve-
nida María Reyes (Mora) al pago de las costas del recur-
So" ; B), que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona conoció del caso en audiencia de fe-
cha cuatro de mayo de mil novecientos cincuenta y uno, en 
la que el Ministerio Público dictaminó en el sentido de que 
se modificara el fallo del primer juez, y se condenase a la 
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prevenida a diez días de prisión y a pagar una multa de  diez pesos; y la indicada prevenida, negó ser autor a  del 
 hecho que se le imputaba; 

Considerando que el mismo cuatro de mayo de mil 

del Distrito Judicial de Barahona pronunció, en audien cia 
 vecientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia; 

siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe, declarar y de-
clara clara regular el recurso de apelación interpuesto 

pública, la sentencia ahora impugnada, con el dispositi va--  

por la 
nombrada María Reyes (a) Mora, contra la sentencia dic. 

 tada por el Juzgado de Paz de Enriquillo, en fecha 12 de 
marzo de 1951, que la condenó a pagar 1RD$10.00 de multa 
a sufir un mes de prisión correccional y costas, por su de-
lito de robo de RD$20.00 en perjuicio del señor Humberto 
Sánchez ;— SEGUNDO: que en cuanto al fondo modifica 
dicha sentencia y condena a la inculpada María Reyes (a) 
Mora, a sufrir diez días de prisión correccional, a pagar 
diez pesos de multa y costas, por su delito de robo de un 
billete de veinte pesos, en perjuicio de Humberto Sánchez, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes"; 

Considerando que la recurrente no alega, en la decla-
ración de su recurso, medios determinados para fundamen-
tar éste, por lo cual dicho recurso tiene un carácter gene-
ral y un alcance total; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 379 del 
Código Penal, el robo es la sustracción fraudulenta de la 

cosa de otro; que, consecuentemente, la Suprema Corte 
Justicia está llamada a verificar si en los hechos estable-
cidos a cargo de un prevenido de robo por un fallo impug-
nado en casación, existen los elementos legales de dicho 
delito; 

Considerando que el examen de la decisión ahora ata-

cada y el del acta de audiencia correspondiente sólo reve-
lan que Humberto Sánchez alegó que la prevenida lo invi-

tó cierta noche a ir a la casa de ésta, en la que se quedó  
dormido mientras ella salía; que al regreso de dicha preve-
nida, él le dijo "dame los veinte pesos que cogiste"; Y q ue 

 Maria Reyes negó que hubiera cogido dinero alguno; 

Considerando que la disposición del artículo 190 del 
Código 

 de Procedimiento Criminal según la cual se presen-

rín en  audiencia a las partes "los documentos y objetos 
„9  puedan servir para la convicción o el descargo del pro- 

do , , ,  se "interrogará a éste" y se oirán los testigos, es-
tablece un procedimiento para la prueba de la culpabilidad 
de  la  persona perseguida; que dicha disposición legal no 
queda  cu mplida con el sólo hecho de que el presunto agra-
ciado formule sus cargos, sin que los jueces ponderen, si-
qu iera, circunstancia alguna de las declaraciones de las par-
tas, únicas que en el presente caso se presentan como pres-
tadas; que en tales circunstancias, no basta, para motivar 
el fallo, expresar, como lo hace el Juzgado a quo, "que no 
obstante la negativa de la prevenida ha quedado compro-
bado de acuerdo con los hechos y circunstancias de la cau-
sa que quien sustrajo fraudulentamente un billete de $20.00 
(veinte pesos) al agraviado, fué la prevenida María Re-
yes (a) Mora", pues ello no revela que, para llegar a tal 
conclusión, se le hayan opuesto a la repetida prevenida 
medios de prueba (entre ellos el concerniente a la previa 
existencia cierta del dinero en poder del alegado agraviado, 
sin la cual no habría podido cometerse el delito) que hu-
bieran conducido a dar base a la imputación de que se tra-
taba; que al no haber presentado la sentencia impugnada 
la exposición de los hechos que la llevaron a fallar como 
falló, la Suprema Corte de Justicia se encuentra en la im-
posibilidad de verificar si, en el presente caso, la ley ha 
sido violada o bien aplicada y dicha decisión ha incurrido 
en el vicio de falta de base legal: 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.—
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz._ 
A Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 
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prevenida a diez días de prisión y a pagar una mult a de  
diez pesos; y la indicada prevenida, negó ser autor a  dei  
hecho que se le imputaba; 

Considerando que el mismo cuatro de mayo de mil no. 
vecientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instanci a '2 

del Distrito Judicial de Barahona pronunció, en audiencia 
pública, la sentencia ahora impugnada, con el dispositiv

a siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe, declarar y de
-clara regular el recurso de apelación interpuesto por  l; 

nombrada María Reyes (a) Mora, contra la sentencia dic. 
 tada por el Juzgado de Paz de Enriquillo, en fecha 12 de 

marzo de 1951, que la condenó a pagar IRD$10.00 de multa 
a sufir un mes de prisión correccional y costas, por su ue. 
lito de robo de RD$20.00 en perjuicio del señor Humberto 
Sánchez ;— SEGUNDO: que en cuanto al fondo modifica 
dicha sentencia y condena a la inculpada María Reyes (a) 
Mora, a sufrir diez días de prisión correccional, a pagar 
diez pesos de multa y costas, por su delito de robo de un 
billete de veinte pesos, en perjuicio de Humberto Sánchez, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes"; 

Considerando que la recurrente no alega, en la decla-
ración de su recurso, medios determinados para fundamen-
tar éste, por lo cual dicho recurso tiene un carácter gene-
ral y un alcance total; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 379 del 
código Penal, el robo es la sustracción fraudulenta de la 
cosa de otro; que, consecuentemente, la Suprema Corte 
Justicia está llamada a verificar si en los hechos estable-
cidos a cargo de un prevenido de robo por un fallo impug-
nado en casación, existen los elementos legales de dicho 
delito; 

Considerando que el examen de la decisión ahora ata-
cada y el del acta de audiencia correspondiente sólo reve-
lan que Humberto Sánchez alegó que la prevenida lo invi -
tó cierta noche a ir a la casa de ésta, en la que se quedó 
dormido mientras ella salía; que al regreso de dicha preve-
nida, él le dijo "dame los veinte pesos que cogiste"; y  que 

 Maria Reyes negó que hubiera cogido dinero alguno;  

considerando que la disposición del artículo 190 del 
código de Procedimiento Criminal según la cual se presen- 

Oró" 
en audiencia a las partes "los documentos y objetos 

e  puedan servir para la convicción o el descargo del pro-

440,, , se "interrogará a éste" y se oirán los testigos, es-

tablece un procedimiento para la prueba de la culpabilidad 
de  la  persona perseguida; que dicha disposición legal no 
aseda cumplida con el sólo hecho de que el presunto agra-
viado formule sus cargos, sin que los jueces ponderen, si-
quiera, circunstancia alguna de las declaraciones de las par-
tes, únicas que en el presente caso se presentan como pres-
tadas; que en tales circunstancias, no basta, para motivar 
el fallo, expresar, como lo hace el Juzgado a quo, "que no 
obstante la negativa de la prevenida ha quedado compro-
bado de acuerdo con los hechos y circunstancias de la cau-
sa que quien sustrajo fraudulentamente un billete de $20.00 
(veinte pesos) al agraviado, fué la prevenida María Re-
yes (a) Mora", pues ello no revela que, para llegar a tal 
conclusión, se le hayan opuesto a la repetida prevenida 
medios de prueba (entre ellos el concerniente a la previa 
existencia cierta del dinero en poder del alegado agraviado, 
sin la cual no habría podido cometerse el delito) que hu-
bieran conducido a dar base a la imputación de que se tra-
taba; que al no haber presentado la sentencia impugnada 
la exposición de los hechos que la llevaron a fallar como 
falló, la Suprema Corte de Justicia se encuentra en la im-
posibilidad de verificar si, en el presente caso, la ley ha 
sido violada o bien aplicada y dicha decisión ha incurrido 
en el vicio de falta de base legal: 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.— 
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 
neral. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
 DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Insta n, 
cia del D. J. de Duarte, de fecha 20 de Febrero 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dionisio Duarte Ureña. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 271, modificado, del Código 
Penal ; 195 y 211 del Código de Procedimiento Criminal 
y lo.. 24, 27, párrafo 5o., y 47 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia ímpugnada consta 
lo que sigue,: A), "que en fecha cuatro (4) del mes de di. 
ciembre del año mil novecientos cincuenta (1950), fué con-
ducido por ante el Cuartel del E. N. de "Arenoso" de la co-
mún de Villa Riva, por el Alcalde Pedáneo de la misma 
sección de "Arenoso", el nombrado Dionisio Duarte Ureña, 
prevenido del delito de vagancia, el que fué sometido en 
la misma fecha por el Cabo Jefe de Puesto E. N., al Juzga-
do de Paz de Villa Riva "para los fines a que hubiere lu-
gar"; B) "que por sentencia de dicho Juzgado de Paz 'le 
Villa Riva, el nombrado Dionisio Duarte Ureña, fue conde-
nado en fecha cuatro (4) del mismo mes y año, "a sufrir 
tres (3) meses de prisión correccional y al pago de las cos-
tas por su delito de ejercer notoriamente la vagancia; Y 
además a, la vigilancia de la alta policía durante un año 
después de cumplida esta sentencia"; C), "que en fecha do-
ce (12) del mes de diciembre del año 1950, apeló de dicha 
sentencia el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Villa Riva 
a nombre y representación del Mag. Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial de Duarte"; D), "que una vez el ex-
pediente en esta Cámara Penal" (la de Duarte) "fuer en 

 llenadas las formalidades legales y la causa correspondiente  

fué e fijada  para el día diecisiete (17) de enero, 1951, que fu    ánd as e  
' reenviada para la citación de testigos, ordenándose la 

libertad provisonal del  prevenido sin prestación de fianza; 
nuevamente para el veinte (20) del mes de fe-• 

bfijrero, 1951, la cual tuvo efecto en este día ; fué oído al 
Domingo Gabriel en sus declaraciones, así como tam-

tbeisétnig   aIinculpado en su interrogatorio; concluyó el abogad& 
de la defensa del prevenido, Dr. Angel Rafael Canaán D. 
y dictaminó el Procurador Fiscal" ; E), que las conclusio-
nes del defensor del inculpado, presentadas en audiencia,. 
fueron estas: "que revoquéis la sentencia del Juzgado de-
Paz de Villa Riva, y descarguéis al prevenido del delito de 
vagancia, que se le imputa, por no haberlo cometido. Que 
se declaren las costas de oficio"; y las del Ministerio Pú-
blico, las que en seguida se copian : "Que se declare bueno , 

 y válido el recurso de apelación que hiciera el Ministerio 
Público del Juzgado de Paz de la común de Villa Riva, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de la misma común,. 
en fecha cuatro (4) de diciembre, 1950, que condenó al 
nombrado Dionisio Duarte Ureña, de generales anotadas, 
a sufrir tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas; que se confirme la sentencia recurrida, en to-
das sus partes, y q. se condene, además, al pago de las cos-
tas del presente recurso"; 

Considerando que, el veinte de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y uno, la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pronun-
ció, en audiencia pública, la sentencia ahora impugnada, 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que de-
be declarar, como en efecto declara, bueno y válido el re-
curso de apelación que hiciera el Representante del Minis-
terio Público del Juzgado de Paz de Villa Riva, contra sen-
tencia dictada por el mismo Juzgado de Paz, que condenó 
al nombrado Dionisio Duarte Ureña por el delito de vagan-
cia, en fecha cuatro (4) de diciembre del año 1950, a su-
frir la pena de tres (3) meses de prisión correccional y al 
Pago de las costas ;— SEGUNDO: que debe confirmar, y 
c01110  en efecto confirma, la sentencia objeto del presenta 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
 DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera In stan. 

 cia del D. J. de Duarte, de fecha 20 de Febrero 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dionisio Duarte Ureña. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 271, modificado, del Código 
Penal; 195 y 211 del Código de Procedimiento Criminal 
y lo.. 24, 27, párrafo 5o., y 47 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue.: A), "que en fecha cuatro (4) del mes de di-
ciembre del año mil novecientos cincuenta (1950), fué con-
ducido por ante el Cuartel del E. N. de "Arenoso" de la co-
mún de Villa Riva, por el Alcalde Pedáneo de la misma 
sección de "Arenoso", el nombrado Dionisio Duarte Urda, 
prevenido del delito de vagancia, el que fué sometido en 
la misma fecha por el Cabo Jefe de Puesto E. N., al Juzga-
do de Paz de Villa Riva "para los fines a que hubiere lu-
gar"; B) "que por sentencia de dicho Juzgado de Paz 'le 
Villa Riva, el nombrado Dionisio Duarte Ureña, fue conde-
nado en fecha cuatro (4) del mismo mes y año, "a sufrir 
tres (3) meses de prisión correccional y al pago de las cos-
tas por su delito de ejercer notoriamente la vagancia; Y 
además a la vigilancia de la alta policía durante un año 
después de cumplida esta sentencia"; C), "que en fecha do-
ce (12) del mes de diciembre del año 1950, apeló de dicha 
sentencia el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Villa Riva 
a nombre y representación del Mag. Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial de Duarte"; D), "que una vez el es-
pediente en esta Cámara Penar (la de Duarte) "fueron 
llenadas las formalidades legales y la causa correspondi ente  
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á no  

fué fijada 

 e  
' reenviada para la citación de testigos, ordenándose la 

libertad s 

pa para el día diecisiete (17) de enero, 1951, que 

provisonal del prevenido sin prestación de fianza; 

fiján dose 	para el veinte (20) del mes de fe- ,  
e  

hr'ero,  1951, la cual tuvo efecto en este día; fué oído al 

ig
Domingo Gabriel en sus declaraciones, así como tam-

bteiestn al inculpado en su interrogatorio; concluyó el abogado , 
 de  la defensa del prevenido, Dr. Angel Rafael Canaán D. 

y dictaminó el Procurador Fiscal"; E), que las conclusio-
nes del defensor del inculpado, presentadas en audiencia,. 
fueron estas: "que revoquéis la sentencia del Juzgado de 
paz de Villa Riva, y descarguéis al prevenido del delito de 
vagancia, que se le imputa, por no haberlo cometido. Que 
se declaren las costas de oficio" ; y las del Ministerio Pú-
blico, las que en seguida se copian : "Que se declare bueno 
y válido el recurso de apelación que hiciera el Ministerio 
Público del Juzgado de Paz de la común de Villa Riva, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de la misma común, 
en fecha cuatro (4) de diciembre, 1950, que condenó al 
nombrado Dionisio Duarte Ureña, de generales anotadas, 
a sufrir tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas; que se confirme la sentencia recurrida, en to-
das sus partes, y q. se condene, además, al pago de las cos-
tas del presente recurso"; 

Considerando que, el veinte de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y uno, la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pronun-
ció, en audiencia pública, la sentencia ahora impugnada, 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que de-
be declarar, como en efecto declara, bueno y válido el re-
curso de apelación que hiciera el Representante del Minis-
terio Público del Juzgado de Paz de Villa Riva, contra sen-
tencia dictada por el mismo Juzgado de Paz, que condenó 
al nombrado Dionisio Duarte Ureña por el delito de vagan-
cia ,  en fecha cuatro (4) de diciembre del año 1950, a su-
frir la pena de tres (3) meses de prisión correccional y al 
pago de las costas ;— SEGUNDO: que debe confirmar, y 
c01110 en efecto confirma, la sentencia objeto del presente, 
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recurso, en todas sus partes; y, TERCERO: que debe
c ot

, 
denarlo, y lo condena, además, al pago de las costas" ; 

Considerando que el recurrente expone en el acta d e 
 declaración de su recurso, que interpone éste "por no esta), 

conforme con la sentencia, por los motivos siguientes, por-
que si es verdad que no tiene las diez tareas en condiciones 
porque estaba enfermo o quebrantado, no es menos cie rto 

 que vive con sus padres, quienes tienen un predio de cul-
tivo de café; que es menor de veinte y un años y aún cuan-
do fué oído un testigo a descargo no le dió la oportunidad. 
de que se interrogara un hermano de él (del prevenido) 
para la determinación de que tiene en la propiedad de sus 

 padres medios legales de subsistencia"; 
Considerando que la Cámara Penal a qua sólo presen-

ta, como motivación de su fallo, lo expresado en los dos 
únicos considerandos de este, en los términos que a conti-
nuación se copian: "que en esta audiencia se pudo estable-
cer por la deposición del testigo Dgo. Gabirel que el in-
culpado no tiene las diez (10) tareas exigidas por la ley 
en su condición de agricultor, por lo cual es procedente su 
condenación; que todo procesado que sucumbiere en Jus-
ticia, será condenado además, en costas"; 

Considerando que la declaración de Domingo Gabriel, 
arriba mencionada, sólo expresa lo siguiente, tal como ella 
figura en el acta de audiencia que se encuentra en el ex-
pediente: "Yo lo que puedo decirle es que este señor es 
un hijo de familia y trabaja con sus padres. A pregunta u.1 
Fiscal, este contesta: "El trabaja con su papá. El es agri-

_ cultor pero no sé si tiene las diez tareas completa". A pre-
gunta del abogado de la defensa este por mediación del 
Juez contesta lo siguiente: "El vive en casa de sus padres. 
El papá de él tiene un cuadro de café y ahí es que este tra-
baja"; que por ello, dicha declaración se encuentra desna-
turalizada en los términos del fallo arriba copiados, en los  

que se atribuye a aquella un sentido diametralmente opues-
to al que ella presenta claramente con la negativa de que 
el declarante supiera si el inculpado "tiene las diez tareas 
completas"; que al existir tal desnaturalización de hechos  

de 
la causa y al no presentar el fallo otros fundamentos, 

pues no se ondera el valor de lo declarado por el inculpado, 
Al fallo, p carece poro or completo de motivación ;  

por tales motivos : CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

( Tarares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.— 
Nianuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 

Alvarez Ay'oar.— Ernesto Curiel hijo.—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 

9 de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

Elevirrente: Plinio Atilano Melo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 215 y 1382 del Código Civil; 
355 del Código Penal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que en fecha veinticinco de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta, Plinio Atilano Melo, fué so-
metido a la acción de la justicia bajo la inculpación de sus-
tracción de menor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea 
Calderón Tejeda ; b) que en fecha once de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, apoderado del 
els°, lo resolvió por sentencia cuyo dispositivo dice así : 
PALLA: PRIMERO: Que debe declarar, com al efecto 

declara, bueno y válida la constitución en parte civil, he-
e
lla Por la señora Ana Francisca Tejeda de Calderón, por 
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recurso, en todas sus partes; y, TERCERO: que debe -1)11e 
denarlo, y lo condena, además, al pago de las costas" ;  . 

Considerando que el recurrente expone en elt ac a de  
declaración de su recurso, que interpone éste "por no estar 
conforme con la sentencia, por los motivos siguientes, po

r" que si es verdad que no tiene las diez tareas en condicione 
porque estaba enfermo o quebrantado, no es menos cierto s  
que vive con sus padres, quienes tienen un predio de cul-
tivo de café; que es menor de veinte y un años y aún cuan. 
do fué oído un testigo a descargo no le dió la oportunidad 
de que se interrogara un hermano de él (del prevenido) 
para la determinación de que tiene en la propiedad de sus 
padres medios legales de subsistencia"; 

Considerando que la Cámara Penal a qua sólo presen-
ta, como motivación de su fallo, lo expresado en los dos 
únicos considerandos de este, en los términos que a conti-
nuación se copian: "que en esta audiencia se pudo estable-
cer por la deposición del testigo Dgo. Gabirel que el in-
culpado no tiene las diez (10) tareas exigidas por la ley 
en su condición de agricultor, por lo cual es procedente su 
condenación; que todo procesado que sucumbiere en Jus-
ticia, será condenado además, en costas"; 

Considerando que la declaración de Domingo Gabriel, 
arriba mencionada, sólo expresa lo siguiente, tal como ella 
figura en el acta de audiencia que se encuentra en el ex-
pediente: "Yo lo que puedo decirle es que este señor es 
un hijo de familia y trabaja con sus padres. A pregunta o,l 
Fiscal, este contesta: "El trabaja con su papá. El es agri-
cultor pero no sé si tiene las diez tareas completa". A pre-

gunta del abogado de la defensa este por mediación del 

Juez contesta lo siguiente: "El vive en casa de sus padres. 
El papá de él tiene un cuadro de café y ahí es que este tra-
baja"; que por ello, dicha declaración se encuentra desna-
turalizada en los términos del fallo arriba copiados, en los 

que se atribuye a aquella un sentido diametralmente opues-
to al que ella presenta claramente con la negativa de qu e 

 el declarante supiera si el inculpado "tiene las diez tareas 
completas"; que al existir tal desnaturalización de hechos 
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de 
la causa  y al no presentar el fallo otros fundamentos, 

pues 
no se  ondera el valor de lo declarado por el inculpado, 

lia  fallo, pondera  por completo de motivación ; 
die  por tales motivos : CASA. 

(Firmados) : 	Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.- 
( Tavares hijo.— Leoncio Ramos— Raf. Castro Rivera.— 
Nianuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A .  Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo.--Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 
9 de abril de 1951. 

: Penal. 

Recurrente: Plinio Atilano Melo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 213 y 1382 del Código Civil; 
355 del Código Penal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
lo que sigue: a) que en fecha veinticinco de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta, Plinio Atilano Melo, fué so-
metido a la acción de la justicia bajo la inculpación de sus-
tracción de menor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea 
Calderón Tejeda; b) que en fecha once de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, apoderado del 
ea so, lo resolvió por sentencia cuyo dispositivo dice así : 
PLA: PRIMERO: Que debe declarar, com al efecto tiar 

AL

a, bueno y válida la constitución en parte civil, he- 
Per la señora Ana Francisca Tejeda de Calderón, por 
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recurso, en todas sus partes; y, TERCERO: que debe col, 
denarlo, y lo condena, además, al pago de las costas". 

Considerando que el recurrente expone en el acta de 
declaración de su recurso, que interpone éste "por no estar 

 conforme con la sentencia, por los motivos siguientes, po

r' que si es verdad que no tiene las diez tareas en condiciones 
porque estaba enfermo o quebrantado, no es menos cierto 
que vive con sus padres, quienes tienen un predio de col. 
tivo de café; que es menor de veinte y un años y aún cuan. 
do fué oído un testigo a descargo no le dió la oportunidad 
de que se interrogara un hermano de él (del prevenido) 
para la determinación de que tiene en la propiedad de sus 
padres medios legales de subsistencia"; 

Considerando que la Cámara Penal a qua sólo presen-
ta, como motivación de su fallo, lo expresado en los dos 
únicos considerandos de este, en los términos que a conti-
nuación se copian: "que en esta audiencia se pudo estable. 
cer por la deposición del testigo Dgo. Gabirel que el in-
culpado no tiene las diez (10) tareas exigidas por la ley 
en su condición de agricultor, por lo cual es procedente su 
condenación; que todo procesado que sucumbiere en Jus-
ticia, será condenado además, en costas"; 

Considerando que la declaración de Domingo Gabriel, 
arriba mencionada, sólo expresa lo siguiente, tal como ella 
figura en el acta de audiencia que se encuentra en el ex-
pediente: "Yo lo que puedo decirle es que este señor es 
un hijo de familia y trabaja con sus padres. A pregunta ot.' 
Fiscal, este contesta: "El trabaja con su papá. El es agri-
cultor pero no sé si tiene las diez tareas completa". A pre-
gunta del abogado de la defensa este por mediación del 
Juez contesta lo siguiente: "El vive en casa de sus padres. 
El papá de él tiene un cuadro de café y ahí es que este tra-
baja"; que por ello, dicha declaración se encuentra desna-
turalizada en los términos del fallo arriba copiados, en los 
que se atribuye a aquella un sentido diametralmente opues-
to al que ella presenta claramente con la negativa de qu e 

 el declarante supiera si el inculpado "tiene las diez tareas 
completas"; que al existir tal desnaturalización de hechos 
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causa y al no presentar el fallo otros fundamentos, 

PLide 	

,,,, 

es 
seca

ondera el lor de lo declarado por el inculpado, 
.ebo  fallo, rece por c 

va
ompleto de motivación ; 

di  por (Firmtaaledsosrtiiir.os : nerCrAerSaA. B  
illini.— J. Tomás illejía.— 

Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.— 
Nianuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo.—Secretario Ge-

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 

9 de abril de 1951. 

sera: Penal. 

Resurrente: Plinio Atilano Melo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 215 y 1382 del Código Civil; 
355 del Código Penal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que en fecha veinticinco de diciembre del 
afio mil novecientos cincuenta, Plinio Atilano Melo, fué so-
metido a la acción de la justicia bajo la inculpación de sus-
tracción de menor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea 
Calderón Tejeda; b) que en fecha once de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, apoderado del 

se, lo resolvió por sentencia cuyo dispositivo dice así : 
PALLA: PRIMERO: Que debe declarar, com al efecto 

declara, bueno y válida la constitución en parte civil, he-
ella Por la señora Ana Francisca Tejeda de Calderón, por 
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órgano de su abogado constituido Dr. Rubén Darío iryt).-1' 
Castro; SEGUNDO: Que debe declarar, como al efecto 

l  clara, al nombrado Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, 
de de. 

ge-nerales conocidas, culpable del delito de sustracción de me-
nor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea Calderón Teje,  - 
da, mayor de diez y ocho (18) años y menor de veintiuno 

 en el momento del hecho, y en consecuencia lo con-
dena 

 
 al pago de una multa de cien pesos oro (RDS100.00), 

acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias ate-
nuantes, Expresando que en caso de insolvencia, la multa 
será compensada con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: Que debe condenar, co-
mo al efecto condena, al prevenido Plinio Atilano Melo (a) 
Pepillo, de generales expresadas, al pago de una indemni-
zación en favor de la señora Ana Francisca Tejeda de Cal-
derón, parte , civil constituida de doscientos pesos oro 
(RD$200.00), como justa reparación a los daños y perjui-
cios ocasionados por su delito. Expresando que en caso de 
insolvencia la indemnización será compensada a razón de 
un día de prisión por cada peso dejado dejado de pagar; 
CUARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, al 
prevenido Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, de generales 
anotadas, al pago de las costas civiles y penales, con dis-

tracción de las primeras en favor del Dr. Rubén Darío 

Objío Castro, quien afirmó haberlas avanzado en su tota-

lidad"; c) que disconformes con esa sentencia, el inculpa-

do y la pare civil constituida, Ana Francisca Tejeda t_e 

Calderón, interpusieron contra la misma recurso de ape-

lación; d) que la Corte de Apelación de San Cristóbal , 

 apoderada de dichos recursos, los decidió por la sentencia 

ahora impugnada, de fecha nueve de abril de mil novecien -

tos cincuenta y uno, el dispositivo de la cual está concebido 

así: "FALLA: PRIMERO: Confirma en todas sus partes 

la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha once 
de enero del año en curso por el Juzgado de Primera Ins -

tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo dispo-
sitivo dice así : "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar

,  

como al efecto declara, buena y válida la constitución ea 
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parte civil, hecha por la señora Ana Francisca Tejeda de 
n , por ,ó_rgano de su abogado constituido, Dr. Ru- 

Caldeprt'ío Ob.po Castro; SEGUNDO: Que debe declarar, bén 
comoal efecto declara, al nombrado Plinio Atilano Melo 
(a)  Pepillo, de generales conocidas, culpable del delito de 
:ustracción de menor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea 
Calderón Tejeda, mayor de diez y ocho (18) años y menor 
de veintiuno (21) en el momento del hecho, y en consecuen-
cia  lo condena al pago de una multa de cien pesos oro 
(0$100.00), acogiendo en su favor el beneficio de circuns-
tancias atenuantes. Expresando que en caso de insolvencia, 
la  multa será compensada con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar ; TERCERO: Que debe conde-
nar, como al efecto condena, al prevenido Plinio Atilano 
Melo (a) Pepillo, de generales expresadas, al pago de una 
indemnización en favor de la señora Ana Francisca Teje-
da de Calderón, parte civil constituida de Doscientos pesos 
oro (RD$200.00), como justa reparación a los daños y per-
juicios ocasionados por su delito. Expresando que en caso 
de insolvencia la indemnización será compensada a razón 
de un día de prisión por cada peso dejado de pagar; CUAR-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al pre-
venido Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, de generales ano-
tadas, al pago de las costas civiles y penales, con distrac-
ción de las primeras en favor del Dr. Rubén Darío Objío 
Castro, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad" ;— 
SEGUNDO: Condena a Plinio Milano Melo (a) Pepillo, 
al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que el prevenido, al intentar el presente 
recurso de casación, declaró que lo fundaba en "no estar 
conforme con la sentencia", por lo que dicho recurso tiene 
Duraucearaácter general; 

Considerando, en lo que respecta a las condenaciones 
Penales, que la sentencia impugnada da por establecidos 
los siguientes hechos, como consecuencia de los medios de 
Pruebe 

'  

regularmente aportados al proceso y de la ponde-
ración que de los mismos hizo la Corte a qua: "1) que en 
fecha veinticuatro de octubre del año mil novecientos trein- 
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órgano de su abogado constituido Dr. Rubén Darío Oi 
 Castro; SEGUNDO: Que debe declarar, como al efecto 

 clara, al nombrado Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, de  ;- 
nerales conocidas, culpable del delito de sustracción de t n-e: 
nor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea Calderón Tei - 

e  da, mayor de diez y ocho (18) años y menor de veintiuno 
 en el momento del hecho, y en consecuencia lo con-

dena dena al pago de una multa de cien pesos oro (RDS100 00) 
acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias ate-
nuantes, Expresando que en caso de insolvencia, la 

, 

multa 
será compensada con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: Que debe condenar, co-
mo al efecto condena, al prevenido Plinio Atilano Melo (a) 
Pepillo, de generales expresadas, al pago de una indemni. 
zación en favor de la señora Ana Francisca Tejeda de Cal-
derón, parte civil constituida de doscientos pesos oro 
(RD$200.00), como justa reparación a los daños y perjui-
cios ocasionados por su delito. Expresando que en caso de 
insolvencia la indemnización será compensada a razón de 
un día de prisión por cada peso dejado dejado de pagar; 
CUARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, al 
prevenido Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, de generales 
anotadas, al pago de las costas civiles y penales, con dis-
tracción de las primeras en favor del Dr. Rubén Darío 
Objío Castro, quien afirmó haberlas avanzado en su tota-
lidad"; e) que disconformes con esa sentencia, el inculpa-
do y la pare civil constituida, Ana Francisca Tejeda 
Calderón, interpusieron contra la misma recurso de ape-
lación; d) que la Corte de Apelación de San Cristóbal , 

 apoderada de dichos recursos, los decidió por la sentencia 
ahora impugnada, de fecha nueve de abril de mil novecien -

tos cincuenta y uno, el dispositivo de la cual está concebido 
así : "FALLA : PRIMERO : Confirma en todas sus partes 
la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha once 
de enero del año en curso por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo disPo -

sitivo dice así : "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, 
como al efecto declara, buena y válida la constitución 
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arte 	, hecha por la señora Ana Francisca Tejeda de e  
por ,órgano de su abogado constituido, Dr. Ru- 

b ai  éC ndlótrío Ob.po Castro; SEGUNDO: Que debe declarar, 
como  al efecto declara, al nombrado Plinio Atilano Melo 

(a

) pepillo, de generales conocidas, culpable del delito de 
Sustracción de menor, en perjuicio de la joven Dolida Aurea 
Calderón Tejeda, mayor de diez y ocho (18) años y menor 
de veintiuno (21) en el momento del hecho, y en consecuen-
c ia  lo condena al pago de una multa de cien pesos oro 
(0$100.00, acogiendo en su favor el beneficio de circuns-
tancias atenuantes. Expresando que en caso de insolvencia, 
la multa será compensada con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar; TERCERO: Que debe conde-
nar, como al efecto condena, al prevenido Plinio Atilano 
Melo (a) Pepillo, de generales expresadas, al pago de una 
indemnización en favor de la señora Ana Francisca Teje-
da de Calderón, parte civil constituida de Doscientos pesos 
oro (RD$200.00), como justa reparación a los daños y per-
juicios ocasionados por su delito. Expresando que en caso 
de insolvencia la indemnización será compensada a razón 
de un día de prisión por cada peso dejado de pagar; CUAR-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al pre-
venido Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, de generales ano-
tadas, al pago de las costas civiles y penales, con distrac-
ción de las primeras en favor del Dr. Rubén Darío Objío 
Castro, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad" ;-
SEGUNDO: Condena a Plinio Atilano Melo (a) Pepillo, 
al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que el prevenido, al intentar el presente 
recurso de casación, declaró que lo fundaba en "no estar 
conforme con la sentencia", por lo que dicho recurso tiene 
un carácter general; 

Considerando, en lo que respecta a las condenaciones 
Penales, que la sentencia impugnada da por establecidos 
los• 

slguientes hechos, como consecuencia de los medios de 
Prueba regularmente aportados al proceso y de la ponde-
„ración que de los mismos hizo la Corte a qua: "1) que en 
'echa veinticuatro de octubre del año mil novecientos trein- 
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ta nació en la sección de Sombrero, de la común de Baní 
joven Dolida Aurea Calderón Tejeda, hija legítima de  
verio Calderón y Ana Francisca Tejeda; 2) que viviera 
dicha menor en casa de sus padres,.... sostuvo durante 
cierto tiempo relaciones 4morosas con el nombrado Plinio 
Atilano Melo ; 3) que en una fecha que no ha podido pre-
cisarse, la menor Dolida Aurea Calderón Tejeda, acc edi; 
elb a la petición que en tal sentido le hiciera el preveni'dos 
fué a la casa del ,hermano de éste último, de nombre F ran: 
cisco Melo, situada en un lugar próximo a la en que vivía 
la menor, en donde tuvieron contacto carnal por vez pri-
mera; 4) que unos meses después el inculpado volvió a  
invitar a la joven Calderón Tejeda, para que fuera otra vez 
a la casa de su hermano, con fines deshonestos, y defirien-
do a esta segunda invitación Dolida Aurea Calderón Tejeda 
fué nuevamente a la residencia de Francisco Melo la noche 
del día veintidos del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta, en cuya casa, por segunda vez, la gozó 
carnalmente; 5) que después de haber terminado el acto 
carnal el prevenido le expresó a la joven agraviada que 
se fuera para su casa y que a partir de ese momento, tam-
bién quedaban terminados los amores ; y 6) que al día si-
guiente, sábado veintitrés del mismo mes de diciembre, el 
inculpado contrajo matrimonio con la señora Miriam C 
derón"; 

Considerando que en los hechos así comprobados so-
beranamente por la Corte a qua, concurren los elernent , 

 constitutivos del delito de sustracción previsto y penan 
por el artículo 355 del Código Penal; que, en consecuencia , 

 la Corte a qua hizo en la sentencia impugnada una correc-

ta aplicación de la ley al calificar el hecho cometido por el 

preve-nido de sustracción de menor y al aplicarle la sarl -
ción consignada en la sentencia impugnada, teniendo en 

cuenta la edad de la agraviada, mayor de diez y ocho y menor 

de veintiun años, en el momento del hecho, y reconociend o 

 a favor del inculpado la existencia de circunstancias ate-
nuantes; 

Considerando, en lo que atañe a las condenaciones  

s contenidas en la sentencia impugnada, que todo he-- 
hombre que cause un daño a otro obliga a aquel C o del 

oi. cuya  culpa sucedió a repararlo ; que, en la especie, la 

lurte a qua consideró, correctamente, que el delito come- 
inculpado "le ha causado daños morales a la 

n 
 e civil constituida", y al fijar el monto de esos daños 

et' inadrort  doscientos ie' ni tos pesos, en virtud de su facultad soberana de 
apreciación a este respecto, la sentencia impugnada ha he-

cho una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 

Considerando que ante la Corte a qua, el inculpado 
'vil; 

nio Atilano Melo reprodujo las conclusiones presenta-

das por él en primera instancia tendientes a que se decla-
rara "que la señora Ana Francisca Tejeda de Calderón, 
en su condición de mujer casada, no tenía calidad para 
constituirse en parte civil sin estar provista de un poder 
o autorización de su esposo Silverio Calderón, en razón de 
que ella no tiene la administración de la comunidad legal 
existente entre ellos, ni la patria potestad"; pero, 

Considerando que el artículo 215, reformado, del Có-
digo Civil, acuerda a la mujer casada plena capacidad pa, 
ra el ejercicio de las acciones judiciales sin autorización 
del esposo o de los tribunales; dile esa capacidad no tiene 
otra restricción que la que resulte de una disposición ex-
presa de la ley, dentro del regimen matrimonial adoptado 
por los esposos; que, en la especie, Ana Francisca Tejeda 
de Calderón, parte civil constituida, ha pedido una indem-
nización por los daños sufridos por ella, personalmente, y 
no por su hija, la menor agraviada, a consecuencia del he-
cho cometido por el inculpado, razón por la cual no tienen 
aplicación al caso los principios de la patria potestad ; 

Considerando, por otra parte, que la indemnización 
debida a uno de los cónyuges por daños morales sufridos 
Por él, constituye un bien propio excluido de la comunidad; 
que, Por consigiuente, la parte civil, Ana Francisca Tejeda 
de Calderón, tenía calidad para intentar en su propio nom-
bre, la acción en reparación de los daños sufridos por ella 
a consecuencia del hecho cometido por Plinio Atilano Melo ; 
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ta nació en la sección de Sombrero, de la común de B au.
I  joven Dolida Aurea Calderón Tejeda, hija legítima de 

verio Calderón y Ana Francisca Tejeda ; 2) que vi vie 
 dicha menor en casa de sus padres,.... sostuvo dura 

 cierto tiempo relaciones amorosas con el nombrado Pu 
Atilano Melo ; 3) que en una fecha que no ha podido p 
cisarse, la menor Dolida Aurea Calderón Tejeda, accedi 
á a la petición que en tal sentido le hiciera el preveni 
fué a la casa del ,hermano de éste último, de nombre F r 

 cisco Melo, situada en un lugar próximo a la en que vi 
la menor, en donde tuvieron contacto carnal por vez 
mera ; 4) que unos meses después el inculpado volvió 
invitar a la joven Calderón Tejeda, para que fuera otra 
a la casa de su hermano, con fines deshonestos, y defiri 
do a esta segunda invitación Dolida Aurea Calderón Tej 
fué nuevamente a la residencia de Francisco Melo la no 
del día veintidos del mes de diciembre del año mil no 
cientos cincuenta, en cuya casa, por segunda vez, la g 
carnalmente; 5) que después de haber terminado el a 
carnal el prevenido le Ixpresó a la joven agraviada q 
se fuera para su casa y que a partir de ese momento, ta 
bién quedaban terminados los amores; y 6) que al día 
guiente, sábado veintitrés del mismo mes de diciembre, 
inculpado contrajo matrimonio con la señora Miriam C 
derón" ; 

Considerando que en los hechos así comprobados 
beranamente por la Corte a qua, concurren los elem 
constitutivos del delito de sustracción previsto y pen 
por el artículo 355 del Código Penal ; que, en consecuen 
la Corte a qua hizo en la sentencia impugnada una cor 
ta aplicación de la ley al calificar el hecho cometido po 
prevehido de sustracción de menor y al aplicarle la so 
ción consignada en la sentencia impugnada, teniendo 
cuenta la edad de la agraviada, mayor de diez y ocho y me 

de veintiun años, en el momento del hecho, y reconocie 
a favor del inculpado la existencia de circunstancias 
nuantes; 

Considerando, en lo que atañe a las condenaciones 

contenidas en la sentencia impugnada, que todo he-- 
del hombre que cause un daño a otro obliga a aquel 

r cuya culpa sucedió a repararlo; que, en la especie, la 
rte a  qua consideró,  correctamente, que el delito come-
o  por el inculpado "le ha causado daños morales a la 
te civil constituida", y al fijar el monto de esos daños 
doscientos pesos, en virtud de su facultad soberana de 
eciación a este respecto, la sentencia impugnada ha lie-
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 

vil; 
Considerando que ante la Corte a qua, el inculpado 

linio Atilano Melo reprodujo las conclusiones presenta-
das por él en primera instancia tendientes a que se decla-
rara "que la señora Ana Francisca Tejeda de Calderón, 
en su condición de mujer casada, no tenía calidad para 
constituirse en parte civil sin estar provista de un poder 
o autorización de su esposo Silverio Calderón, en razón de 
que ella no tiene la administración de la comunidad legal 
existente entre ellos, ni la patria potestad"; pero, 

Considerando que el artículo 215, reformado, del Có-
digo Civil, acuerda a la mujer casada plena capacidad pa-
ra el ejercicio de las acciones judiciales sin autorización 
del esposo o de los tribunales; que esa capacidad no tiene 
otra restricción que la que resulte de una disposición ex-
presa de la ley, dentro del regimen matrimonial adoptado 
por los esposos; que, en la especie, Ana Francisca Tejeda 
de Calderón, parte civil constituída, ha pedido una indem-
nización por los daños sufridos por ella, personalmente, y 
no por su hija, la menor agraviada, a consecuencia del he-
cho cometido por el inculpado, razón por la cual no tienen 
aplicación al caso los principios de la patria potestad ; 

Considerando, por otra parte, que la indemnización 
debida a uno de los cónyuges por daños morales sufridos 
Por él, constituye un bien propio excluido de la comunidad; 
que, por consigiuente, la parte civil, Ana Francisca Tejeda 
de Calderón, tenía calidad para intentar en su propio nom-
bre, la acción en reparación de los daños sufridos por ella 
a consecuencia del hecho cometido por Plinio Atilano Melo; 
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Considerando que examinada la sentencia in11)11,, ti 
 en sus otros aspectos no presenta vicio alguno (II» pu 

conducir a su anulación; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmadós) : H. Herrera Billini.— J. Tomás !,lejí a 

 F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel :kr. Gue.. 
 rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Av_ 

bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, ele ' 

cha 2 de marzo de 19M. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Suarez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de.1 - 

berado, y vistos los artículos 381, 386, 463, del Código Pe-
nal, 277 del Código de Procedimiento Criminal y lo... 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que en fecha veintiseis de octubre de mil no‘N 
cintos cincuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara, : 1 

 nombrado Rafael Suarez, de generales anotadas, culpal-, 
 del crimen de robo con fractura exterior y el crimen de ro-

bo de noche y en casa habitada, en perjuicio de los seño -
res Rafael Marte y Angel Enrique Pérez y Pérez, y en con -
secuencia, lo condena acogiendo circunstancias atenuantes 
y aplicando el principio del no cúmulo de penas a dos años 
de prisión correccional; SEGUNDO: que debe cordenar, co- 

al , efecto condena, la restitución de los efectos robados, 
figuran como cuerpo del delito, a sus legítimos due- 

• TERCERO: que debe condenar, como al efecto con- 
den al mencionado inculpado al pago de las costas cau- 

sadas das en  la  presente instancia"; b) que contra ésta senten- 

ocipoa ritnutenrop;uso recurso de apelación el procesado, en tiempo 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clra regular y válido, en cuanto a la forma, el presente re-
Jurso de apelación:— SEGUNDO: Confirma la sentencia 
contra la cual se apela dictada en fecha veintiseis (26) de 
octubre del año mil novecientos cincuenta (1950) por la 
primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispostivo di-
ce  así: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Rafael Suarez, de generales 
anotadas, culpable del crimen de robo con fractura exterior 
y el crimen de robo de noche y en casa habitada, en per-
juicio de los señores Rafael Marte y Angel Enrique Pérez 
y Pérez, y en consecuencia, lo condena acogiendo circuns-
tancias atenuantes y aplicando el principio del no cúmulo 
de penas a dos años de prisión correccional; SEGUNDO : que 
debe ordenar, como al efecto ordena, la restitución de los 
efectos robados, que figuran como cuerpo de delito, a sus 
legítimos dueños; TERCERO: que debe condenar, como 
al efecto condena, al mencionado inculpa‘do, al pago de las 
costas en la presente instancia".— y TERCERO: Condena 
a Rafael Suarez al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su recurso de casa-
ción, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Considerando que la Corte a qua, mediante las prue-
bas que fueron regularmente sometidas al debate, estable-
ció los hechos siguientes: a) que el acusado Rafael Suarez 
Penetró de noche en el establecimiento comercial de Angel 
En • Nue Pérez y Pérez y sustrajo de allí varios efectos, 
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Considerando que examinada la sentencia impu i,u 
 en sus otros aspectos no presenta vicio alguno cl up ; 11 

 conducir a su anulación; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía  

F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel Gue. 
rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez A y. 
bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 1: 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 2 de marzo de 1931. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Suarez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 381, 386, 463, del Código Pe-
nal, 277 del Código de Procedimiento Criminal y lo. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que en fecha veintiseis de octubre de mil nove 
cintos cincuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara, z11 
nombrado Rafael Suarez, de generales anotadas, culpaLL 
del crimen de robo con fractura exterior y el crimen de ro-
bo de noche y en casa habitada, en perjuicio de los seño-
res Rafael Marte y Angel Enrique Pérez y Pérez, y en con -
secuencia, lo condena acogiendo circunstancias atenuantes 
y aplicando el principio del no cúmulo de penas a dos años 

de prisión correccional; SEGUNDO: que debe cordenar, co- 

a l efecto condena, la restitución de los efectos robados, 
figuran como cuerpo del delito, a sus legítimos due-

. TERCERO: que debe condenar, como al efecto con-
na, a l mencionado inculpado al pago de las costas cau-

ta en la presente instancia"; b) que contra esta senten-
i nterpuso recurso de apelación el procesado, en tiempo 

oportuno; 
considerando que la sentencia ahora impugnada con-

tiene a  el siguiente dispositivo: "FALLA : PRIMERO: De- et io  
clra regular y válido, en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación:— SEGUNDO: Confirma la sentencia 

n   

la cual se apela dictada en fecha veintiseis (26) de 
octubre del año mil novecientos cincuenta (1950) por la 
primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispostivo di-
ce  as í: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Rafael Suarez, de generales 
anotadas, culpable del crimen de robo con fractura exterior 
y el crimen de robo de noche y en casa habitada, en per-
juicio de los señores Rafael Marte y Angel Enrique Pérez 
y Pérez, y en consecuencia, lo condena acogiendo circuns-
tancias atenuantes y aplicando el principio del no cúmulo 
de penas a dos años de prisión correccional; SEGUNDO : que 
debe ordenar, como al efecto ordena, la restitución de los 
efectos robados, que figuran como cuerpo de delito, a sus 
legítimos dueños; TERCERO: que debe condenar, como 
al efecto condena, al mencionado inculpe‘do, al pago de las 
costas en la presente instancia".— y TERCERO: Condena 
a Rafael Suarez al pago de las costas del presente recurso" ; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su recurso de casa-
ción, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Considerando que la Corte a qua, mediante las prue-
bas que fueron regularmente sometidas al debate, estable-
ció los hechos siguientes: a) que el acusado Rafael Suarez 
Penetró de noche en el establecimiento comercial de Angel 
Enrique Pérez y Pérez y sustrajo de allí varios efectos, 
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Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 2 de marzo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Suarez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 381, 386, 463, del Código Pe-
nal, 277 del Código de Procedimiento Criminal y lo. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que en fecha veintiseis de octubre de mil novt 
cintos cincuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Dominlre 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara, itl 
nombrado Rafael Suarez, de generales anotadas, culpaL.L 
del crimen de robo con fractura exterior y el crimen de ro -
bo de noche y en casa habitada, en perjuicio de los seño-
res Rafael Marte y Angel Enrique Pérez y Pérez, y en con-
secuencia, lo condena acogiendo circunstancias atenuantes 
y aplicando el principio del no cúmulo de penas a dos años 
de prisión correccional; SEGUNDO: que debe condenar, co- 

a
l efecto condena, la restitución de los efectos robados, 
figuran como cuerpo del delito, a sus legítimos due-

. TERCERO: que debe condenar, como al efecto con-
a, o i mencionado inculpado al pago de las costas cau-
as e n la presente instancia"; b) que contra esta senten-
jaterpuso recurso de apelación el procesado, en tiempo 
rtuno; 
Considerando que la sentencia ahora impugnada con- 

e el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De- 
regular y válido, en cuanto a la forma, el presente re- 
o (le  apelación:— SEGUNDO: Confirma la sentencia 

tra la cual se apela dictada en fecha veintiseis (26) de 
bre del año mil novecientos cincuenta (1950) por la 

Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo clispostivo di- 
ce  así : "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Rafael Suarez, de generales 
anotadas, culpable del crimen de robo con fractura exterior 
y el crimen de robo de noche y en casa habitada, en per- 
juicio de los señores Rafael Marte y Angel Enrique Pérez 
y Pérez, y en consecuencia, lo condena acogiendo circuns- 
tancias atenuantes y aplicando el principio del no cúmulo 
de penas a dos años de prisión correccional; SEGUNDO : que 
debe ordenar, como al efecto ordena, la restitución de los 
efectos robados, que figuran como cuerpo de delito, a sus 
legítimos dueños; TERCERO: que debe condenar, como 
al efecto condena, al mencionado inculpa ldo, al pago de las 
costas en la presente instancia".— y TERCERO: Condena 
a Rafael Suarez al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su recurso de casa-
ción, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Considerando que la Corte a qua, mediante las prue-
bas que fueron regularmente sometidas al debate, estable-
ció los hechos siguientes: a) que el acusado Rafael Suarez 
Penetró de noche en el establecimiento comercial de Angel 
Enrique Pérez y Pérez y sustrajo de allí varios efectos, 

Considerando que examinada la sentencia impup.na 
en sus otros aspectos no presenta vicio alguno que pu 
conducir a su anulación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M.  G 
rrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez 
bar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICI 
DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DE 1951. 
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después de romper un candado de la puerta del refe rid 
 negocio ; b) que dicho acusado se introdujo también de n0. 

che en un kiosco, dependencia de la casa de familia de R„ 
fael Marte, y sustrajo de allí un radio marca "De w aid -",: 

Considerando que los jueces del fondo tienen un p oder' 
soberano de apreciación para ponderar el resultado de l as 

 pruebas sometidas al debate oral y contradictorio; que, en  
el presente caso, en el fallo impugnado se le ha dado a l os 

 hechos así comprobados su verdadera calificación legal 
se le ha impuesto al acusado, haciendo aplicación del prin_ 
picio del no cúmulo de las penas y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, una pena que está dentro de los 
límites señalados por la ley; 

Considerando que examinada la sentencia atacada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que la haga 
anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Rafael Castro Rive-
ra.— Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. • 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de it..310 1 

 de abril de 1931. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Leonte Vasquez Ovalles. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos el artículo 3, letra c, y los párrafos I, 
V y VI del mismo y la Ley 2022 del año 1949 y los artículo s  

lo, 190, 194, 195, 202, 205, 209, 210 y 211 del Código 
1 , ¡miento Criminal ; lo. y 71 de la Ley sobre Pro-

- considerando que en la sentencia impugnada, unida a 

Pro- 
cedimiento 

procedimiento 
 de Casación; 

les documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: 
lo. que en fecha siete de febrero de mil novecientos cincuen- 
ta  y uno, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

Espaillat dictó, con motivo de un accidente de un dicial de 
carro automóvil que causó un muerto y dos heridos, una 
sentencia con este dispositivo: "PRIMERO: Condena al 
prevenido FRANCISCO LEONTE VASQUEZ OVALLES, 
d-  e generales indicadas, a sufrir la pena de tres (3) meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$100.00 
(cien pesos oro). por los cielitos de golpes involuntarios 
producidos con vehículo de motor que causaron la muerte 
a Genaro Sánchez Taveras, y golpes que curaron después 
de veinte días, en agravio a Pedro Torres y Enrique Torres, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y decla-
rando que hay una falta de las víctimas que les es impu-
table; SEGUNDO: Descarga al mencionado inculpado, del 
delito de abandono de los referidos agraviados, que se le 
imputa, por no haberlo cometido; TERCERO: Condena al 
prevenido al pago de los costos"; 2o. que tanto el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de La 
Vega como el inculpado apelaron oportunamente contra di-
cho fallo, y el recurso del primero fué notificado al segun-
do por acto de alguacil de fecha trece de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno; 3o. que la Corte de Apelación 
de La Vega conoció en audiencia pública, el veintitres de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, de los recursos 
dichos, y que en el caso quedó establecido, "por medio de 
las declaraciones de los testigos que figuran en este pro-
ceso; las actas levantadas por las autoridades competentes ; 
las certificaciones medico legales emanadas del funciona-
n()  capacitado para ello; de las relaciones del propio incul-
pado y de dos de las victimas, lo que a continuación se ex-
Pone : a) Que, en fecha catorce del mes de enero del año 
Mil novecientos cincuenta y uno, murió en el hospital "Al- 
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después de romper un candado de la puerta del referido 
negocio ; b) que dicho acusado se introdujo también de n0. 
che en un kiosco, dependencia de la casa de familia de R a_ 
fael Marte, y sustrajo de allí un radio marca "De w aid,-, 

Considerando que los jueces del fondo tienen un p eder' 
soberano de apreciación para ponderar el resultado de l a 

 pruebas sometidas al debate oral y contradictorio; que, en 
 el presente caso, en el fallo impugnado se le ha dado a les 

 hechos así comprobados su verdadera calificación legal y 
se le ha impuesto al acusado, haciendo aplicación del prin-
picio del no cúmulo de las penas y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, una pena que está dentro de los 
límites señalados por la ley ; 

Considerando que examinada la sentencia atacada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que la haga 
anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Rafael Castro Rive-
ra.— Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fulla 

de abril de 1931. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Leonte Vasquez Ovalles. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el artículo 3, letra c, y los párrafos I, 11, 

 V y VI del mismo y la Ley 2022 del año 1949 y los artículos  

189 , 190,  194, 195, 202, 205, 209, 210 y 211 del Código , 
d  ¡miento Criminal ; lo. y 71 de la Ley sobre Pro-
ee-e 

proced imiento 
 de Casación; 

- Considerando que en la sentencia impugnada, unida a 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: les  docum 

lo. que en fecha siete de febrero de mil novecientos cincuen-
ta  y uno, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat dictó, con motivo de un accidente de un 
carro automóvil que causó un muerto y dos heridos, una 
sentencia con este dispositivo: "PRIMERO: Condena al 
prevenido FRANCISCO LEONTE VASQUEZ OVALLES, 
de  generales indicadas, a sufrir la pena de tres (3) meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$100.00 
(cien pesos oro). por los delitos de golpes involuntarios 
producidos con vehículo de motor que causaron la muerte 
a Genaro Sánchez Taveras, y golpes que curaron después 
de veinte días, en agravio a Pedro Torres y Enrique Torres, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y decla-
rando que hay una falta de las víctimas que les es impu-
table; SEGUNDO: Descarga al mencionado inculpado, del 
delito de abandono de los referidos agraviados, que se le 
imputa, por no haberlo cometido; TERCERO: Condena al 
prevenido al pago de los costos"; 2o. que tanto el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de La 
Vega como el inculpado apelaron oportunamente contra di-
cho fallo, y el recurso del primero fué notificado al segun-
do por acto de alguacil de fecha trece de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno; 3o. que la Corte de Apelación 
de La Vega conoció en audiencia pública, el veintitres de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, de los recursos 
dichos, y que en el caso quedó establecido, "por medio de 
las declaraciones de los testigos que figuran en este pro-
ceso; las actas levantadas por las autoridades competentes ; 
ha certificaciones medico legales emanadas del funciona-
tic' capacitado para ello ; de las relaciones del propio incul-
pado y de dos de las victimas, lo que a continuación se ex-
Pone: a) Que, en fecha catorce del mes de enero del año 
mil novecientos cincuenta y uno, murió en el hospital "Al- 
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después de romper un candado de la puerta del refe rid 
 negocio ; b) que dicho acusado se introdujo también de 1: 

che en un kiosco, dependencia de la casa de familia de R a-
fael Marte, y sustrajo de allí un radio marca "De 

Considerando que los jueces del fondo tienen un p ode: 
soberano de apreciación para ponderar el resultado d e  las' 
pruebas sometidas al debate oral y contradictorio; que, en 

 el presente caso, en el fallo impugnado se le ha dado a IN 
 hechos así comprobados su verdadera calificación legal ; 

se le ha impuesto al acusado, haciendo aplicación del prin_ 
picio del no cúmulo de las penas y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, una pena que está dentro de los 
límites señalados por la ley; 

Considerando que examinada la sentencia atacada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que la haga 
anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Rafael Castro Rive-
ra.— Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

441 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fechs :25 

de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Leonte Vasquez Ovalles. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dt' .1-  

\ berado, y vistos el artículo 3, letra c, y los párrafos I, 

V y VI del mismo y la Ley 2022 del año 1949 y los artículo s  
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9 190, 194, 195, 202, 205, 209, 210 y 211 del Código 180, 18   
¡miento Criminal ; lo. y 71 de la Ley sobre Pro-

:1-eediPliirjoecnnestdidedrearo considerando 	 en la sentencia impugnada, unida a 
los  documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: 
-la. que en fecha siete de febrero de mil novecientos cincuen-
ta  y uno, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat dictó, con motivo de un accidente de un 
carro automóvil que causó un muerto y dos heridos, una 
sentencia con este dispositivo : "PRIMERO : Condena al 
prevenido FRANCISCO LEONTE VASQUEZ OVALLES, 
de generales indicadas, a sufrir la pena de tres (3) meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$100.00 
(cien pesos oro). por los delitos de golpes involuntarios 
producidos con vehículo de motor que causaron la muerte 
a Genaro Sánchez Taveras, y golpes que curaron después 
de veinte días, en agravio a Pedro Torres y Enrique Torres, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y decla-
rando que hay una falta de las víctimas que les es impu-
table; SEGUNDO: Descarga al mencionado inculpado, del 
delito de abandono de los referidos agraviados, que se le 
imputa, por no haberlo cometido ; TERCERO: Condena al 
prevenido al pago de los costos"; 2o. que tanto el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de La 
Vega como el inculpado apelaron oportunamente contra di-
cho fallo, y el recurso del primero fué notificado al segun-
do por acto de alguacil de fecha trece de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno; 3o. que la Corte de Apelación 
de La Vega conoció en audiencia pública, el veintitres de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, de los recursos 
dichos, y que en el caso quedó establecido, "por medio de 
las declaraciones de los testigos que figuran en este pro-
ceso; las actas levantadas por las autoridades competentes ; 
las certificaciones medico legales emanadas del funciona-
rio capacitado para ello ; de las relaciones del propio incul-
Pad° y de dos de las victimas, lo que a continuación se ex-
Pone: a) Que, en fecha catorce del mes de enero del año 
Mil novecientos cincuenta y uno, murió en el hospital "Al- 
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tagracia Julia" de la ciudad de Moca, la señora de Agus t  
Baldera Peña residente en el lugar de Santa Rosa sección 61, 
de dicha común y ciudad; b) Que, el Doctor Pedro Guzmán-
Cabrera, del personal médico de dicho hospital, dió instr a 

 ciones al presidente Francisco Leonte Vásquez 
hacer trasladar dicho cadáver cuanto antes al lugar de ,e  

a residencia, para evitar que avanzara el estado de putref 1,11 
 ción, del mismo ya que se trataba de upa persona fallecida   ;, 

consecuencia de una peritonitis supurada; c) Que, el dich o 
 practicante, según él, salió a buscar, en una bicicleta, a l 

conductor de la ambulancia Municipal, señor Gumerdnd o 
 Estevez (a) Sindo, sin poder localizarlo; d) Que, al no en_ 

contrar a dicha persona, entonces el referido VASQUEZ 
OVALLES se dirijió al cuerpo de bomberos y allí solicitó 
la llave del "switch" de la ambulancia, porque en ese sitio 
se encontraba depositada, e invitó al testigo RAMON MA-
NUEL TAVAREZ, bombero de Moca, a que lo acompañara 
a hacer el servicio de llevar o trasladar el referido cadá-
ver a la sección ya indicada; e) Que, entre los kilómetros 
tres y cuadro de la carretera Duarte, como a las siete y me-
dia de la noche, mientras la ambulancia transitaba de sur 
a norte, atropelló a tres, de las cuatro personas que iban 
en la misma dirección, resultando el señor GENERO SAN-
CHEZ TAVERAS muerto a consecuencia de los golpes y 

heridas, recibidos y lesionados gravemente los señores Pe-
dro Torres López y Enrique Torres Taveras, lesionados 
que curaron después de veinte días, imposibilitandoles rara 

sus trabajos habituales durante ese período, —según ca-

tificados médicos que obran en el expediente;— f) Que, 

después de los hechos, — ya citados, el conductor del ve-
hículo no se detuvo para prestar auxilio a las víctimas , 

 según era su obligación conforme a la ley, sino que siguió 
adelante y después de dejar en su destino el cadáver que 
conducía, a su regreso a la ciudad de Moca, se presentó an -

te las autoridades correspondientes para los fines del 
caso; 

g) que, sometido el caso a la acción de la justicia, el refe-
rido procesado fué condenado en la forma supraindica

da, 

 lo que dió lugar a las apelaciones que son objeto de esta  
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QuEz OVALLES, contra la sentencia del Juzgado de Pri- 
mera Instancia; 2o.— Que se descargue a FRANCISCO 
LEONTE VASQUEZ OVALLES de toda responsabilidad 

Pena 
en los delitos de homicidio y golpes involuntarios 

imputan, por no haberlo cometido, ya que no se Q ue  se le 
ha establecido ninguna falta ni intención a su cargo; 3o.—
Que al condenarlo por manejar vehículo de motor sin li-
cencia, apreciéis las circunstancias en que se produjo esta 
contravención"; y el Ministerio Público presentó estas con-
clusiones: "lo.— Que se declare inadmisible en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado 
Procurador General de esta Corte de Apelación, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia de Espaillat, que 
condenó al prevenido FRANCISCO LEONTE VASQUEZ 
OVALLES, a sufrir tres meses de prisión correccional y 
al pago de una multa de RD$100.00 y pago de las costas, 
por los delitos de homicidio involuntario en la persona de 
Genaro Sánchez Taveras y de golpes y heridas que curaron 
después de 20 días en perjuicio de los señores Pedro Torres 
López y Enrique Torres Taveras, ocasionados con vehícu-
lo de motor y le descargó del delito de abandono por no 
haberlo cometido. 2o.— Que se revoque la sentencia apela-
da por haber violado las disposiciones de la Ley No. 2022, 
en su artículo 3, párrafo I, V y VI, y obrando por propia 
autoridad, declareis culpable al prevenido de los delitos de 
homicidio involuntario en perjuicio de Genaro Sánchez Ta-
veras, de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de 
Pedro Torres López y Enrique Torres Taveras ocasionados 
con vehículo de motor, y del de abandono en perjuicio de 
los citados agraviados; y, obrando por propio imperio, le 
condeneis al máximo que establece el párrafo VI del mismo 
art ículo, que hace una excepción al principio del no cúmulo 
de penas. 3o.— Que le condeneis al pago de las costas"; 

Considerando que en fecha veintiseis de abril de mil 
novecientos cincuenta y uno la Corte de Apelación de La . 

1454 
_---- tancia"; 4o- que, en audiencia, los abogados del preve- 
ins  
nido concluyeron así : "lo.— Que se declare bueno y válido 

e recurso de apelación de FRANCISCO LEONTE VAS-1 
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tanc i a, ; 4o. que, en audiencia, los abogados del preve-
cluyeron así : "lo.— Que se declare bueno y válido s 

tagracia Julia" de la ciudad de Moca, la señora de Agustí n 
Baldera Peña residente en el lugar de Santa Rosa secc ión 

 

de dicha común y ciudad ; b) Que, el Doctor Pedro Guzmán 
Cabrera, del personal médico de dicho hospital, dió inst r  
ciones al presidente Francisco Leonte Vásquez Ovalles,u(- 

ln. 

, 
hacer trasladar dicho cadáver cuanto antes al lugar de 3  
residencia, para evitar que avanzara el estado de putrefu

e  ción, del mismo ya que se trataba de una persona fallecida ‘., 
consecuencia de una peritonitis supurada; c) Que, el dich,, 
practicante, según él, salió a buscar, en una bicicleta, al 
conductor de la ambulancia Municipal, señor Gumersind o 

 Estevez (a) Sindo, sin poder localizarlo; d) Que, al no en. 
contrar a dicha persona, entonces el referido VASQUEz 
OVALLES se dirijió al cuerpo de bomberos y allí solicitó 
la llave del "switch" de la ambulancia, porque en ese sitio 
se encontraba depositada, e invitó al testigo RAMON MA. 
NUEL TAVAREZ, bombero de Moca, a que lo acompaiiara 

a hacer el servicio de llevar o trasladar el referido cadá-

ver a la sección ya indicada; e) Que, entre los kilómetros 

tres y cuadro de la carretera Duarte, como a las siete y me-

dia de la noche, mientras la ambulancia transitaba de sur 

a norte, atropelló a tres, de las cuatro personas que iban 

en la misma dirección, resultando el señor GENERO SAN-
CHEZ TAVERAS muerto a consecuencia de los golpes y 

heridas, recibidos y lesionados gravemente los señores Pe-

dro Torres López y Enrique Torres Taveras, lesionados 
que curaron después de veinte días, imposibilitandoles cara 
sus trabajos habituales durante ese período, —según cer-

tificados médicos que obran en el expediente;— f) Que, 

después de los hechos, — ya citados, el conductor del ve-

hículo no se detuvo para prestar auxilio a las víctimas ,  

según era su obligación conforme a la ley, sino que siguió 

adelante y después de dejar en su destino el cadáver que 
conducía, a su regreso a la ciudad de Moca, se presentó an -
te las autoridades correspondientes para los fines del caso; 

g) que, sometido el caso a la acción de la justicia, el refe-
rido procesado fué condenado en la forma supraindicada,  

lo que dió lugar a las apelaciones que son objeto de esta 

nido con 
so de apelación de FRANCISCO LEONTE VAS- , er  cur ei ()VALLES, contra la sentencia del Juzgado de Pri- QuEZ 

Instancia; 2o.— Que se descargue a FRANCISCO mera 
VASQUEZ OVALLES de toda responsabilidad LE°N"  

p nal en los delitos de homicidio y golpes involuntarios 

latieee:teahlelecido ninguna falta ni intención a su cargo; 3o.— 
imputan, por no haberlo cometido, ya que no se 

Que al condenarlo por manejar vehículo de motor sin li-
cencia, apreciéis las circunstancias en que se produjo esta 

ec lunstiroan\e'esn: c ì'ólnolYQue se declare inadmisible en cuanto a la 
el Ministerio Público presentó estas con-

forma el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado 
Procurador General de esta Corte de Apelación, contra sen-
tencia del juzgado de Primera Instancia de Espaillat, que 
condenó al prevenido FRANCISCO LEONTE VASQUEZ 
°VALLES, a sufrir tres meses de prisión correccional y 
al pago de una multa de RD$100.00 y pago de las costas, 
por los delitos de homicidio involuntario en la persona de 
Genaro Sánchez Taveras y de golpes y heridas que curaron 
después de 20 días en perjuicio de los señores Pedro Torres 
López y Enrique Torres Taveras, ocasionados con vehícu-
lo de motor y le descargó del delito de abandono por no 
haberlo cometido. 2o.— Que se revoque la sentencia apela-
da por haber violado las disposiciones de la Ley No. 2022, 
en su artículo 3, párrafo I, V y VI, y obrando por propia 
autoridad, declareis culpable al prevenido de los delitos de 
homicidio involuntario en perjuicio de Genaro Sánchez Ta-
veras, de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de 
Pedro Torres López y Enrique Torres Taveras ocasionados 
con vehículo de motor, y del de abandono en perjuicio de 
los citados agraviados; y, obrando por propio imperio, le 
condeneis al máximo que establece el párrafo VI del mismo 
artículo, que hace una excepción al principio del no cúmulo 
de Penas. 3o.— Que le condeneis al pago de las costas"; 

Considerando que en fecha veintiseis de abril de mil 
l'vecientos cincuenta y uno la Corte de Apelación de La 
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Vega pronunció, en audiencia pública, la sentencia 
impugnada, con el dispositivo siguiente: "FALLA : 
MERO: DECLARA regulares y válidos los presen 
cursos de apelación, en cuanto a sus respectivas for 
SEGUNDO: REVOCA, en todas sus partes, la sen 
apelada, la cual ha sido dictada en atribuciones corr 
nales en fecha siete de febrero del año en curso, por  
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

s  paillat, cuya parte dispositiva figura copiada en otro Ia.  
gar del presente fallo, y, juzgando por propia autorida 
declara al prevenido, autor responsable de los delitos de 
golpes y heridas involuntarios que causaron la muerte a  
GENARO SANCHEZ TAVERAS y golpes y heridas invo. 
luntarias que curaron después de veinte días, en perjuicio de 
PEDRO TORRES LOPEZ Y ENRIQUE TORRES TAVE-
RAS, mientras manejaba sin licencia, el vehículo de motor 
placa No. 1100 y, en consecuencia, le condena a sufrir la pena 
de DOS AÑOS y SEIS MESES de prisión y al pago de una 
multa de QUINIENTOS PESOS ORO, compensable en caso 
de insolvencia, en la forma legal, por los expresados deli-
tos, en vista de que, de parte de las víctimas, hubo también 
falta imputable a estas; TERCERO: DECLARA al expre-
sado inculpado autor responsable del delito de abandono, 
previsto y sancionado por el artículo tercero párrafo cuar-
to de la Ley No. 2022, y en consecuencia, le condena por 
este delito, a sufrir la pena d UN AÑO de prisión correc-
cional, en adición a las penas que contiene el ordinar In-
terior; y CUARTO: CONDENA al procesado FRANCIS .  

CO  LEONTE VASQUEZ OVALLES, al pago de las costas 
de esta instancia"; 

Considerando que tal como expuso la sentencia impug -
nada, el recurso de alzada del Magistrado Procurador Ge 
neral de la Corte de Apelación de La Vega, interpuesto  

dentro del plazo y con todas las formalidades legales, de-
volvió íntegramente el asunto a dicha Corte; que la dms' .  

Sión de ésta expone con todo fundamento, en su penúltimo  

considerando, lo que en seguida se copia: "que, 'Habiend o 

 hecho el Juez a-quo, una errada aplicación de la Ley 1  

fado circunstancias atenuantes, en un caso no permi-
por la  misma, es de lugar que el fallo apelado sea re-
do  en todas sus partes y que, esta Corte, actuando por 
ja  autoridad, condene al inculpado Francisco Leonte 

uez Ovalles, en la forma antes indicada por los deli-
puestos a su cargo, de los cuales le reconoce culpable" ; 
considerando que en los hechos establecidos sin desna-

alización alguna de la Corte a qua en virtud de los po- 

deres soberanos de que están investidos los jueces del fon-
do, se encuentran los elementos legales de los delitos por 
los cuales fué condenado el actual recurrente; que las pe-
nas  impuestas son las fijadas por la ley para dichos deli-
tos , y que en los demás aspectos de la decisión impugnada 

no se encuentran vicios, de forma o de fondo, que pudie-
ran causar la anulación de tal fallo; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

F. Tasares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
ro.— Juan A. Morel.— Gustavo A. Díaz.— A. Alvarez 
Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. . 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

PenefactOr, de fecha 10 de mayo de 1951. 

Ihtma: Penal. 

nte: Santiago Arnau. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-  
berado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688, 
del 16 de abril de 1948; reformados por la Ley No. 1746, 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
%di/miento de Casación; 
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Vega pronunció, en audiencia pública, la sentencia aho  
impugnada, con el dispositivo siguiente : "FALLA 

r111 MERO: DECLARA regulares y válidos los presente s  
cursos de apelación, en cuanto a sus respectivas forr a 

 SEGUNDO: REVOCA, en todas sus partes, la sentene 
 apelada, la cual ha sido dictada en atribuciones correcei, 

nales en fecha siete de febrero del año en curso, por  -- 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de  Es.  paillat, cuya parte dispositiva figura copiada en otro 
gar del presente fallo, y, juzgando por propia autoridad 
declara al prevenido, autor responsable de los delitos de 
golpes y heridas involuntarios que causaron la muerte a 
GENARO SANCHEZ TAVERAS y golpes y heridas invo-
luntarias que curaron después de veinte días, en perjuicio de 
PEDRO TORRES LOPEZ Y ENRIQUE TORRES TAVE-
RAS, mientras manejaba sin licencia, el vehículo de motor 
placa No. 1100 y, en consecuencia, le condena a sufrir la pena 
de DOS AÑOS y SEIS MESES de prisión y al pago de una 
multa de QUINIENTOS PESOS ORO, compensable en caso 
de insolvencia, en la forma legal, por los expresados deli-
tos, en vista de que, de parte de las víctimas, hubo también 
falta imputable a estas; TERCERO: DECLARA al expre-
sado inculpado autor responsable del delito de abandono, 
previsto y sancionado por el artículo tercero párrafo cuar-
to de la Ley No. 2022, y en consecuencia, le condena por 
este delito, a sufrir la pena d UN AÑO de prisión correc-
cional, en adición a las penas que contiene el ordinar In-
terior; y CUARTO: CONDENA al procesado FRANCIS -
CO LEONTE VASQUEZ OVALLES, al pago de líz costas 
de esta instancia"; 

Considerando nue tal como expuso la sentencia impug -
nada, el recurso de alzada del Magistrado Procurador Ge-

neral de la Corte de Apelación de La Vega, interpuesto 
dentro del plazo y con todas las formalidades legales, de-
volvió íntegramente el asunto a dicha Corte ; que la deci-
sión de ésta expone con todo fundamento, en su penúltim o 

 considerando, lo que en seguida se copia: "que, habiendo 
hecho el Juez a-quo, una errada aplicación de la ✓eY 1  
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P 
eciado circunstancias atenuantes, en un caso no permi-

tido  por  la  misma, es de lugar que el fallo apelado sea re-

oca,— ti  en todas sus partes y que, esta Corte, actuando por 
u• a toria condene al 	do proPla 

i l sq tos uez Ovall
d
es,

d, 
 en la forma antes

inculp 
 i
a
ndicada

Francisco 
 por los deli-

rls  puestos a su cargo, de los cuales le reconoce culpable"; 
considerando que en los hechos establecidos sin desna-

ralización alguna de la Corte a qua en virtud de los po-
deres de que están investidos los jueces del fon-

dloos cstales fué condenado el actual recurrente; que las pe-
nas encuentran los elementos legales de los delitos por 

nas  impuestas son las fijadas por la ley para dichos deli-
tos, y que en los demás aspectos de la decisión impugnada 
no se encuentran vicios, de forma o de fondo, que pudie-
ran causar la anulación de tal fallo; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
ro.— Juan A. Morel.— Gustavo A. Díaz.— A. Alvarez 
Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. . 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Benefactor, de fecha 10 de mayo de 1951. 

Materia: Penal. 

Meenrrente: Santiago Arnau. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688, 
del 16 de abril de 1948; reformados por la Ley No. 1746, 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Vega pronunció, en audiencia pública, la sentencia a3-10,, 
impugnada, con el dispositivo siguiente: "FALLA : R./a 

 MERO: DECLARA regulares y válidos los presentes r: 
cursos de apelación, en cuanto a sus respectivas formas 
áEGUNDO : REVOCA, en todas sus partes, la senten c i a' 
apelada, la cual ha sido dictada en atribuciones correeci'o-
nales en fecha siete de febrero del año en curso, p or ei 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de E s_ 
paillat, cuya parte dispositiva figupa copiada en otro 
gar del presente fallo, y, juzgando por propia autoridad 
declara al prevenido, autor responsable de los delitos de 
golpes y heridas involuntarios que causaron la muerte a 

 GENARO SANCHEZ TAVERAS y golpes y heridas invn. 
luntarias que curaron después de veinte días, en perjuicio de 
PEDRO TORRES LOPEZ Y ENRIQUE TORRES TAVE_ 
RAS, mientras manejaba sin licencia, el vehículo de motor 
placa No. 1100 y, en consecuencia, le condena a sufrir la pena 
de DOS AÑOS y SEIS MESES de prisión y al pago de una 
multa de QUINIENTOS PESOS ORO, compensable en caso 
de insolvencia, en la forma legal, por los expresados deli-
tos, en vista de que, de parte de las víctimas, hubo también 
falta imputable a estas; TERCERO: DECLARA al expre-
sado inculpado autor responsable del delito de abandono, 
previsto y sancionado por el artículo tercero párrafo cuar-
to de la Ley No. 2022, y en consecuencia, le condena por 
este delito, a sufrir la pena d UN AÑO de prisión correc-
cional, en adición a las penas que contiene el orclinnr a. • 
terior; y CUARTO: CONDENA al procesado FRANCIS -
CO LEONTE VASQUEZ OVALLES, al pago de las costas 
de esta instancia"; 

Considerando que tal como expuso la sentencia impug -
nada, el recurso de alzada .del MagiStrado Procurador Ge -
neral de la Corte de Apelación de La Vega, interpuest o 

 dentro del plazo y con todas las formalidades legales, de" 
volvió íntegramente el asunto a dicha Corte ; que la deci-
sión de ésta expone con todo fundamento, en su penúltim o 

 considerando, lo que en seguida se copia: "que, habiendo 
hecho el Juez a-quo, una errada aplicación de la Ley  

.nreciado circunstancias atenuantes, en un caso no permi-

tido por la misma, es de lugar que el fallo apelado sea re-
„ocado en todas sus partes y que, esta Corte, actuando por 
propia autoridad, condene al inculpado Francisco Leonte 
rvásquez Ovalles, en la forma antes indicada por los deli-
tos  puestos a su cargo, de los cuales le reconoce culpable”; 

considerando que en los hechos establecidos sin desna-
turalización alguna de la Corte a qua en virtud de los po-
deres soberanos de que están investidos los jueces del fon-
do, se encuentran los elementos legales de los delitos por 
los  cuales fué condenado el actual recurrente; que las pe-
nas impuestas son las fijadas por la ley para dichos deli-
tos, y que en los demás aspectos de la decisión impugnada 
no se encuentran vicios, de forma o de fondo, que pudie-
ran causar la anulación de tal fallo ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
ro.— Juan A. Morel.— Gustavo A. Díaz.— A. Alvarez 

4. 01,bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. . 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Benefactor, de fecha 10 de mayo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Santiago Arnau. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688, 
del 16 de abril de 1948; reformados por la Ley No. 1746, 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y 

en  documentos a que ella se refiere, consta lo que a contii? 
ción se expresa: a) que en fecha veinte de febrer o (1:' 

11  novecientos cincuenta y uno, siendo las once de la mañana 
el instructor de agricultura Antonio Jacobo 
cedió a levantar un acta en la cual se expresa que ha con; - 6- 

 probado que el nombrado Santiago Arnau, domiciliado v  
residente en la Sección de "El Batey" (La Peña), c omd

rt  de San Juan de la Maguana, Provincia de Benefactor
' 
 }p 

cometido una violación a la Ley No. 16S8 de Conservación 
Forestal y reglamentos que la rigen, consistente en el he-
cho de haber desmontado un predio de terreno, con fines 
agrícolas, en las riberas del arroyo "La Peña"  haber 
cortado árboles maderables, sin dejar los metros que indi-
ca la ley; b) que, en consecuencia, el inculpado Santiago 
Arnau fue sometido a la acción de la justicia y que, apo-
derado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de San 
Juan de la Maguana, dictó una sentencia de fecha seis 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, condenando al 
prevenido a la pena de treinta dias de prisión correccional, 
a una multa de veinticinco pesos oro y al pago de las costas, 
como autor de desmonte de árboles a orillas del arroyo 
"La Peña", de la Sección de "El Batey", sin dejar los me-
tros que indica la ley, delito previsto y sancionado por los 
artículos 2, apartado e) y 14 de la Ley 1688, del año 1948, 
reformados; y c) que sobre la apelación interpuesta l , , r  
el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora 
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: Decll: 
bueno y válido en cuanto a la forma el presente real: .  

de apelación interpuesto por el prevenido Santiago Ar 11 :' 
de generales anotadas, contra la sentencia No. 491, de 
cha 6 de Abril del presente. año 1951, dictada en su cont 
por el Juzgado de Paz de la Común de San Juan de la 
guana, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO : 
debe condenar como al efecto condena, al nombrado 
tiago Arnau, de generales anotadas, al pago de veintici 
pesos oro de multa, compensable con un día de prisión 
cada peso dejado de pagar, y a sufrir treinta días de 
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correccional, por el hecho que se le imputa, o sea de 
sión  te de árboles a orillas del arroyo "La Peña" de la 
d
eco .én de 

monte 
	Batey"; SEGUNDO: Condena al mismo s   

inculpado además, al pago de las costas".— SEGUNDO: 
rcn-firrna en todas sus partes la sentencia apelada y con-
dena, además al prevenido al pago de las costas del proce-

diraiejotn°s"id; 
 

Considerando que los artículos 2, letra b) y 14 de la 
i,e1•  1688, reformados por la Ley 1746, castigan con las pe-
nas  de multa de veinticinco a doscientos pesos oro y pri-
s ión de uno a seis meses a los que realicen desmontes, talas, 
Inemaciones y cultivos en las riberas de todos los ríos y 
arroyos, en una faja de treinta metros de ancho a cada 
lado; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correc-
tamente que los hechos comprobados de conformidad con 
las pruebas administradas en la instrucción de la causa, 
caraterizan el delito que se le imputa al prevenido Santiago 
Arnau, y al declararlo culpable del referido delito y con-
denarlo, consecuentemente, a las penas antes mencionadas, 
le impuso una sanción ajustada a lo dispuesto por los ar-
tículos 2, letra b) y 14 de la citada Ley 1688, modificada 
por la Ley 1746, sobre Conservación Forestal y Arboles 
Frutales; 

Considerando que examinado el fallo de sus demás as-
pectos, no presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

ro.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— 
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 
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Considerando que en la sentencia impugnada y e, lT documentos a que ella se refiere, consta lo que a conti nua. 
 ción se expresa : a) que en fecha veinte de febrero (1 0--,n .; 

novecientos cincuenta y uno, siendo las once de la mañan
a el instructor de agricultura Antonio Jacobo Ilasbunl a'  — Pro_ cedió a levantar un acta en la cual se expresa que ha con)  

probado que el nombrado Santiago A rnau, domiciliado 
residente en la Sección de "El Batey" (La Peña), C omún 

 de San Juan de la Maguana, Provincia de Benefactor, h.. 
cometido una violación a la Ley No. 1688 de Conservación 
Forestal y reglamentos que la rigen, consistente en el h e_ 
cho de haber desmontado un predio de terreno, con fi/ l4 

 agrícolas, en las riberas del arroyo "La Peña" y haber 
cortado árboles maderables, sin dejar los metros que indi-
ca la ley; b) que, en consecuencia, el inculpado Santiago 
Arnau fue sometido a la acción de la justicia y que, apo-
derado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de San 
Juan de la Maguana, dictó una sentencia de fecha seis de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, condenando al 
prevenido a la pena de treinta días de prisión correccional, 
a una multa de veinticinco pesos oro y al pago de las costas, 
como autor de desmonte de árboles a orillas del arroyo 
"La Peña", de la Sección de "El Batey", sin dejar los me-
tros que indica la ley, delito previsto y sancionado por los 
artículos 2, apartado c) y 14 de la Ley 1688, del año 1948, 
reformados; y c) que sobre la apelación interpuesta p-r 
el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora ir 
pugnada, cuyo dispositivo dice así : "PRIMERO: Deekr 
bueno y válido en cuanto a la forma el presente real: 
de apelación interpuesto por el prevenido Santiago Aryr 
de generales anotadas, contra la sentencia No. 491, de 
cha 6 de Abril del presente-año 1951, dictada en su ce 
por el Juzgado de Paz de la Común de San Juan de la 
guana, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: 
debe condenar como al efecto condena, al nombrado 
tiago Arnau, de generales anotadas, al pago de veintici 
pesos oro de multa, compensable con un día de prisión P 
cada peso dejado de pagar, y a sufrir treinta días de P 
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cor eccional, por el hecho que se le imputa, o sea de 
sio'n A,-/nonte de árboles a orillas del arroyo "La Peña" de la 

de "El Batey"; SEGUNDO: 
star .—n SEGUNDO 

a al mismo seccion 
mipa do  además, al pago de las costas".— 	: 

In n-firma  en todas sus partes la sentencia apelada y con-
C, ° 

 además al prevenido al pago de las costas del proce-cena, - 
di in jento"; 

Considerando que los artículos 2, letra b) y 14 de la 
Ley  1688, reformados por la Ley 1746, castigan con las pe-
nas de multa de veinticinco a doscientos pesos oro y pri-
sión de uno a seis meses a los que realicen desmontes, talas, 
quemaciones y cultivos en las riberas de todos los ríos y 
arroyos, en una faja de treinta metros de ancho a cada 
lado; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correc-
tamente que los hechos comprobados de conformidad con 
las pruebas administradas en la instrucción de la causa, 
caraterizan el delito que se le imputa al prevenido Santiago 
Arnau, y al declararlo culpable del referido delito y con-
denarlo, consecuentemente, a las penas antes mencionadas, 
le impuso una sanción ajustada a lo dispuesto por los ar-
tículos 2, letra b) y 14 de la citada Ley 1688, modificada 
por la Ley 1746, sobre Conservación Forestal y Arboles 
Frutales; 

Considerando que examinado el fallo de sus demás as-
pectos, no presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

ro.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— 
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Manuel M. Guerre-
Ernesto Curiel hijo—Secretario General. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICI 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
ra Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 13 de marzo d 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Taveras Colón. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, reformado, del Código 
Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 
24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de febrero de mil novecientos 
cincuenta y uno, el Juzgado de Paz de"la común de Valver-
de dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Que debe 
condenar y condena al nombrado Antonio Taveras Colón, 
de las generales anotadas, a pagar la multa de cinco pesos 
(RD$5.00) y costos, por haber propinado golpes a la se-
ñora Ana Julia García. Disponiéndose que en caso de insol-
vencia, la multa sea compensada con prisión, a razón de 
un día por cada peso"; b) que contra este fallo interpuso 
recurso de apelación el Magistrado Procurador Fiscal dt 
Santiago, en fecha primero del mes de marzo del misma 
año; 

Considerando que el fallo ahora atacado contie 
siguiente dispositivo: "FALLA: 1ro. Que debe declar 
y declara regular y válida la apelación hecha por el Pr 
curador Fiscal de esta Segunda Cámara Penal, en fecha 1 
de marzo de 1951, contra sentencia dictada por el Juzga 
de Paz de Valverde, de fecha 23 del mes de febrero del a 
que cursa, que condenó al nombrado Antonio Taveras 
lón al pago de una multa de cinco pesos (RD$5.00), al co 
siderarlo culpable del delito de golpes que curaron an 

de los diez días, en perjuicio de la Sra. Ana Julia García 
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o Que debe declarar y declara irregular e improcedente 
ly 

. kt constitución en parte civil hecha por la Sra. Ana Ju- 
lia  García; • 3ro. Que debe anular y anula la antes expre-

sa  sentencia al considerar que el expresado Juzgado de 
es incompetente en virtud del certificado médico le-

21 'de fecha 28 del mes de febrero del cursante año, dado 
r autoridad competente ; Oto. Que debe dar acta al repre-
itante del Ministerio Público, a fin de que apodere del 
o al Tribunal competente; y Sto. Que debe condenar y 

ndena al inculpado Antonio Tavares Colón, al pago de 
costas"; 
Considerando que no habiendo expuesto el prevenido 

gún medio determinado al interponer su recurso de ca-
jón, procede examinar la sentencia impugnada en todo 

cuanto concierne a su interés; 
Consideran" que en el presente caso el Juzgado de 

paz de Valverde condenó al prevenido Antonio Taveras Co-
lón a una multa de cinco pesos por considerarlo culpable 
del delito de golpes que curaron antes de los diez días, en 
perjuicio de Ana Julia García, según certificado expedido 
por el Director del Hospital "Luis Bogaert", de Valverde; 

Considerando que el juez de la apelación declaró sin 
fuerza probatoria el certificado médico antes mencionado, 
por no tener el firmante calidad de médico legista ni ha-
berse juramentado como tal por funcionario competente, 
y, en vista del nuevo certificado expedido por el Médico 
Legista de Santiago, en donde consta que dichos golpes cu-

an después de los diez días y antes de los veinte, anuló 
sentencia apelada, por ser el Juzgado de Paz incompe-
te para conocer de la infracción, conforme a las dispo-
ones del artículo 311, reformado, del Código Penal; que, 
este aspecto, en el fallo impugnado se ha hecho una co-
ta aplicación de la ley; 
Considerando, en cuanto a las costas: que, en apela-
Ana Juliá García se constituyó en parte civil, por me-

ión de su abogado Dr. Puro Miguel García y concluyó 
lendo que se anulara la sentencia apelada "y se reenvíe 
ra otro apoderamiento del presente caso"; que el preve- 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTI 
DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

agencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
ra Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 13 de marzo de 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Taveras Colón. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 311, reformado, del Códi 

N Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. 
24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de febrero de mil novecientos 
cincuenta y uno, el Juzgado de Paz déla común de Valver-
de dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así : "Que debe 
condenar y condena al nombrado Antonio Taveras Colón, 
de las generales anotadas, a pagar la multa de cinco pesos 
(RD$5.00) y costos, por haber propinado golpes a la se-
ñora Ana Julia García. Disponiéndose que en caso de insol-
vencia, la multa sea compensada con prisión, a razón de 
un día por cada peso"; b) que contra este fallo interpu 
recurso de apelación el Magistrado Procurador Fiscal 
Santiago, en fecha primero del mes de marzo del mi 
año; 

Considerando que el fallo ahora atacado contiene 
siguiente dispositivo: "FALLA: 1ro. Que debe declar 
y declara regular y válida la apelación hecha por el Pr 
curador Fiscal de esta Segunda Cámara Penal, en fecha lr 
de marzo de 1951, contra sentencia dictada por el Juzgad 
de Paz de Valverde, de fecha 23 del mes de febrero del an 
que cursa, que condenó al nombrado Antonio Taveras C 
lón al pago de una multa de cinco pesos (RD$5.00), al con 
siderarlo culpable del delito de golpes que curaron an 
de los diez días, en perjuicio de la Sra. Ana Julia García; 

o Que debe declarar y declara irregular e improcedente . constitución en parte civil hecha por la Sra. Ana J u-
ja • 3ro. Que debe anular y anula la antes expre-

1- 

• 

García; 
 sentencia al considerar que el expresado Juzgado de 

2  es incompetente en virtud del certificado médico le-
Z, fecha 28 del mes de febrero del cursante año, dado 
r  autoridad competente ; 4to. Que debe dar acta al repre-
ntante del Ministerio Público, a fin de que apodere del 
so al Tribunal competente; y Sto. Que debe condenar y 
ndena al inculpado Antonio Tavares Colón, al pago de 
costas"; 

 que no habiendo expuesto el prevenido 
• medio determinado al interponer su recurso de ca-
jón, ión, procede examinar la sentencia impugnada en todo 

anto concierne a su interés; 
Considerando que en el presente caso el Juzgado de 

paz de Valverde condenó al prevenido Antonio Taveras Co-
lón a una multa de cinco pesos por considerarlo culpable 
del delito de golpes que curaron antes de los diez días, en 
perjuicio de Ana Julia García, según certificado expedido 
por el Director del Hospital "Luis Bogaert", de Valverde; 

Considerando que el juez de la apelación declaró sin 
fuerza probatoria el certificado médico antes mencionado, 
por no tener el firmante calidad de médico legista ni ha-

rse juramentado como tal por funcionario competente, 
en vista del nuevo certificado expedido por el Médico 
ista de Santiago, en donde consta que dichos golpes cu-

ban después de los diez días y antes de los veinte, anuló 
sentencia apelada, por ser el Juzgado de Paz incompe-
te para conocer de la infracción, conforme a las dispo-
ones del artículo 311, reformado, del Código Penal; que, 
este aspecto, en el fallo impugnado se ha hecho una co-
ta aplicación de la ley; 
Considerando, en cuanto a las costas: que, en apela- 

n Ana Julia García se constituyó en parte civil, por me-
lón de su abogado Dr. Puro Miguel García y concluyó 

lendo que se anulara la sentencia apelada "y se reenvíe 
ra otro apoderamiento del presente caso"; que el preve- 
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nido pidió al juez de la causa que declarara improcedente 
dicha constitución en parte civil, debido a que la a 	"'e  agravia  
da no lo hizo en el primer grado de jurisdicción, y que  

l  condenara al pago de las costas; que dicho juez acogió ess
te  pedimento del prevenido, excepto en lo referente a la co' n 

 denación en costas de la parte civil, sobre lo cual guardó 
silencio el fallo impugnado, siendo por otra parte condenad o 

 el prevenido al pago de las costas; 
Considerando que cuando el tribunal en materia co-

rreccional o los juzgados de paz, apoderados de un delito 
se declaran incompetente, las costas deben por lo mismo 
ser reservadas, a fin de que conozca de ellas la jurisdicción  
que sea competente para estatuir sobre el fondo ; que, en 
este orden de ideas, el juez a quo, al declararse incompe. 
tente, como juez de apelación, para conocer del delito, ha 
procedido correctamente al no pronunciar condenación en 
costas contra la parte civil constiuída, pero no así al con-
denar al prevenido al pago de las costas; que, en conse-
cuencia, la sentencia atacada debe ser casada sobre este 
último punto, aunque sin envío, toda vez que no queda na-
da por juzgar; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, sin envío, en cuan-
to concierne a la condenación en costas del prevenido, la 
sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
ga,do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, en fecha trece de marzo de mil novecientos cincuenta 
uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presea. e 
fallo, y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía 
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera 
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz 
Ambrosio Alvarez Aybar.— Ernesto ,Curiel hijo--Secr 
rio General. 
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CIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, 

c e !echa 11 de abril de 1951. 

Idattria 

arrent,•: Julián Amado Suero. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, 	los artículos 295, 296, 297, 302, modificado, y 
304, primera 

 y 
 primera parte, del Código Penal; 217 a 221, 226 a 229, 

931, 232, 237 a 242, 245, a 252, 257, 261, 268, 270, 277, 278, 
280 , 981, 282, 291, 292, 295 del Código de Procedimiento 
Criminal; 21 de la Ley No. 990, del año 1945, y 10. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), "que practicadas las diligencias sumarias por 
el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Benefactor, éste en fecha cuatro del mes de septiembre 
del año mil novecientos cincuenta, dictó una providencia 
calificativa, que contiene lo siguiente : "Unico: que existen 
cargos y hechos suficientemente graves para inculpar al 
nombrado Julián Amado Suero, de generales consignadas, 
corno autor del crimen de asesinato en las personas que en 
vida respondían a los nombres de Minerva Suero y Seve-
riano Perdomo; hecho realizado en la sección de El Batey, 
e esta común, en fecha 27 del mes de Junio del año mil 
ovecientos cincuenta"; B), "que el Magistrado Procura-
or Fiscal del Distrito Judicial' de Benefactor, en fecha 
eintisiete del mes de septiembre del año mil novecientos 
neuenta, libró acta de acusación contra el inculpado, la 
tal termina de la manera siguiente: "Por consiguiente : 

el nombrado Julián Amado Suero, dominicano, de 28 años 
edad, soltero, de profesión agricultor, natural y resi-

ente de la sección de El Batey, de esta común, alfabeto, 
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nido pidió al juez de la causa que declarara 	 . 
dicha constitución en parte civil, debido a que la agr avia- 
da da no lo hizo en el primer grado de jurisdicción, y cii;q..  
condenara al pago de las costas ; que dicho juez acogió se  ene  
pedimento del prevenido, excepto en lo referente a la con-
denación en costas de la parte civil, sobre lo cual guardó 
silencio el fallo impugnado, siendo por otra parte condenad o 

 el prevenido al pago de las costas ; 
Considerando que cuando el tribunal en materia co-

rreccional rreccional o los juzgados de paz, apoderados de un delito,  
se declaran incompetente, las costas deben por lo mismo 
ser reservadas, a fin de que conozca de ellas la jurisdicció n 

 que sea competente para estatuir sobre el fondo ; que, en 
este orden de ideas, el juez a quo, al declararse incompe. 
tente, como juez de apelación, para conocer del delito, ha 
procedido correctamente al no pronuncial condenación en 
costas contra la parte civil constiuída, pero no así al con-
denar al prevenido al pago de las costas; que, en conse-
cuencia, la sentencia atacada debe ser casada sobre este 
último punto, aunque sin envío, toda vez que no queda na-
da por juzgar; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, sin envío, en cuan-
to concierne a la condenación en costas del prevenido, la 
sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, en fecha trece de marzo de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presea. e 
fallo, y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Rivera.— 
Manuel M. Guerrero.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
Ambrosio Alvarez Aybar.— Ernesto ,Curiel hijo—Secreta -

. 
rio General. 

ToNciA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

. 3  impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, 

fechr,  11 de abril de 1951. 	- 

urja: penal. 

gteurrente: Julián Amado Suero. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, vistos los artículos 295, 296, 297, 302, modificado, y 
304, primera parte, del Código Penal ; 217 a 221, 226 a 229, 
231, 232, 237 a 242, 245, a 252, 257, 261, 268, 270, 277, 278, 
280, 281, 282, 291, 292, 295 del Código de Procedimiento 
Criminal ; 21 de la Ley No. 990, del año 1945, y lo. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), "que practicadas las diligencias sumarias por 
el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Benefactor, éste en fecha cuatro del mes de septiembre 
del año mil novecientos cincuenta, dictó una providencia 
calificativa, que contiene lo siguiente: "Unico: que existen 
cargos y hechos suficientemente graves para inculpar al 
nombrado Julián Amado Suero, de generales consignadas, 
como autor del crimen de asesinato en las personas que en 
vida respondían a los nombres de Minerva Suero y Seve-
riano Perdomo; hecho realizado en la sección de El Batey, 
de esta común, en fecha 27 del mes de Junio del año mil 
novecientos cincuenta"; B), "que el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial' de Benefactor, en fecha 
veintisiete del mes de septiembre del año mil novecientos 
Cincuenta, libró acta de acusación contra el inculpado, la 
Cual termina de la manera siguiente: "Por consiguiente: 
el nombrado Julián Amado Suero, dominicano, de 28 años 
de edad, soltero, de profesión agricultor, natural y resi-
dente de la sección de El Batey, de esta común, alfabeto, 
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está acusado del crimen de asesinato en las personas 
9ue  

en vida respondían a los nombres de Minerva Suero v 
 veriano Perdomo, hecho realizado en la sección de p;l Bu 

tely, de esta común, en fecha veintisiete del mes de jun io 
de 1950"; C), "que llenadas todas las formalidades e y ;,.. 
das por la Ley en materia criminal, el Magistrado Juez 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, 

 la audiencia del día veinticuatro del mes de novierny 
del año mil novecientos cincuenta, a las nueve (9) hora: 
de la mañana, para conocer de esta causó; que en esa au. 
diencia fué reenviada la vista de la causa para la audien. 
cia del primero de diciembre del mismo año mil novecien-
tos cincuenta, a las nueve (9) horas de la mañana, para 
una mejor sustracción, la cual audiencia discurrió tal co-
mo se describe en el acta levantada al efecto; siendo con-
denado el acusado Julián Amado Suero, a sufrir la pena 
de treinta años de trabajos públicos, por el crimen de ase-
sinato en las personas de los que en vida se llamaron Mi-
nerva Suero y Severiano Perdomo y al pago de las costas"; 
D), que Julián Amado Suero interpuso recurso de alzada 
contra el fallo que acaba de ser indicado, y la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana conoció del caso en au-
diencia del once de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, en la que el Ministerio Público concluyó, en su dicta-
men, del modo siguiente: "PRIMERO: Se declara regular 
y válido en cuanto a la forma el presente recurso de ape-
lación; SEGUNDO: En cuanto al fondo, de manera pi 1- 
cipal ; se modifica en cuanto a la pena y acogiendo circuns-
tancias atenuantes se condene a 20 años de trabajos Pú -
blicos y pago de las costas; subsidiariamente; para el ca-
so en que no se estimare demostrada claramente la circuns -

tancia agravante de la premeditación; se varíe la califica -

ción de asesinato por la de homicidio previsto en la primera 
parte del art. 304 ref. del Código Penal, y en consecuenc ia 

 acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, se conde-

ne a dicho acusado a 20 años de trabajos públicos y al Pa-
go de las costas"; y el abogado de oficio que ayudaba al 
acusado en su defensa, presentó estas conclusiones: Y° 

e  c  

adhiero completamente al pedimento hecho por el Mi- 

i  Declara válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción 

	Público' 
 Considerando 
 de abril de mil novecientos cincuenta 

uno,  la 

 Corte que en la misma fecha de la vista de la 

ca--" t de Apelación de San Juan de la Maguana 
¡pronunció, en audiencia pública, la sentencia ahora impug- 

da, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 

 interpuesto por Julián Amado Suero, contra senten-
c ia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de  Benefactor, dictada en atribuciones criminales, de fe-
cha lo. del mes de diciembre del año 1950, cuyo dispositivo 
dice así : "PRIMERO: Condena al prevenido Julián Amado 
Suero, de generales anotadas, a sufrir la pena de treinta 
años de trabajos públicos, por el crimen de asesinato en 
las personas de los que en vida se llamaron Minerva Suero 
y Severiaro Perdomo, de que está acusado ; SEGUNDO: 
Condena al mismo prevenido Julián Amado Suero, al pago 
de las costas del procedimiento"; SEGUNDO: Confirma di-
cha sentencia ; TERCERO: Condena al acusado Julián Ama-
do Suero al pago de las costas de la presente apelación"; 

Considerando que el recurrente no expone medios de-
terminados en apoyo de su recurso, ni ha presentado, lue-
go, el memorial que anunció en la declaración de dicho 
recurso; 

Considerando que la Corte de la que procede la sen-
tencia impugnada establece en ésta, mediante la pondera-
ción de los medios de prueba presentados ante ella, a), que 
Julián Amaso Suero se encuentra convicto y confeso de 
haber dado muerte, voluntariamente, "a su hija natural, 
Minerva Suero y al concubino de ésta Severiano Perdomo, 
hecho ocurrido en la noche del veintisiete de junio del año 
mil novecientos cincuenta"; b) que dicho acusado tuvo el 
designio de cometer el doble crimen, desde cierto tiempo 
anterior a la noche en que los cometió; y 

Considerando que la Corte a qua hizo uso, respecto 
de lo expresado arriba, de los poderes soberanos de que 
gozan los jueces del fondo para la ponderación de los me- 
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está acusado del crimen de asesinato en las persona s   
en vida respondían a los nombres te Minerva Suero que Y se

' 

. 
veriano Perdomo, hecho realizado en la sección de pi n 

 tely, de esta común, en fecha veintisiete del mes de jun
1
.

() de 1950"; C), "que llenadas todas las formalidades evi„ 1 
 das por la Ley en materia criminal, el Magistrado Juey 

 de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, 
fijó la audiencia del día veinticuatro del mes de noviemb re 

 del año mil novecientos cincuenta, a las nueve (9) horas 
 de la mañana, para conocer de esta causá; que en esa au-

diencia fué reenviada la vista de la causa para la audien. 
cia del primero de diciembre del mismo año mil novecien-
tos cincuenta, a las nueve (9) horas de la mañana, para 
una mejor sustracción, la cual audiencia discurrió tal co-
mo se describe en el acta levantada al efecto ; siendo con-
denado el acusado Julián Amado Suero, a sufrir la pena 
de treinta años de trabajos públicos, por el crimen de ase-
sinato en las personas de los que en vida se llamaron Mi-
nerva Suero y Severiano Perdomo y al pago de las costas"; 
D), que Julián Amado Suero interpuso recurso de alzada 
contra el fallo que acaba de ser indicado, y la Corte de Ape-

lación de San Juan de la Maguana conoció del caso en au-

diencia del once de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, en la que el Ministerio Público concluyó, en su dicta-

men, del modo siguiente: "PRIMERO: Se declara regular 

y válido en cuanto a la forma el presente recurso de ape-
lación; SEGUNDO: En cuanto al fondo, de manera pi. 1- 
cipal ; se modifica en cuanto a la pena y acogiendo circuns-
tancias atenuantes se condene a 20 años de trabajos pú-

blicos y pago de las costas; subsidiariamente; para el ca -
so en que no se estimare demostrada claramente la circuns-

tancia agravante de la premeditación; se varíe la califica-

ción de asesinato por la de homicidio previsto en la primera 
parte del art. 304 ref. del Código Penal, y en consecuencia 
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, se conde-
ne a dicho acusado a 20 años de trabajos públicos y al pa -

go de las costas"; y el abogado de oficio que ayudaba 8.1 

acusado en su defensa, presentó estas conclusiones: "1°  

adhiero completamente al pedimento hecho por el Mi- 

is tecrioonsPiciú 

o sea el once de abril de mil novecientos cincuenta 

ebilianco;0; 
que en la misma fecha de la vista de la 

Y 
on n

ció, en audiencia pública, la sentencia ahora impug- 
nada,, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 

válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
eitnia:.a  interpuesto por Julián Amado Suero, contra senten-
c ia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de  Benefactor, dictada en atribuciones criminales, de fe-
cha  lo. del mes de diciembre del año 1950, cuyo dispositivo 
dice  así: "PRIMERO: Condena al prevenido Julián Amado 
Suero, de generales anotadas, a sufrir la pena de treinta 
años de trabajos públicos, por el crimen de asesinato en 
las personas de los que en vida se llamaron Minerva Suero 
y Severiaro Perdomo, de que está acusado; SEGUNDO: 
Condena al mismo prevenido Julián Amado Suero, al pago 
de las costas del procedimiento"; SEGUNDO: Confirma di-
cha sentencia; TERCERO: Condena al acusado Julián Ama-
do Suero al pago de las costas de la presente apelación"; 

Considerando que el recurrente no expone medios de-
terminados en apoyo de su recurso, ni ha presentado, lue-
go, el memorial que anunció en la declaración de dicho 
recurso; 

Considerando que la Corte de la que procede la sen-
tencia impugnada establece en ésta, mediante la pondera-
ción de los medios de prueba presentados ante ella, a), que 
Julián Amado Suero se encuentra convicto y confeso de 
uhenioasbiegrdado muerte, voluntariamente, "a su hija natural, 

anterior 

a l  Minerva Suero y al concubino de ésta Severiano Perdomo, 
hecho ocurrido en la noche del veintisiete de junio del año 
mil novecientos cincuenta"; b) que dicho acusado tuvo el 

de cometer el doble crimen, desde cierto tiempo 
la noche en que los cometió; y 

Considerando que la Corte a qua hizo uso, respecto 
de lo expresado arriba, de los poderes soberanos de que gozan • los jueces del fondo para la ponderación de los me- 

causa, 
uno, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana 
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dios de prueba y el establecimiento de los hechos, sin  n  

nada indique que se haya incurrido en desnaturalizad: 
alguna; que en los hechos así comprobados se encuent - 
los  elementos legales del crimen de asesinato, acompañ a  

o seguido de otro asesinato, por el cual fué condenado 
recurrente; que la pena impuesta por el primer juez y 

firmada por la Corte a qua, es la fijada, para el caso, 
la ley; y que la corrección de la sentencia atacada se rey 
en el examen de la misma, no sólo en los aspectos que 
dan señalados sino también en todos los demás; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretar:o Ge-

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación d‘ Ciudad Truj 

cha 8 de febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro González. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463 del Código Pe- 

nal; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 

a) que en fecha trece de septiembre de mil novecientos cin- 
cuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA PRI - 
MERO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom - 
brado Pedro González, de generales anotadas, culpable del 
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ito  de  abuso de confianza en perjuicio de los señores 

José a' 
Elías Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en 

os 
„uencla lo condena a acogiendo circunstancias ate- 

van tes en su favor, a sufrir la pena de seis meses de pri- 
íón  correccional; SEGUNDO: que debe condenar, como al 
' eco condena, al mencionado prevenido al pago de las cos- 
s causadas en la presente instancia"•— b) que contra esa 
ntencia interpuso recurso de apelación el prevenido, en 

ernPCOnospiodretruannod;o que la sentencia ahora impugnada en 
ción contiene el dispositivo que se copla a continuación: 

ALLA: PRIMERO: declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de apelación ;— SEGUNDO: 
confirma la sentencia contra la cual apela, dictada en fe-
cha trece (13) de septiembre del año mil novecientos cin-
cuenta (1950) por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : PRIMERO: 
que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Pe-
dro González, de generales anotadas, culpable del delito de 
Abuso de Confianza en perjuicio de los señores José Elías 
Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en consecuen-
cia lo condena acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional; 
SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto condena, 
al mencionado prevenido, al pago de las costas causadas 
en la presente instancia"; y TERCERO: condena a Pedro 
Gr o al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierne al interés de aquél; 

Considerando que el prevenido Pedro González ha 

billete de l 

confesado en el curso del proceso que la Viuda Bisonó y la 
señora Consuelo de Alfau Pérez, le entregaron, la primera 
RD$370 y la segunda RD$147.00, para que él comprara 

e a Lotería Nacional y los vendiera a pregón 
Mediante cierto beneficio; explicando, ante la Corte a qua, 
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dios de prueba y el establecimiento de los hechos, si n 
 nada indique que se haya incurrido en desnaturalizas 

 alguna; que en los hechos así comprobados se encuent 
los elementos legales del crimen de asesinato, acompaj 
o seguido de otro asesinato, por el cual fué condenado el 
recurrente; que la pena impuesta por el primer juez y con  

firmada por la Corte a qua, es la fijada, para el caso, po; 
la ley; y que la corrección de la sentencia atacada se revela 
en el examen de la misma, no sólo en los aspectos que que-
dan señalados sino también en todos los demás; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación dI Ciudad Truill.c ue fe-

cha 8 de febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro González. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463 del Código Pe-
nal; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en lá sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha trece de septiembre de mil novecientos cin -

cuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA PRI-

MERO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom- 

brado Pedro González, de generales anotadas, culpable del 
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to  de  abuso de confianza en perjuicio de los señores 
Elías Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en 

lo condena a acogiendo circunstancias ate- ecuencia 
ntes en su favor, a sufrir la pena de seis meses de pri- 
> correccional; SEGUNDO: que debe condenar, como al 
to condena, al mencionado prevenido al pago de las cos- 
causadas en la presente instancia";— b) que contra esa 

interpuso recurso de apelación el prevenido, en 
tiempoiop

iodretruannod;  Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copla a continuación : 
"FALLA: PRIMERO: declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de apelación ;— SEGUNDO: 
confirma la sentencia contra la cual apela, dictada en fe-
cha trece (13) de septiembre del año mil novecientos cin-
cuenta (1950) por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de  Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : PRIMERO: 
que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Pe-
dro González, de generales anotadas, culpable del delito de 
Abuso de Confianza en perjuicio de los señores José Elías 
Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en consecuen-
cia lo condena acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional; 
SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto condena, 
al mencionado prevenido, al pago de las costas causadas 
en la presente instancia"; y TERCERO: condena a Pedro 
González al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierne al interés de aquél; 

Considerando que el prevenido Pedro González ha 
confesado en el curso del proceso que la Viuda Bisonó y- la 
señora Consuelo de Alfau Pérez, le entregaron, la primera 
RD$370 y la segunda RD$147.00, para que él comprara 
billetes de la Lotería Nacional y los vendiera a pregón 
mediante cierto beneficio; explicando, ante la Corte a qua, 

■ 
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dios de prueba y el establecimiento de los hechos, sin que 
nada indique que se haya incurrido en desnaturalización 
alguna; que en los hechos así comprobados se encuentra), 
los elementos legales del crimen de asesinato, acomp a ñad-
o seguido de otro asesinato, por el cual fué condenado  :; 
recurrente; que la pena impuesta por el primer juez y con-
firmada por la Corte a qua, es la fijada, para el caso, po; 
la ley; y que la corrección de la sentencia atacada se revela 
en el examen de la misma, no sólo en los aspectos que que. 
dan señalados sino también en todos los demás; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Truj 

cha 8 de febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro González. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463 del Código Pe- 

nal; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: 

a) que en fecha trece de septiembre de mil novecientos cin- 
cuenta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó 

una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA PRI - 
MERO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom- 

brado Pedro González, de generales anotadas, culpable del 

ito de abuso de confianza en perjuicio de los señores 

Jose 
• Elías Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en 

 consecuencia lo condena a acogiendo circunstancias ate- 
su favor, a sufrir la pena de seis meses de pri- 

sión 

	en 
 correccional; SEGUNDO: que debe condenar, como al 

efecto condena, al mencionado prevenido al pago de las cos-
ta-  c causadas en la presente instancia";— b) que contra esa 
el interpuso recurso de apelación el prevenido, en 

ina 
 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación oportuno; 

 contiene el dispositivo que se copla a continuación : 
"FALLA: PRIMERO: declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de apelación ;— SEGUNDO: 
confirma la sentencia contra la cual apela, dictada en fe-
cha trece (13) de septiembre del año mil novecientos cin-
cuenta (1950) por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : PRIMERO: 
que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Pe-
dro González, de generales anotadas, culpable del delito de 
Abuso de Confianza en perjuicio de los señores José Elías 
Bisonó Fernández y Luis A. Alfau Pérez, y, en consecuen-
cia lo condena acogiendo circunstancias atenuantes en su 

vor a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional; 
UNDO: que debe condenar, como al efecto condena, 
encionado prevenido, al pago de las costas causadas 

la presente instancia"; y TERCERO: condena a Pedro 
González al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-

ción procede examinar la sentencia impugnada en todo 
uanto concierne al interés de aquél; 

billetes d 
RD$370 y la segunda RD$147.00, para que él comprara 

Lora Consuelo de Alfau Pérez, le entregaron, la primera 
nfesado en el curso del proceso que la Viuda Bisonó y la 

Considerando que el prevenido Pedro González ha 

de la Lotería Nacional y los vendiera a pregón 
Mediante cierto beneficio; explicando, ante la Corte a qua, 
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que él compró y vendió los billetes y un día le dió a 
 "señor", que en primera instancia dijo que se llamaba 

nesto Abreu, el dinero para que le comprara los bill 
habiendo éste desaparecido hasta la fecha ; y que, asimi 
los interesados le han dado plazos para la devolució 
los valores que recibió, lo cual sólo ha podido hacerlo 
parte, por no estar trabajando ; 

Considerando que los jueces del fondo han aprec 
soberanamente que lo dicho por el prevenido en rel 
con su falta de cumplimiento, es falso, y han re.z,ado 
a la convicción de que los valores que le fueron entre-; 
para un fin determinado, han sido disipados por él; q 

en tales condiciones, el delito de abuso de confianza puesto 
a cargo del prevenido está caracterizado, como ce reco:•4- 
ció en la sentencia impugnada ; 

Considerando que los plazos acordados al prevenido 
para la restitución de los valores, no han podido tener por 
efecto despojar al hecho del caracter delictuoso que ya 

tenía ; 
Considerando que la Corte a qua le ha impuesto al 

prevenido, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
una pena que está ajustada a las disposiciones legales, y 

no ha incurrido en su fallo en ningún vicio de forma ni de 

fondo que lo haga anulable. 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Día 

—A. Alvarez Aybar, Ernesto Curiel hijo--Secretario Ge- 
neral.  

ENCJA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

la  impugnada: Corte de Apelación de 1.,a Vega, de fecha 18 
de abril de 1951. 

la: Penal 

urente: Flor Antonio Ferreiras Cruz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
rado, y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo 2, del 

Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal, 
y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado: consta a) 
que en fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, en sus atribuciones criminales, dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Descarga (sic) loa 
Flor Antonio Ferreiras Cruz, Francisco Antonio Cruz (a) 
Toflo y Ramón Antonio Ferreiras (a) Quiqui, de generales 
que constan, del crimen de homicidio voluntario el primero, y 
de complicidad en el mismo hecho los otros dos, en la per-
sona de Sergio Ferreiras, por insuficiencia de pruebas; 
SEGUNDO: Ordena que dichos acusados sean puesto en 
libertad si se encuentran retenidos por este crimen sola-
mente; TERCERO: Rechaza la demanda en daños y per-
juicios intentada por la señora María Eugenia Ferreiras, 
en su calidad de madre de Sergio Ferreiras, por improce-
dente y  mal fundada ; CUARTO: Condena a dicha parte 
Civil, que sucumbe, al pago de las costas del procedimien-. to"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso de 
apelación el Magistrado Procurador Fiscal de ese Distrito 
Judicial, en lo que respecta solamente a los acusados Flor 
Antonio Ferreiras Cruz y Ramón Antonio Ferreiras, y Ma-
lla Eugenio Ferreiras, en su calidad de parte civil consti-tuida ; e) que la Corte de Apelación de La Vega, apoderada.  
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que él compró y vendió los billetes y un día le dió a u 
 "señor", que en primera instancia dijo que se llamaba Er 

nesto Abreu, el dinero para que le comprara los billete 
habiendo éste desaparecido hasta la fecha ; y que, asimismo, 
los interesados le han dado plazos para la devolución de 
los valores que recibió, lo cual sólo ha podido hacerlo en 
parte, por no estar trabajando; 

Considerando que los jueces del fondo han apreciado 
soberanamente que lo dicho por el prevenido en relació 
con su falta de cumplimiento, es falso, y han llegado as 
a la convicción de que los valores que le fueron entregado 
para un fin determinado, han sido disipados por él; que 
en tales condiciones, el delito de abuso de confianza pues 
a cargo del prevenido está caracterizado, corno se recono-
ció en la sentencia impugnada; 

Considerando que los plazos acordados al prevenido 
para la restitución de los valores, no han podido tener por 
efecto despojar al hecho del caracter delictuoso que ya 
tenía; 

Considerando que la Corte a qua le ha impuesto al 
prevenido, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
una pena que está ajustada a las disposiciones legales, y 
no ha incurrido en su fallo en ningún vicio de forma ni de 
fondo que lo haga anulable. 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar, Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

NTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

tenela impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 18 
de abril (le 1951. 

Materia: Fenal. 

Recurrente: Flor Antonio Ferreiras Cruz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo 2, del 
Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal, 
y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado: consta a) 
que en fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, en sus atribuciones criminales, dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo : "PRIMERO: Descarga (sic) loa 
Flor Antonio Ferreiras Cruz, Francisco Antonio Cruz (a) 
Torio y Ramón Antonio Ferreiras (a) Quiqui, de generales 
que constan, del crimen de homicidio voluntario el primero, y 
de complicidad en el mismo hecho los otros dos, en la per-
sona de Sergio Ferreiras, por insuficiencia de pruebas; 
SEGUNDO: Ordena que dichos acusados sean puesto en 
libertad si se encuentran retenidos por este crimen sola-
mente; TERCERO: Rechaza la demanda en daños y per-
juicios intentada por la señora María Eugenia Ferreiras, 
en su calidad de madre de Sergio Ferreiras, por improce-
dente y mal fundada; CUARTO: Condena a dicha parte 
civil, que sucumbe, al pago de las costas del procedimien-
to"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso de 
apelación el Magistrado Procurador Fiscal de ese Distrito 
Judicial, en lo que respecta solamente a los acusados Flor. 
Antonio Ferreiras Cruz y Ramón Antonio Ferreiras, y Ma-
ría Eugenio Ferreiras, en su calidad de parte civil consti-
tuída ; e) que la Corte de Apelación de La Vega, apoderada. 
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del caso, dictó en fecha dieciocho de diciembre del mi smo 
 año, (1950), una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente • 

"PRIMERO: Admite en la forma los recursos de apelación: 
SEGUNDO: Declina ante el Tribunal Tutelar de Menore s 

 la causa seguida a Ramón Antonio Ferreiras, por no lizt-
ber cumplido los dieciseis años de edad a la fecha en la cual 
fué cometido el crimen que se ventila ; éTERCERO : Envía 
para otro día el conocimiento de la causa seguida a l o ,;  
nombrados Flor Antonio Ferreiras Cruz y Francisco An-
tonio Cruz, coacusados en el mismo crimen de homicidio 
voluntario en la persona de Sergio Ferreiras, el primero 
como autor y el segundo como cómplice, hasta tanto el Tri-
bunal Tutelar de Menores haya resuelto el caso respecto 
al referido menor Ramón Antonio Ferreiras; CUARTO: 
Reserva las costas"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado, del die-
ciocho de abril de mil novecientos cincuenta y uno, contie-
ne el dispositivo que se copia a continuación : "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos en cuanto a sus 
respectivas formas, los presentes recursos de apelación ;— 
SEGUNDO: Revoca, en lo que respecta al procesado Flor 
Antonio Ferreiras Cruz, de generales conocidas, la senten-
cia apelada, la cual ha sido dictada en atribuciones crimi-
nales, en fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espailla, cuya parte dispositiva figura copiada en otro 
lugar del presente fallo,. y obrando por propia autoridad, 
declara al referido acusado Flor Antonio Ferreiras Cruz, 
-autor responsable del crimen de homicidio voluntario en 
la persona de Sergio Ferreiras Ovalle, hecho ocurrido el 
dia veintinueve de mayo de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, en la sección de Canea La Piedra, jurisdicción de la 
común de Moca, y en consecuencia, le condena por dicho 
crimen a sufrir la pena de cinco años de trabajos públicos, 
y al pago de las costas penales de esta instancia.— TER-
CERO: Revoca, igualmente, la antes expresada sentencia 
en lo que se refiere al aspecto civil del asunto y declara 
admisible, la constitución en parte civil, de la señora María 

agenia Ferreiras, madre de la víctima de este crimen, y 
consecuencia, condena al señor Francisco Antonio Cruz 

a ) Toño, en su calidad de persona civilmente responsable, 
uesta válidamente en causa, al pago de una indemniza-

ción en provecho de dicha parte civil constituida, la cual 
se  justiprecia en la suma de un mil pesos oro, moneda de 
curso legal, por los daños morales y materiales que ese he-
cho le irrogara; y CUARTO: Condena a dicha persona ci-
vilmente responsable, al pago de las costas civiles de esta 
instancia"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurso Flor 
Antonio Ferreiras Cruz ningún medio determinado al inter-
poner el recurso de casación, procede examinar la senten-
cia impugnada en todo cuanto concierne a su interés; 

Considerando que la Corte a qua mediante las pruebas 
regularmente sometidas al debate, estableció "que, el día 
en que ocurrió el hecho todos ellos (Flor Antonio Ferreiras, 
Ramón Antonio Ferreiras (a) Quiqui) hermano del acu-
sado y Ovidio y Luis Paulino, menores de edad) se encon-
traban en la propiedad del señor Francisco Antonio Cruz 
(a) Toño, en un cafetalito, jugando dinero al "recoqueo", 
como a las cinco de la tarde; que, habiendo ganado la víc-
tima al procesado Flor Antonio, cierta cantidad de dinero 
(cerca de noventa centavos) asi como a los demás de sus 
contrarios, él dicho Flor Antonio, le pidió a Sergio que le 
diera cinco centavos, a lo cual se negó éste; que, esta cir-
cunstancia enfureció a Flor Antonio Ferreiras, al extremo 
de que cogió un palo que era propiedad de Quiqui y con él 
descargó un garrotazo en la nuca a Sergio, que le derribó 
al suelo; que, entonces, con ayuda de su hermano Quiqui 
lo condujo a la finca del señor Reyes, cerca de una barran-
ca, que se encontraba a poca distancia del lugar originario 
del hecho, y allí con un "collins" que portaba, el procesado 
Flor Antonio "picoteó" a su víctima, al extremo de que el 
cadáver, cuando apareció al siguiente día, presentaba doce 
heridas, según reza el certificado médigo-legal que figura 
en el expediente"; 
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del caso, dictó en fecha dieciocho de diciembre del mismo 
año, (1950), una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente• 
"PRIMERO: Admite en la forma los recursos de apelación: 
SEGUNDO: Declina ante el Tribunal Tutelar de Menores' 
la causa seguida a Ramón Antonio Ferreiras, por no ha_ 
ber cumplido los dieciseis años de edad a la fecha en lycual 
fué cometido el crimen que se ventila ; TERCERO: Envía 
para otro día el conocimiento de la causa seguida a lo s 

 nombrados Flor Antonio Ferreiras Cruz y Francisco An-
tonio Cruz, coacusados en el mismo crimen de homicidio 
voluntario en la persona de Sergio Ferreiras, el primero 
como autor y el segundo como cómplice, hasta tanto el Tri-
bunal Tutelar de Menores haya resuelto el caso respecto 
al referido menor Ramón Antonio Ferreiras ; CUARTO: 
Reserva las costas"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado, del die-
ciocho de abril de mil novecientos cincuenta y uno, contie-
ne el dispositivo que se copia a continuación : "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos en cuanto a sus 
respectivas formas, los presentes recursos de apelación ;— 
SEGUNDO: Revoca, en lo que respecta al procesado Flor 
Antonio Ferreiras Cruz, de generales conocidas, la senten-
cia apelada, la cual ha sido dictada en atribuciones crimi-
nales, en fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espailla, cuya parte dispositiva figura copiada en otro 
lugar del presente fallo, y obrando por propia autoridad, 
declara al referido acusado Flor Antonio Ferreiras Cruz, 
autor responsable del crimen de homicidio voluntario en 
la persona de Sergio Ferreiras Ovalle, hecho ocurrido el 
dia veintinueve de mayo de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, en la sección de Canea La Piedra, jurisdicción de la 
común de Moca, y en consecuenéia, le condena por dicho 
crimen a sufrir la pena de cinco años de trabajos públicos, , 
y al pago de las costas penaleA de esta instancia.— TER-
CERO: Revoca, igualmente, la antes expresada sentencia 
en lo que se refiere al aspecto civil del asunto y declara 
admisible, la constitución en parte civil, de la señora María 
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Eugenia Ferreiras , madre de la víctima de este crimen, y 
en consecuencia, condena al señor Francisco Antonio Cruz 
(a ) Toño, en su calidad de persona civilmente responsable, 
puesta válidamente en causa, al pago de una indemniza-
ción en provecho de dicha parte civil constituída, la cual 
ap  justiprecia en la suma de un mil pesos oro, moneda de 
cu rso legal, por los daños morales y materiales que ese he-
cho  le irrogara ; y CUARTO: Condena a dicha persona ci-
vilmente responsable, al pago de las costas civiles de esta 
instancia"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurso Flor 
Antonio Ferreiras Cruz ningún medio determinado al inter-
poner el recurso de casación, procede examinar la senten-
cia impugnada en todo cuanto concierne a su interés; 

Considerando que la Corte a qua mediante las pruebas 
regularmente sometidas al debate, estableció "que, el día 
en que ocurrió el hecho todos ellos (Flor Antonio Ferreiras, 
Ramón Antonio Ferreiras (a) Quiqui) hermano del acu-
sado y Ovidio y Luis Paulino, menores de edad) se encon-
traban en la propiedad del señor Francisco Antonio Cruz 
(a) Toño, en un cafetalito, jugando dinero al "recoqueo", 
como a las cinco de la tarde ; que, habiendo ganado la víc-
tima al procesado Flor Antonio, cierta cantidad de dinero 
(cerca de noventa centavos) asi como a los demás de sus 
contrarios, él dicho Flor Antonio, le pidió a Sergio que le 
diera cinco centavos, a lo cual se negó éste; que, esta cir-
cunstancia enfureció a Flor Antonio Ferreiras, al extremo 
de que cogió un palo que era propiedad de Quiqui y con él 
descargó un garrotazo en la nuca a Sergio, que le derribó 
al suelo; que, entonces, con ayuda de su hermano Quiqui 
lo condujo a la finca del señor Reyes, cerca de una barran-
ca, que se encontraba a poca distancia del lugar originario 
del hecho, y allí con un "collins" que portaba, el procesado 
Flor Antonio "picoteó" a su víctima, al extremo de que el 
cadáver, cuando apareció al siguiente día, presentaba doce 
heridas, según reza el certificado médigo-legal que figura 
en el expediente" ; 
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Considerando que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el resultado de Asas pruebas y le  
han dado a los hechos así 'comprobados, su verdadera cali-
ficación legal; 

Considerando, en cuanto a la pena, que la Corte a qua, 
expresa en uno de sus considerandos los siguiente: "q ue, 
por los razonamientos que preceden, es de lugar que el fa-
llo apelado sea revocado y que, el procesado sea declarado 
como autor responsable del crimen puesto a su cargo, v 
en consecuencia, teniendo en cuenta su edad, condenado a 
quince años de trabajos públicos", y en el dispositivo del 
mismo fallo condena sin embargo al acusado a cinco añol, 

 de trabajos públicos; que, del exalten general de la sen-
tencia impugnada y de los demás documentos del expedien-
te, se comprueba de una manera indudable que en los mo-
tivos de la sentencia se ha cometido un error material, no 
solamente porque lo expresado en el considerando trascri-
to pone de manifiesto que los jueces, en razón de la poca 
edad del acusado (veinte años) tenían el propósito de no 
aplicarle una pena muy elevada, sino además porque en la 
hoja de audiencia consta que en el dispositivo que le fue 
leído al procesado en el momento de pronunciarse el fallo 
la pena impuesta es la de cinco años, y qua a igual pena 
se hace referencia en el acta levantada con motivo del re-

curso de casación intentado por el acusado, a quien favo-
recería, en principio, la contradicción; que, en tales con-
diciones, preciso es reconocer que la pena de cinco años 
que figura en el dispositivo es la nue realmente le fué apli-
cada al procesado, la cual está dentro de los límites seña-

lados por la ley; que, en consecuencia, el fallo impugnado 
está legalmente justificado en su aspecto penal, que es el 
único que debe ser examinado, en virtud de que no está 
en causa la condenación en daños y perjuicios impuesta a 
la persona civilmente responsable de la infracción; mil 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

selitencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito J. 
de Santo Domingo, de fecha 24 de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

geourrente: Antonio Batista. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 y 463, escala 6a., del Có-
dio Penal y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

•r Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que a continuación se expresa: a) que en fecha cinco de 
marzo de mil novecientos cincuenta y uno, un agente de la 
Policía NaéIonal condujo ante el mayor de la Policía Na-
cional, Jefe del Servicio Secreto, al nombrado Antonio Ba-
tista, por el hecho de haber sido sorprendido dedicándose 
a juego de azar, utilizando para ello tres monedas de cinco 
centavos; hecho que realizaba, junto con dos personas, que 
al ser sorprendidos se dieron a la fuga; b) que el Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito de San-
to Domingo, regularmente apoderado del caso, condenó a 
Antonio Batista, en fecha seis de marzo de mil novecientos 
cincuenta y uno, a las penas de 30 días de prisión, al pago 
de una multa de $10.00, a la confiscación de la suma de 
$14.35 como cuerpo del delito y a las costas; 

Considerando que apoderada del caso la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, por la apelación del prevenido, 
lo falló, por la sentencia ahora impugnada por el presente 
recurso, de la manera que a continuación se copia: "PRI-
MERO: Que debe declarar, como al efecto declara, regular 
Y válido el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Antonio Batista, contra sentencia dictada por el Juzga- 
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Considerando que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el resultado de Asas pruebas y le 

 han dado a los hechos así comprobados, su verdadera c2,11. 
ficación legal; 

Considerando, en cuanto a la pena, que la Corte a qua, 
expresa en uno de sus considerandos los siguiente: "que, 
por los razonamientos que preceden, es de lugar que el fa-
llo apelado sea revocado y que, el procesado sea declarado 
como autor responsable del crimen puesto a su cargo, y 

en consecuencia, teniendo en cuenta su edad, condenado a 
quince años de trabajos públicos", y en el dispositivo del 
mismo fallo condena sin embargo al acusado a cinco ah 
de trabajos públicos; que, del examen general de la sen-
tencia impugnada y de los demás documentos del expedien-
te, se comprueba de una manera indudable que en los m.  
tivos de la sentencia se ha cometido un error material, n 
solamente porque lo expresado en el considerando trascri-
to pone de manifiesto que los jueces, en razón de la poca 
edad del acusado (veinte años) tenían el propósito de no 
aplicarle una pena muy elevada, sitio además porque en la 
hoja de audiencia consta que en el dispositivo que le fue 
leído al procesado en el momento de pronunciarse el fallo 
la pena impuesta es la de cinco años, y qua a igual pena 
se hace referencia en el acta levantada con motivo del re-
curso de casación intentado por el acusado, a quien favo-
recería, en principio, la contradicción; que, en tales con-
diciones, preciso es reconocer que la pena de cinco años 
que figura en el dispositivo es la que realmente le fué apli-
cada al procesado, la cual está dentro de los límites seña-
lados por la ley; que, en consecuencia, el fallo impugnado 
está legalmente justificado en su aspecto penal, que es el 
único que debe ser examinado, en virtud de que no está 
en causa la condenación en daños y perjuicios impuesta a 
la persona civilmente responsable de la infracción; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

   

state:meta Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito J. 

de Santo Domingo, de fecha 24 de abril de 1951. 

   

   

Materia: Penal. 

  

     

   

geourrente: Antonio Batista. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 410 y 463, escala 6a., del Có-

'o Penal y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
jón; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que a continuación se expresa: a) que en fecha cinco de 
marzo de mil novecientos cincuenta y uno, un agente de la 
Policía Nadional condujo ante el mayor de la Policía Na-
cional, Jefe del Servicio Secreto, al nombrado Antonio - Ba-
tista, por el hecho de haber sido sorprendido dedicándose 
a juego de azar, utilizando para ello tres monedas de cinco 
centavos; hecho que realizaba, junto con dos personas, que 
al ser sorprendidos se dieron a la fuga; b) que el Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito de San-
to Domingo, regularmente apoderado del caso, condenó a 
Antonio Batista, en fecha seis de marzo de mil novecientos 
cincuenta y uno, a las penas de 30 días de prisión, al pago 
de una multa de $10.00, a la confiscación de la suma de 
$14.35 como cuerpo del delito y a las costas; 

Considerando que apoderada del caso la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, por la apelación del prevenido, 
lo falló, por la sentencia ahora impugnada por el presente 
recurso, de la manera que a continuación se copia: "PRI-
MERO: Que debe declarar, como al efecto declara, regular 
Y válido el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Antonio Batista, contra sentencia dictada por el Juzga- 
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do de Paz de la Segunda Circunscripción de éste Distrito 
Judicial, quejo condenó en fecha seis de marzo del año 1951, 
a sufrir la pena de treinta días de prisión correccional, al 
pago de una multa de diez pesos (ED$10.00), al pago de 
las costas y se ordenó la confiscación de la suma de catorce 
pesos oro con treinta y cinco centavos, como cuerpo del d e_ 
lito, por el delito de juego de azar (mediante), por haber 
sido intentado en tiempo hábil y forma legal; SEGUNDO: 
Que debe modificar, como al efecto modifica, la anterior 
sentencia, en cuanto a la prisión y en consecuencia lo con-
dena a sufrir la pena de veinte dias de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de diez pesos oro (RD$10.00), 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar ; TERCERO: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al referido incul-
pado al pago de las costas en .esta alzada"; 

Considerando que mediante procedimientos regulares, 
dicha Primera Cámara Penal dejó establecido: "que no obs-
tante el prevenido Antonio Batista, alegar que en el mo-
mento en que fué sorprendido por el agente de la policía 
nacional Andrés Martinez, no se dedicaba al juego de azar 
(la colorada o la barajita, juego con tres monedas de cinco 
centavos cada una, estando una marcada con un papelito 
de la Compañía Anónima Tabacalera) y que el dinero que 
le encontraron era para la compra de unos billetes de su 
mamá, el agente Martinez afirma que sí, que es verdad, 
que en el momento en que lo sorprendió, se dedicaba a ju-
gar con las monedas, conjuntamente con dos sujetos más 
los cuales emprendieron la fuga ; que asi también consta 
en el acta de fecha 5 del mes de marzo del año 1951, redac-
tada por el Mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu ; 
por lo que procede declararlo culpable del delito de juego 
de azar, previsto y sancionado por el artículo 410 del Có-
digo Penal"; 

Considerando que al proceder como queda dicho, cali-
ficando el hecho de manera correcta y aplicando la sanción 
establecida en. el artículo 410 del Código Penal, reformado 
por la Ley No. 2526 del año 1950, la sentencia impugnada 
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.0  ha infringido esta disposición legal, ni otra alguna que 
tenga relación con este hecho, ni tampoco se han violado 
formalidades exigidas por la ley para la regularidad de 
las sentencias; 

por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 16 de marzo de 

• 	1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Providencia Adams. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, refor-
mado por la Ley No. 2526 del año 1950, y lo. y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que consta en la sentencia impugnada : 
a) que el mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu re-
dactó en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos 
cincuenta y uno, una acta en la cual se consigna que el ra-
so José Rafael Carrasquero condujo a su presencia a Pro-
videncia Adams, por el hecho de estar celebrando rifas de 
las denominadas de aguante, habiéndole sido ocupada una 
lista contentiva de números para dicha rifa, así como la 
suma de $24.50 correspondiente al valor que por ese con-
cepto tenía recaudado; b) que sometido el caso al Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito de San- 
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do de Paz de la Segunda Circunscripción de éste Distrito 
Judicial, que jo condenó en fecha seis de marzo del año 1951, 
a sufrir la pena de treinta días de prisión correccional, al 
pago de una multa de diez pesos (RD$10.00), al pago d e 

 las costas y se ordenó la confiscación de la suma de catorce 
pesos oro con treinta y cinco centavos, como cuerpo del de_ 
lito, por el delito de juego de azar (mediante), por haber 
sido intentado en tiempo hábil y forma legal ; SEGUNDO : 

 Que debe modificar, como al efecto modifica, la anterior 
sentencia, en cuanto a la prisión y en consecuencia lo con-
dena a sufrir la pena de veinte dias de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de diez pesos oro (RD$10.00), 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar ; TERCERO: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al referido incul-
pado al pago de las costas en .esta alzada"; 

Considerando que mediante procedimientos regulares, 
dicha Primera Cámara Penal dejó establecido: "que no obs-
tante el prevenido Antonio Batista, alegar que en el mo-
mento en que fué sorprendido por el agente de la policía 
nacional Andrés Martinez, no se dedicaba al juego de azar 
(la colorada o la barajita, juego con tres monedas de cinco 
centavos cada una, estando una marcada con un papelito 
de la Compañía Anónima Tabacalera) y que el dinero que 
le encontraron era para la compra de unos billetes de su 
mamá, el agente Martinez afirma que sí, que es verdad, 
que en el momento en que lo sorprendió, se dedicaba a ju-
gar con las monedas, conjuntamente con dos sujetos más 
los cuales emprendieron la fuga ; que asi también consta 
en el acta de fecha 5 del mes de marzo del año 1951, redac-
tada por el Mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu; 
por lo que procede declararlo culpable del delito de juego 
de azar, previsto y sancionado por el artículo 410 del Có-
digo Penal"; 

Considerando que al proceder como queda dicho, cali-
ficando el hecho de manera correcta y aplicando la sanción 
establecida en, el artículo 410 del Código Penal, reformado 
por la Ley No. 2526 del año 1950, la sentencia impugnada 

infringido esta disposición legal, ni otra alguna que 
relación con este hecho, ni tampoco se han violado 
lidades exigidas por la ley para la regularidad de 
ntenclas; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 16 de marzo de 

• 	1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Providencia Adams. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, refor-
mado por la Ley No. 2526 del año 1950, y lo. y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que consta en la sentencia impugnada : 
a) que el mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu re-
dactó en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos 
cincuenta y uno, una acta en la cual se consigna que el ra-
so José Rafael Carrasquero condujo a su presencia a Pro-
videncia Adams, por el hecho de estar celebrando rifas de 
las denominadas de aguante, habiéndole sido ocupada una 
lista contentiva de números para dicha rifa, así como la 
Suma de $24.50 correspondiente al valor que por ese con-
cepto tenía recaudado ; b) que sometido el caso al Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito de San- 
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do de Paz de la Segunda Circunscripción de éste Distrito 
Judicial, que lo condenó en fecha seis de marzo del año 1951, 
a sufrir la pena de treinta días de prisión correccional, al 
pago de una multa de diez pesos (RD$10.00), al pago d e 

 las costas y se ordenó la confiscación de la suma de catorce 
pesos oro con treinta y cinco centavos, como cuerpo del de-
lito, por el delito de juego de azar (mediante), por haber 
sido intentado en tiempo hábil y forma legal; SEGUNDO: 
Que debe modificar, como al efecto modifica, la anterior 
sentencia, en cuanto a la prisión y en consecuencia lo con-
dena a sufrir la pena de veinte dias de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de diez pesos oro (RD$10.00), 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar ; TERCERO: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al referido incul-
pado al pago de las costas en .esta alzada"; 

Considerando que mediante procedimientos regulares, 
dicha Primera Cámara Penal dejó establecido: "que no obs-
tante el prevenido Antonio Batista, alegar que en el mo-
mento en que fué sorprendido por el agente de la policía 
nacional Andrés Martinez, no se dedicaba al juego de azar 
(la colorada o la barajita, juego con tres monedas de cinco 
centavos cada una, estando una marcada con un papelito 
de la Compañía Anónima Tabacalera) y que el dinero que 
le encontraron era para la compra de unos billetes de su 
mamá, el agente Martinez afirma que sí, que es verdad, 
que en el momento en que lo sorprendió, se dedicaba a ju-
gar con las monedas, conjuntamente con dos sujetos más 
los cuales emprendieron la fuga ; que asi también consta 
en el acta de fecha 5 del mes de marzo del año 1951, redac-
tada por el Mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu ; 
por lo que procede declararlo culpable del delito de juego 
de azar, previsto y sancionado por el artículo 410 del Có-
digo Penal"; 

Considerando que al proceder como queda dicho, cali-
ficando el hecho de manera correcta y aplicando la sanción 
establecida en el artículo 410 del Código Penal, reformado 
por la Ley No. 2526 del año 1950, la sentencia impugnada 

o ha  infringido esta disposición legal, ni otra alguna que 
:riga, relación con este hecho, ni tampoco se han violado 
formalidades exigidas por la ley para la regularidad de 

las sentendas ; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

-r. 	Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 16 de marzo da 

• 	1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Providencia Adams. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, refor-
mado por la Ley No. 2526 del año 1950, y lo. y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

4111,  Considerando que consta en la sentencia impugnada: 
a) que el mayor de la Policía Nacional Rafael O. Abreu re-
dactó en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos 
cincuenta y uno, una acta en la cual se consigna que el ra-
so José Rafael Carrasquero condujo a su presencia a Pro-
videncia Adams, por el hecho de estar celebrando rifas de 
las denominadas de aguante, habiéndole sido ocupada una 
lista contentiva de números para dicha rifa, así como la 
suma de $24.50 correspondiente al valor que por ese con-
cepto tenía recaudado; b) que sometido el caso al Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito de San- 
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to Domingo, la prevenida fué condena en fecha ocho d e 
 marzo de mil novecientos cincuenta y uno, a sufrir un año 

 de prisión correciconal, aI pago de una multa de $1000.00 y 
al de los costos ; e) que sobre la apelación de la prevenid a 

 la Primera 'Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan.. 
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dispuso por su 

 sentencia de fecha dieciseis de marzo de mil novecientos 
 cincuenta y uno, lo siguiente : "PRIMERO : que debe decla-

rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por la nombrada Providencia Adams, 
de generales anotadas, contra sentencia del Juzgado de Paz 
de la Segunda Circunscripción de fecha 8 de marzo de 1951, 
que la condenó a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y ál pago de una multa de un mil pesos oro (RD$1,- 
000.00) ; a la confiscación de la suma de veinticuatro pe-
sos oro con cincuenta centavos (RD$24.50), como cuerpo 
del delito y al pago de las costas, por el delito de celebrar 
rifas de aguante, por haber sido intentado en tiempo hábil 
y forma legal; SEGUNDO: que debe confirmar, como al 
efecto confirma, la sentencia apelada en todas sus partes; 
TERCERO; Que debe condenar, como al efecto condena, 
a la mencionada prevenida al pago de las costas en esta 
alzada" ; 

Considerando que para imponer esas condiciones el 
Tribunal a quo dió por establecido, después de ponderar 
las pruebas aportadas al debate, que. no obstante la nega-
tiva de la prevenida, por el acta a que se ha hecho referen-
cia que contiene un relato de lo actuado por un agente de 
la P. N. y por los demás documentos del proceso, especial-
mente por la lista de los números vendidos, que Providencia 
Adams, es autora del delito puesto a s  su cargo ; 

Considerando que comprobado de ese modo el hecho, y 
correctamente calificado, aplicándose la sanción estableci -
da por la Ley No. 2526 en su párrafo primero que modifi-
ca el artículo 410 del Código Penal, la sentencia recurrida 
no presenta en 10 relativo a las condenaciones pronuncia -
das, ni en ningún otro aspecto violación alguna de la ley ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
/uf

* 
 Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 

A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha, 

8 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Bautista Linares. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil, lo. y 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que Julio González Terrero fué sometido a la 
acción de la justicia prevenido del delito de homicidio in-
voluntario en la persona del niño Rosendo Linares ; b) que 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderada del 
caso lo decidió por sentencia de fecha veintinueve de junio 
de mil novecientos cincuenta la cual contiene este dispo-
sitivo : "FALLA : PRIMERO: Que debe declarar, y al efec-
to DECLARA, que el prevenido JULIO GONZALEZ TE-
RRERO, de generales anotadas, es culpable del delito de 
HOMICIDIO INVOLUNTARIO en la persona del niño RO-
SENDO LINARES, por imprudencia, inadvertencia, negli-
gencia o inobservancia de los reglamentos, no obstante la 
falta imputable a los padres de la víctima ; y, en consecuen-
cia, debe CONDENAR y CONDENA al susodicho JULIO 
GONZALEZ TERRERO, a sufrir la pena de SEIS MESES 
DE PRISION CORRECCIONAL y a pagar una multa de 
DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS ORO (RD$250.00), 
compensable en caso de insolvencia a razón de un día de 

-14 
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to Domingo, la prevenida fué condena en fecha ocho d
e  marzo de mil novecientos cincuenta y uno, a sufrir un añ
o de prisión correciconal, al pago de una multa de $1000.00 y 

 al de los costos ; c) que sobre la apelación de la prevenida 
la Primera 'Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan. 
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dispuso por su  
sentencia de fecha dieciseis de marzo de mil novecientos  
cincuenta y uno, lo siguiente: "PRIMERO: que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por la nombrada Providencia Adams, 
de generales anotadas, contra sentencia del Juzgado dc? P az  
de la Segunda Circunscripción de fecha 8 de marzo de 1951, 
que la condenó a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de un mil pesos oro (RDS1,- 
000.00) ; a la confiscación de la suma de veinticuatro pe-
sos oro con cincuenta centavos (RD$24.50) , como cuerpo 
del delito y al pago de las costas, por el delito de celebrar 
rifas de aguante, por haber sido intentado en tiempo hábil 
y forma legal; SEGUNDO: que debe confirmar, como al 
efecto confirma, la sentencia apelada en todas sus partes; 
TERCERO; Que debe condenar, como al efecto condena, 
a la mencionada prevenida al pago de las costas en esta 
alzada"; 

Considerando que para imponer esas condiciones el 
Tribunal a quo dió por establecido, después de ponderar 
las pruebas aportadas al debate, que no obstante la nega-
tiva de la prevenida, por el acta a que se ha hecho referen-
cia que contiene un relato de lo actuado por un agente de 
la P. N. y por los demás documentos del proceso, especial-
mente por la lista de los números vendidos, que Providencia 
Adams, es autora del delito puesto a'su cargo ; 

Considerando que comprobado de ese modo el hecho, y 
correctamente calificado, aplicándose la sanción estableci-

da por la Ley No. 2526 en su párrafo primero que modifi-

ca el artículo 410 del Código Penal, la sentencia recurrida 
no presenta en lo relativo a las condenaciones pronuncia-

das, ni en ningún otro aspecto violación alguna de la 
Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
pf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—

A, Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha, 

8 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Bautista Linares. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil, 1o. y 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que Julio González Terrero fué sometido a la 
acción de la justicia prevenido del delito de homicidio in-
voluntario en la persona del niño Rosendo Linares; b) que 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderada del 
caso lo decidió por sentencia de fecha veintinueve de junio 
de mil novecientos cincuenta la cual contiene este dispo-
sitivo: "FALLA : PRIMERO: Que debe declarar, y al efec-
to DECLARA, que el prevenido JULIO GONZALEZ TE-
RRERO, de generales anotadas, es culpable del delito de 
HOMICIDIO INVOLUNTARIO en la persona del niño RO-
SENDO LINARES, por imprudencia, inadvertencia, negli-
gencia o inobservancia de los reglamentos, no obstante la 
falta imputable a los padres de la víctima; y, en consecuen-
cia, debe CONDENAR y CONDENA al susodicho JULIO 
GONZALEZ TERRERO, a sufrir la pena de SEIS MESES 
DE PRISION CORRECCIONAL y a pagar una multa de 
DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS ORO (RD$250.00), 
compensable en caso de insolvencia a razón de un día de 

ley ; 
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to Domingo, la prevenida fué condena en fecha ocho d e 
 marzo de mil novecientos cincuenta y uno, a sufrir un año 

de prisión correciconal, aI pago de una multa de $ 1000.00 y 
al de los costos ; e) que sobre la apelación de la prevenid a 

 la Primera 'Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito judicial de Santo Domingo, dispuso por et; 
sentencia de fecha dieciseis de marzo de mil novecientos 
cincuenta y uno, lo siguiente: "PRIMERO : que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso d e 

 apelación interpuesto por la nombrada Providencia Adanes,  
de generales anotadas, contra sentencia del Juzgado de Paz 
de la Segunda Circunscripción de fecha 8 de marzo de 1951, 
que la condenó a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de un mil pesos oro (RD$1,- 
000.00) a la confiscación de la suma de veinticuatro pe-
sos oro con cincuenta centavos (RD$24.50), como cuerpo 
del delito y al pago de las costas, por el delito de celebrar 
rifas de aguante, por haber sido intentado en tiempo hábil 
y forma legal; SEGUNDO: que debe confirmar, como al 
efecto confirma, la sentencia apelada en todas sus partes; 
TERCERO; Que debe condenar, como al efecto condena, 
a la mencionada prevenida al pago de las costas en esta 
alzada"; 

Considerando que para imponer esas condiciones el 
Tribunal a quo dió por establecido, después de ponderar 
las pruebas aportadas al debate, que no obstante la nega-
tiva de la prevenida, por el acta a que se ha hecho referen-
cia que contiene un relato de lo actuado por un agente de 
la P. N. y por los demás documentos del proceso, especial-
mente por la lista de los números vendidos, que Providencia 
Adams, es autora del delito puesto a s su cargo ; 

Considerando que comprobado de ese modo el hecho, y 
correctamente calificado, aplicándose la sanción estableci -
da por la Ley No. 2526 en su párrafo primero que modifi-
ca el artículo 410 del Código Penal, la sentencia recurrida 
no presenta en lo relativo a las condenaciones pronuncia -
das, ni en ningún otro aspecto violación alguna de la ley ; 

Por tales motivos : RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
zaf.  Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—

A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

senteneja impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha, 
8 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Bautista Linares. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil, lo. y 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que Julio González Terrero fué sometido a la 
acción de la justicia prevenido del delito de homicidio in-
voluntario en la persona del niño Rosendo Linares; b) que 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderada del 
caso lo decidió por sentencia de fecha veintinueve de junio 
de mil novecientos cincuenta la cual contiene este dispo-
sitivo: "FALLA : PRIMERO: Que debe declarar, y al efec-
to DECLARA, que el prevenido JULIO GONZALEZ TE-
RRERO, de generales anotadas, es culpable del delito de 
HOMICIDIO INVOLUNTARIO en la persona del niño RO-
SENDO LINARES, por imprudencia, inadvertencia, negli-
gencia o inobservancia de los reglamentos, no obstante la 
falta imputable a los padres de la víctima ; y, en consecuen-
cia, debe CONDENAR y CONDENA al susodicho JULIO 
GONZALEZ TERRERO, a sufrir la pena de SEIS MESES 
DE PRISION CORRECCIONAL y a pagar una multa de 
DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS ORO (RD$250.00), 
compensable en caso de insolvencia a razón de un día de 
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prisión por cada peso dejado de pagar; SEGUNDO: que 
 debe ORDENAR y ORDENA la cancelación de la licenci a 

 del preindicado JULIO GONZALEZ TERRERO, por un 
 período de dieciocho meses, a partir de la extinción de la 

condena impuesta; TERCERO: que debe CONDENAR, 

 como CONDENA, a JULIO GONZALEZ TERRERO, al 
pago de las costas; CUARTO que debe CONDENAR, y al 
efecto CONDENA, al señor EDMON BARNICHTA, per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido JULIO GONZALEZ TERRE-
RO, a pagar una idemnización de MIL PESOS ORO (Rin 
1,000,00) en provecho de los señores JUAN BAUTISTA 
LINARES Y ALTAGRACIA REYES, padres de la víctima 
y parte civil constituida, como justa reparación de los da-
ños materiales y morales sufridos con la muerte de su hijo 
ROSENDO LINARES; y QUINTO: que debe CONDENAR 
y CONDENA al prenombrado EDMON BARNICHTA al 
pago de las costas civiles, con distracción en provecho del 
Licenciado Eurípides R. Roques Román, abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que disconforme con la anterior sentencia 
el prevenido Julio González Terrero, y la persona civilmen-
te responsable señor Edmón Barnichta, y la parte civil cons-
tituida señores Juan Bautista Linares y Altagracia Reyes, 
interpusieron recurso de apelación contra dicha decisión; 
d) que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo ,apodera-
da de esos recursos los resolvió por la sentencia impugna-
da de fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta 
el dispositivo de la cual dice así : "PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes re-
cursos de apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia con-
tra la cual se apela y cuyo dispositivo figura copiado en 
otro lugar del presente fallo, dictada en fecha VEINTI-
NUEVE de JULIO del año en curso (1950) por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, y obrando por propia au-
toridad: a) descarga al nombrado JULIO GONZALEZ TE-
RRERO, de generales expresadas, del delito de HOMICI - 

DIO INVOLUNTARIO en la persona del niño ROSENDO 
LINARES, de cuatro años de edad, por no serle imputable 
ninguna falta que comprometa su responsabilidad penal; 
b) rechaza la reclamación de daños y perjuicios formulada 
por la parte civil constituid, señores Juan Bautista Lina-
res y Altagracia Reyes, padres del menor Rosendo Linares, 
contra la persona civilmente responsable, señor Edmón 
Barnichta, por improcedente é infundada, y, en consecuen-
cia, DESCARGA a dicho Edmón Barnichta de las conde-
naciones pronunciadas contra él por la sentencia recurri-
da; TERCERO: Declara de oficio las costas penales de 
ambas instancias; y CUARTO: CONDENA a los señores 
JUAN BAUTISTA LINARES y ALTAGRACIA REYES, 
parte civil constituida, al pago de las costas civiles de am-
bas instancias"; 

Considerando que según consta en el acta levantada 
en la secretaría de Th Corte a qua Juan Bautista. Linares, 
Parte civil constituída, ha recurrido en casación "por no 
estar conforme con la antes mencionada sentencia"; 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido lo siguiete: "que el día catorce del mes de mar-
zo del año en curso (1950), como a las nueve y media de 
la mañana, mientras el prevenido conducía la guagua placa 
No. 3249 por la calle "Carlos Nouel", de norte a sur, fué 
alcanzado y arrollado por dicho vehículo el niño Rosendo 
Linares, quien murió a consecuencia de dicho accidente"; 
...que el niño Rosendo Linares estaba en una acera ju-

gando con otros niños... que la guagua iba al paso y que 
Rosendo se lanzó a la calle huyendo, o se cayó de la acera 
en momento en que pasaba la guagua"; "que la guagua iba 
por el medio de la calle y que la rueda que alcanzó al niño 
fué la trasera izquierda"; 

Considerando que la Corte a qua para descargar al 
prevenido Julio González Terrero, del delito de homicidio 
involuntario en la persona del niño Rosendo Linares, y 
para rechazar la reclamación de daños y perjuicios hechas 
Por la parte civil constituida señores Juan Bautista Linares 
Y Altagracia Reyes, contra la persona civilmente respon- 
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prisión por cada peso dejado de pagar; SEGUNDO: q ue 
 debe ORDENAR y ORDENA la cancelación de la licenc ia 
 del preindicado JULIO GONZALEZ TERRERO, por un 

 período de dieciocho meses, a partir de la extinción de la 
condena impuesta; TERCERO: que debe CONDENAR 
como CONDENA, a JULIO GONZALEZ TERRERO, al 
pago de las costas; CUARTO que debe CONDENAR, y al 
efecto CONDENA, al señor EDMON BARNICHTA, per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido JULIO GONZALEZ TERRE-
RO, a pagar una idemnización de MIL PESOS ORO (Rin-
1,000,00) en provecho de los 'señores JUAN BAUTISTA 
LINARES Y ALTAGRACIA REYES, padres de la víctima 
y parte civil constituida, como justa reparación de los da-
ños materiales y morales sufridos con la muerte de su hijo 
ROSENDO LINARES; y QUINTO: que debe CONDENAR 
y CONDENA al prenombrado EDMON BARNICHTA al 
pago de las costas civiles, con distracción en provecho del 
Licenciado Eurípides R. Roques Román, abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que disconforme con la anterior sentencia 
el prevenido Julio González Terrero, y la persona civilmen-
te responsable señor Edmón Barnichta, y la parte civil cons-
tituida señores Juan Bautista Linares y Altagracia Reyes, 
interpusieron recurso de apelación contra dicha decisión; 
d) que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo ,apodera-
da de esos recursos los resolvió por la sentencia impugna-
da de fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta 
el dispositivo de la cual dice así : "PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes re-
cursos de apelación ; SEGUNDO: Revoca la sentencia con-
tra la cual se apela y cuyo dispositivo figura copiado en 
otro lugar del presente fallo, dictada en fecha VEINTI-
NUEVE de JULIO del año en curso (1950) por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, y obrando por propia au-
toridad: a) descarga al nombrado JULIO GONZALEZ TE-
RRERO, de generales expresadas, del delito de HOMICI - 

DIO INVOLUNTARIO en la persona del niño ROSENDO 
LINARES, de cuatro años de edad, por no serle imputable 
ninguna falta que comprometa su responsabilidad penal; 
b) rechaza la reclamación de daños y perjuicios formulada 
por la parte civil  constituídá, señores Juan Bautista Lina-
res y Altagracia Reyes, padres del menor Rosendo Linares, 
contra la persona civilmente responsable, señor Edmón 
Barnichta, por improcedente é infundada, y, en consecuen-
cia, DESCARGA a dicho Edmón Barnichta de las conde-
naciones pronunciadas contra él por la sentencia recurri-
da; TERCERO: Declara de oficio las costas penales de 
ambas instancias; y CUARTO: CONDENA a los señores 
JUAN BAUTISTA LINARES y ALTAGRACIA REYES, 
parte civil constituida, al pago de las costas civiles de am-
bas instancias"; 

Considerando que según consta en el acta levantada 
en la secretaría de n Corte a qua Juan Bautista. Linares, 
Parte civil constituida, ha recurrido en casación "por no 
estar conforme con la antes mencionada sentencia"; 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido lo siguiete: "que el día catorce del mes de mar-
zo del año en curso (1950), como a las nueve y media de 
la mañana, mientras el prevenido conducía la guagua placa 
No. 3249 por la calle "Carlos Nouel", de norte a sur, fué 
alcanzado y arrollado por dicho vehículo el niño Rosendo 
Linares, quien murió a consecuencia de dicho accidente"; 
"...que el niño Rosendo Linares estaba en una acera ju-
gando con otros niños... que la guagua iba al paso y que 
Rosendo se lanzó a la calle huyendo, o se cayó de la acera 
en momento en que pasaba la guagua" ; "que la guagua iba 
por el medio de la calle y que la rueda que alcanzó al niño 
fué la trasera izquierda" ; A 

Considerando que la Corte a qua para descargar al 
prevenido Julio González Terrero, del delito de homicidio 
involuntario en la persona del niño Rosendo Linares, y 
para rechazar la reclamación de daños y perjuicios hechas 
por la parte civil constituida señores Juan Bautista Linares 
Y Altagracia Reyes, contra la persona civilmente respon- 
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sable Edmón Barnichta, se fundó en que "es evidente qu e 
 .el prevenido no ha cometido ninguna de las faltas previstas 

en el artículo 3 de la Ley No. 2022"; que la rueda que al-
canzó al niño Rosendo Linares "fué la trasera izquierda 
lo que evidencia que ya la guagua iba pasando del sitio 
donde jugaba en una acera Rosendo Linares con otros ni-
ños, y que el chofer no podía en esas condiciones, ver a di-
cho menor"; "que, en esas circunstancias, no puede afir-
marse que Julio González Terrero cometiera ninguna im-
prudencia, fuera torpe en el manejo de la guagua guiada 

' por él, negligente o inadvertido. ni  muchos menos que vio-
lara los reglamentos ;" pero 

Considerando que la sentencia de primera instancia 
revocada por la decisión impugnada, establece "que el pre-
venido en el momento del accidente manejaba sólo la gua-
gua, esto es, que no llevaba el cobrador porque el vehículo 
no estaba según dice de turno ese día"; "que es un hecho 
que acusa torpeza e imprudencia, el poner en circulación 
una guagup, bajo el único control del chofer, y sin la asis-
tencia de una persona que en un momento imprevisto ad-
virtiera al conductor de cualquier posible peligro" ; que so-
bre el fundamento de esos hechos y de otros consignados 
en la sentencia de primera instancia, ésta condenó al in-
culpado a las penas y reparaciones civiles ya mencionadas; 

que la sentencia impugnada, no obstante su caracter 
revocatorio, no ha ponderado esos hechos de la causa, los 
cuales habrían podido eventualmente ejercer alguna influen-
cia sobre la solución del proceso; que en esas condiciones, 
la sentencia impugnada no contiene las comprobaciones de 
hecho necesarios para que la Suprema Corte de Justicia 
pueda verificar sí los textos legales en que se base dicha 
sentencia han sido correctamente aplicados; por lo cual 
adolece del vicio de falta de base legal ; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,. 
de fecha 3 de marzo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lorenzo Morales hijo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que contra Lorenzo Morales hijo, han sido ini-

- dadas persecuciones penales y civiles como autor presunto 
del delito de difamación, cometido en perjuicio de José Zo-
rrila ; b) Que apoderado del asunto el Juzgado de Primera 
Instancia del Seybo, lo decidió por su sentencia de fecha 
veintisiete de enero del año mil novecientos cincuenta y uno,• 
de la cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
que debe variar, como en efecto varia, la calificacihn dada 
al hecho puesto a cargo del nombrado Lorenzo Morales hi-
jo, de genrales anotadas, de difamación por injurias en 
agravio del señor José Zorrillo.; hecho ocurrido en la Ciu-
dad del Seibo, en fecha cuatro del mes de octubre del pa-
sado año 1950 ;— SEGUNDO: que en consecuencia, debe' 
condenarlo y lo condena por dicho delito, al pago de una 
multa de quince pesos oro (RD$15.00), compensables con 
prisión en caso de insolvencia, a razón de un dia por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: que debe declarar buena 
y válida la constitución de parte civil hecha en la audien-
cia por el agraviado José Zorrilla, por medio de su abogado 
el Dr. José Chahín M. ;— CUARTO: que debe condenar al 
ya dicho inculpado al pago de una indemnización de cin-
cuenta pesos oro (RD$50.00) en provecho del señor José, 
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sable Edmón Barnichta, se fundó en que "es evidente q u 
 .el prevenido no ha cometido ninguna de las faltas previs 

.en el artículo 3 de la Ley No. 2022"; que la rueda que a 
canzó al niño Rosendo Linares "fué la trasera izquierd 
lo que evidencia que ya la guagua iba pasando del siti 
.donde jugaba en una acera Rosendo Linares con otros n 
ños, y que el chofer no podía en esas condiciones, ver a d 
.cho menor"; "que, en esas circunstancias, no puede afi 
marse que Julio González Terrero cometiera ninguna i 
prudencia, fuera torpe en el manejo de la guagua guiad 

' por él, negligente o inadvertido. ni  muchos menos que vi 
lara los reglamentos;" pero 

Considerando que la sentencia de primera instancia 
revocada por la decisión impugnada, establece "que el pre-
venido en el momento del accidente manejaba sólo la gua-
gua, esto es, que no llevaba el cobrador porque el vehículo 
no estaba según dice de turno ese día"; "que es un hecho 
que acusa torpeza e imprudencia, el poner en circulación 
una guaguos bajo el único control del chofer, y sin la asis-
tencia de una persona que en un momento imprevisto ad-
virtiera al conductor de cualquier posible peligro" ; que so-
bre el fundamento de esos hechos y de otros consignados 
en la sentencia de primera instancia, ésta condenó al in-
culpado a las penas y reparaciones civiles ya mencionadas; 

que la sentencia impugnada, no obstante su caracter 
revocatorio, no ha ponderado esos hechos de la causa, los 
cuales habrían podido eventualmente ejercer alguna influen-
cia sobre la solución del proceso; que en esas condiciones, 
la sentencia impugnada no contiene las comprobaciones de 
hecho necesarios para que la Suprema Corte de Justicia 
pueda verificar si los textos legales en que se base dicha 
sentencia han sido correctamente aplicados; por lo cual 
adolece del vicio de falta de base legal ; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

tencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 

de fecha 3 de marzo de 1951. 

teria: Penal. 

urrente: Lorenzo Morales hijo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que contra Lorenzo' Morales hijo, han sido ini-

- dadas persecuciones penales y civiles como autor presunto 
del delito de difamación, cometido en perjuicio de José Zo-
rrila ; b) Que apoderado del asunto el Juzgado de Primera 
Instancia del Seybo, lo decidió por su sentencia de fecha 
veintisiete de enero del año mil novecientos cincuenta y uno, 
de la cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
que debe variar, como en efecto varia, la calificacihn dada 
al hecho puesto a cargo del nombrado Lorenzo Morales hi-
jo, de genrales anotadas, de difamación por injurias en 
agravio del señor José Zorrilla ; hecho 'ocurrido en la Ciu-
dad del Seibo, en fecha cuatro del mes de octubre del pa-
sado año 1950;— SEGUNDO: que en consecuencia, debe' 
condenarlo y lo condena por dicho delito, al pago de una 
multa de quince pesos oro (RD815.00), compensables con 
prisión en caso de insolvencia, a razón de un dia por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: que debe declarar buena 
y válida la constitución de parte civil hecha en la audien-
cia por el agraviado José Zorrilla, por medio de su abogado 
el Dr. José Chahín M. ;— CUARTO: que debe condenar al 
ya dicho inculpado al pago de una indemnización de cin-
cuenta pesos oro (RD$50.00) en provecho del señor José, 
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Zorrilla como justa y equitativa reparación de los daños 
morales recibidos; y QUINTO: que debe condenar y con._ 
dena además al inculpado Lorenzo Morales hijo, al pa go 

 de las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en 
provecho del Dr. José Chahín M., quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; c) que contra esta senten-
cia apelaron el inculpado y la parte civil, y la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, apoderada de sus re-
cursos los decidió por su sentencia de fecha tres de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y uno, que dispone lo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: declara regulares y váli-
dos, en la forma los presentes recursos de apelación ;— 
SEGUNDO: confirma la sentencia apelada, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, en materia correccional, en fecha veinte y siete (27) 
de Enero del año en curso, de 1951, en cuanto condenó a 
Lorenzo Morales hijo, como autor de "Injurias" en agravio 
de José Zorrilla, al pago de una multa de quince pesos oro 
(RD$15.00), y al pago de las costas ;— TERCERO: modifi-
ca el ordinal cuarto en lo que respecta a la indemnización 
otorgada en provecho de José Zorrilla, parte civil consti-
tuída, y se fija ésta en la cuantía de veinte y cinco pesos 
oro (RD$25.00), como reparación más equitativa del daño 
causado con la indicada infracción; y CUARTO: condena 
a Lorenzo Morales hijo, al pago de las costas de la pre-
sente alzada, con distracción para el abogado Doctor José 
Chahín M., que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el inculpado al intentar el presente 
recurso de casación, no ha expuesto los medios en que lo 
funda, razón por la cual tiene un carácter general en lo 
que a su interés concierne; 

Considerando que en el preáente caso, la Corte a qua, 
fundándose en pruebas admitidas por la ley, y regularmen-
te administradas, ha dado por comprobados los hechos si-
guientes: lo. que en octubre del año mil novecientos cin-
cuenta, en la ciudad del Seybo, en una audiencia celebrada 
por el Tribunal de Tierras, Lorenzo Morales hijo dijo a 
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José Zorrilla que éste era un ladrón; y 2o.-- que esta ac-
ción le ha causado a éste último "evidentes perjuicios mo-
ra les  y materiales", que fueron fijados soberanamente por 
los jueces del fondo en la cantidad de veinticinco pesos; 

Considerando que en tales hechos, así comprobados, se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de injurias previsto en los artículos 367 y 372 del Código 
penal, y los requisitos para una correcta aplicación del ar-
tículo 1382 del Código Civil, y la referida Corte, al califi-
carlos como hizo, al condenar al inculpado a las penas ya 
dichas, y a reparar el daño causado, ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
desde otros puntos de vista, no contiene vicios de forma ni 
de fondo que justifiquen su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
af. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—

Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
ral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz y Ambrosio Alvarez Aybar, asis-
tidos del Secretario General, ha dictado en Cámara de Con-
sejo, hoy día quince del mes de noviembre del mil nove-
cientos cincuenta y uno, la sentencia siguiente: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto 
por Andrés Octavio Coradín de Castro, portador de la 
cédula personal de identidad número 530, serie 66, se-
llo número 1224 y Eugenio Filógeno Coradín de Cas- 
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Zorrilla como justa y equitativa reparación de los dañ os 
 morales recibidos; y QUINTO: que debe condenar y con_ 

dena además al inculpado Lorenzo Morales hijo, al pa go 
 de las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en 

provecho del Dr. José Chahín M., quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; c) que contra esta senten-
cia apelaron el inculpado y la parte civil, y la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, apoderada de sus re-
cursos los decidió por su sentencia de fecha tres de marzo 
del año mil novecIentos cincuenta y uno, que dispone lo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: declara regulares y váli-
dos, en la forma los presentes recursos de apelación;— 
SEGUNDO: confirma la sentencia apelada, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, en materia correccional, en fecha veinte y siete (27) 
de Enero del año en curso, de 1951, en cuanto condenó a 
Lorenzo Morales hijo, como autor de "Injurias" en agravio 
de José Zorrilla, al pago de una multa de quince pesos oro 
(RD$15.00), y al pago de las costas ;— TERCERO: modifi-
ca el ordinal cuarto en lo que respecta a la indemnización 
otorgada en provecho de José Zorrilla, parte civil consti-
tuida, y se fija ésta en la cuantía de veinte y cinco pesos 
oro (RD$25.00), como reparación más equitativa del daño 
causado con la indicada infracción; y CUARTO: condena 
a Lorenzo Morales hijo, al pago de las costas de la pre-
sente alzada, con distracción para el abogado Doctor José 
Chahín M., que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el inculpado al intentar el presente 
recurso de casación, no ha expuesto los medios en que lo 
funda, razón por la cual tiene un carácter general en lo 
que a su interés concierne; 

Considerando que en el preáente caso, la Corte a qua, 
fundándose en pruebas admitidas por la ley, y regularmen -
te administradas, ha dado por comprobados los hechos si-
guientes: lo. que en octubre del año mil novecientos cin-
cuenta, en la ciudad del Seybo, en una audiencia celebrada 
por el Tribunal de Tierras, Lorenzo Morales hijo dijo a 
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José Zorrilla que éste era un ladrón; y 2o.— que esta ac-
ción le ha causado a éste último "evidentes perjuicios mo-
ra les  y materiales", que fueron fijados soberanamente por 
los  jueces del fondo en la cantidad de veinticinco pesos; 

Considerando que en tales hechos, así comprobados, se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de injurias previsto en los artículos 367 y 372 del Código 
penal, y los requisitos para una correcta aplicación del ar-
tículo 1382 del Código Civil, y la referida Corte, al califi-
carlos como hizo, al condenar al inculpado a las penas ya 
dichas. y a reparar el daño causado, ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
desde otros puntos de vista, no contiene vicios de forma ni 
de fondo que justifiquen su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz y Ambrosio Alvarez Aybar, asis-
tidos del Secretario General, ha dictado en Cámara de Con-
sejo, hoy día quince del mes de noviembre del mil nove-
cientos cincuenta y uno, la sentencia siguiente: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto 
por Andrés Octavio Coradín de Castro, portador de la 
cédula personal de identidad número 530, serie 66, se-
llo número 1224 y Eugenio Filógeno Coradín de Cas- 
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Zorrilla como justa y equitativa reparación de los daños 
morales recibidos; y QUINTO: que debe condenar y COn._ 
dena además al inculpado Lorenzo Morales hijo, al pa go 

 de las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en 
provecho del Dr. José Chahín M., quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; e) que contra esta senten-
cia apelaron el inculpado y la parte civil, y la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, apoderada de sus re-
cursos los decidió por su sentencia de fecha tres de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y uno, que dispone lo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: declara regulares y váli-
dos, en la forma los presentes recursos de apelación;—
SEGUNDO: confirma la sentencia apelada, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, en materia correccional, en fecha veinte y siete (27) 
de Enero del año en curso, de 1951, en cuanto condenó a 
Lorenzo Morales hijo, como autor de "Injurias" en agravio 
de José Zorrilla, al pago de una multa de quince pesos oro 
(RD$15.00), y al pago de las costas ;— TERCERO: modifi-
ca el ordinal cuarto en lo que respecta a la indemnización 
otorgada en provecho de José Zorrilla, parte civil consti-
tuida, y se fija ésta en la cuantía de veinte y cinco pesos 
oro (RD$25.00), como reparación más equitativa del daño 
causado con la indicada infracción; y CUARTO: condena 
a Lorenzo Morales hijo, al pago de las costas de la pre-
sente alzada, con distracción para el abogado Doctor José 
Chahín M., que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el inculpado al intentar el presente 
recurso de casación, no ha expuesto los medios en que lo 
funda, razón por la cual tiene un carácter general en lo 
que a su interés concierne; 

Considerando que en el preáente caso, la Corte a qua, 
fundándose en pruebas admitidas por la ley, y regularmen-
te administradas, ha dado por comprobados los hechos si-
guientes: lo. que en octubre del año mil novecientos cin-
cuenta, en la ciudad del Seybo, en una audiencia celebrada 
por el Tribunal de Tierras, Lorenzo Morales hijo dijo a 

José Zorrilla que éste era un ladrón; y 2o.— que esta ac-
ción le ha causado a éste último "evidentes perjuicios mo-
rales y materiales", que fueron fijados soberanamente por 
los jueces del fondo en la cantidad de veinticinco pesos; 

Considerando que en tales hechos, así comprobados, se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de injurias previsto en los artículos 367 y 372 del Código 
penal, y los requisitos para una correcta aplicación del ar-
tículo 1382 del Código Civil, y la referida Corte, al califi-
carlos como hizo, al condenar al inculpado a las penas ya 
dichas, y a reparar el daño causado, ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
desde otros puntos de vista, no contiene vicios de forma ni 
de fondo que justifiquen su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz y Ambrosio Alvarez Aybar, asis-
tidos del Secretario General, ha dictado en Cámara de Con-
sejo, hoy día quince del mes de noviembre del mil nove-
cientos cincuenta y uno, la sentencia siguiente: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto 
por Andrés Octavio Coradín de Castro, portador de la 
cédula personal de identidad número 530, serie 66, se-
llo número 1224 y Eugenio Filógeno Coradín de Cas- 
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tro, portador de la cédula personal de identidad núnie_ 
ro 1267, serie 1, sello número 3355, contra la senten 
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
uno, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA. 
PRIMERO: declara inadmisible la recusación de que se 
trata, propuesta por los señores Andrés Octavio Coradín 
de Castro y Eugenio Filógeno Coradín de Castro, contra el 
Magistrado Presidente de la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, Licenciado Joaquín A. Rodríguez Urtarte; 
SEGUNDO: condena a los recusantes al pago de una mul-
ta de veinte pesos oro (RD$20.00) cada uno; y TERCERO: 
condena a Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio Fi-
lógeno Coradín de Castro al pago de las costas"; 

Vista el acta del recurso de apelación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno; 

Visto el escrito de apelación presentado en fecha dos 
de octubre de mil novecientos cincuenta y uno por los doc-
tores Ramón Pina Acevedo y Martínez, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 43139, serie 1, sello No. 
9336, y Bienvenido Canto Rosario, portador de la cédula 
personal de identidad No. 16776, serie 47, sello número 
497, abogados de los apelantes, en el cual concluyen del si-
guiente modo: "Por tales razones y las que de seguro su-
plireis con vuestro elevado criterio y recto espíritu de jus-
ticia, los señores Andrés Octavio Coradín de Castro y Eu-
genio F. Coradín de Castro, de las generales que constan 
tiene a bien pediros muy repetuosamente; PRIMERO: que 
declaréis bueno y válido por regular en la forma y justos 
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por los se-
ñores Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio F. Co-
radín de Castro en fecha 28 de septiembre de 1951 por 
acta levantada en la Secretaría del Tribunal a-quo, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo co -
mo tribunal de primer grado, de fecha 27 de septiembre 
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de  1951 y sentencia cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
otra  parte del presente escrito; SEGUNDO: que revoqueis 
Por contraria a derecho la mencionada sentencia recurrida 
n todas sus partes declarando que la Corte de Apelación 

de  Ciudad Trujillo es incompetente para conocer como tri-
bunal de primer grado del procedimiento de recusación 
incoado por los impetrantes contra el Magistrado Licen-
ciado Joaquín Antonio Rodríguez Urtarte, por causa de 
enemistad capital; TERCERO: que declaréis en consecuen-
cia que el tribunal competente para conocer en primer gra-
do de dicho procedimiento es la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo y que en consecuencia reenvies el expe-
diente formado con tal motivo por ante dicho tribunal pa-
ra ser conocido y fallado conforme a derecho ;— CUARTO: 
que declareis en consecuencia de oficio las costas debopre-
sente recurso de apelación ;— Subsidiariamente: QUINTO: 
que para el improbable, por no decir imposible caso, de que 
no acojais las conclusiones anteriores ,acojáis la conclusión 
primera, revocando la sentencia recurrida y admitiendo la 
demanda en recusación de que se trata, devolviendo en con-
secuencia el expediente que corresponda, a la Corte a-quo 
a fin de agotar el procedimiento subsiguiente de acuerdo 
con la ley;— SEXTO: que en este último caso declareis, 
también las costas de oficio"; 

Vista la sentencia pronunciada por esta Corte en fe-
cha diez y ocho de octubre del corriente año, cuyo disposi-
tivo dice así: "Resuelve: 1) Fijar la audiencia pública del 
día lunes veintidós del corriente mes de octubre a las 9:30 
horas de la mañana, para oir el Relato del Magistrado Juez 
de esta Corte Lic. Juan A. Morel y las conclusiones del Ma-
gistrado Procurador General de la República; 2) Ordenar 
que la presente sentencia sea comunicada por Secretaría al 

gistrado Procurador General de la República"; 
Oído el Magistrado Juan A. Morel en la relación de 

los hechos; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República, leído por su Abogado Ayudante Lic. Pablo 
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tro, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 1267, serie 1, sello número 3355, contra la sente 
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fej .  a 
veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta  
uno, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA'. 
PRIMERO: declara inadmisible la recusación de que s e. 

 trata, propuesta por los señores Andrés Octavio Coradín 
de Castro y Eugenio Filógeno Coradín de Castro, contra el 
Magistrado Presidente de la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, Licenciado Joaquín A. Rodríguez Urtarte; 
SEGUNDO: condena a los recusantes al pago de una mul-
ta de veinte pesos oro (RD$20.00) cada uno; y TERCERO: 
condena a Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio Fi-
lógeno Coradín de Castro al pago de las costas"; 

Vista el acta del recurso de apelación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno; 

Visto el escrito de apelación presentado en fecha dos 
de octubre de mil novecientos cincuenta y uno por los doc-
tores Ramón Pina Acevedo y Martínez, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 43139, serie 1, sello No. 
9336, y Bienvenido Canto Rosario, portador de la cédula 
personal de identidad No. 16776, serie 47, sello número 
497, abogados de los apelantes, en el cual concluyen del si-
guiente modo: "Por tales razones y las que de seguro su-
plireis con vuestro elevado criterio y recto espíritu de jus-
ticia, los señores Andrés Octavio Coradín de Castro y Eu-
genio F. Coradín de Castro, de las generales que constan 
tiene a bien pediros muy repetuosamente; PRIMERO: que 
declaréis bueno y válido por regular en la forma y justos 
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por los se-
ñores Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio F. Co-
radín de Castro en fecha 28 de septiembre de 1951 por 
acta levantada en la Secretaría del Tribunal a-quo, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo co -
mo tribunal de primer grado, de fecha 27 de septiembre 

de 1951 y sentencia cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
otra parte del presente escrito; SEGUNDO: que revoqueis 
per contraria a derecho la mencionada sentencia recurrida 
e  todas sus partes declarando que la Corte de Apelación 
-di: Ciudad Trujillo es incompetente para conocer como tri-
bunal de primer grado del procedimiento de recusación 
incoado por los impetrantes contra el Magistrado Licen-
ciado Joaquín Antonio Rodríguez Urtarte, por causa de 
enemistad capital; TERCERO: que declaréis en consecuen-
cia que el tribunal competente para conocer en primer gra-
do de dicho procedimiento es la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo y que en consecuencia reenvies el expe-
diente formado con tal motivo por ante dicho tribunal pa-
ra ser conocido y fallado conforme a derecho•— CUARTO: 
que declareis en consecuencia de oficio las costas delopre-
sente recurso de apelación ;— Subsidiariamente: QUINTO: 
que para el improbable, por no decir imposible caso, de que 
no acojais las conclusiones anteriores ,acojáis la conclusión 
primera, revocando la sentencia recurrida y admitiendo la 
demanda en recusación de que se trata, devolviendo en con-
secuencia el expediente que corresponda, a la Corte a-quo 
a fin de agotar el procedimiento subsiguiente de acuerdo 
con la ley;— SEXTO: que en este último caso declareis, 
también las costas de oficio"; 

Vista la sentencia pronunciada por esta Corte en fe -- 
cha diez y ocho de octubre del corriente año, cuyo disposi-
tivo dice así : "Resuelve: 1) Fijar la audiencia pública del 
día lunes veintidós del corriente mes de octubre a las 9:30 
horas de la mañana, para oir el Relato del Magistrado Juez 
de esta Corte Lic. Juan A. Morel y las conclusiones del Ma-
gistrado Procurador General de la República ; 2) Ordenar 
que la presente sentencia sea comunicada por Secretaría al 
Magistrado Procurador General de la República"; 

Oído el Magistrado Juan A. Morel en la relación de 
los hechos; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, leído por su Abogado Ayudante Lic. Pablo 
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Jaime Viñas, en el cual pide el rechazamiento del presente 
recurso de apelación; 

VISTOS LOS AUTOS : 

Resultando que en fecha veintitrés de agosto de mil 
novecientos cincuenta "el Magistrado Procurador Fiscal de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo apoderó al Ma-
gistrado Juez-Presidente de dicha Cámara de las actuacio-
nes practicadas a cargo de los nombrados Andrés Octavio 
Coradín de Castro y Eugenio Filógeno Coradín de Castro 
prevenidos del delito de Usura en perjuicio de varias per-
sonas; 

Resultando que, con tal motivo, fué iniciada la causa 
a cargo de los nombrados prevenidos en la audiencia cele-
brada por la expresada Cámara Penal, el día 8 de Septiem-
bre de 1950; 

Resultando, que, en audiencia subsiguientes, de las 
cuales la penúltima fué celebrada el dia 22 de septiembre 

,cle 1951, quedó definitivamente sustanciada la aludida cau-
sa y fueron oídas las conclusiones presentadas por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal a cargo de dichos prevenidos, 
en ausencia de los defensores de éstos quienes abandonaron 
la defensa de los mismos; 

Resultando que, en fecha 25 de septiembre de 1951, 
los prevenidos Andrés Octavio Coradín de Castro y Euge- 
nio Filógeno Coradín de Castro, recusaron al Licenciado 
Joaquín A. Rodríguez Urtarte, Juez-Presidente de la Pri- 
mera Cámara Penal ya nombrada, de la causa que en la 

misma se le sigue a ellos por el delito de "hábito de usura 
en perjuicio de varias persolias", "por existir enemistad 
manifiesta" entre los recusantes y el mencionado magis - 
trado y en "razón de este haberle como consecuencia de 
ello coartado los derechos de su defensa en las audiencias 
que se han celebrado para conocer del mencionado proceso"; 

Resultando que la Corte de Apelación de Ciudad Tru- 
jillo, por sentencia de fecha veintiseis de septiembre del 

corriente  ario, estatuyó sobre dicha recusación, declarán-

dola 
inadmisible y condenando a los recusantes a la pena 

de veinte pesos de multa y al pago de las costas ; 

Resultando que contra esa decisión han intentado re-
curso de apelación Andrés Octavio Coradín de Castro y 
Eugenio Filógeno Coradín de Castro, según consta en el 
acta  levantada por el Secretario de la Corte de Apelación 
de  Ciudad Trujillo, en fecha veintiocho de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, en la cual se expone como 
fundamento del recurso, lo siguiente: "que el presente re-
curso de apelación lo interponen contra la antes mencio-
nada sentencia por no estar conforme con élla y por con-
siderar que esta Corte no es competente para conocer de 
la recusación propuesta por ellos contra el Magistrado 
Juez-Presidente de la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, Lic. Joaquín A. Rodríguez Urtarte"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; 

Considerando, en cuanto a la excepción de incompeten-
cia propuesta por los apelantes, que las disposiciones de 
los artículos 385 al 390 del Código de Procedimiento Civil 
que atribuyen competencia a los juzgados de primera ins-
tancia para conocer de la recusación de uno o varios de 
sus jueces, fueron escritos cuando esos tribunales eran co-
legiados y se han hecho de aplicación imposible, desde que 
fueron convertidos en tribunales unipersonales; que, por 
otra parte, la disposición del artículo 33, acápite 5, de la 
Ley de Organización Judicial, que atribuye competencia a 
las Cortes de Apelación para designar al juez de paz como 
sustituto del juez de primera instancia cuando éste se en-
cuentre imposibilitado para ejercer sus funciones por causa 
de inhibición o de recusación, o por cualquier otro motivo, 
ImPlica, consecuentemente, la competencia de la Corte de 
Apelación para conocer y apreciar, en primera instancia, las 
causas de recusación presentadas contra el juez de primera 
instancia y decidir acerca de su fundamento; 
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Jaime Viñas, en el cual pide el rechazamiento del present e 
 recurso de apelación; 

VISTOS LOS AUTOS : 

Resultando que en fecha veintitrés de agosto de mil 
novecientos cincuenta "el Magistrado Procurador Fiscal de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo apoderó al Ma-
gistrado Juez-Presidente de dicha Cámara de las actuacio-
nes practicadas a cargo de los nombrados Andrés Octavio 
Coradín de Castro y Eugenio Filógeno Coradín de Castro 
prevenidos del delito de Usura en perjuicio de varias per-
sonas; 

Resultando que, con tal motivo, fué iniciada la causa 
a cargo de los nombrados prevenidos en la audiencia cele-
brada por la expresada Cámara Penal, el día 8 de Septiem-
bre de 1950; 

Resultando, que, en audiencia subsiguientes, de las 
.cuales la penúltima fué celebrada el dia 22 de septiembre 
de 1951, quedó definitivamente sustanciada la aludida cau-
sa y fueron oídas las conclusiones presentadas por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal a cargo de dichos prevenidos, 
en ausencia de los defensores de éstos quienes abandonaron 
la defensa de los mismos; 

Resultando que, en fecha 25 de septiembre de 1951, 
los prevenidos Andrés Octavio Coradín de Castro y Euge- 
nio Filógeno Coradín de Castro, recusaron al Licenciado 
Joaquín A. Rodríguez Urtarte, Juez-Presidente de la Pri- 
mera Cámara Penal ya nombrada, de la causa que en la 
misma se le sigue a ellos por el delito de "hábito de usura 
en perjuicio de varias persolats", "por existir enemistad 
manifiesta" entre los recusantes y el mencionado magis- 
trado y en "razón de este haberle como consecuencia de 
ello coartado los derechos de su defensa en las audiencias 
que se han celebrado para conocer del mencionado proceso"; 

Resultando que la Corte de Apelación de Ciudad Tru - 
jillo, por sentencia de fecha veintiseis de septiembre del 

corriente año, estatuyó sobre dicha recusación, declarán-
do la  inadmisible y condenando a los recusantes a la pena 
"de veinte pesos de multa y al pago de las costas; 

Resultando que contra esa decisión han intentado re-
curso de apelación Andrés Octavio Coradín de Castro y 
Eugenio Filógeno Coradín de Castro, según consta en el 
acta levantada por el Secretario de la Corte de Apelación 
de  Ciudad Trujillo, en fecha veintiocho de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, en la cual se expone como 
fundamento del recurso, lo siguiente: "que el presente re-
curso de apelación lo interponen contra la antes mencio-
nada sentencia por no estar conforme con élla y por con-
siderar que esta Corte no es competente para conocer de 
la recusación propuesta por ellos contra el Magistrado 
juez-Presidente de la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, Lic. Joaquín A. Rodríguez Urtarte"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; 

Considerando, en cuanto a la excepción de incompeten-
cia propuesta por los apelantes, que las disposiciones de 
los artículos 385 al 390 del Código de Procedimiento Civil 
que atribuyen competencia a los juzgados de primera ins-
tancia para conocer de la recusación de uno o varios de 
sus jueces, fueron escritos cuando esos tribunales eran co-
legiados y se han hecho de aplicación imposible, desde que 
fueron convertidos en tribunales unipersonales; que, por 
otra parte, la disposición del artículo 33, acápite 5, de la 
Ley de Organización Judicial, que atribuye competencia a 
las Cortes de Apelación para designar al juez de paz como 
sustituto del juez de primera instancia cuando éste se en-
cuentre imposibilitado para ejercer sus funciones por causa 
de inhibición o de recusación, o por cualquier otro motivo, 
¡n'Oca, consecuentemente, la competencia de la Corte de 
Apelación para conocer y apreciar, en primera instancia, las 
Causas de recusación presentadas contra el juez de primera 
instancia y decidir acerca de su fundamento; 
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Considerando, en cuanto al mérito de la recus ación 
 propuesta, que de acuerdo con las previsiones del artículo 

382 del Código de Procedimiento Civil la recusación deb 
ser formada "antes de principiar el debate"; que, en tal 
virtud, la recusación debe ser propuesta antes de qu e  las 

 conclusiones hayan sido contradictoriamente presentadas  en  
la audiencia, o lo que es lo mismo, antes de que el as unto 

 esté en estado; que, en la especie, de acuerdo con los do-
cumentos de la causa, ha quedado establecido que la recu_ 
sación del juez Rodríguez Urtarte fué sometida tardíamen-
te, esto es: después de haberse sustanciado la causa, y t atn_ 
bién después de haberse producido el dictamen del repre-
sentante del ministerio público, en ausencia de los defen-
sores de los prevenidos, quienes abandonaron la defensa; 

Considerando, que por otra parte, para que la recu-
sación fundada sobre la enemistad sea admisible al tenor 
del párrafo 9 del artículo 378 del Código de Procedimiento 
Civil, es preciso que el recusante articule específicamente 
los hechos que la originan; que, en el presente caso, los re-
cusantes no han expuesto ningún hecho característico de 
enemistad entre ellos y el juez recusado, limitándose a afir-
mar en el acta de recusación levantada al efecto que existe 
"enemistad manifiesta entre los declarantes y el menciona-
do magistrado", y que como consecuencia de esa enemistad 
el referido juez les ha coartado "los derechos de su defensa 
en las audiencias que se han celebrado para conocer del 
mencionado proceso"; 

Considerando que toda parte que sucumbe será con-
denada al pago de las costas; 

Por tales motivos y adoptando los de la Corte a qua 
que no sean contradictorios con los de la presente senten-
cia; y vistos los artículos 130, 378, párrafo 9, 382, 385 51 

 390, y 392 del Código de Procedimiento Civil, y 33, acápite 
5, de la Ley de Organización Judicial, la Suprema Corte 
de Justicia, administrando Justicia, en nombre de la Re-
pública, por autoridad de la ley y en mérito de los artículos 
citados, 

FALLA: 

1) Declarando regular en la forma el recurso de ape-
lac ión  interpuesto por Andrés Octavio Coradín de Castro 
; Eugenio Filógeno Coradín de Castro, contra sentencia 
de  la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha vein-
tisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

2) Rechazando la excepción de incompetencia propues-
ta  por los apelantes, y, en consecuencia, se declara que la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo era competente en 
primera instancia, y la Suprema Corte de Justicia lo es, 
en grado de apelación, para decidir sobre el fundamento de 
la recsuación de que se trata; 

3) Confirmando en todas sus partes la sentencia ob-
jeto del presente recurso, que declara, por las causas enun-
ciadas, la inadmisibilidad de la recusación propuesta por 
Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio Filógeno Co-
radín de Castro, contra el Magistrado Lic. Joaquín Anto-
nio Rodríguez Urtarte, juez de la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo; y 

4) Condenando a los apelantes al pago de las costas. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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Considerando, en cuanto al mérito de la recusa c ión  
propuesta, que de acuerdo con las previsiones del artículo 
382 del Código de Procedimiento Civil la recusación deb 
ser formada "antes de principiar el debate"; que, en tal 
virtud, la recusación debe ser propuesta antes de que las 
conclusiones hayan sido contradictoriamente presentadas en 

 la audiencia, o lo que es lo mismo, antes de que el asunto 
 esté en estado; que, en la especie, de acuerdo con los do-

cumentos de la causa, ha quedado establecido que la recu-
sación del juez Rodríguez Urtarte fué sometida ta.rdíame n_ 
te, esto es: después de haberse sustanciado la causa, y tam-
bién después de haberse producido el dictamen del repre-
sentante del ministerio público, en ausencia de los defen-
sores de los prevenidos, quienes abandonaron la defensa; 

Considerando, que por otra parte, para que la recu-
sación fundada sobre la enemistad sea admisible al tenor 
del párrafo 9 del artículo 378 del Código de Procedimiento 
Civil, es preciso que el recusante articule específicamente 
los hechos que la originan; que, en el presente caso, los re-
cusantes no han expuesto ningún hecho característico de 
enemistad entre ellos y el juez recusado, limitándose a afir-
mar en el acta de recusación levantada al efecto que existe 
"enemistad manifiesta entre los declarantes y el menciona-
do magistrado", y que como consecuencia de esa enemistad 
el referido juez les ha coartado "los derechos de su defensa 
en las audiencias que se han celebrado para conocer del 
mencionado proceso"; 

Considerando que toda parte que sucumbe será con-
denada al pago de las costas; 

Por tales motivos y adoptando los de la Corte a qua 
que no sean contradictorios con los de la presente senten -
cia; y vistos los artículos 130, 378, párrafo 9, 382, 38 5  al 
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de Justicia, administrando Justicia, en nombre de la Re -
pública, por autoridad de la ley y en mérito de los artículos 
citados, 
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FALLA: 

1) Declarando regular en la forma el recurso de ape-
lac ión  interpuesto por Andrés Octavio Coradín de Castro 
, Eugenio Filógeno Coradín de Castro, contra sentencia 
'de  la  Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha vein-
tisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

2) Rechazando la excepción de incompetencia propues-
ta  por los apelantes, y, en consecuencia, se declara que la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo era competente en 
primera instancia, y la Suprema Corte de Justicia lo es, 
en grado de apelación, para decidir sobre el fundamento de 
la recsuación de que se trata; 

3) Confirmando en todas sus partes la sentencia ob-
jeto del presente recurso, que declara, por las causas enun-
ciadas, la inadmisibilidad de la recusación propuesta por 
Andrés Octavio Coradín de Castro y Eugenio Filógeno Co-
radín de Castro, contra el Magistrado Lic. Joaquín Anto-
nio Rodríguez Urtarte, juez de la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo; y 

4) Condenando a los apelantes al pago de las costas. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel_ G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICI A 
 DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 25 d e 
 noviembre de 1950. 

Materia: Civil. 	 IY 

Recurrente: Luis Alfonso Baez K. Abogado:,Lic. Pedro Julio Báez %, 

Intimado: Ana Bermudez de Diaz. Abogados: Lic. Juan Valdez sán. 

chez y Dr. Juan E. Ariza M. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 137 y 138 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, 133 del Código de Procedimiento Civil, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que por decisión No. 2 del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha nueve de diciembre de mil no-
vecientos treinta y ocho, relativa al solar No. 6 de la Man-
zana No. 50 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito de 
Santo Domingo, se dispuso lo siguiente : "21o. Que debe or-
denar y ordena, el registro en provecho de los Sucesores 
de doña Olimpia Moscos° de Calero, domiciliados y resi-
dentes en esta Ciudad Trujillo, del resto de los terrenos 
comprendidos dentro del plano catastral, deducción hecha 
de aquellas porciones que han sido objeto de registro en 
beneficio de aquellos que de ella o de su esposo, adminis-
trador legal de la comunidad, adquirieron sus derechos"; 
2) que posteriormente los sucesores de Olimpia Moscos° 
de Calero vendieron ese inmueble a Ana de Jesús Bermudez 
de Diaz, y el Tribunal Superior de Tierras ordenó la trans-
ferencia según Resolución de fecha quince de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y nueve, expidiéndose el doce de 

mayo de mil novecientos cincuenta el Decreto de Registro  
correspondiente en favor de la compradora Ana Bermude z  

de 
Diaz, quien obtuvo el Certificado de Título No. 26365 

:II  la  oficina del Registrador de Títulos de Ciudad Trujillo; 
3-) que en fecha siete de julio de mil novecientos cincuenta, 
el  Lic. Pedro Julio Báez K., a nombre de Luis Alfonso Báez 

dirigió al Tribunal Superior de Tierras una instancia en 
la cual solicitaba la revisión por fraude, "de la Decisión del 
g de diciembre de 1938 y las Resoluciones del 15 de No-
viembre de 1949 y 12 de mayo de 1950 que ordenan trans-
ferencias en favor de la señora Ana Bermúdez de Diaz, así 
como el Certificado de Título No. 26365", expedido a favor 
de ésta ; 4) que el Tribunal Superior de Tierras falló la de-
manda por la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA : lo.— Se rechaza la ins-
tancia en revisión por causa de fraude sometida al Tribunal 
Superior de Tierras en fecha 7 de julio del 1950, por el Li-
cenciado Pedro Julio Báez K., a nombre y en representación 
del señor Luis Alfonso Báez K.,— 2o.— Se mantiene en toda 
sus fuerzas y vigor la Decisión Número 2 de este Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha 9 de diciembre del 1938; el 
Decreto de Registro Número 50845, de fecha 12 de mayo 
del 1950; y el Certificado de Título Número 26365, de fecha 
15 de noviembre del 1949, en relación con el solar número 
6 de la Manzana Número 50 del Distrito Catastral Número 
1 del Distrito de Santo Domingo" ; 

Considerando que el recurrente invoca como único me-
dio de casación la violación del artículo 137 de la Ley de Re-
gistro de Tierras y falta de base legal ; 

Considerando que conforme al artículo 138 in fine de la 
Ley de Registro de Tierras, la acción en revisión por causa 
de fraude, no puede ser inentada contra los terceros adqui-
rientes de buena fe y a título oneroso; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras ha 
Proclamado en al sentencia impugnada lo siguiente: 1) que 
la señora Bermudez de Diaz adquirió por compra a los se-
ñores Calero, según acta de venta del dos de agosto de mil 
novecientos cuarenta y nueve, el inmueble antes mencionado 
Por la suma de $228.75; 2) que no se ha establecido que ella 
Sea una adquiriente de mala fe, "pues aún cuando la parte 

1 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 28 de 
noviembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Luis Alfonso Baez K. Abogado:,Lic. Pedro Julio Báez K .  

Intimado: Ana Bermudez de Díaz. Abogados: Lic. Juan Valdez  Sgn- 

chez y Dr. Juan E. Ariza M. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 137 y 138 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, 133 del Código de Procedimiento Civil, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente : 1) que por decisión No. 2 del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha nueve de diciembre de mil no-
vecientos treinta y ocho, relativa al solar No. 6 de la Man-
zana No. 50 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito de 
Santo Domingo, se dispuso lo siguiente : "21o. Que debe or-
denar y ordena, el registro en provecho de los Sucesores 
de doña Olimpia Moscoso de Calero, domiciliados y resi-
dentes en esta Ciudad Trujillo, del resto de los terrenos 
comprendidos dentro del plano catastral, deducción hecha 
de aquellas porciones que han sido objeto de registro en 
beneficio de aquellos que de ella o de su esposo, adminis-
trador legal de la comunidad, adquirieron sus derechos"; 
2) que posteriormente los sucesores de Olimpia Moscos° 
de Calero vendieron ese inmueble a Ana de Jesús Bermudez 
de Diaz, y el Tribunal Superior de Tierras ordenó la trans-
ferencia según Resolución de fecha quince de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y nueve, expidiéndose el doce de 
mayo de mil novecientos cincuenta el Decreto de Registro 
correspondiente en favor de la compradora Ana Bermude z  
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de  Diaz, quien obtuvo el Certificado de Título No. 26365 
Dr)  la  oficina del Registrador de Títulos de Ciudad Trujillo; 
-3) que en fecha siete de julio de mil novecientos cincuenta, 
el Lic. Pedro Julio Báez K., a nombre de Luis Alfonso Báez 
g.

' 

 dirigió al Tribunal Superior de Tierras una instancia en 
la cual solicitaba la revisión por fraude, "de la Decisión del 
g de diciembre de 1938 y las Resoluciones del 15 de No-
viembre de 1949 y 12 de mayo de 1950 que ordenan trans-
ferencias en favor de la señora Ana Bermúdez de Diaz, así 
como el Certificado de Título No. 26365", expedido a favor 
de ésta ; 4) que el Tribunal Superior de Tierras falló la de-
manda por la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación : "FALLA : lo.— Se rechaza la ins-
tancia en revisión por causa de fraude sometida al Tribunal 
Superior de Tierras en fecha 7 de julio del 1950, por el Li-
cenciado Pedro Julio Báez K., a nombre y en representación 
del señor Luis Alfonso Báez K.,— 2o.— Se mantiene en toda 
sus fuerzas y vigor la Decisión Número 2 de este Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha 9 de diciembre del 1938; el 
Decreto de Registro Número 50845, de fecha 12 de mayo 
del 1950; y el Certificado de Título Número 26365, de fecha 
15 de noviembre del 1949, en relación con el solar número 
6 de la Manzana Número 50 del Distrito Catastral Número 
1 del Distrito de Santo Domingo" ; 

Considerando que el recurrente invoca como único me-
dio de casación la violación del artículo 137 de la Ley de Re-
gistro de Tierras y falta de base legal; 

Considerando que conforme al artículo 138 in fine de la 
Ley de Registro de Tierras, la acción en revisión por causa 
de fraude, no puede ser inentada contra los terceros adqui-
rientes de buena fe y a título oneroso; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras ha 
Proclamado en al sentencia impugnada lo siguiente: 1) que 
la señora Bermudez de Diaz adquirió por compra a los se-
ñores Calero, según acta de venta del dos de agosto de mil 
novecientos cuarenta y nueve, el inmueble antes mencionado 
loor la suma de $228.75; 2) que no se ha establecido que ella 
sea una adquiriente de mala fe, "pues aún cuando la parte 
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intimante alega que la señora Bermudez de Diaz tenía e o
- nocimiento de la existencia de las mejoras reclamadas, por-

que ella es vecina del lugar, no se ha establecido que ella 
supiese que el señor Luis Alfonso Báez K., se pretendía pr o.. 
pietario de esas mejoras" ; y 3) que otra hubiese sido la suer-
te de la demanda si el señor Báez K., intimante, "hubies e 

 probado.... un concierto fraudulento entre los vendedores 
y la compradora", para concluir en el sentido de que la 
actual intimada es una adquiriente a título oneroso y de 
buena fe, apreciación de hecho que escapa al poder de ve-
rificación de la Suprema Corte de Justicia ; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente sostie-
ne esencialmente que solo puede invocar la condición de 
adquiriente a título oneroso y de buena fe quien le haya 
comprado a una persona que esté provista de un Certifica-
do de Título, y que, en este orden de ideas, Ana Bermudez 
de Diaz no es un tercero adquiriente de buena fe, para los 
fines del artículo 137 de la Ley de Registro de Tierras, 
porque los Calero le vendieron antes de que se expidiera 
en favor de ellos el Decreto de Registro correspondiente; 
pero 

Considerando que tal y como lo ha decidido correctamen-
te el Tribunal a quo, los terceros amparados por el artícu-
lo 138 de la Ley de Registro de Tierras son, tanto el que 
compra un terreno ya registrado, como el quo lo adquiere 
después de haber intervenido la sentencia final sobre sa-
neamiento, especialmente si se tiene en cuenta que el ar-

tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
persona haya sido privado de un terreno o de algún interés 
en el mismo "por una sentencia, mandamiento o decreto 
de registro", lo que pone de manifiesto que la condición 
de tercero se puede invocar ¡rente a la sentencia, frente 
al mandamiento y frente al decreto; que, además, el ar-
tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
ce general, y no distingue entre el tercero que adquiere a 

título oneroso antes de la expedición del certificado de tí-
tulo y el tercero que adquiere al mismo título mediante 
transferencia que le otorga el propietario en cuyo favor se  

encuentra registrado el terreno; que en uno y otro caso 
la revisión por causa de fraude es improcedente, siempre 
„ale  se trate de un adquiriente de buena fe; 

Considerando, finalmente, en cuanto a la falta de base 
lea l invocada por el recurrente, que la sentencia impug-
nada contiene una exposición completa de los hechos y una 
descripción de las circunstancias del proceso que han per-
mitido verificar que el fallo impugnado es el resultado de 
una exacta aplicación de la ley a los hechos de la causa, 
comprados soberanamente por los jueces del fondo, quie-
nes han justificado legalmente su decisión, aplicando co-
rectamente los artículos 137 y 138 de la Ley de Registro 
de Tiérras; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

1, 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 20 de febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

v 

Recurrente: Antonio Ramirez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra e), párrafo V, de la 
Ley 2022 de 1949, sobre accidentes causados con vehículos 
de motor, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación ;  

Considerando que en el fallo impugnado consta que 
In fecha siete de septiembre de mil novecientos cincuenta, 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 
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intimante alega que la señora Bermudez de Diaz tenía c o 
 nocimiento de la existencia de las mejoras reclamadas, Do; 

que ella es vecina del lugar, no se ha establecido que ella 
supiese que el señor Luis Alfonso Báez K., se pretendía pr o_ 
pietario de esas mejoras" ; y 3) que otra hubiese sido la suer- 
te de la demanda si el señor Báez K., intimante, "hubies e 

 probado.... un concierto fraudulento entre los vendedores 
y la compradora", para concluir en el sentido de que l a 

 actual intimada es una adquiriente a título oneroso y de 
 buena fe, apreciación de hecho que escapa al poder de ve-

rificación de la Suprema Corte de Justicia ; 
Considerando que, por otra parte, el recurrente sostie-

ne esencialmente que solo puede invocar la condición de 
adquiriente a título oneroso y de buena fe quien le haya 
comprado a una persona que esté provista de un Certifica-
do de Título, y que, en este orden de ideas, Ana Bermudez 
de Diaz no es un tercero adquiriente de buena fe, para los 
fines del artículo 137 de la Ley de Registro de Tierras, 
porque los Calero le vendieron antes de que se expidiera 
en favor de ellos el Decreto de Registro correspondiente; 
pero 

Considerando que tal y como lo ha decidido correctamen-
te el Tribunal a quo, los terceros amparados por el artícu-
lo 138 de la Ley de Registro de Tierras son, tanto el que 
compra un terreno ya registrado, como el quo lo adquiere 
después de haber intervenido la sentencia final sobre sa-
neamiento, especialmente si se tiene en cuenta que el ar-
tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
persona haya sido privado de un terreno o de algún interés 
en el mismo "por una sentencia, mandamiento o decreto 
de registro", lo que pone de manifiesto que la condición 
de tercero se puede invocar frente a la sentencia, frente 
al mandamiento y frente al decreto; que, además, el ar-
tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
ce general, y no distingue entre el tercero que adquiere a 
título oneroso antes de la expedición del certificado de tí-
tulo y el tercero que adquiere al mismo título mediante 
transferencia que le otorga el propietario en cuyo favor se 
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encuentra  registrado el terreno; que en uno y otro caso 
le  revisión por causa de fraude es improcedente, siempre 
O se trate de un adquiriente de buena fe; 
- Considerando, finalmente, en cuanto a la falta de base 

lea l invocada por el recurrente, que la sentencia impug-
nada contiene una exposición completa de los hechos y una 
descripción de las circunstancias del proceso que han per-
mitido verificar que el fallo impugnado es el resultado de 
una exacta aplicación de la ley a los hechos de la causa, 
comprados soberanamente por los jueces del fondo, quie-
nes han justificado legalmente su decisión, aplicando co-
rectamente los artículos 137 y 138 de la Ley de Registro 
de Tierras; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SFNTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 20 de febrero de 1951. 

teria: Penal. 

Recurrente: Antonio Ramirez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra e), párrafo V, de la 
Ley 2022 de 1949, sobre accidentes causados con vehículos 
de motor, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
ución; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que 
en fecha siete de septiembre de mil novecientos cincuenta, 

Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 
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intimante alega que la señora Bermudez de Diaz tenía co-
nocimiento de la existencia de las mejoras reclamadas, p or. 
que ella es vecina del lugar, no se ha establecido que ella 
supiese que el señor Luis Alfonso Báez K., se pretendía pr o. 
pietario de esas mejoras" ; y 3) que otra hubiese sido la suer-
te de la demanda si el señor Báez K., intimante, "hubies e 

 probado.... un concierto fraudulento entre los vendedores 
y la compradora", para concluir en el sentido de que la 
actual intimada es una adquiriente a título oneroso y de 

 buena fe, apreciación de hecho que escapa al poder de ve-
rificación de la Suprema Corte de Justicia ; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente sostie= 
ne esencialmente que solo puede invocar la condición de 
adquiriente a título oneroso y de buena fe quien le haya 
comprado a una' persona que esté provista de un Certifica-
do de Título, y que, en este orden de ideas, Ana Bermudez 
de Diaz no es un tercero adquiriente de buena fe, para los 
fines del artículo 137 de la Ley de Registro de Tierras, 
porque los Calero le vendieron antes de que se expidiera 
en favor de ellos el Decreto de Registro correspondiente; 
pero 

Considerando que tal y como lo ha decidido correctamen-
te el Tribunal a quo, los terceros amparados por el artícu-
lo 138 de la Ley de Registro de Tierras son, tanto el que 
compra un terreno ya registrado, como el quo lo adquiere 
después de haber intervenido la sentencia final sobre sa-
neamiento, especialmente si se tiene en cuenta que el ar-
tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
persona haya sido privado de un terreno o de algún interés 
en el mismo "por una sentencia, mandamiento o decreto 
de registro", lo que pone de manifiesto que la condición 
de tercero se puede invocar frente a la sentencia, frente 
al mandamiento y frente al decreto; que, además, el ar-
tículo 137 de la referida ley prevé las hipótesis en que una 
ce general, y no distingue entre el tercero que adquiere a 
título oneroso antes de la expedición del certificado de tí-
tulo y el tercero que adquiere al mismo título mediante 
transferencia que le otorga el propietario en cuyo favor se 

cuentra registrado el terreno; que en uno y otro caso 
la  revisión por causa de fraude es improcedente, siempre 
que se trate de un adquiriente de buena fe; 

Considerando, finalmente, en cuanto a la falta de base 
lea l invocada por el recurrente, que la sentencia impug-
nada contiene una exposición completa de los hechos y una 
descripción de las circunstancias del proceso que han per-
mitido verificar que el fallo impugnado es el resultado de 
una exacta aplicación de la ley a los hechos de la causa, 
comprados soberanamente por los jueces del fondo, quie-
nes han justificado legalmente su decisión, aplicando co-
rectamente los artículos 137 y 138 de la Ley de Registro 
de Tiérras; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
Igib (Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SE NTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 20 de febrero de 1951. 

'Materia: Penal. 
• 

Recurrente: Antonio Ramirez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra e), párrafo V, de la 
Ley 2022 de 1949, sobre accidentes causados con vehículos 
de motor, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que 
en fecha siete de septiembre de mil novecientos cincuenta, 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 
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cia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, e ri 
 atribuciones correccionales, una sentencia, mediante la cual 

declaró al prevenido Antonio Ramírez, culpable del delit o 
 de golpes involuntarios causados con el manejo de un ve.. 

hículo de motor, en perjuicio de Jesus Sugilio, con la agra" 
vante de que conducía el vehículo sin tener licencia, y, en 

 consecuencia, lo condenó a sufrir las penas de dos años de 
 prisión correccional y quinientos pesos de multa, y al pago 

 de las costas; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por el prevenido Antonio Ramírez, la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA : PRIMERO : Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: con

-firma la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha 
siete (7) de septiembre del año mil novecientos cincuenta 
(1950) por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo dice rsí: "FALLA: PRIMERO: que debe de-
clarar, como al efecto declara que el prevenido Antonio 
Ramírez, de generales expresadas, es culpable del delito 
de golpes involuntarios (violación a la Ley No. 2022), en 

perjuicio de Jesus Sugilio, con la agravante de que maneja-
ba el camión sin estar provisto de licencia para ello, y en 

consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos años de 
prisión correccional, en la Cárcel Pública de Ciudad Tru-
jillo, y al pago de una multa de quinientos pesos oro 

(RD$500.00), compensable, en caso de insolvencia, con pri-
sión de un día por cada peso dejado de pagar ; SEGUNDO: 
que debe condenar, y al efecto condena, al dicho inculpado 
Antonio Ramírez, al pago de las costas".— TERCERO : 

 condena a Antonio Ramírez al pago de las costas del pre-

sente recurso"; 
Considerando que esta sentencia fué pronunciada sin 

estar presente el prevenido, siéndole notificada en fecha 
primero de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, se-
gún acto del ministerial Manuel de Js. Acevedo Pérez, al' 
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gua c ii de estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Tru- 

jillo ; 
Considerando que, en la especie, la Corte de Apelación 

de Ciudad Trujillo da por establecido, como resultado de 
la  ponderación de las pruebas que fueron administradas 
legalmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: "1) 
que en fecha veintidos del mes de junio del año mil nove-
c ientos cincuenta, Antonio Ramírez conducía un camión, 
sin placa, propiedad de la Ozama Sugar Co., C. por A., 
transportando en el mismo varias puntas de eje de tractor 
y con dirección al ingenio de dicha compañía ; 2) que va-
rias personas, entre ellas Jesús Sugiilo, todas trabajadoras 
en la Ozama Sugar C., C. por A., solicitaron del conductor 
Antonio Ramírez que las llevara hasta el mencionado in-
genio; 3) que, aun cuando Antonio Ramírez, en un princi-
pio, se negó a prestarle el servicio solicitado, ante la insis-
tencia de las personas referidas accedió a conducirlas; 4) 
que, momentos después, y en vista de la gran velocidad 
con que conducía el camión el inculpado Ramírez, uno de 
los ocupantes Jesús Sugilio, según declaración de éste, pidió 
lo dejaran desmontar del vehículo, pero el conductor Antonio 
Ramírez no quiso detenerse, sufriendo un vuelco y yendo 
el camión a caer a un hoyo del camino y arrojando al suelo 
a Jesús Sugilio, produciéndole, la caída, la fractura de la 
clavícula izquierda ; 5) que, según la propia confesión del 
inculpado, corroborada con la declaración de varios testi-
gos, el camión era viejo y se encontraba en malas condi-
ciones; 6) que el inculpado Ramírez conducía, según su pro-
pia confesión, sin licencia; 7) que, de acuerdo con certifi-
cación médico-legal, expedida en fecha dos del mes de agos-
to del año mil novecientos cincuenta por el Médico Legista, 
los golpes sufridos por Jesús Sugilio en el accidente de que 
se trata, curaban después de veinte días, imposibilitándolo 
Para dedicarse a sus trabajos habituales por igual tiempo"; 

litConsiderando que en los hechos y circunstancias así 
Inprobados y admitidos por la Corte a qua, están carac-

terizados los elementos del delito de golpes involuntarios 
causados con el manejo de un vehículo de motor, que le oca- 
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cia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, e n su 
 atribuciones correccionales, una sentencia, mediante la cual 

declaró al prevenido Antonio Ramírez, culpable del delit o 
 de golpes involuntarios causados con el manejo de un ve-

hículo de motor, en perjuicio de Jesus Sugilio, con la agra. 
vante de que conducía el vehículo sin tener licencia, y, en 

 consecuencia, lo condenó a sufrir las penas de dos años de 
 prisión correccional y quinientos pesos de multa, y al pago 

 de las costas; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por el prevenido Antonio Ramírez, la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA : PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: con-
firma la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha 
siete (7) de septiembre del año mil novecientos cincuenta 
(1950) por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo dice esí : "FALLA: PRIMERO: que debe de-
clarar, como al efecto declara que el prevenido Antonio 
Ramírez, de generales expresadas, es culpable del delito 
de golpes involuntarios (violación a la Ley No. 2022), en 
perjuicio de Jesus Sugilio, con la agravante de que maneja-
ba el camión sin estar provisto de licencia para ello, y en 
consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos años de 
prisión correccional, en la Cárcel Pública de Ciudad Tru-
jillo, y al pago de una multa de quinientos pesos oro 
(RD$500.00), compensable, en caso de insolvencia, con pri-
sión de un día por cada peso dejado de pagar; SEGUNDO: 
que debe condenar, y al efecto condena, al dicho inculpado 
Antonio Ramírez, al pago de las costas".— TERCERO : 

 condena a Antonio Ramírez al pago de las costas del pre-
sente recurso"; 

Considerando que esta sentencia fué pronunciada sin 
estar presente el prevenido, siéndole notificada en fecha 
primero de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, se-
gún acto del ministerial Manuel de Js. Acevedo Pérez, al'  

guacil de estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Tru- 

jillo; 
Considerando que, en la especie, la Corte de Apelación 

de Ciudad Trujillo da por establecido, como resultado de 
la  ponderación de las pruebas que fueron administradas 
legalmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: "1) 
que en fecha veintidos del mes de junio del año mil nove-
c ien tos cincuenta, Antonio Ramírez conducía un camión, 
sin placa, propiedad de la Ozama Sugar Co., C. por A., 
transportando en el mismo varias puntas de eje de tractor 
y con dirección al ingenio de dicha compañía ; 2) que va-
rias personas, entre ellas Jesús Sugiilo, todas trabajadoras 
en la Ozama Sugar C., C. por A., solicitaron del conductor 
Antonio Ramírez que las llevara hasta el mencionado in-
genio; 3) que, aun cuando Antonio Ramírez, en un princi-
pio, se negó a prestarle el servicio solicitado, ante la insis-
tencia de las personas referidas accedió a conducirlas ; 4) 
que, momentos después, y en vista de la gran velocidad 
con que conducía el camión el inculpado Ramírez, uno de 
los ocupantes Jesús Sugilio, según declaración de éste, pidió 
lo dejaran desmontar del vehículo, pero el conductor Antonio 
Ramírez no quiso detenerse, sufriendo un vuelco y yendo 
el camión a caer a un hoyo del camino y arrojando al suelo 
a Jesús Sugilio, produciéndole, la caída, la fractura de la 
clavícula izquierda ; 5) que, según la propia confesión del 
inculpado, corroborada con la declaración de varios testi-
gos, el camión era viejo y se encontraba en malas condi-
ciones; 6) que el inculpado Ramírez conducía, según su pro-
pia confesión, sin licencia; 7) que, de acuerdo con certifi-
cación médico-legal, expedida en fecha dos del mes de agos-
to del año mil novecientos cincuenta por el Médico Legista, 
los golpes sufridos por Jesús Sugilio en el accidente de que 
se trata, curaban después de veinte días, imposibilitándolo 
Para dedicarse a sus trabajos habituales por igual tiempo"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
mprobados y admitidos por la Corte a qua, están carac-

terizados los elementos del delito de golpes involuntarios 
causados con el manejo de un vehículo de motor, que le oca- 



SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de San 

Rafael, de fecha 11 de mayo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Ovidio Soriano. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
los ocupantes, Jesús Sugilio, según declaración de éste, pidió 
del 16 de abril de 1948, reformados por la Ley No. 1746 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

1497 	•J 
1496 	 BOLETÍN JUDICIAL 

sionaron a la víctima una imposibilidad para dedicarse a  
su trabajo durante más de veinte días, puesto a cargo del 
recurrente ; que, por otra parte, al condenar a éste al má-
ximo de la pena, o sean dos años de prisión correccional y 

quinientos pesos de multa, por no estar provisto de licen-
cia para conducir el vehículo que ocasionó el accidente, tal 
como lo expresa el fallo impugnado, los jueces del fondo 
no han hecho más que aplicarle al prevenido las sanciones 
establecidas en la ley; que, en consecuencia, el fallo ataca-
do, que en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que 
justifique su casación, se ha ajustado a las disposiciones 
del artículo 3, letra c, y del párrafo V del mismo artículo 
de la Ley 2022, de 1949, en lo concerniente a las condena-
ciones penales pronunciadas contra el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

bar.— Damián Báez B., Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
neral. 

que en fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta 
y. uno, siendo las cuatro de la tarde, el señor Pascacio Velez 
Lluberes, Encargado de la Colonia Agrícola de Sabana Cruz, 
actuando en funciones de Inátructor de Agricultura y de 
Guardabosques, acompañado del Alcalde Pedáneo de la Sec-
ción de las Cañitas señor Abelardo Valenzuela, procedió 
a levantar una acta en la cual se expresa que ha comprobado 
que el nombrado Andrés Ovidio Soriano, domiciliado y re-
sidente en la Sección de Las Cañitas, Común de Bánica, 
Provincia San Rafael, ha cometido una violación de la Ley 
No. 1688 de Conservación Forestal, consistente en el hecho 
de haber cortado, sin permiso, cuarenta troncos de guaya-
canes en la mencionada sección ; b) que, en consecuencia, 
el inculpado Andrés Ovidio Soriano fue sometido a la ac-
ción de la justicia y apoderado del hecho el Juzgado de Paz 
de la Común de Bánica, dictó sentencia en fecha diecinue-
ve de abril de mil novecientos cincuenta y uno, condenan-
do al prevenido a la pena de un mes de prisión correccio-
nal, a una multa de veintincinco pesos oro y al pago de 
las costas, como autor del delito previsto y sancionado por 
los artículos 9 bis y 14 de la Ley 1688 del año 1948, modi-
ficada por la Ley 1746 también de 1948, que incriminan el 
corte de árboles maderables de cualquier clase sin previo 
permiso de lá Secretaría de Estado de Agricultura, Pe-
cuaria y Colonización ; y o) que sobre la apelación inter-
puesta por el prevenido el Juzgado a quo dictó la E. enten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : 
PRIMERO: Declarar, como en efecto declara regular y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Andrés Soriano (a) Ovidio, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Común de 
Unica, de fecha 19 de Abril del año 1951, que lo condenó 
a sufrir un mes de prisión correccional, a pagar RD$25.00 
de multa y las costas, por su delito de violación al art. 
9-bis de la Ley No. 1688 sobre conservación forestal y ár-
boles frutales, por haberlo hecho en tiempo hábil; SEGUN-
00: Confirmar, como en efecto confirma en todas sus par-
tes la aludida sentencia ; y, TERCERO: Condenar, como 
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sionaron a la víctima una imposibilidad para dedicarse a 
 su trabajo durante más de veinte días, puesto a cargo del 

recurrente ; que, por otra parte, al condenar a éste al má-
ximo de la pena, o sean dos años de prisión correccional y 

quinientos pesos de multa, por no estar provisto de licen.. 
cia para conducir el vehículo que ocasionó el accidente, t al 
como lo expresa el fallo impugnado, los jueces del fondo 
no han hecho más que aplicarle al prevenido las sanciones 
establecidas en la ley ; que, en consecuencia, el fallo ataca-
do, que en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que 
justifique su casación, se ha ajustado a las disposiciones 
del artículo 3, letra c, y del párrafo V del mismo artículo 
de la Ley 2022, de 1949, en lo concerniente a las condena-
ciones penales pronunciadas contra el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 	 141111  
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

bar.— Damián Báez B., Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de San 

Rafael, de fecha 11 de mayo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Ovidio Soriano. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
los ocupantes, Jesús Sugilio, según declaración de éste, pidió 
del 16 de abril de 1948, reformados por la Ley No. 1746 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
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que en fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta 
c uno, siendo las cuatro de la tarde, el señor Pascacio Velez 
Lluberes, Encargado de la Colonia Agrícola de Sabana Cruz, 
actuando en funciones de InStructor de Agricultura y de 
Guardabosques, acompañado del Alcalde Pedáneo de la Sec-
ción de las Cañitas señor Abelardo Valenzuela, procedió 
a levantar una acta en la cual se expresa que ha comprobado 
que el nombrado Andrés Ovidio Soriano, domiciliado y re-
sidente en la Sección de Las Cañitas, Común de Bánica, 
provincia San Rafael, ha cometido una violación de la Ley 
No. 1688 de Conservación Forestal, consistente en el hecho 
de haber cortado, sin permiso, cuarenta troncos de guaya-
canes en la mencionada sección ; b) que, en consecuencia, 
el inculpado Andrés Ovidio Soriano fue sometido a la ac-
ción de la justicia y apoderado del hecho el Juzgado de Paz 
de la Común de Bánica, dictó sentencia en fecha diecinue-
ve de abril de mil novecientos cincuenta y uno, condenan-
do al prevenido a la pena de un mes de prisión correccio-
nal, a una multa de veintincinco pesos oro y al pago de 
las costas, como autor del delito previsto y sancionado por 
los artículos 9 bis y 14 de la Ley 1688 del año 1948, modi-
ficada por la Ley 1746 también de 1948, que incriminan el 
corte de árboles maderables de cualquier clase sin previo 
permiso de lá Secretaría de Estado de Agricultura, Pe-
cuaria y Colonización ; y o) que sobre la apelación inter-
puesta por el prevenido el Juzgado a quo dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : 
PRIMERO: Declarar, como en efecto declara regular y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Andrés Soriano (a) Ovidf o, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Común de 
Bánica, de fecha 19 de Abril del año 1951, que lo condenó 
a sufrir un mes de prisión correccional, a pagar RD$25.00 
de multa y las costas, por su delito de violación al art. 
9-bis de la Ley No. 1688 sobre conservación forestal y ár-
boles frutales, por haberlo hecho en tiempo hábil; SEGUN-
DO: Confirmar, como en efecto confirma en todas sus par-
tes la aludida sentencia ; y, TERCERO: Condenar, como 
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sionaron a la víctima una imposibilidad para dedicarse a 
 su trabajo durante más de veinte días, puesto a cargo del 

recurrente ; que, por otra parte, al condenar a éste al má-
ximo de la pena, o sean dos años de prisión correccional y 

quinientos pesos de multa, por no estar provisto de licen-
cia para conducir el vehículo que ocasionó el accidente, t al 
como lo expresa el fallo impugnado, los jueces del fondo 
no han hecho más que aplicarle al prevenido las sanciones 
establecidas en la ley; que, en consecuencia, el fallo ataca-
do, que en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que 
justifique su casación, se ha ajustado a las disposiciones 
del artículo 3, letra e, y del párrafo V del mismo artículo 
de la Ley 2022, de 1949, en lo concerniente a las condena-
ciones penales pronunciadas contra el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

bar.— Damián Báez B., Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICI 
DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de San 

Rafael, de fecha 11 de mayo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Ovidio Soriano. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
los ocupantes, Jesús Sugilio, según declaración de éste, pidió 
del 16 de abril de 1948, reformados por la Ley No. 1746 
también de 1948, y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)  

que en fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta 
; uno, siendo las cuatro de la tarde, el señor Pascacio Velez 
buberes, Encargado de la Colonia Agrícola de Sabana Cruz, 
actuando en funciones de InStructor de Agricultura y de 
Guardabosques, acompañado del Alcalde Pedáneo de la Sec-
ción de las Cañitas señor Abelardo Valenzuela, procedió 
a levantar una acta en la cual se expresa que ha comprobado 
que el nombrado Andrés Ovidio Soriano, domiciliado y re-
sidente en la Sección de Las Cañitas, Común de Bánica, 
Provincia San Rafael, ha cometido una violación de la Ley 
No. 1688 de Conservación Forestal, consistente en el hecho 
de haber cortado, sin permiso, cuarenta troncos de guaya-
canes en la mencionada sección ; b) que, en consecuencia, 
el inculpado Andrés Ovidio Soriano fue sometido a la ac-
ción de la justicia y apoderado del hecho el Juzgado de Paz 
de la Común de Bánica, dictó sentencia en fecha diecinue-
ve de abril de mil novecientos cincuenta y uno, condenan-
do al prevenido a la pena de un mes de prisión correccio-
nal, a una multa de veintincinco pesos oro y al pago de 
las costas, como autor del delito previsto y sancionado por 
los artículos 9 bis y 14 de la Ley 1688 del año 1948, modi-
ficada por la Ley 1746 también de 1948, que incriminan el 
corte de árboles maderables de cualquier clase sin previo 
permiso de lá Secretaría de Estado de Agricultura, Pe-
cuaria y Colonización ; y c) que sobre la apelación inter-
puesta por el prevenido el Juzgado a quo dictó la enten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así : "FALLA : 
PRIMERO • Declarar, como en efecto declara regular y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Andrés Soriano (a) Ovidio, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Común de 
Bánica, de fecha 19 de Abril del año 1951, que lo condenó 
a sufrir un mes de prisión correccional, a pagar RD$25.00 
de multa y las costas, por su delito de violación al art. 
9-bis de la Ley No. 1688 sobre conservación forestal y ár-
boles frutales, por haberlo hecho en tiempo hábil ; SEGUN-
DO : Confirmar, como en efecto confirma en todas sus par-
tes la aludida sentencia ; y, TERCERO: Condenar, como• 
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en efecto condena, al recurrente al pago de las costas d el 
presente recurso de alzada"; 

Considerando que los artículos 9 bis y 14 de la Ley 
1688, reformada por la Ley 1746, castigan con las pea las 

 de multa de veinticinco a doscientos pesos oro y prisión 
de uno a seis meses a los que corten árboles maderables de 
cualquier clase, sin permiso previo de la Secretaría de Agri-
cultura, Pecuaria y Colonización; 

Considerando que al declarar el Juez a quo al preve-
nido Andrés Ovidio Soriano culpable del delito de corte de 
árboles de guayacanes, sin haberse provisto del permiso 
correspondiente, se fundó en el acta levantada al efecto pa-

ra comprobar la infracción, en la confesión del prevenido 
y en la declaración de los testigos oídos en la instrucción 
de la causa; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos comprobados caracterizan el delito 
que se le imputa al prevenido Andrés Ovidio Soriano, y al 
declararlo culpable del referido delito y condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas antes mencionadas, le impuso una 
sanción ajustada a lo dispuesto por los artículos 9 bis y 
14 de la citada Ley 1688, modificada por la Ley 1746, sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que examinado el fallo en sus demás as-
pectos, no presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. ' 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.----* 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

a: Penal. 

ler*  

jtecurrente: Marino González. 

II 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal; 194 
del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

1111 Considerando que en al sentencia impugnada conla lo 
siguiente: a) que en fecha nueve de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona dictó una sentencia con 
este dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe condenar 
y condena, al nombrado Marino González, de generales 
anotadas, a sufrir cuatro meses de prisión correccional que 
cumplirá en la Cárcel Pública de esta Ciudad y a pagar 
RD$30.00 (treinta pesos oro) de multa, por su delito de 
gravidez en perjuicio de la joven Alejandrina Méndez, ma-
yor de 16 años y menor de 18, según la apreciación del 
Juez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-. 
GUNDO: que debe condenar y condena, al mismo inculpa-
do, al pago de las costas"; b) que contra esta sentencia in-
terpuso el prevenido recurso de apelación, y de este recur-
so conoció la Corte de Apelación de San Cristóbal y deci- 

r 	dió sobre él por la sentencia ahora impugnada en casación, 
de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME- 
RO: Modifica en cuanto a la pena la sentencia contra la 
cual se apela, dictada en fecha nueve de febrero del año en 
curso, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, cuyo dispositivo aparece copiado en 
otro lugar del presente fallo; y, obrando por propia auto- 
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en efecto condena, al recurrente al pago de las costas del 
presente recurso de alzada"; 

Considerando que los artículos 9 bis y 14 de la L ey 
 1688, reformada por la Ley 1746, castigan con las penas 

de multa de veinticinco a doscientos pesos oro y prisió n 
 de uno a seis meses a los que corten árboles maderables de 

cualquier clase, sin permiso previo de la Secretaría de Agri-
cultura, Pecuaria y Colonización; 

Considerando que al declarar el Juez a quo al preve-
nido Andrés Ovidio Soriano culpable del delito de corte de 
árboles de guayacanes, sin haberse provisto del permiso 
correspondiente, se fundó en el acta levantada al efecto pa-
ra comprobar la infracción, en la confesión del prevenido 
y en la declaración de los testigos oídos en la instrucción 
de la causa; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos comprobados caracterizan el delito 
que se le imputa al prevenido Andrés Ovidio Soriano, y al 
declararlo culpable del referido delito y condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas antes mencionadas, le impuso una 
sanción ajustada a lo dispuesto por los artículos 9 bis y 
14 de la citada Ley 1688, modificada por la Ley 1746, sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que examinado el fallo en sus demás as-
pectos, no presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 	 4 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejia.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 

neral. 

Recurrente: Marino González. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal; 194 
del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

U 	Considerando que en al sentencia impugnada conla lo 
siguiente: a) que en fecha nueve de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona dictó una sentencia con 
este dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe condenar 
y condena, al nombrado Marino González, de generales 
anotadas, a sufrir cuatro meses de prisión correccional que 
cumplirá en la Cárcel Pública de esta Ciudad y a pagar 
RD$30.00 (treinta pesos oro) de multa, por su delito de 
gravidez en perjuicio de la joven Alejandrina Méndez, ma-
yor de 16 años y menor de 18, según la apreciación del 
Juez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: que debe condenar y condena, al mismo inculpa-
do, al pago de las costas"; b) que contra esta sentencia in-
terpuso el prevenido recurso de apelación, y de este recur-
so conoció la Corte de Apelación de San Cristóbal y deci-
dió sobre él por la sentencia ahora impugnada en casación, 
de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Modifica en cuanto a la pena la sentencia contra la 
cual se apela, dictada en fecha nueve de febrero del año en 
curso, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, cuyo dispositivo aparece copiado en 
otro lugar del presente fallo; y, obrando por propia auto- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1501 1500 	 BOLETÍN JUDICIAL 

ridad, condena al nombrado Marino González, de general es 
 anotadas, a sufrir la pena de tres meses de prisión corree_ 

cional y al pago de treinta pesos oro (RDS30.00), de mult a 
 por su delito de gravidez, en perjuicio de la joven Alejan-

drina Méndez, mayor de 16 y menor de 18 años en el mo-
mento del hecho, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes;— SEGUNDO: condena a Marino González, al pa-
go de las costas"; 

Considerando que el recurrente, al interponer su re-
curso por medio de declaración hecha ante el Secretario de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, expuso como fun-
damento lo siguiente: "no soy autor del delito que se me 
imputa"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecidos, 
por medio de pruebas autorizados por la ley, los siguientes 
hechos: "1) que el prevenido Marino González sostenía re-
laciones amorosas con la joven Alejandrina Méndez; 2) 
que en el transcurso de esos amores tuvieron contacto car-
nal en distintas oportunidades; 3) que a consecuencia de 
esos contactos quedó grávida la menor Alejandrina Mén-
dez, y 4) que dicha joven, reputada como honesta en la 
época de su gravidez, era mayor de 16 y menor de 18 años 
de edad"; 

Considerando que al decidir la Corte a qua, en presen-
cia de tales comprobaciones que Marino González, fué autor 
del delito de gravidez previsto por el artículo 355 del Có-
digo Penal y aplicarle la sanción establecida por este pre-
cepto legal, hizo de él una correcta aplicación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.-- 

A. Alvarez Aybar.— Ernesto. Curiel hijo, Secretario Ge-, 
neral. 

ENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha la 
de marzo de 1951. 

materia: Penal. 

Recurrente: Lorenzo Salas Balbuena y Andrés García Nuñez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7, 18, 20, 21, 55, 59, 60, 211)5 
y 304, segunda parte, del Código Penal; 1382 del Código 
Civil y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha dieciseis de noviembre de mil novecientos 
cincuenta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Santiago, apoderada por providencia ca-
lificativa del Juez de Instrucción de la Segunda Circuns-
cripción de ese Distrito Judicial, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo es como se dirá más adelante; b) que contra 
esta sentencia interpusieron recurso de apelación la parte 
civil constituida y los acusados, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: PRI-• 
MERO: Admite en la forma los recursos de apelación ;-- 
SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, el dieciseis de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta, de la cual es el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: lro: Que debe declarar y declara al 
nombrado Lorenzo Salas Balbuena, de generales que cons-
tan, autor del crimen de homicidio voluntario, en perjui-
cio de la persona que en vida se llamó Cándido Núñez, y 
en consecuencia, debe condenar y lo condena a la pena de 

ho años de trabajos públicos; 2do: Que debe declarar y 
declara al nombrado Andrés García Núñez (a) Lalo, de 
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ridad, condena al nombrado Marino González, de generales 
anotadas, a sufrir la pena de tres meses de prisión correc-
cional y al pago de treinta pesos oro (RDS30.00), de mult a, 

 por su delito de gravidez, en perjuicio de la joven Alejan-
drina Méndez, mayor de 16 y menor de 18 años en el mo-
mento del hecho, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes ;— SEGUNDO: condena a Marino González, al pa_ 
go de las costas"; 

Considerando que el recurrente, al interponer su re-
curso por medio de declaración hecha ante el Secretario de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, expuso como fun-
damento lo siguiente: "no soy autor del delito que se me 
imputa"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecidos, 
por medio de pruebas autorizados por la ley, los siguientes 
hechos: "1) que el prevenido Marino González sostenía re-
laciones amorosas con la joven Alejandrina Méndez; 2) 
que en el transcurso de esos amores tuvieron contacto car-
nal en distintas oportunidades; 3) que a consecuencia de 
esos contactos quedó grávida la menor Alejandrina Mén-
dez, y 4) que dicha joven, reputada como honesta en la 
época de su gravidez, era mayor de 16 y menor de 18 años 
de edad"; 

Considerando que al decidir la Corte a qua, en presen-
cia de tales comprobaciones que Marino González, fué autor 
del cielito de gravidez previsto por el artículo 355 del Có-
digo Penal y aplicarle la sanción establecida por este pre-
cepto legal, hizo de él una correcta aplicación ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : II. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Ay-bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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ENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sen tencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 16 
de marzo de 1951. 

materia: Penal. 

Recurrente: Lorenzo Salas Balbuena y Andrés García Nuñez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7, 18, 20, 21, 55, 59, 60, 195 
y 304, segunda parte, del Código Penal; 1382 del Código 
Civil y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha dieciseis de noviembre de mil novecientos 
cincuenta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Santiago, apoderada por providencia ca-
lificativa del Juez de Instrucción de la Segunda Circuns-
cripción de ese Distrito Judicial, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo es como se dirá más adelante; b) que contra 
esta sentencia interpusieron recurso de apelación la parte 
civil constituida y los acusados, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Admite en la forma los recursos de apelación:— 
SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la Segunda 

. Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia .del Dis-
trito Judicial de Santiago, el dieciseis de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta, de la cual es el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: 1ro: Que debe declarar y declara al 
nombrado Lorenzo Salas Balbuena, de generales que cons_ 
tan, autor del crimen de homicidio voluntario, en perjui-
lo de la persona que en vida se llamó Cándido Núñez, y 

consecuencia, debe condenar y lo condena a la pena de 
ocho años de trabajos públicos; 2do: Que debe declarar y 
declara al nombrado Andrés García Núñez (a) Lalo, de 

1500 
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generales expresadas, culpable de complicidad en el crim en 
 de homicidio voluntario, en perjuicio del que en vida 

s  llamó Cándido Núñez y que se le imputa al nombrado Lo 
 renzo Salas Balbuena, y en consecuencia, debe condenarlo 

y lo condena a sufrir la pena de seis años de detención, 
condenando a ambos acusados al pago solidario de las cos. 
tas penales; 3ro: Que debe declarar y declara regular y 
válida la constitución en parte civil hecha por la  Sra. 
Amantina Peña, madre de la víctima, contra los acusados 
Lorenzo Salas Balbuena y Andrés García Núñez, y en con, 
secuencia, debe condenar y condena a los referidos acusa-
dos, al pago solidario de una indemnización de un peso oro, 
por los daños y perjuicios morales y materiales causados 
con el hecho que se les imputa a favor de dicha parte ci-
vil constituida; 4to: Que debe ordenarse y se ordena la 
confiscación de un machete y un punzón, que figura co-
mo cuerpo del delito; 5to: Que debe condenar y condena 
a los mencionados acusados al pago solidario de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro An-
tonio Lora, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad";— TERCERO: Condena a los preindicados acusados 
.al pago solidario de las costas de sus recursos"; 

Considerando que no habiendo señalado los acusados 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna al interés de ellos; 

Considerando que la Corte a qua para condenar al 
acusado Salas Balbuena por el crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Cándido Núñez, se funda, entre otros 
hechos, en lo siguiente: "que el acusado Lorenzo Salas 

Balbuena confiesa ser el autor de la muerte de Cándido 
Núñez, pero alega que fué agredido primero, lo que ha si-

do invocado por sus defensores por ante esta Corte al so-
licitar en su favor el beneficio de la excusa legal de la pro -
vocación;— que por el contrario, cotejando las diferen -

tes declaraciones dadas por el acusado Salas Balbuena en 

el curso del proceso con las del coacusado Andrés García 
Núñez (a) Lalo y las de Isabel Belliard, testigo presencial  

del  hecho, se comprueba que Salas Balbuena fué el primero 
que  agredió a Cándido Núñez infiriéndole la estocada mor-
tsy  que fué ya herido Núñez cuando trató de hacer uso 
del machete y éste se le cayó"; 

Considerando que el fallo impugnado declara asimis-
mo  que la Corte a qua, mediante la ponderación de las 

pruebas sometidas al debate, ha llegado a la convicción de 
que Andrés García Núñez fué quien le proporcionó a Salas 
Balbuena el arma (punzón) con el cual éste cometió el cri-

men de que se trata y que lo hizo a sabiendas de que ser-

viría para realizarlo, todo ello movido por la enemistad 
que existía entre él y la víctima, y, en tal virtud, lo con-
sideró culpable de complicidad en el referido crimen, por 
estar incurso su hecho dentro de las previsiones del ar-
tículo 60 del Código Penal; 

Considerando que los jueces del fondo estan investi-
dos de un poder soberano para apreciar el valor de las 
pruebas sometidas regularmente al debate; que, en el pre-
sente caso, la Corte a qua le ha dado a los hechos así com-
probados su verdadera calificación legal, y le ha impuesto 
a los acusados, respectivamente, una pena que está dentro 
de los límites señalados por la ley; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que en el 
fallo impugnado se ha establecido que como consecuencia 
del crimen cometido por los acusados, la parte civil cons-
tituida, Amantina Peña ha recibido perjuicios morales y 
materiales, cuyo monto es una cuestión de hecho que esca-
pa la censura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que examinada la sentencia intervenida 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio de forma 
ni de fondo que la haga anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 
neral. 
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generales expresadas, culpable de complicidad en el crim en  
de homicidio voluntario, en perjuicio del que en vida 

s  llamó Cándido Núñez y que se le imputa al nombrado Lo" 
renzo Salas Balbuena, y en consecuencia, debe condenarl

o y lo condena a sufrir la pena de seis años de detención 
 condenando a ambos acusados al pago solidario de las cos-

tas penales; 3ro: Que debe declarar y declara regul ar  y 
válida la constitución en parte civil hecha por la S ra 

 Amantina Peña, madre de la víctima, contra los acusado; 
Lorenzo Salas Balbuena y Andrés García Núñez, y e n eón_ 
secuencia, debe condenar y condena a los referidos acusa_ 
dos, al pago solidario de una indemnización de un peso oro, 
por los daños y perjuicios morales y materiales causados 
con el hecho que se les imputa a favor de dicha parte ci-
vil constituida; 4to: Que debe ordenarse y se ordena la 
confiscación de un machete y un punzón, que figura co-
mo cuerpo del delito; 5to: Que debe condenar y condena 
a los mencionados acusados al pago solidario de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro An-
tonio Lora, quien afirmó haberlas avanzado en su totali- 

;— TERCERO: Condena a los preindicados acusados 
.al pago solidario de las costas de sus recursos"; 

Considerando que no habiendo señalado los acusados 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna al interés de ellos; 

Considerando que la Corte a qua para condenar al 
acusado Salas Balbuena por el crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Cándido Núñez, se funda, entre otros 
hechos, en lo siguiente: "que el acusado Lorenzo Salas 
Balbuena confiesa ser el autor de la muerte de Cándido 
Núñez, pero alega que fué agredido primero, lo que ha si-
do invocado por sus defensores por ante esta Corte al so-
licitar en su favor el beneficio de la excusa legal de la pro-
vocación;— que por el contrario, cotejando las diferen-

tes declaraciones dadas por el acusado Salas Balbuena en 
el curso del proceso con las del coacusado Andrés García 
Núñez (a) Lalo y las de Isabel Belliard, testigo presencial 
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del  hecho, se comprueba que Salas Balbuena fué el primero 
L' lle agredió a Cándido Núñez infiriéndole la estocada mor-
/ y,  que fué ya herido Núñez cuando trató de hacer uso 
del machete y éste se le cayó"; 

Considerando que el fallo impugnado declara asimis-
mo que la Corte a qua, mediante la ponderación de las 
pruebas sometidas al debate, ha llegado a la convicción de 
que  Andrés García Núñez fué quien le proporcionó a Salas 
nalbuena el arma (punzón) con el cual éste cometió el cri-
men de que se trata y que lo hizo a sabiendas de que ser-
viría para realizarlo, todo ello movido por la enemistad 
que existía entre él y la víctima, y, en tal virtud, lo con-
sideró culpable de complicidad en el referido crimen, por 
estar incurso su hecho dentro de las previsiones del ar-
tículo 60 del Código Penal; 

Considerando que los jueces del fondo estan investi-
dos de un poder soberano para apreciar el valor de las 
pruebas sometidas regularmente al debate; que, en el pre-
sente caso, la Corte a qua le ha dado a los hechos así com-
probados su verdadera calificación legal, y le ha impuesto 
a los acusados, respectivamente, una pena que está dentro 
de los límites señalados por la ley; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que en el 
fallo impugnado se ha establecido que como consecuencia 
del crimen cometido por los acusados, la parte civil cons-
tituida, Amantina Peña ha recibido perjuicios morales y 
materiales, cuyo monto es una cuestión de hecho que esca-
pa la censura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que examinada la sentencia intervenida 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio de forma 
ni de fondo que la haga anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 
neral. 

1 

i1 



1504 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fech a  
30 de Octubre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Batista. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19, letras a) y e) de la Ley 
No. 1608, del 31 de diciembre de 1947, sobre Ventas Con-
dicionales de muebles; 4C6 del Código Penal y 1 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue : a) que en fecha veintidoá de mayo de mil nove-
cientos cincuenta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FA-
LLA: PRIMERO: que debe pronunciar, como al efecto pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Pedro Batista, de ge-

nerales ignoradas, por no haber comparecido a pesar de 
haber sido legalmente citado ; SEGUNDO: que debe decla-

rar, como al efecto declara, al susodicho nombrado Pedro 

Batista, culpable del delito de abuso de confianza en per-

juicio de la Caribbean Motors Co., C. por A., y en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de cuarenticinco días 

de prisión correccional, en la Cárcel Pública de Ciudad 
Trujillo, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes : 
y TERCERO: que debe condenar, y condena, al mencio-
nado prevenido Pedro Batista, al pago de las "costas"; b) 
que contra este fallo interpuso el prevenido recurso de ape-

lación, en tiempo oportuno ; 
Considerando que la sentencia ahora impugnada en 

casación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA : PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
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treaente recurso de apelación:— SEGUNDO: Modifica, en 
4cuanto a la pena impuesta la sentencia contra la cual Se 
apela y cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo, dictada en fecha veintinueve (29) de Mayo 
del año en curso (1950) por la Segunda Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to  Domingo, y, obrando por propia autoridad, condena al 
nombrado Pedro Batista, de generales expresadas, a sufrir 
la  pena de un mes de prisión correccional, por el delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la Caribbean Motora 
co. C. por A., acogiendo en su favor más amplias circuns-
tancias atenuantes; y TERCERO: Condena a Pedro Ba-
tista al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo señalado el prevenido 
ningún medio determinado al interponer su recurso de 
casación, procede examinar la sentencia impugnada en to-
do cuanto concierna al interés de dicho recurrente; 

Considerando que la Corte a qua comprobó mediante 
la ponderación de las pruebas sometidas al debate, los si-
guientes hechos: "a) que en fecha veintidós de diciembre 
del año mil novecientos cuarenta y ocho fué celebrado un 
contrato de venta condicional entre la Caribbean Motora 
Co., C. por A., y Pedro Batista, mediante el cual la prime-
ra vendió al segundo un radio marca Stewart-Warnes, mo-
delo 9017-E, Serie 8519-71, de tres bandas con gabinete 
de bakelita; b) que el inculpado Pedro Batista no cumplió 
con las obligaciones contraídas en el plazo convenido; e) 
que en fecha nueve de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y nueve, la Caribbean Motor Co., C. por A., inti-
mó a Pedro Batista a pagarle la suma de setenta pesos oro 
(RD$70.00) que le adeudaba por concepto de la obligación 
contraída en el contrato a que se ha hecho mención ; d) que 
al no obtemperar el inculpado Pedro Batista a la intima-
ción de pago que le fué hecha, el Magistrado Juez de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito de Santo Da 
mingo, en fecha ocho de Febrero del año en curso (1950) 
dieta un auto ordenando la incautación por parte de la 
Caribbean Motors Co., C. por A., del radio individualiza- 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTIC 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 

30 de Octubre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Batista. 

La Suprema Corte de 3 usticia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19, letras a) y e) de la Ley 
No. 1608, del 31 de diciembre de 1947, sobre Ventas Con-
dicionales de muebles; 406 del Código Penal y 1 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue : a) que en fecha veintidos de mayo de mil nove-
cientos cincuenta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así : "FA-
LLA: PRIMERO: que debe pronunciar, como al efecto pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Pedro Batista, de ge-

nerales ignoradas, por no haber comparecido a pesar de 
haber sido legalmente citado; SEGUNDO: que debe decla-

rar, como al efecto declara, al susodicho nombrado Pedro 
Batista, culpable del delito de abuso de confianza en per-
juicio de la Caribbean Motora Co., C. por A., y en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de cuarenticinco días 
de prisión correccional, en la Cárcel Pública de Ciudad 

Trujillo, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes: 
y TERCERO: que debe condenar, y condena, al menc!o-

nado prevenido Pedro Batista, al pago de las costas"; b) 
que contra este fallo interpuso el prevenido recurso de ape-

lación, en tiempo oportuno; 
Considerando que la sentencia ahora impugnada en 

casación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA : PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el  

presente recurso de apelación;— SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto a la pena impuesta la sentencia contra la cual oe 
apela y cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo, dictada en fecha veintinueve (29) de Mayo 
del año en curso (1950) por la Segunda Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo,  y, obrando por propia autoridad, condena al 
nombrado Pedro Batista, de generales expresadas, a sufrir 
la  pena de un mes de prisión correccional, por el delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la Caribbean Motora 
co. C. por A., acogiendo en su favor más amplias circuns-
tancias atenuantes; y TERCERO: Condena a Pedro Ba-
tista al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que no habiendo señalado el prevenido 
ningún medio determinado al interponer su recurso de 
casación, procede examinar la sentencia impugnada en to-
do cuanto concierna al interés de dicho recurrente; 

Considerando que la Corte a qua comprobó mediante 
la ponderación de las pruebas sometidas al debate, los si-
guientes hechos: "a) que en fecha veintidós de diciembre 
del año mil novecientos cuarenta y ocho fué celebrado un 
contrato de venta condicional entre la Caribbean Motora 
Co., C. por A., y Pedro Batista, mediante el cual la prime-
ra vendió al segundo un radio marca Stewart-Warnes, mo-
delo 9017-E, Serie 8519-71, de tres bandas con gabinete 
de bakelita; b) que el inculpado Pedro Batista no cumplió 
con las obligaciones contraídas en el plazo convenido; c) 
que en fecha nueve de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y nueve, la Caribbean Motor Co., C. por A., inti-
mó a Pedro Batista a pagarle la suma de setenta pesos oro 
(RD$70.00) que le adeudaba por concepto de la obligación 
contraída en el contrato a que se ha hecho mención ; d) que 
al no obtemperar el inculpado Pedro Batista a la intima-
ción de pago que le fué hecha, el Magistrado Juez de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito de Santo Do-
mingo, en fecha ocho de Febrero del año en curso (1950) 
dictó un auto ordenando la incautación por parte de la 
Caribbean Motors Co., C. por A., del radio individualiza- 



SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 13 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leopoldo Rincón y Manuel Antonio Sánchez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli - 
\,1 

'k berado, y vistos los artículos 311, primera parte, del Códi- 
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do anteriormente; e) que al notificársele, por acto del mi_ 
nisterial Fermín Suncar hijo, Alguacil Ordinario de l a 

 Suprema Corte de Justicia, el auto dictado por el Magis-
trado Juez de Paz mencionado, y, al requerírsele la entre-
ga del radio en cuestión, el predicho inculpado Batista d e_ 
claró haberlo epipeñado"; 

Considerando que los jueces del fondo estan investidos 
de un poder soberano para apreciar el valor de las pruebas 
regularmente sometidas al debate; que, en el presente ca-
so, la Corte a qua le ha dado a los hechos relatados ante-
riormente su verdadera calificación legal, al declarar que 
ellos constituyen el delito de abuso de confianza previsto 
por el artículo 19, letras a) y e) de la Ley No. 1608, del 
31 de diciembre de 1947 sobre Ventas Condicionales de 
Muebles y le ha impuesto asimismo al prevenido .una pena 
que está dentro de los límites señalados por la ley, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio de forma ni de fon-
do que la haga anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

go penal; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiocho de julio de mil nove-
cientos cincuenta la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice: "FALLA : PRI-
MERO: que debe declarar, como al efecto declara, a los 
nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego José Sánchez 
Martínez, y Leopoldo Rincón, culpables del delito de golpes 
voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Castillo, y 
en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez, de ge-
nerales que constan, a sufrir la pena de quince días de pri-
sión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, de ge-
nerales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos 
oro (RD$5.00), compensable en caso de insolvencia con 
prisión de un día por cada peso dejado de pagar ; y a Leo-
poldo Rincón, de generales que constan, a sufrir la pena 
de quince días de prisión correccional, y al pago de una 
multa de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso 
de insolvencia, con prisión de un día por cada peso dejado 
de pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sanchez, Diego 
José Sanchez' Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso 
de apelación los prevenidos Manuel Antonio Sánchez y Leo-
poldo Rincón, y de este recurso conoció la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo por la sentencia ahora impugnada, 
en fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta, 
de la cual es el siguiente dispositivo : "FALLA : PRIMERO: 
declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, los pre-
sentes recurso de apelación; SEGUNDO: confirma la sen-
tencia contra la cual se apela, dictada en fecha veintiocho-
(28) de Julio del año en curso, (1950) por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo dice así 
"PALLA : PRIMERO: que debe declarar, como al efecto de- 



1506 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 
	

1507 

do anteriormente; e) que al notificársele, por acto del mi-
nisterial Fermín Suncar hijo, Alguacil Ordinario de la 
Suprema Corte de Justicia, el auto dictado por el Magis. 
trado Juez de Paz mencionado, y, al requerírsele la entre-
ga del radio en cuestión, el predicho inculpado Batista de-
claró haberlo epipeñado"; 

Considerando que los jueces del fondo estan investido s 
 de un poder soberano para apreciar el valor de las pruebas 

regularmente sometidas al debate; que, en el presente ca-
so, la Corte a qua le ha dado a los hechos relatados ante-
riormente su verdadera calificación legal, al declarar que 
ellos constituyen el delito de abuso de confianza previsto 
por el artículo 19, letras a) y e) de la Ley No. 1608, del 
31 de diciembre de 1947 sobre Ventas Condicionales de 
Muebles y le ha impuesto asimismo al prevenido una pena 
que está dentro de los límites señalados por la ley, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio de forma ni de fon-
do que la haga anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 13 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leopoldo Rincón y Manuel Antonio Sánchez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, primera parte, del Cal- 

g0 penal ; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiocho de julio de mil nove-
cientos cincuenta la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice: "FALLA : PRI-
MERO: que debe declarar, como al efecto declara, a los 
nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego José Sánchez 
Martínez, y Leopoldo Rincón, culpables del delito de golpes 
voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Castillo, y 
en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez, de ge-
nerales que constan, a sufrir la pena de quince días de pri-
sión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, de ge-
nerales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos 
oro (RD$5.00), compensable en caso de insolvencia con 
prisión de un día por cada peso dejado de pagar; y a Leo-
poldo Rincón, de generales que constan, a sufrir la pena 
de quince días de prisión correccional, y al pago de una 
multa de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso 
de insolvencia, con prisión de un día por cada peso dejado 
de pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sanchez, Diego 
José Sanchez .  Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso 
de apelación los prevenidos Manuel Antonio Sánchez y Leo-
poldo Rincón, y de este recurso conoció la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo por la sentencia ahora impugnada, 
en fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta, 
de la cual es el siguiente dispositivo : "FALLA : PRIMERO : 
declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, los pre-
sentes recurso de apelación; SEGUNDO: confirma la sen-
tencia contra la cual se apela, dictada en fecha veintiocho 
( 28 ) de Julio del año en curso, (1950) por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo dice así : 
"PALLA : PRIMERO: que debe declarar, como al efecto de- 
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do anteriormente; e) que al notificársele, por acto del mi-
nisterial Fermín Suncar hijo, Alguacil Ordinario de l a 

 Suprema Corte de Justicia, el auto dictado por el Magis.. 
trado Juez de Paz mencionado, y, al requerírsele la entre-
ga del radio en cuestión, el predicho inculpado Batista d e_ 
claró haberlo ejnpeñado"; 

Considerando que los jueces del fondo estan investidos 
de un poder soberano para apreciar el valor de las pruebas 
regularmente sometidas al debate; que, en el presente ca-
so, la Corte a qua le ha dado a los hechos relatados ante-
riormente su verdadera calificación legal, al declarar que 
ellos constituyen el delito de abuso de confianza previsto 
por el artículo 19, letras a) y e) de la Ley No. 1608, del 
31 de diciembre de 1947 sobre Ventas Condicionales de 
Muebles y le ha impuesto asimismo al prevenido .una pena 
que está dentro de los límites señalados por la ley, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio de forma ni de fon-
do que la haga anulable; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 13 de noviembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leopoldo Rincón y Manuel Antonio Sánchez. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, primera parte, del Códi -  

go Penal; Y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de ., 
Casacion; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiocho de julio de mil nove-
c ientos cincuenta la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRI-
AIERO: que debe declarar, como al efecto declara, a los nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego José Sánchez 
Martínez, y Leopoldo Rincón, culpables del delito de golpes 
voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Castillo, y 
en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez, de ge-
nerales que constan, a sufrir la pena de quince días de pri-
sión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, de ge-
nerales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos 
oro (RD$5.00), compensable en caso de insolvencia con 
prisión de un día por cada peso dejado de pagar ; y a Leo-
poldo Rincón, de generales que constan, a sufrir la pena 
de quince días de prisión correccional, y al pago de una 
multa de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso 
de insolvencia, con prisión de un día por cada peso dejado 
de pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sanchez, Diego 
José Sanchez' Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso 
de apelación los prevenidos Manuel Antonio Sánchez y Leo-
poldo Rincón, y de este recurso conoció la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo por la sentencia ahora impugnada, 
en fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta, 
de la cual es el siguiente dispositivo : "FALLA : PRIMERO: 
declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, los pre-
sentes recurso de apelación; SEGUNDO: confirma la sen-
tencia contra la cual se apela, dictada en fecha veintiocho 
(28) de Julio del año en curso, (1950) por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo dice así : 
"PALLA : PRIMERO : que debe declarar, como al efecto de- 



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 8 de Diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañia Azucarera Boca Chica, C. por A., Abogados: 
Dr. Luis Peguero Moscoso y Lic. J. R. Cordero Infante. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- y 
rado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 1 y 3 

1508 	 BOLETÍN JUDICIAL 

clara, a los nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego J osé 
Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, culpables del delito de  
golpes voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Casti-
llo, y en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez, 
de generales que constan, a sufrir la pena de quince días 
de prisión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, de 
generales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos  
oro (RD$5.00) compensable en caso de insolvencia con pri-
sión de un día por cada peso dejado de pagar ; y a Leopol-
do Rincón, de generales que constan a sufrir la pena d e  
quince días de prisión correccional, y al pago de una multa 
de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso de in-
solvencia, con prisión de un día por cada peso dejado de 
pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; TERCERO : condena a los prevenidos Leopoldo 
Rincón, y Manuel Antonio Sánchez, al pago de las costas 
de su recurso"; 

Considerando que los recurrentes no han expuestos 
ningún medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, dió por establecidos, 
Por medios de pruebas autorizados por lá ley, los siguientes 
hechos: "a) que la noche del día veinticinco de Julio del 
año en curso (1950), entró en el Bar "Las Flores", el nom- 

brado Manuel Castillo, y, accediendo a la invitación que le 

hiciera un amigo, aceptó tomar unas copas ; b) que Manuel 

Castillo solicitó de Manuel Antonio Sánchez le permitiera 

bailar con su pareja, pero éste contestó a la solicitud de 

Manuel Castillo, propinándole una trompada ; e) que, en 

tal estado las costas, el agraviado Castillo abandonó el lo- 

cal del Bar "Las Flores", situaelo en el kilómetro 9 de la 

carretera Mella, pero, al notar que había dejado olvidados 
su Cédula Personal de Identidad, y su carnet de inscrip - 
ción del Servicio Militar Obligatorio, regresó al menciona- 

do establecimiento en busca de los referidos documentos; 
d) que, al entrar al indicado Bar, fué injustamente agre- 
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nido por los prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, quienes le pro-
pinaron golpes en distintas partes del cuerpo, los cuales, 
según certificación médica que obra en el expediente, se 
describen así : "golpes contusos en distintas partes del cuer-
po, interesándole los siguientes miembros: el omóplato de-
recho, la pierna izquierda y el labio superior, caso que cu-
rará después de los diez días salvo complicación"; 

Considerando que al juzgar la Corte a qua, en presen-
cia de estas comprobaciones, que los prevenidos eran cul-
pables del delito de golpes previsto por el artículo 311, pri-
mera parte, del Código Penal y aplicarle la sanción esta-
blecida por este texto legal, hizo de él una correcta apli-
cación; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto la 
sentencia impugnada no presenta ningún vicio que justifi-
que su casación ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 20 DE YOVIEMBRE DE 1951. 
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clara, a los nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego J osé 
Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, culpables del delito de 
golpes voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Casti-
llo, y en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez' 
de generales que constan, a sufrir la pena de quince días 
de prisión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, d e 

 generales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos 
oro (RD$5.00) compensable en caso de insolvencia con pri-
sión de un cría por cada peso dejado de pagar ; y a Leopol-
do 

 

 Rincón, de generales que constan a sufrir la pena de 
quince días de prisión correccional, y al pago de una multa 
de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso de in-
solvencia, con prisión de un día por cada peso dejado de 
pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; TERCERO: condena a los prevenidos Leopoldo 
Rincón, y Manuel Antonio Sánchez, al pago de las costas 
de su recurso"; 

Considerando que los recurrentes no han expuestos 
ningún medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, dió por establecidos, 
por medios de pruebas autorizados por lá ley, los siguientes 
hechos : "a) que la noche del día veinticinco de Julio del 
año en curso (1950), entró en el Bar "Las Flores", el nom- 
brado Manuel Castillo, y, accediendo a la invitación que le 
hiciera un amigo, aceptó tomar unas copas ; b) que Manuel 
Castillo solicitó de Manuel Antonio Sánchez le permitiera 
bailar con su pareja, pero éste contestó a la solicitud de 
Manuel Castillo, propinándole una trompada; c) que, en 
tal estado las costas, el agraviado Castillo abandonó el lo- 
cal del Bar "Las Flores", situado en el kilómetro 9 de la 
carretera Mella, pero, al notar que había dejado olvidados 
su Cédula Personal de Identidad, y su carnet de inscrip - 
ción del Servicio Militar Obligatorio, regresó al menciona - 
do establecimiento en busca de los referidos documentos; 
d) que, al entrar al indicado Bar, fué injustamente agre - 

elido por los prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, quienes le pro-
pinaron golpes en distintas partes del cuerpo, los cuales, 
según certificación médica que obra en el expediente, se 
describen así : "golpes contusos en distintas partes del cuer-
po, interesándole los siguientes miembros: el omóplato de-
recho, la pierna izquierda y el labio superior, caso que cu-
rará después de los diez días salvo complicación"; 

Considerando que al juzgar la Corte a qua, en presen-
cia de estas comprobaciones, que los prevenidos eran cul-
pables del delito de golpes previsto por el artículo 311, pri-
mera parte, del Código Penal y aplicarle la sanción esta-
blecida por este texto legal, hizo de él una correcta apli-
cación; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto la 
sentencia impugnada no presenta ningún vicio que justifi-
que su casación ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 20 DE OVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 8 de Diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañia Azucarera Boca Chica, C. por A., Abogados: 

Dr. Luis Peguero Moscoso y Lic. J. E.. Cordero Infante. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 1 y 3 
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clara, a los nombrados Manuel Antonio Sánchez, Diego José 
Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, culpables del delito d e 

 golpes voluntarios, cometido en perjuicio de Manuel Casti-
llo, y en consecuencia, condena a Manuel Antonio Sánchez 
de generales que constan, a sufrir la pena de quince día; 
de prisión correccional; a Diego José Sanchez Martínez, de 
generales expresadas, al pago de una multa de cinco pesos  
oro (RD$5.00) compensable en caso de insolvencia con pri-
sión de un cría por cada peso dejado de pagar ; y a Leopol-
do Rincón, de generales que constan a sufrir la pena de 
quince días de prisión correccional, y al pago de una multa 
de cinco pesos oro (RD$5.00), compensable en caso de in-
solvencia, con prisión de un día por cada peso dejado de 
pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: que debe condenar, y al efecto condena, a los 
mencionados prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, al pago de las 
costas"; TERCERO: condena a los prevenidos Leopoldo 
Rincón, y Manuel Antonio Sánchez, al pago de las costas 
de su recurso"; 

Considerando que los recurrentes no han expuestos 
ningún medio determinado como fundamento de su recurso; 

Considerando que la Corte a qua, dió por establecidos, 
por medios de pruebas autorizados por lá ley, los siguientes 
hechos: "a) que la noche del día veinticinco de Julio del 
año en curso (1950), entró en el Bar "Las Flores", el nom- 
brado Manuel Castillo, y, accediendo a la invitación que le 
hiciera un amigo, aceptó tomar unas copas ; b) que Manuel 
Castillo solicitó de Manuel Antonio Sánchez le permitiera 
bailar con su pareja, pero éste contestó a la solicitud de 
Manuel Castillo, propinándole una trompada; c) que, en 
tal estado las costas, el agraviado Castillo abandonó el lo- 

cal del Bar "Las Flores", situado en el kilómetro 9 de la 
carretera Mella, pero, al notar que había dejado olvidados 
su Cédula Personal de Identidad, y su carnet de inscrip- 
ción del Servicio Militar Obligatorio, regresó al menciona - 
do establecimiento en busca de los referidos documentos; 
d) que, al entrar al indicado Bar, fué injustamente agre - 
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elido por los prevenidos Manuel Antonio Sánchez, Diego 
José Sanchez Martínez y Leopoldo Rincón, quienes le pro-
pinaron golpes en distintas partes del cuerpo, los cuales, 
según certificación médica que obra en el expediente, se 
describen así : "golpes contusos en distintas partes del cuer-
po, interesándole los siguientes miembros: el omóplato de-
recho, la pierna izquierda y el labio superior, caso que cu-
rará después de los diez días salvo complicación"; 

Considerando que al juzgar la Corte a qua, en presen-
cia de estas comprobaciones, que los prevenidos eran cul-
pables del delito de golpes previsto por el artículo 311, pri-
mera parte, del Código Penal y aplicarle la sanción esta-
blecida por este texto legal, hizo de él una correcta apli-
cación; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto la 
sentencia impugnada no presenta ningún vicio que justifi-
que su casación ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 8 de Diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañia Azucarera Boca Chica, C. por A., Abogados: 

Dr. Luis Peguero Moscoso y Lic. J. E.. Cordero Infante. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 1 y 3 
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1 

del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 71 de la Ley ey 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) "que el día dos de junio del cursante añ o 

 mil novecientos cincuenta, se produjo, en el cruce de An-
drés, Boca Chica, una colisión entre la locomotora No. 9 
propiedad de la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., 
conducida por el maquinista Manuel Tejeda, y el camió n 

 Ford, placa No. 8092, propiedad del señor Virgilio B. Cor-
so G., manejado por el chofer Luis Leyba"; 2) "que en el 
camión iban, como peones, Guillermo Araujo y Luis Mar-
tínez, y en la locomotora como chuchero Benjamín Llube-
res y como fogonero Lirio Flores" ; 3) "que en dicha coli-
sión perdieron la vida el peón Guillermo Araujo y el chu-
chero Benjamín Lluberes, y resultó con lesiones graves Luis 
Martinez, y con lesiones de carácter leve Lirio Flores"; 
4) que apoderada del hecho la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, dictó en fecha siete de agosto de mil novecien-
tos cincuenta, una sentencia cuyo dispositivo se copia in 
extenso en el del fallo impugnado, que dice así : "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presentes recursos de apelación:— SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra Virgilio B. Corso G., por no 
haber comparecído ;— TERCERO: Confirma, en el aspecto 
apelado, la sentencia recurrida, dictada en fecha siete (7) 
de agosto del año en curso (1950) por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA 
PRIMERO: Que debe declarar, y al efecto declara, que el 
prevenido Manuel Tejeda, de generales expresadas, es au-
tor del delito de homicidio involuntario, en la persona de 
Benjamín Llubedes y Guillermo Araujo, hecho ocurrido el 
el día dos del mes de junio del año mil novecientos cincuen -

ta, en el cruce de Andrés, Boca Chica, y como tal lo con-
dena a sufrir la pena de un año de prisión correcciona l, 

 en la Cárcel Pública de Ciudad Trujillo y al pago de una 
malta de veinticinco pesos oro (RD$25.00) compensable en  

coso de insolvencia con un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar; SEGUNDO: Que debe declarar, y decla-
ra , que el prevenido Luis Leyba, de genrales anotadas, tam-
bién es autor del delito de homicidio involuntario, en las 
personas de Benjamín Lluberes y Guillermo Araujo, hecho 
ocurrido el día dos de junio del año mil novecientos cin-

. cuenta, en el cruce de Andrés, Boca Chica, y en consecuen-
cia lo condena a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de doscientos cincuenta pe-
sos oro (RD$250.00) compensable, en caso de insolvencia, 
a razón de un día de prisión por cada peso dejado de pagar; 
TERCERO: Que debe ordenar y ordena, la cancelación de 
la licencia del prenombrado Luis Leyba, por un período de 
dieciocho meses, a partir de la extinción de la condena im-
puesta; CUARTO: Que debe condenar y condena a los pre-
venidos Manuel Tejeda y Luis Leyba al pago solidario de 
las costas; QUINTO: Que debe condenar, y al efecto con-
dena, a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido Manuel Tejeda, a pagar la 
suma de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en favor 
del señor Basilio Araujo, como justa indemnización, por 
los daños materiales y morales sufridos por él con motivo 
de la muerte de su mencionado hijo, SEXTO: Que debe 
pronuapiar como pronuncia, el defecto contra el señor Vir-
gilio B. Corso G., por no haber comparecido a la audiencia 
para la cual fué legalmente citado; SEPTIMO: que debe 
Condenar y condena al predicho Virgilio B. Corso G., per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido Luis Leyba, a pagar la su-
ma de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en fa-
vor del señor Basilio Araujo, padre del finado Guillermo 
Araujo, como justa indemnización, por los daños materia-
les y  morales sufridos por él con motivo de la muerte de 
su referido hijo; OCTAVO: Que debe condenar, y al efec-
to condena, a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., 
Y al señor Virgilio B. Corso G., al pago de las costas civi-
les, en la proporción de un cincuenta por ciento para cada 
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del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 71 de la Ley  
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada con sta 
 lo siguiente: 1) "que el día dos de junio del cursante año 

mil novecientos cincuenta, se produjo, en el cruce de An-
drés, Boca Chica, una colisión entre la locomotora No. 9 
propiedad de la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., 
conducida por el maquinista Manuel Tejeda, y el camión 
Ford, placa No. 8092, propiedad del señor Virgilio B. Co r

-so G., manejado por el chofer Luis Leyba"; 2) "que en el 
camión iban, como peones, Guillermo Araujo y Luis Mar-
tínez, y en la locomotora como chuchero Benjamín Llube-
res y como fogonero Lirio Flores" ; 3) "que en dicha coli-
sión perdieron la vida el peón Guillermo Araujo y el chu-
chero Benjamín Lluberes, y resultó con lesiones graves Luis 
Martinez, y con lesiones de carácter leve Lirio Flores"; 
4) que apoderada del hecho la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, dictó en fecha siete de agosto de mil novecien-
tos cincuenta, una sentencia cuyo dispositivo se copia in 
extenso en el del fallo impugnado, que dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presentes recursos de apelación:— SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra Virgilio B. Corso G., por no 
haber comparecido ;— TERCERO: Confirma, en el aspecto 
apelado, la sentencia recurrida, dictada en fecha siete (7) 
de agosto del año en curso (1950) por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, cuyo dispositivo dice así : "FALLA 
PRIMERO: Que debe declarar, y al efecto declara, que el 
prevenido Manuel Tejeda, de generales expresadas, es au-
tor del delito de homicidio involuntario, en la persona de 
Benjamín Llubedes y Guillermo Araujo, hecho ocurrido el 
el día dos del mes de junio del año mil novecientos cincuen -

ta, en el cruce de Andrés, Boca Chica, y como tal lo con-
dena a sufrir la pena de un año de prisión correcciona l, 

 en la Cárcel Pública de Ciudad Trujillo y al pago de una 
malta de veinticinco pesos oro (RD$25.00) compensable en 
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o de insolvencia con un día de prisión por cada peso 
dejado  de pagar; SEGUNDO: Que debe declarar, y decla-
ra,  que el prevenido Luis Leyba, de genrales anotadas, tam-
bién es autor del delito de homicidio involuntario, en las 
personas de Benjamín Lluberes y Guillermo Araujo, hecho 
ocurrido el día dos de junio del año mil novecientos cin-

' cuenta, en el cruce de Andrés, Boca Chica, y en consecuen-
cia lo condena a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de doscientos cincuenta pe-
sos oro (RD$250.00) compensable, en caso de insolvencia, 
a razón de un día de prisión por cada peso dejado de pagar; 
TERCERO: Que debe ordenar y ordena, la cancelación de 
la licencia del prenombrado Luis Leyba, por un período de 
dieciocho meses, a partir de la extinción de la condena im-
puesta; CUARTO: Que debe condenar y condena a los pre-
venidos Manuel Tejeda y Luis Leyba al pago solidario de 
las costas; QUINTO: Que debe condenar, y al efecto con-
dena, a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido Manuel Tejeda, a pagar la 
suma de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en favor 
del señor Basilio Araujo, como justa indemnización, por 
los daños materiales y morales sufridos por él con motivo 
de la muerte de su mencionado hijo, SEXTO: Que debe 
pronunciar como pronuncia, el defecto contra el señor Vir-
gilio B. Corso G., por no haber comparecido a la audiencia 
para la cual fué legalmente citado ; SEPTIMO: que debe 
Condenar y condena al predicho Virgilio B. Corso G., per-
sona civilmente responsable del hecho delictuoso cometido 
por su empleado, el prevenido Luis Leyba, a pagar la su-
ma de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en fa-
vor del señor Basilio Araujo, padre del finado Guillermo 
Araujo, como justa indemnización, por los daños materia-
les y  morales sufridos por él con motivo de la muerte de 
su referido hijo ; OCTAVO: Que debe condenar, y al efec-
to condena, a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A., 
Y al señor Virgilio B. Corso G., al pago de las costas civi-
les, en la proporción de un cincuenta por ciento para cada 
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una de las partes, con distracción en provecho del Lie en  
- ciado Rafael Ginebra Hernández y Doctor José Amad eo 

 Rodríguez, abogados de la parte civil constituida, quienes 
 afirman haberlas 'avanzado en su totalidad" ;— CUARTO. 

Condena al prevenido Luis Leyba, al pago de las costa; 
penales de su recurso ; y QUINTO: Condena a Virgilio 
Corso G., y a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A 
personas civilmente responsables, al pago de las costas A. 
viles de la presente instancia, distrayéndolas en provecho 
del Licenciado Rafael Ginebra Hernández y Dr. José Ama. 
deo Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en el acta de 
casación que "la sentencia recurrida por esta acta no ha 
fallado en su dispositivo, el pedimento que la recurrente 
formuló por ante esta Corte, relativo a la incompetencia 
del Tribunal represivo para conocer de las acciones en da-
ños y perjuicos por los daños producidos por la cosa ina-
nimada", y en su escrito de casación presentado el quince 
de octubre del corriente año, pretende que "la Corte a qua, 
no podía, por aplicación de los principios precedentemente 
señalados, apoderarse, como tribunal represivo, de la de-
manda de la parte civil señor Basilio Araujo, contra la Com-
pañía Azucarera Boca Chica, C. por A., con -lo g.u:-Irdián de 
la cosa inanimada, para pagarle daños y perjuicios por la 
muerte de su hijo ; y si la Corte a qua, no podía hacerlo 
dentro de esta modalidad del párrafo primero del artículo 
1384, con mayor razón no podía hacerlo tomando "como 
fundamento, no el hecho de la cosa inanimada, sino la fal-
ta cometida por sus empleados"; para concluir afirmando 
que la Corte a qua no podía fallar, como lo hizo, conside -

rando responsable, civilmente, a la compañía recurrente , 

 "del hecho cometido por su empleado Manuel Tejeda... • "; 
pero 

Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo ha dado por establecido que "la demanda en recla-
mación de daños y perjuicios intentada por Basilio ArauJo 
contra la Compañía Azucarera Bocha Chica, C. por A. tu- 
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vo como fundamento, no el hecho de la cosa inanimada, si-
no  la  falta cometida por su empleal:a", afirmando que 
"no se encuentra frente a lo que establece la primera par-
te  del artículo 1384 del Código Civil, sino frente a lo que 
caspone la tercera parte de dicho artículo"; que, en efec-
to,  según consta en los autos de la sentencia impugnada, 
en fecha diecinueve de julio de mil novecientos cincuenta, 
según acto instrumentado por el ministerial Prebisterio 
de la Rosa Padilla, la Compañía Azucarera Boca Chica, 
C. por A., fue citada por Basilio Araujo, parte civil cons-
tituida, a fin de que se oyera condenar al pago de una in-
demnización de $5000.00 en su favor, por la muerte de su 
hijo Guillermo Araujo, alegando "que la indemnización 
se pretende de la referida Compañía como persona civil-
mente responsable del hecho cometido por el maquinista 
Manuel Tejeda, mientras conducía la locomotora No. 9, 
propidad de la citada compañía"; 

Considerando que, además, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, ha comprobado en hecho: 1) que la loco-
motora No. 9 es propiedad de la Compañía Azucarera Bo-
ca Chica, C. por A.; 2) que su maquinista, el prevenido 
Manuel Tejeda, la conducía como empleado de dicha com-
pañía; 3) que en el momento del accidente él se encontraba 
en el ejercicio de las funciones en qué estaba empleado; 
y 4) que concurrió, con su falta, a la realización del acci-
dente en que perdieron la vida Benjamín Lluberes y Gui-
llermo Araujo, este último hijo natural reconocido de Ba-
silio Araujo, parte civil constituida, para concluir en el 
sentido de que la compañía demandada "es responsable, 
civilmente, del hecho delictuoso cometido por su empleado 
Manuel Tejeda, y está obligada, por consiguiente, a repa-
rar los daños y perjuicios que se hecho ha causado, en vir-
tud de lo que dispone el artículo 1384, tercera parte, del 
Código Civil"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 
que la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A. fue 
Puesta en causa y condena en su calidad exclusiva de per-
sona civilmente responsable de las consecuencias perjudi- 
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una de las partes, con distracción en provecho del Lice n,, 
ciado Rafael Ginebra Hernández y Doctor José Amad eo 

 Rodríguez, abogados de la parte civil constituida, quienes 
afirman haberlas -avanzado en su totalidad" ;— CUARTO : 

 Condena al prevenido Luis Leyba, al pago de las costas 
 penales de su recurso; y QUINTO: Condena a Virgilio B. 

Corso G., y a la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A. 
personas civilmente responsables, al pago de las costas ei„ 
viles de la presente instancia, distrayéndolas en provecho 
del Licenciado Rafael Ginebra Hernández y Dr. José Ama. 
deo Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en el acta de 
casación que "la sentencia recurrida por esta acta no ha 
fallado en su dispositivo, el pedimento que la recurrente 
formuló por ante esta Corte, relativo a la incompetencia 
del Tribunal represivo para conocer de las acciones en da-
ños y perjuicos por los daños producidos por la cosa ina-
nimada", y en su escrito de casación presentado el quince 
de octubre del corriente año, pretende que "la Corte a qua, 
no podía, por aplicación de los principios precedentemente 
señalados, apoderarse, como tribunal represivo, de la de-
manda de la parte civil señor Basilio Araujo, contra la Com-
pañía Azucarera Boca Chica, C. por A., como gurirdián de 
la cosa inanimada, para pagarle daños y perjuicios por la 
muerte de su hijo; y si la Corte a qua, no podía hacerlo 
dentro de esta modalidad del párrafo primero del artículo 
1384, con mayor razón no podía hacerlo tomando "como 
fundamento, no el hecho de la cosa inanimada, sino la fal-
ta cometida por sus empleados"; para concluir afirmando 
que la Corte a qua no podía fallar, como lo hizo, conside -

rando responsable, civilmente, a la compañía recurrente ,  

"del hecho cometido por su empleado Manuel Tejeda....4, 
pero 

Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo ha dado por establecido que "la demanda en recla-

mación de daños y perjuicios intentada por Basilio Araujo 
contra la Compañía Azucarera Bocha Chica, C. por A. tu- 

vo como  fundamento, no el hecho de la cosa inanimada, si-
no  la  falta cometida por su emplearlo", afirmando que 
"so  se encuentra frente a lo que establece la primera par-
te  del artículo 1384 del Código Civil, sino frente a lo que 
dispone la tercera parte de dicho artículo"; que, en efec-
to, según consta en los autos de la sentencia impugnada, 
en fecha diecinueve de julio de mil novecientos cincuenta, 
según acto instrumentado por el ministerial Prebisterio 
de  la Rosa Padilla, la Compañía Azucarera Boca Chica, 

C, por A., fue citada por Basilio Araujo, parte civil cons-
tituida, a fin de que se oyera condenar al pago de una in-
demnización de $5000.00 en su favor, por la muerte de su 
hijo Guillermo Araujo, alegando "que la indemnización 
se pretende de la referida Compañía como persona civil-
mente responsable del hecho cometido por el maquinista 
Manuel Tejeda, mientras conducía la locomotora No. 9, 
propidad de la citada compañía"; 

Considerando que, además, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, ha comprobado en hecho: 1) que la loco-
motora No. 9 es propiedad de la Compañía Azucarera Bo-
ca Chica, C. por A.; 2) que su maquinista, el prevenido 
Manuel Tejeda, la conducía como empleado de dicha com-
pañía; 3) que en el momento del accidente él se encontraba 
en el ejercicio de las funciones en qué estaba empleado ; 
y 4) que concurrió, con su falta, a la realización del acci-
dente en que perdieron la vida Benjamín Lluberes y Gui-
llermo Araujo, este último hijo natural reconocido de Ba-
silio Araujo, parte civil constituida, para concluir en el 
sentido de que la compañía demandada "es responsable, 
civilmente, del hecho delictuoso cometido por su empleado 
Manuel Tejeda, y está obligada, por consiguiente, a repa-
rar los daños y perjuicios que se hecho ha causado, en vir-
tud de lo que dispone el artículo 1384, tercera parte, del 
Código Civil"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 
que la Compañía Azucarera Boca Chica, C. por A. fue 
Puesta en causa y condena en su calidad exclusiva de per-
sona civilmente responsable de las consecuencias perjudi- 
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ciales del hecho imputado a su empleado Manuel Tejeda,  
y nó en su condición de guardiana de la cosa inanimada  
que causó el pretendido daño; que, por consiguiente, la 
demanda en daños y perjuicios intentada por Basilio Arau. 
jo, parte civil constituida, contra la recurrente, fundada 
en el párrafo tercero del artículo 1384 del Código Civil, 
que se refiere a la responsabilidad del comitente por el he-
cho de sus empleados, ha podido intentarse accesoriament e  
a la acción pública ; y que, al estatuir sobre dicha demanda, 
y condenar a la recurrente a pagarle a la parte civil cons-
tituida una indemnización, fijada soberanamente en la can-
tidad de $1500.00, como reparación de los daños y perjui-
cios sufridos con motivo de la muerte de su hijo, la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo lo que ha hecho es apli-
car correctamente los artículos 3o., párrafo 1, lo., párrafo 
2, del Código de Procedimiento Criminal, y 384, párrafo 3, 
del Código Civil; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.- - 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Gr-

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 5 de diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Abreu Castillo. Abogado: Dr. FLipólitc> Peguero 

Aseado. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 24 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
II) "que en fecha veintidos (22) de junio del año mil nove-
cientos cuarenta y nueve (1949), la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia mediante la cual pronunció el defecto 
contra el nombrado Francisco Abreu Castillo, por no ha-
ber comparecido a la audiencia para la cual había sido le-
galmente citado; declaró a dicho Francisco Abreu Castillo, 
culpable del delito de abuso de confianza (violación a la 
Ley No. 1608, sobre Ventas Condicionales) en perjuicio 
de la González de Orense & Cia., C. por A., y, en conse-
cuencia, lo condenó, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal, y al pago de las costas"; b) que contra este fallo in-
terpuso el prevenido recurso de oposición y la misma Cá-
mara Penal, por su sentencia de fecha dos de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y nueve dispuso lo siguiente: 
declaró la nulidad del recurso de oposición y ordenó la 
ejecución pura y simple de la sentencia objeto de dicho re-
curso; c) que contra esta última sentencia interpuso el 
prevenido recurso de apelación y la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, por su sentencia en defecto de fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cincuenta dispuso 
lo siguiente: "a) declaró regular en cuanto a la forma el 
recurso de apelación; b) pronunció el defecto contra Fran-
cisco Abreu Castillo, por no haber comparecido a la au-
diencia a pesar de haber sido legalmente citado; e) confir-
mó la sentencia apelada, de fecha dos de diciembre del año 
mil novecientos cuarenta y nueve, dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, y d) condenó a Francis-
co Abreu Castillo al pago de las costas"; habiendo el pre-
venido interpuesto recurso de oposición, el cual fué deci-
dido por sentencia del cinco de diciembre de mil novecien-
t'OS cincuenta; 

Considerando que la sentencia antes mencionada, aho-
impugnada en casación, contiene el dispositivo siguiente: 
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ciales del hecho imputado a su empleado Manuel Tejeda 
y nó en su condición de guardiana de la cosa inanimada' 
que causó el pretendido daño; que, por consiguiente, la 
demanda en daños y perjuicios intentada por Basilio Arau-
jo, parte civil constituida, contra la recurrente, fundada 
en el párrafo tercero del artículo 1384 del Código Civil 
que se refiere a la responsabilidad del comitente por el he-
cho de sus empleados, ha podido intentarse accesoriament e 

 a la acción pública; y que, al estatuir sobre dicha demanda, 
y condenar a la recurrente a pagarle a la parte civil cons-
tituída una indemnización, fijada soberanamente en la can-
tidad de $1500.00, como reparación de los daños y perjui-
cios sufridos con motivo de la muerte de su hijo, la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo lo que ha hecho es apli-
car correctamente los artículos 3o., párrafo 1, lo., párrafo 
2, del Código de Procedimiento Criminal, y 384, párrafo 3, 
del Código Civil; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-

cha 5 de diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Abreu Castillo. Abogado: Dr. Hipólito Peguero 

Asencio. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 24 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
lo "que en fecha veintidos (22) de junio del año mil nove-
cientos cuarenta y nueve (1949), la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia mediante la cual pronunció el defecto 
contra el nombrado Francisco Abreu Castillo, por no ha-
ber comparecido a la audiencia para la cual había sido le-
galmente citado; declaró a dicho Francisco Abreu Castillo, 
culpable del delito de abuso de confianza (violación a la 
Lev No. 1608, sobre Ventas Condicionales) en perjuicio 
de la González de Orense & Cia., C. por A., y, en conse-
cuencia, lo condenó, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal, y al pago de las costas"; b) que contra este fallo in-
terpuso el prevenido recurso de oposición y la misma Cá-
mara Penal, por su sentencia de fecha dos de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y nueve dispuso lo siguiente: 
declaró la nulidad del recurso de oposición y ordenó la 
ejecución pura y simple de la sentencia objeto de dicho re-
curso; c) que contra esta última sentencia interpuso el 
prevenido recurso de apelación y la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, por su sentencia en defecto de fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cincuenta dispuso 
lo siguiente: "a) declaró regular en cuanto a la forma el 
recurso de apelación; b) pronunció el defecto contra Fran-
cisco Abreu Castillo, por no haber comparecido a la au-
diencia a pesar de haber sido legalmente citado; c) confir-
mó la sentencia apelada, de fecha dos de diciembre del año 
mil novecientos cuarenta y nueve, dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, y d) condenó a Francis-
co Abreu Castillo al pago de las costas"; habiendo el pre-
venido interpuesto recurso de oposición, el cual fué deci-
clidocipnocruesnetantencia del cinco de diciembre de mil novecien- 

tos Considerando que la sentencia antes mencionada, aho-
impugnada en casación, contiene el dispositivo siguiente: 
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viales del hecho imputado a su empleado Manuel Tejeda, 
y nó en su condición de guardiana de la cosa inanimad a 

 que causó el pretendido daño; que, por consiguiente, la 
 demanda en daños y perjuicios intentada por Basilio Arau. 

jo, parte civil constituida, contra la recurrente, fundada 
en el párrafo tercero del artículo 1384 del Código Ci vil 
que se refiere a la responsabilidad del comitente por el he-
cho de sus empleados, ha podido intentarse accesoriament e 

 a la acción pública; y que, al estatuir sobre dicha demanda, 
y condenar a la recurrente a pagarle a la parte civil cons-
tituida una indemnización, fijada soberanamente en la can-
tidad de $1500.00, como reparación de los daños y perjui-
cios sufridos con motivo de la muerte de su hijo, la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo lo que ha hecho es apli-
car correctamente los artículos 3o., párrafo 1, lo., párrafo 
2, del Código de Procedimiento Criminal, y 384, párrafo 3, 
del Código Civil; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

cha 5 de diciembre de 1950. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Abreu Castillo. Abogado: Dr. Flipólito Peguero 

Asencio. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 24 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
«que en fecha veintidos (22) de junio del año mil nove-

cientos cuarenta y nueve (1949), la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia mediante la cual pronunció el defecto 
contra el nombrado Francisco Abreu Castillo, por no ha-
ber comparecido a la audiencia para la cual había sido le-
galmente citado; declaró a dicho Francisco Abreu Castillo, 
culpable del delito de abuso de confianza (violación a la 
Ley No. 1608, sobre Ventas Condicionales) en perjuicio 
de la González de Orense & Cia., C. por A., y, en conse-
cuencia, lo condenó, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal, y al pago de las costas"; b) que contra este fallo in-
terpuso el prevenido recurso de oposición y la misma Cá-
mara Penal, por su sentencia de fecha dos de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y nueve dispuso lo siguiente: 
declaró la nulidad del recurso de oposición y ordenó la 
ejecución pura y simple de la sentencia objeto de dicho re-
curso; c) que contra esta última sentencia interpuso el 
prevenido recurso de apelación y la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, por su sentencia en defecto de fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cincuenta dispuso 
lo siguiente: "a) declaró regular en cuanto a la forma el 
recurso de apelación ; b) pronunció el defecto contra Fran-
cisco Abreu Castillo, por no haber comparecido a la au-
diencia a pesar de haber sido legalmente citado; c) confir-
mó la sentencia apelada, de fecha dos de diciembre del año 
mil novecientos cuarenta y nueve, dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, y d) condenó a Francis-
co Abreu Castillo al pago de las costas"; habiendo el pre-
venido interpuesto recurso de oposición, el cual fué deci-
didocipnocruesnetnatencia del cinco de diciembre de mil novecien- 

tos Considerando que la sentencia antes mencionada, aho-
impugnada en casación, contiene el dispositivo siguiente: 
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"FALLA ; PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto, 
a la forma, el presente recurso de oposición,;— SEGUNDO. 
Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pediment o 

 principal formulado por el prevenido Francisco Abrep cas., 
tillo, por mediación de su abogado, Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martinez, tendente a que se reenvíe el conocimient o 

 de la presente causa para aportar la prueba de inocencia 
de dicho prevenido:— TERCERO: Rechaza, igualmente, 
por los mismos motivos, el pedimento subsidiario formu-
lado, también, por Francisco Abreu Castillo;— CUARTO-
Confirma, en consecuencia, la sentencia en defecto de esta-
Corte, dictada en fecha treinta (30) de octubre del año 
en curso (1950), cuyo dispositivo es el siguiente:— "FA-
LLA : PRIMERO : Declara regular en cuanto a la forma, 
el presente recurso de apelación:— SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra el nombrado Francisco Abreu Castillo, 
por no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber 
sido legalmente citado;— TERCERO: Confirma la senten-
cia contra la cual se apela, dictada en fecha dos (2) de di-
ciembre del año mil novecientos cuarenta y nueve (1949) 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, 
como al efecto declara, la nulidad del recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado Francisco Abreu Castillo, de 
generales ignoradas, en fecha vetintinueve de junio de 1949, 
contra sentencia en defecto dictada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha 22 de junio de 1949, 
que lo condenó a sufrir la pena de un año de prisión co-
rreccional y al pago de las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de la González de Orense & Co•, 
C. por A.; SEGUNDO: que debe ordenar, como al efecto 
ordena, la ejecución pura y simple de la sentencia; TER-
CERO: que debe condenar, como al efecto condena, al men-
cionado prevenido al pago de las costas"; CUARTO: Con-
dena a Francisco Abreu Castillo al pago de las costas d 
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: ente recurso"; y QUINTO: Condena a Francisco Abreu 
illo, al pago de las costas del presente recurso"; 
Considerando que el recurrente no expuso ningún me-

dio determinado al interponer su recurso de casación, y lue-
go'  en fecha trece de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ano, presentó un memorial a la Suprema Corte de Justi-
c ia , suscrito por su abogado constituído, Dr. Hipólito Pe-
guero Asencio, en el cual se invoca específicamente que el 
fallo impugnado ha violado el artículo 406 del Código Penal 
y el derecho de defensa del prevenido; 

Considerando que ante la Corte a qua el prevenido 
concluyó pidiendo de una manera principal, según lo con-
signa el mismo fallo intervenido, lo siguiente ; "PRIME-
RO: PRINCIPALMENTE : que ordeneis el reenvío de la 
causa seguida a Francisco Abreu Castillo de conformidad 
con el artículo 4 de la Ley No. 1014, por no estar bien 
sustanciada ésta, a fin de que sean presentadas las pruebas 
que puedan establecer la culpabilidad o inocencia del acu-
sado ya que en razón de la forma en que él se presentó , 

 en esta audiencia (inesperada) este no tuvo tiempo de re-
cabar esas pruebas, y que se presenten con ellas los libros 
de comercio indicados por el acusado y los contratos de 
venta condicional que aún no constan en el expediente"; 

Considerando que la Corte a qua ha rechazado el pe-
dimento formulado por el prevenido en sus conclusiones. 
principales sobre el fundamento de que la causa estaba bien 
sustanciada y de que el reenvío de la misma obedecía a una 
serie de maniobras dilatorias; pero, 

Considerando que, en la especie, la causa no ha po-
dido declararse bien sustanciada mientras los jueces del 
fondo no hubieran tenido la oportunidad de ponderar los 
elementos de prueba señalados por el prevenido y que eran 
tendientes a demostrar la no existencia de la infracción 
Puesta a su cargo; que, en tales condiciones, la Corte a qua 
al rechazar dicho pedimento, ha violado el derecho de de-
fensa del prevenido, como lo alega él en su memorial; 

Considerando, por otra parte, que el abogado del re-
ente ha pedido en las conclusiones que la González de 

1516 
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"FALLA : PRIMERO: Declara regular y válido, en cuant a 
 a la forma, el presente recurso de oposición;— SEGUNDO. 

Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedime nto 
 principal formulado por el prevenido Francisco Abreu Cas-

tillo, por mediación de su abogado, Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martinez, tendente a que se reenvíe el conocimient o 

 de la presente causa para aportar la prueba de inocencia 
de dicho prevenido:— TERCERO: Rechaza, igualmente, 
por los mismos motivos, el pedimento subsidiario formu-
lado, también, por Francisco Abreu Castillo;— CUARTO: 
Confirma, en consecuencia, la sentencia en defecto de esta 
Corte, dictada en fecha treinta (30) de octubre del añ o 

 en curso (1950), cuyo dispositivo es el siguiente:— "FA-
LLA : PRIMERO: Declara regular en cuanto a la forma, 
el presente recurso de apelación:— SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra el nombrado Francisco Abreu Castillo, 
por no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber 
sido legalmente citado;— TERCERO: Confirma la senten-
cia contra la cual se apela, dictada en fecha dos (2) de di-
ciembre del año mil novecientos cuarenta y nueve (1949) 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo dice así : "FALLA : PRIMERO : que debe declarar, 
como al efecto declara, la nulidad del recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado Francisco Abreu Castillo, de 
generales ignoradas, en fecha vetintinueve de junio de 1949, 
contra sentencia en defecto dictada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha 22 de junio de 1949, 
que lo condenó a sufrir la pena de un año de prisión co-
rreccional y al pago de las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de la González de Orense & 
C. por A.; SEGUNDO: que debe ordenar, como al efecto 
ordena, la ejecución pura y simple de la sentencia; TER-
CERO: que debe condenar, como al efecto condena, al men -
cionado prevenido al pago de las costas"; CUARTO: Con-
dena a Francisco Abreu Castillo al pago de las costas d 
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sente recurso"; y QUINTO : Condena a Francisco Abreu 
tal pago de las costas del presente recurso"; 
Considerando 

 
nsiderando que el recurrente no expuso ningún me-

dio rminado al interponer su recurso de casación, y lue-
go, en fecha trece de octubre de mil novecientos cincuenta 
y uno, presentó un memorial a la Suprema Corte de Justi-
c ia, suscrito por su abogado constituido, Dr. Hipólito Pe-
guero Asencio, en el cual se invoca específicamente que el 
fallo impugnado ha violado el artículo 406 del Código Penal 
y el derecho de defensa del prevenido; 

Considerando que ante la Corte a qua el prevenido 
concluyó pidiendo de una manera principal, según lo con-
signa el mismo fallo intervenido, lo siguiente: "PRIME-
RO: PRINCIPALMENTE : que ordeneis el reenvío de la 
causa seguida a Francisco Abreu Castillo de conformidad 
con el artículo 4 de la Ley No. 1014, por no estar bien 
sustanciada ésta, a fin de que sean presentadas las pruebas 
que puedan establecer la culpabilidad o inocencia del acu-
sado ya que en razón de la forma en que él se presentó , 

 en esta audiencia (inesperada) este no tuvo tiempo de re 
cabar esas pruebas, y que se presenten con ellas los libros 
de comercio indicados por el acusado y los contratos de 
venta condicional que aún no constan en el expediente"; 

Considerando que la Corte a qua ha rechazado el pe-. 
dimento formulado por el prevenido en sus conclusiones , 

 principales sobre el fundamento de que la causa estaba bien 
sustanciada y de que el reenvío de la misma obedecía a una 
serie de maniobras dilatorias; pero, 

Considerando que, en la especie, la causa no ha po-
dido declararse bien sustanciada mientras los jueces del 
fondo no hubieran tenido la oportunidad de ponderar los 
elementos de prueba señalados por el prevenido y que eran 
tendientes a 'demostrar la no existencia de la infracción 
Puesta a su cargo; que, en tales condiciones, la Corte a qua 
al rechazar dicho pedimento, ha violado el derecho de de-
fensa del prevenido, como lo alega él en su memorial; 

Considerando, por otra parte, que el abogado del re-
ente ha pedido en las conclusiones que la González de 
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Orense & Co., C. por A., sea condenada al pago de las cos. 
tas, con distracción a su favor ; que, a este respecto, es i n., 
cuestionable que, habiendo actuado dicha compañía en el 
curso del proceso no como parte civil, sino como querellan_ 

1 te, en un hecho calificado abuso de confianza, a los térmi-
nos de la Ley No. 1608, sobre Ventas Condicionales de 

1  Muebles, la condenación en costas no procede en el pr e_ \ 
' sente caso, toda vez que en materia correccional el quere-

llante que no ha sido parte civil en el proceso no puede ser 
condenado al pago de las costas; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía_ 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Cw-
neral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día quince del mes de noviembre del mil novecientos 
cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de la 
Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en Cámara 
de Consejo, la siguiente sentencia: 

Sobre el pedimento de caducidad formulado por el Dr. 
Secundino Ramírez Pérez, portador de la cédula personal 
de identidad número 539, serie 18, quien actúa en nombre 
y representación del Dr. Francisco Teodosio Cuello Lopez; 

Vista la comunicación de fecha dos de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, suscrita por el Dr. Secun: 
(lino Ramírez Pérez, la cual copiada textualmente dice ast: 
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51  ,BarahOrla, R. D.— 2 de Noviembre de 1951.— Sefior 1Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General de la Suprema Corte 
de  Justicia.— Ciudad Trujillo, D. S. D.— Distinguido se-
ñor:— Tengo el placer de acusarle recibo de su atento ofi-
c io  número S-1417, de fecha 16 de octubre de 1951, de 
Cayos términos he quedado debidamente enterado.— En 
relación con el asunto tratado le informo que no se llegó 
a  formalizar un acto auténtico respecto del arreglo que 
hizo el Dr. Francisco Teodorio Cuello con la parte contra-
r i a , por cuya razón me veo imposibilitado de enviarle esa 
p i eza. Sin embargo con el mayor respeto me permito ex-
presarle que en razón de que transcurrieron más de treinta 
días sin que el Dr. Francisco Teodosio Cuello realizara el 
emplazamiento en casación para el cual le habia autori-
zado y el cual no ha hecho hasta la fecha ni tiene la inten-
ción de hacer, parece desprenderse de ello que el recurso de 
casación que el habia iniciado ha caducado"; 

Visto el expdiente relativo al recurso de casación inter-
puesto por el Dr. Francisco Teodosio Cuello López, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Barahona, como tribunal de trabajo, de fecha veintiseis 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Atendido que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ha-
brá caducidad del recurso siempre que el intimante no em-
plazare al intimado en el término de treinta días, contados 
desde aquél en que fué proveído el auto de admisión; 

Atendido que en el presente caso el auto de admisión 
del recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco 
Teodosio Cuello López fué dictado el día diecisiete del mes 
de *junio de mil novecientos cincuenta; que en el proceso 
11°  hay constancia de que el recurrente haya emplazado al 
ultimado conforme lo dispone el artículo 6 de la Ley sobre 
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Orense & Co., C. por A., sea condenada al pago de las o s. 
tas, con distracción a su favor; que, a este respecto, es in-
cuestionable que, habiendo actuado dicha compañía en el 
curso del proceso no como parte civil, sino como querellan-
te, en un hecho calificado abuso de confianza, a los tenni_ 
nos de la Ley No. 1608, sobre Ventas Condicionales d e  

II, Muebles, la condenación en costas no procede en el pre-
sente caso, toda vez que en materia correccional el quere-
llante que no ha sido parte civil en el proceso no puede ser 
condenado al pago de las costas; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 

neral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día quince del mes de noviembre del mil novecientos 
cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de la 

Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en Cámara 
de Consejo, la siguiente sentencia: 

Sobre el pedimento de caducidad formulado por el Dr. 
Secundino Ramírez Pérez, portador de la cédula personal 
de identidad número 539, serie 18, quien actúa en nombre 
y representación del Dr. Francisco Teodosio Cuello Lopez; 

Vista la comunicación de fecha dos de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, suscrita por el Dr. Secun - 

<lino Ramírez Pérez, la cual copiada textualmente dice así: 
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oBarahona, R. D.— 2 de Noviembre de 1951.-- Señor Er- 
nesto Curiel hijo, Secretario General de la Suprema Corte 
de  justicia.— Ciudad Trujillo, D. S. D.— Distinguido se- 

Tengo el placer de acusarle recibo de su atento ofi-
cio número S-1417, de fecha 16 de octubre de 1951, de 
cayos términos he quedado debidamente enterado.— En 
relación con el asunto tratado le informo que no se llegó 
a formalizar un acto auténtico respecto del arreglo que 
hizo el Dr. Francisco Teodosio Cuello con la parte contra-
r ia , por cuya razón me veo imposibilitado de enviarle esa 
pieza. Sin embargo con el mayor respeto me permito ex-
presarle que en razón de que transcurrieron más de treinta 
días sin que el Dr. Francisco Teodosio Cuello realizara el 
emplazamiento en casación para el cual le habia autori-
zado y el cual no ha hecho hasta la fecha ni tiene la inten-
ción de hacer, parece desprenderse de ello que el recurso de 
casación que el habia iniciado ha caducado"; 

Visto el expdiente relativo al recurso de casación inter-
puesto por el Dr. Francisco Teodosio Cuello López, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Barahona, como tribunal de trabajo, de fecha veintiseis 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve; 

• Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Atendido que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ha-
brá caducidad del recurso siempre que el intimante no em-
plazare al intimado en el término de treinta días, contados 
desde aquél en que fué proveído el auto de admisión; 

Atendido que en el presente caso el auto de admisión 
del recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco 
Teodosio Cuello López fué dictado el día diecisiete del mes 
de junio de mil novecientos cincuenta; que en el proceso 

° hay constancia de que el recurrente haya emplazado al 
Intimado conforme lo dispone el artículo 6 de la Ley sobre 
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Orense & Co., C. por A., sea condenada al pago de las c es. 
_ tas, con distracción a su favor ; que, a este respecto, es in-

cuestionable que, habiendo actuado dicha compañía en ei 
curso del proceso no corno parte civil, sino como querellan_ 

N te, en un hecho calificado abuso de confianza, a los térmi_ 
nos de la Ley No. 1608, sobre Ventas Condicionales de 
Muebles, la condenación en costas no procede en el pre-
sente caso, toda vez que en materia correccional el quere-
llante que no ha sido parte civil en el proceso no puede ser 
condenado al pago de las costas; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz. 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario C,_ 
neral. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día quince del mes de noviembre del mil novecientos 
cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de la 
Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en Cámara 
de Consejo, la siguiente sentencia: 

Sobre el pedimento de caducidad formulado por el Dr. 
Secundino Ramírez Pérez, portador de la cédula personal 
de identidad número 539, serie 18, quien actúa en nombre 
y representación del Dr. Francisco Teodosio Cuello Lopez; 

Vista la comunicación de fecha dos de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, suscrita por el Dr. Secun - 

(lino Ramírez Pérez, la cual copiada textualmente dice así: 
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aBarahona, R. D.— 2 de Noviembre de 1951.— Señor Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General de la Suprema Corte 
de  Justicia.— Ciudad Trujillo, D. S. D.— Distinguido se-
ñor • •— Tengo el placer de acusarle recibo de su atento ofi-
cio número S-1417, de fecha 16 de octubre de 1951, de 
cuyos términos he quedado debidamente enterado.— En 
relación con el asunto tratado le informo que no se llegó 
a  formalizar un acto auténtico respecto del arreglo que 
hizo el Dr. Francisco Teodorio Cuello con la parte contra-
r ia, por cuya razón me veo imposibilitado de enviarle esa 
pieza. Sin embargo con el mayor respeto me permito ex-
presarle que en razón de que transcurrieron más de treinta 
días sin que el Dr. Francisco Teodosio Cuello realizara el 
emplazamiento en casación para el cual le habia autori-
zado y el cual no ha hecho hasta la fecha ni tiene la inten-
ción de hacer, parece desprenderse de ello que el recurso de 
casación que el habia iniciado ha caducado"; 

Visto el expdiente relativo al recurso de casación inter-
puesto por el Dr. Francisco Teodosio Cuello López, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Barahona, como tribunal de trabajo, de fecha veintiseis 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve; 

II 	Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Atendido que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ha-
brá caducidad del recurso siempre que el intimante no em-
plazare al intimado en el término de treinta días, contados 
desde aquél en que fué proveído el auto de admisión; 

Atendido que en el presente caso el auto de admisión 
del recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco 
Teodosio Cuello López fué dictado el día diecisiete del mes 
de junio de mil novecientos cincuenta; que en el proceso 
110  hay constancia de que el recurrente haya emplazado al 
intimado conforme lo dispone el artículo 6 de la Ley sobre 
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Procedimiento de Casación; que el plazo establecido e n el 
 artículo 7 de la referida ley está vencido; 

Por tales motivos, resuelve: declarar la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco Teo. 
dosio Cuello López, contra sentencia del Juzgado de Pri. 
mera Instancia del D. J. de Barahona, como tribunal de 
trabajo, el veintiseis de noviembre de mil novecientos cu a

-renta y nueve; 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Fcod. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo. 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.,_ 
Néstor Contín Aybar. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, hoy día diecinueve del mes 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y uno, ha dic-
tado en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia : 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
el procesado José Manuel Fernández, dominicano, mayor 
de edad, empleado público, domiciliado y residente en Ba-
ni, provincia Trujillo Valdez, en la calle Nuestra Sra. de 
Regla, portador de la cédula personal de identidad No. 2391, 
serie 23, sello No. 6063, quien se encuentra privado de SU 
libertad inculpado de complicidad en el crimen de aborto 

que se le imputa a Carmen Martínez, contra sentencia de 

la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de 
noviembre del corriente año mil novecientos cincuenta Y 
uno, la cual contiene el dispositivo que se copia a continua -  

ci ón:  "Resuelve: PRIMERO: sobreseer la decisión sobre 

la petición de libertad provisional de que se trata, hasta 
que  el Juzgado de Instrucción amparado del caso termine 
la sumaria correspondiente;  y SEGUNDO: ordenar que la 
presente decisión sea comunicada al Magistrado Procura-
dor General de esta Corte para los fines legales"; 

Vista el acta levantada en fecha nueve del corriente 
por el secretario de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. 
Roben Dario Objío Castro, portador de la cédula personal 
de identidad No. 8021, serie 3, sello No. 4236, quien en su 
calidad de abogado actuaba a nombre y en representación 
del procesado José Manuel Fernández, y en la cual se con-
signa que el compareciente "venía a interponer y al efec-
to interpuso, formal recurso de apelación contra la senten-
cia administrativa No. 3, dictada por esta Corte en fecha 
tres de noviembre del año en curso"; 

Visto el acto de alguacil de fecha diez de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, por medio del cual el pro-
cesado José Manuel Fernández, le notificó al Magistrado 
Procurador General de la República "el original (sic) del 
acto del recurso de apelación interpuesto por el requeriente, 
debidamente certificado ..", dejándole copia ; 

Visto el escrito de apelación de fecha doce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por el 
Dr. Roben Dario Objío Castro, a nombre y en represen-
tación del apelante, el cual termina así: "Por tales razones 
y las que de seguro suplireis con vuestro elevado criterio 
de justicia el señor José Manuel Fernández, de generales 
que constan, tiene a bien pediros muy respetuosamente: 
PRIMERO: que declareis bueno y válido por regular en la 
forma y justo en el fondo el recurso de apelación inter-
puesto por el señor José Manuel Fernández (a) Llillo, con-
tra sentencia administrativa de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, la cual juzgo en primera instancia ; SEGUN-
DO: que revoqueis en todas sus partes la sentencia recu-
rrida por injusta; y TERCERO: que fijeis soberanamente, 
el monto de la fianza que deberá prestar el señor José Ma-
nuel Fernández, para obtener su libertad provisional per- 
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----- 
Procedimiento de Casación; que el plazo establecido en el 
artículo 7 de la referida ley está vencido; 

Por tales motivos, resuelve: declarar la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco Teo-
dosio Cuello López, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D. J. de Barahona, como tribunal de 
trabajo, el veintiseis de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve; 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía_ 
Fcod. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 11,1 0_ 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
Néstor Contín Aybar. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, hoy día diecinueve del mes 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y uno, ha dic-
tado en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
el procesado José Manuel Fernández, dominicano, mayor 
de edad, empleado público, domiciliado y residente en Ba-
ní, provincia Trujillo Valdez, en la calle Nuestra Sra. de 
Regla, portador de la cédula personal de identidad No. 2391, 
serie 23, sello No. 6063, quien se encuentra privado de su 
libertad inculpado de complicidad en el crimen de aborto 
que se le imputa a Carmen Martínez, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de 
noviembre del corriente año mil novecientos cincuenta Y 
uno, la cual contiene el dispositivo que se copia a continua' 

¡én:  "Resuelve: PRIMERO : sobreseer la decisión sobre 

la petición de libertad provisional de que se trata, hasta 
que e l Juzgado de Instrucción amparado del caso termine 
ja  sumaria correspondiente;  y SEGUNDO: ordenar que la 
presente decisión sea comunicada al Magistrado Procura-
d-  or General de esta Corte para los fines legales"; 

Vista el acta levantada en fecha nueve del corriente 
por el secretario de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. 
Ruben Dario Objío Castro, portador de la cédula personal 
de identidad No. 8021, serie 3, sello No. 4236, quien en su 
calidad de abogado actuaba a nombre y en representación 
del procesado José Manuel Fernández, y en la cual se con-
signa que el compareciente "venía a interponer y al efec-
to interpuso, formal recurso de apelación contra la senten-
cia administrativa No. 3, dictada por esta Corte en fecha 

es de noviembre del año en curso"; 
Visto el acto de alguacil de fecha diez de noviembre de 

mil novecientos cincuenta y uno, por medio del cual el pro-
cesado José Manuel Fernández, le notificó al Magistrado 
Procurador General de la República "el original (sic) del 
acto del recurso de apelación interpuesto por el requeriente, 
debidamente certificado ..", dejándole copia; 

Visto el escrito de apelación de fecha doce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por el 
Dr. Ruben Dario Objío Castro, a nombre y en represen-
tación del apelante, el cual termina así : "Por tales razones 
y las que de seguro suplireis con vuestro elevado criterio 
de justicia el señor José Manuel Fernández, de generales 
que constan, tiene a bien pediros muy respetuosamente: 
PRIMERO: que declareis bueno y válido por regular en la 
forma y justo en el fondo el recurso de apelación inter-
Puesto por el señor José Manuel Fernández (a) Llillo, con-
tra sentencia administrativa de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, la cual juzgo en primera instancia; SEGUN-
DO: que revoqueis en todas sus partes la sentencia recu-
rrida por injusta ; y TERCERO: que fijeis soberanamente, 
el monto de la fianza que deberá prestar el señor José Ma-
nuel Fernández, para obtener su libertad provisional per- 
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Procedimiento de Casación; que el plazo establecido en  el 
 artículo 7 de la referida ley está vencido; 

Por tales motivos, resuelve: declarar la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por el Dr. Francisco Teo-
dosio Cuello López, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D. J. de Barahona, como tribunal de 
trabajo, el veintiseis de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve; 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fcod. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
Néstor Contín Aybar. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, hoy día diecinueve del mes 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y uno, ha dic-
tado en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
el procesado José Manuel Fernández, dominicano, mayor 
de edad, empleado público, domiciliado y residente en Ba-
ni, provincia Trujillo Valdez, en la calle Nuestra Sra. de 
Regla, portador de la cédula personal de identidad No. 2391, 
serie 23, sello No. 6063, quien se encuentra privado de su 
libertad inculpado de complicidad en el crimen de aborto 
que se le imputa a Carmen Martínez, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de 
noviembre del corriente año mil novecientos cincuenta Y 
uno, la cual contiene el dispositivo que se copia a continua- 

on:  "Resuelve: PRIMERO: sobreseer la decisión sobre 

la petición de libertad provisional de que se trata, hasta 
nue el Juzgado de Instrucción amparado del caso termine 

l'a sumaria correspondiente; y SEGUNDO: ordenar que la 

p

resente decisión sea comunicada al Magistrado Procura-
dor General de esta Corte para los fines legales" ; 

Vista el acta levantada en fecha nueve del corriente 
por el secretario de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. 
Roben Dario Objío Castro, portador de la cédula personal 
de identidad No. 8021, serie 3, sello No. 4236, quien en su 
calidad de abogado actuaba a nombre y en representación 
del procesado José Manuel Fernández, y en la cual se con-
signa que el compareciente "venía a interponer y al efec-
to interpuso, formal recurso de apelación contra la senten-
cia administrativa No. 3, dictada por esta Corte en fecha 
tres de noviembre del año en curso"; 

Visto el acto de alguacil de fecha diez de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, por medio del cual el pro-
cesado José Manuel Fernández, le notificó al Magistrado 
Procurador General de la República "el original (sic) del 
acto del recurso de apelación interpuesto por el requeriente, 
debidamente certificado..", dejándole copia; 

Visto el escrito de apelación de fecha doce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por el 
Dr. Roben Dario Objío Castro, a nombre y en represen-
tación del apelante, el cual termina así : "Por tales razones 
y las que de seguro suplireis con vuestro elevado criterio 
de justicia el señor José Manuel Fernández, de generales 
que constan, tiene a bien pediros muy respetuosamente: 
PRIMERO: que declareis bueno y válido por regular en la 
forma y justo en el fondo el recurso de apelación inter-
puesto por el señor José Manuel Fernández (a) Llillo, con-
tra sentencia administrativa de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, la cual juzgo en primera instancia; SEGUN-
DO: que revoqueis en todas sus partes la sentencia recu-
rrida por injusta ; y TERCERO: que fijeis soberanamente, 
el monto de la fianza que deberá prestar el señor José Ma-
nuel Fernández, para obtener su libertad provisional per- 
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nt ra  sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
a l, del tres de noviembre del corriente año, mil novecien-

og cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar  del presente fallo; y 

2) Ordena que el original de esta decisión sea anexada 
al proceso, y notificada al Magistrado Procurador General 
de  la República, para los fines procedentes. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-

G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.,— 
r Contín Aybar. 

mitiéndonos indicar en el caso una fianza de Quinientos 
pesos oro (RD$500.00)"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador Genera 
de la República, el cual concluye del siguiente modo: "s o_ 
mos de opinión: que se confirme la sentencia apelada, en 

 el caso de que esa Corte considere admisible la apelación  
no obstante haber hecho la notificación de la misma en 1;, 
persona del suscrito y no en la del Magistrado Procurador 
General de la Corte de Apelación de San Cristóbal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del 
berado. 

Atendido que la apelación en materia de libertad pr 
visional bajo fianza debe ser formada por notificación d 
recurso a los interesados en la octava del pronunciamiento 
de la sentencia de primera instancia ; que esta formalida 
es sustancial y no puede ser sustituida por ninguna otra 
equivalente; 

Atendido que, en la especie, el apelante ha interpues-
to el presente recurso por declaración hecha en la secreta-
ría de la Corte que pronunció la sentencia, notificándole 
copia del acta levantada al efecto al Magistrado Procura-
dor General de la República; que esta notificación, aunque 
realizada dentro del plazo prescrito por la ley, es ineficaz 
y no puede producir ningún efecto jurídico, pues las partes 
interesadas a que se refiere el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, a quienes debe notifi-
cársele la apelación son: el procesado, el iépresentante del 
ministerio público ante el tribunal- que dictó sentencia, 
y la parte civil, si la hubiere; que, .por tanto, rá apelación 
del procesado debió ser interpUesta, Sor acto notificado al 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Cris- 
tóbal, dentro del plazo de octava fijado por el antes men- .. 
cionado texto legal; 

Por tales motivos, y visto el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, 

1) Declara nula y sin ningún efecto la apelación inter-
puesta por el Dr. Rubén Darío Objío Castro, a nombre Y 
en representación del procesado José Manuel Fernández ,  

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez E., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día cuatro del mes de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de 
la Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida al Notario Público 
G. Ernesto Jiménez, de los del número de la común de Puer-
to Plata, dominicano, mayor de edad, casado, portador de 
la en  r cédulaovacib N  perso.  personal de identidad No. 227, serie 37, sello de 

Oído el Alguacil en la lectura del rol; 
Oído al notario sometido en sus generales de ley ; 
Oído el Abogado Ayudante del Magistrado Procurador 

General de la República, en la exposición de los hechos; 
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mitiéndonos indicar en el caso una fianza de Quinient os 
 pesos oro (RD$500.00)"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador Gener 
de la República, el cual concluye del siguiente modo: "So-
mos de opinión: que se confirme la sentencia apelada, en 

 el caso de que esa Corte considere admisible la apelación, 
 no obstante haber hecho la notificación de la misma en la 

persona del suscrito y no en la del Magistrado Procurador 
General de la Corte de Apelación de San Cristóbal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del' 
berado. 

Atendido que la apelación en materia de libertad pro-
visional bajo fianza debe ser formada por notificación del 
recurso a los interesados en la octava del pronunciamien 
de la sentencia de primera instancia ; que esta formalidad 
es sustancial y no puede ser sustituida por ninguna otra 
equivalente; 

Atendido que, en la especie, el apelante ha interpues-
to el presente recurso por declaración hecha en la secreta-
ría de la Corte que pronunció la sentencia, notificándole 
copia del acta levantada al efecto al Magistrado Procura-
dor General de la República; que esta notificación, aunque 
realizada dentro del plazo prescrito por la ley, es ineficaz 
y no puede producir ningún efecto jurídico, pues las partes 
interesadas a que se refiere el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, a quienes debe notifi-
cársele la apelación son: el procesado, el iépresentante del 
ministerio público ante el tribunal - que dictó la.' sentencia, 
y la parte civil, si la hubiere; que, por tanto, /'a apelación 
del procesado debió ser interptiesta, Por acto notificado al 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, dentro del plazo de octava fijado por el antes men-
cionado texto legal; 

Por tales motivos, y visto el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, 

1) Declara nula y sin ningún efecto la apelación inter-
puesta por el Dr. Rubén Darío Objío Castro, a nombre Y 
en representación del procesado José Manuel Fernández ,  

a  sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
del tres de noviembre del corriente año, mil novecien-

os c incuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo; y 

2) Ordena que el original de esta decisión sea anexada 
al proceso, y notificada al Magistrado Procurador General 
de  la República, para los fines procedentes. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.,— 
r Contín Aybar. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD, 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día cuatro del mes de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de 
la Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida al Notario Público 
G. Ernesto Jiménez, de los del número de la común de Puer-
to Plata, dominicano, mayor de edad, casado, portador de 
la cédula personal de identidad No. 227, serie 37, sello de 
renovación No. 2639; 

Oído el Alguacil en la lectura del rol; 
Oído al notario sometido en sus generales de ley ; 
Oído el Abogado Ayudante del Magistrado Procurador 

General de la República, en la exposición de los hechos; 
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mitiéndonos indicar en el caso una fianza de Quinientos 
pesos oro (RD$500.00)"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, el cual concluye del siguiente modo: "s o_ 
mos de opinión: que se confirme la sentencia apelada, en 

 el caso de que esa Corte considere admisible la apelación, 
 no obstante haber hecho la notificación de la misma en la 

persona del suscrito y no en la del Magistrado Procurador 
General de la Corte de Apelación de San Cristóbal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado. 

Atendido que la apelación en materia de libertad pro-
visional bajo fianza debe ser formada por notificación del 
recurso a los interesados en la octava del pronunciamiento 
de la sentencia de primera instancia; que esta formalidad 
es sustancial y no puede ser sustituida por ninguna otra 
equivalente; 

Atendido que, en la especie, el apelante ha interpues-
to el presente recurso por declaración hecha en la secreta-
ría de la Corte que pronunció la sentencia, notificándole 
copia del acta levantada al efecto al Magistrado Procura-
dor General de la República; que esta notificación, aunque 
realizada dentro del plazo prescrito por la ley, es ineficaz 
y no puede producir ningún efecto jurídico, pues las partes 
interesadas a que se refiere el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, a quienes debe notifi-
cársele la apelación son: el procesado, el representante del 
ministerio público ante el tribunal•• que dictó la' sentencia, 
y la parte civil, si la hubiere; que, por tanto, tia apelación 
del procesado debió ser interpüesta, Dor acto notificado al 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, dentro del plazo de octava fijado por el antes men-
cionado texto legal; 

Por tales motivos, y visto el artículo 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, 

1) Declara nula y sin ningún efecto la apelación inter-
puesta por el Dr. Rubén Darío Objío Castro, a nombre Y 
en representación del procesado José Manuel Fernández ,  

contra , 	sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó- 
-01, del tres de noviembre del corriente año, mil novecien- 
tos  cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lu- 

aria rproceso, 

d2e)l  Ordena ti presente 
que 

 f toefai  e 

notificada 
original de esta decisión sea anexada 

da al Magistrado Procurador General 
de  la República, para los fines procedentes. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-
co. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
, G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.,— 

r Contín Aybar. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
Rspública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema 'Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día cuatro del mes de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y uno, años 108' de la Independencia, 89' de 
la Restauración y 22' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida al Notario Público 
G. Ernesto Jiménez, de los del número de la común de Puer-
to Plata, dominicano, mayor de edad, casado, portador de 
la cédula personal de identidad No. 227, serie 37, sello de 
renovación No. 2639; 

Oído el Alguacil en la lectura del rol; 
Oído al notario sometido en sus generales de ley; 
Oído el Abogado Ayudante del Magistrado Procurador 

General de la República, en la exposición de los hechos; 
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Oída la lecutra de los documentos del expediente. 
Oída la declaración del testigo Manuel María Ramos   

Sánchez, quien prestó el juramento de decir toda la verdad 
y nada más que la verdad en lo que supiere y le fuese e pre_ 
guntado; 

Oído al notario sometido en sus declaraciones; 
Oído al Abogado Ayudante del Magistrado Procurador  

General de la República en su dictamen que concluye así. 
"Por esos motivos, Somos de Opinión: Que declareis que el 
Señor G. Ernesto Jiménez ha cometido falta grave en el 
ejercicio de su profesión de Notario; que en consecuencia 
pronuncieis su destitución conforme las disposiciones de 
los artículos 3, párrafo 5, y artículos 4 y 8 del Reglamento 
No. 6050 para la Policía de las Profesiones Jurídicas, com-
binados con los artículos 5 y 58 de la Ley No. 770 del No-
tariado"; 

Resulta que en fecha treintiuno de octubre de mil no-
vecientos cincuenta, el Magistrado Procurador General de 
la República, por oficio No. 9294, sometió a la acción dis-
ciplinaria de la Suprema Corte de Justicia al notario G. 
Ernesto Jiménez, de los del número de la común de Puerto 
Plata; 

Resulta que, en la audiencia celebrada en Cámara Dis-
ciplinaria para la vista de la causa, el Abogado Ayudante 
del Magistrado Procurador General de la República, en la 
relación de los hechos expuso lo siguiente: "Honorables Ma-
gistrados: La causa disciplinaria que se sigue al Señor 

G. Ernesto Jiménez, Notario Público de los del número de 

la común de Puerto Plata, por falta grave cometida en el 
ejercicio de su profesión, resulta del siguiente hecho, pues-
to a cargo del mencionado Notario mediante querella pre-
sentada por Manuel María Ramos Sánchez ante el Magis-
trado Procurador Fiscal de Puerto Plata en fecha 20 de 
Septiembre de 1951 ;— El día 15 de Junio del año 1927 el 

Señor Manuel María Ramos Sánchez, pagó en dinero efec-

tivo al Notario Público de la común de Puerto Plata, señor  
G. Ernesto Jiménez, la suma convenida para que éste ins -

trumentara el acto notarial correspondiente a la compra 

que  había hecho el dicho Manuel María Ramos Sánchez a 
¡os señores José Cortes, Manuel Cruz, Juan Santana y Juan 
Blanco, de Ocho Pesos (RD$8.00) de acciones de terreno 
en e l sitio de "Ranchito de los Vargas".-- Apesar del lar- 

transcurrido y de las continuas y reiteradas so-
gjeittuiedmerformuladas por Ramos, el aludido Notario no le 
ha  entregado la escritura que ampara sus derechos.— Fren-
te  a esta circunstancia el Notario G. Ernesto Jiménez fué 
citado ante el Procurador Fiscal de Puerto Plata, y allí 
se comprometió a hacer entrega del dicho documento en 
el término de treinta días que al efecto le fué concedido.—
Vencido este plazo sin que cumpliera su ofrecimiento, el 
referido Notario fué nuevamente llamado por ante el mis-
mo funcionario judicial, no habiendo obtemperado a esta 
segunda citación"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6, apartado 12, inciso e) de 
la Constitución; 5 de la Ley del Notariado ; 138 de la Ley 
de Organización Judicial ; 3, 4 y 8 del Reglamento 6050 
para la Policía de las Profesiones Jurídicas; y 130 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 

Considerando que de conformidad con el artículo 5 de 
la Ley del Notariado, "los notarios serán juzgados discipli-
nariamente por la Suprema Corte de Justicia, constituída 
en Cámara Disciplinaria, pudiendo aplicar como penas, mul-
tas que no excedan de cien pesos, y suspensión temporal 
que no pase de un año, y la destitución según la gravedad 
del caso"; 

Considerando que el tenor del artículo 138 de la Ley 
de Organización Judicial "el objeto de la disciplina judi-
cial es sancionar el respeto a las leyes, la observación de 
una buena conducta y el cumplimiento de los deberes ofi-
ciales, por parte de los funcionarios judiciales, los aboga-
dos y los oficiales públicos sometidos a la vigilancia de la 
autoridad judicial"; 

Considerando que según resulta de la exposición trans- 
crita anteriormente, presentada por el Ayudante del Pro- 

rador General de la República, en la audiencia de la cau- 

  

  

• 
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Oída la lecutra de los documentos del expediente • 
Oída la declaración del testigo Manuel María Ramo

. 

Sánchez, quien prestó el juramento de decir toda la verd ad 
y nada más que la verdad en lo que supiere y le fuere p re_ 
guntado; 

Oído al notario sometido en sus declaraciones; 
Oído al Abogado Ayudante del Magistrado Procurador 

General de la República en su dictamen que concluye así 
"Por esos motivos, Somos de Opinión: Que declareis que el 
Señor G. Ernesto Jiménez ha cometido falta grave en el 
ejercicio de su profesión de Notario; que en consecuencia 
pronundeis su destitución conforme las disposiciones de 
los artículos 3, párrafo 5, y artículos 4 y 8 del Reglamento 
No. 6050 para la Policía de las Profesiones Jurídicas, com-
binados con los artículos 5 y 58 de la Ley No. 770 del No-
tariado"; 

Resulta que en fecha treintiuno de octubre de mil no-
vecientos cincuenta, el Magistrado Procurador General de 
la República, por oficio No. 9294, sometió a la acción dis-
ciplinaria de la Suprema Corte de Justicia al notario G. 
Ernesto Jiménez, de los del número de la común de Puerto 
Plata; 

Resulta que, en la audiencia celebrada en Cámara Dis-
ciplinaria para la vista de la causa, el Abogado Ayudante 
del Magistrado Procurador General de la República, en la 
relación de los hechos expuso lo siguiente: "Honorables Ma-
gistrados: La causa disciplinaria que se sigue al Señor 
G. Ernesto Jiménez, Notario Público de los del número de 
la común de Puerto Plata, por falta grave cometida en el 
ejercicio de su profesión, resulta del siguiente hecho, pues-
to a cargo del mencionado Notario mediante querella pre-
sentada por Manuel María Ramos Sánchez ante el Magis-
trado Procurador Fiscal de Puerto Plata en fecha 20 de 
Septiembre de 1951 ;— El día 15 de Junio del año 1927 el 

Señor Manuel María Ramos Sánchez, pagó en dinero efec-
tivo al Notario Público de la común de Puerto Plata, señor 
G. Ernesto Jiménez, la suma convenida para que éste ins-
trumentara el acto notarial correspondiente a la compra  

que  había hecho el dicho Manuel María Ramos Sánchez a 
1 1 señores J osé Cortes, Manuel Cruz, Juan Santana y Juan 
/3' infle°, de Ocho Pesos (RD$8.00) de acciones de terreno 
en el sitio de "Ranchito de los Vargas".— Apesar del lax-
o  tiempo transcurrido y de las continuas y reiteradas so-
licitudes formuladas por Ramos, el aludido Notario no le 
ha entregado la escritura que ampara sus derechos.— Fren-
te  a esta circunstancia el Notario G. Ernesto Jiménez fué 
citado ante el Procurador Fiscal de Puerto Plata, y allí 
se comprometió a hacer entrega del dicho documento en 
el término de treinta días que al efecto le fué concedido.—
Vencido este plazo sin que cumpliera su ofrecimiento, el 
referido Notario fué nuevamente llamado por ante el mis-
mo funcionario judicial, no habiendo obtemperado a esta 
segunda citación" ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6, apartado 12, inciso c) de 
la Constitución; 5 de la Ley del Notariado ; 138 de la Ley 
de Organización Judicial ; 3, 4 y 8 del Reglamento 6050 
para la Policía de las Profesiones Jurídicas; y 130 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 

Considerando que de conformidad con el artículo 5 de 
la Ley del Notariado, "los notarios serán juzgados discipli-
nariamente por la Suprema Corte de Justicia, constituida 
en Cámara Disciplinaria, pudiendo aplicar como penas, mul-
tas que no excedan de cien pesos, y suspensión temporal 
que no pase de un año, y la destitución según la gravedad 
del caso"; 

Considerando que el tenor del artículo 138 de la Ley 
de Organización Judicial "el objeto de la disciplina judi-
cial es sancionar el respeto a las leyes, la observación de 
una buena conducta y el cumplimiento de los deberes ofi-
ciales, por parte de los funcionarios judiciales, los aboga-
dos y los oficiales públicos sometidos a la vigilancia de la 
autoridad judicial"; 

Considerando que según resulta de la exposición trans-
crita anteriormente, presentada por el Ayudante del Pro-
curador General de la República, en la audiencia de la cau- 
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sa, los hechos de que ha sido apoderada la Suprema Corte 
de Justicia, a cargo del notario G. Ernesto Jiménez, s on 

 los siguientes: a) el haber recibido, en dinero efectivo, de l 
señor Manuel María Itamos Sánchez, la suma de Veintisiete 
Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75), en  fe. 

 cha quince de junio del año de mil novecientos veintisiete, 
con el objeto de que procediera a instrumentar el acta no. 
tarial correspondiente a la compra que había hecho el dicho 
Manuel María Ramos Sánchez a los señores José Cortes, 
Manuel Cruz, Juan Santana y Juan Blanco, de ocho pesos 
de acciones de terreno en el sitio de "Ranchito de los Var- 
gas", y a pesar del largo tiempo transcurrido y de las con-
tinuas y reiteradas solicitudes de Ramón Sánchez, no ha-
berle hecho entrega del acta notarial que debía amparar 
sus derechos; y b) de haberse comprometido, en fecha 20 
de agosto del año en curso, en presencia del Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, a 
entregar al interesado, en el plazo de un mes que le fué 
concedido al efecto, la escritura cuya instrumentación le 
fué requerida y no haber obtemperado a dicho requeri-
riento, al vencerse el plazo acordado, no obstante haber si-
do llamado nuevamente al Despacho del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata ; 

Considerando que el notario sometido reconoce que 
recibió de Manuel María Ramos Sánchez, la suma de Vein-
tisiete Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75) 
para instrumentar el acta en cuestión en fecha quince de 
Junio de mil novecientos veintisiete según consta en recibo 
que expidió en la misma fecha y que obra en el expediente 
y que no le había hecho entrega de la copia correspondien -
te al interesado hasta el momento en que fué requerido pa-
ra ello, ni vencido el plazo de un mes que le fué concedido 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, alegando que ello se'debió a que se le ha-
bía extraviado un documento que le hacía falta para ins-
trumentar el acta, alegato que no ha sido considerado jus -
tificado ni serio por la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que al tenor del artículo 3, inciso 5, del 
Reglamento 6050, para la Policía de las Profesiones Jurí- 

os, se considera falta grave, sujeta a la sanción 
d 	judicial, entre otras, "recibir dinero de sus clien- 
tes  para la realización de determinadas actuaciones y no 
llevar a cabo éstas, o retardarlas injustificadamente, en 
perjuicio de los mismos"; 

Considerando que en la especie el notario Jiménez ha 
violado el citado Reglamento al recibir dinero de su cliente 
Ramos para la instrumentación de un acto y no haberla 
llevado a cabo; que esta violación constituye, de acuerdo 
con el mismo, una falta grave que la Suprema Corte de 
Justicia estima que debe ser sancionada con la suspensión 
temporal; 

Por tales motivos, declara que el notario G. Ernesto 
Jiménez, de la Común de Puerto Plata, cometió una falta 
disciplinaria en el ejercicio de sus funciones, y, en conse-
cuencia lo condena a la pena de seis meses de suspensión 
y al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— Gustavo A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-

mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 8 de sep-

tiembre de 1949. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Pedro Cruz. Abogado: Dr. Luis S. Peguero Moscoso. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Lic. Eduardo 
Matos Díaz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berad, y vistos los artículos 1, 2, 4, 15, parrafo c; 16, pá- 
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sa, los hechos de que ha sido apoderada la Suprema c orte 
 de Justicia, a cargo del notario G. Ernesto Jiménez, son 

 los siguientes: a) el haber recibido, en dinero efectivo, del 
señor Manuel María Ramos Sánchez, la suma de Veintisiete 
Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75), en fe-
cha quince de junio del año de mil novecientos veintisiete, 
con el objeto de que procediera a instrumentar el acta no-
tarial correspondiente a la compra que había hecho el dicho 
Manuel María Ramos Sánchez a los señores José Cortes, 
Manuel Cruz, Juan Santana y Juan Blanco, de ocho pes os 

 de acciones de terreno en el sitio de "Ranchito de los Var-
gas", y a pesar del largo tiempo transcurrido y de las con-
tinuas y reiteradas solicitudes de Ramón Sánchez, no ha-
berle hecho entrega del acta notarial que debía amparar 
sus derechos ; y b) de haberse comprometido, en fecha 20 
de agosto del año en curso, en presencia del Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, a 
entregar al interesado, en el plazo de un mes que le fué 
concedido al efecto, la escritura cuya instrumentación le 
fué requerida y no haber obtemperado a dicho requeri-
riento, al vencerse el plazo acordado, no obstante haber si-
do llamado nuevamente al Despacho del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata ; 

Considerando que el notario sometido reconoce que 
recibió de Manuel María Ramos Sánchez, la suma de Vein-
tisiete Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75) 
para instrumentar el acta en cuestión en fecha quince de 
Junio de mil novecientos veintisiete según consta en recibo 
que expidió en la misma fecha y que obra en el expediente 
y que no le había hecho entrega de la copia correspondien-
te al interesado hasta el momento en que fué requerido pa-
ra ello, ni vencido el plazo de un mes que le fué concedido 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, alegando que ello se -debió a que se le ha-

bía extraviado un documento que le hacía falta para ins-
trumentar el acta, alegato que no ha sido considerado jus -
tificado ni serio por la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que al tenor del artículo 3, inciso 5, del 
Reglamento 6050, para la Policía de las Profesiones Jurí- 

cas , se considera falta grave, sujeta a la sanción disci- 
inaria judicial, entre otras, "recibir dinero de sus clien- 
s  para la realización de determinadas actuaciones y no 

llevar a cabo éstas, o retardarlas injustificadamente, en 
perjuicio de los mismos"; 

Considerando que en la especie el notario Jiménez ha 
violado el citado Reglamento al recibir dinero de su cliente 
Ramos para la instrumentación de un acto y no haberla 
llevado a cabo ; que esta violación constituye, de acuerdo 
con el mismo, una falta grave que la Suprema Corte de 
justicia estima que debe ser sancionada con la suspensión 
temporal; 

Por tales motivos, declara que el notario G. Ernesto 
Jiménez, de la Común de Puerto Plata, cometió una falta 
disciplinaria en el ejercicio de sus funciones, y, en conse-
cuencia lo condena a la pena de seis meses de suspensión 
y al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— Gustavo A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Pedro Cruz. Abogado: Dr. Luis S. Peguero Moscoso. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Lic. Eduardo -
Matos Díaz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beradi, y vistos los artículos 1, 2, 4, 15, parrafo c ; 16, pá- 
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mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 8 de sep.- 

tiembre de 1949. 
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Materia: Trabajo. 

1526 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

sa, los hechos de que ha sido apoderada la Suprema Corte 
de Justicia, a cargo del notario G. Ernesto Jiménez, son 

 los siguientes: a) el haber recibido, en dinero efectivo,  del 
señor Manuel María Ramos Sánchez, la suma de Veintisiete 
Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75), en fe-
cha quince de junio del año de mil novecientos veintisiete, 
con el objeto de que procediera a instrumentar el acta no_ 
tarial correspondiente a la compra que había hecho el dicho 
Manuel María Ramos Sánchez a los señores José Cortes, 
Manuel Cruz, Juan Santana y Juan Blanco, de ocho pes os 

 de acciones de terreno en el sitio de "Ranchito de los Var-
gas", y a pesar del largo tiempo transcurrido y de las con-
tinuas y reiteradas solicitudes de Ramón Sánchez, no ha-
berle hecho entrega del acta notarial que debía amparar 
sus derechos; y b) de haberse comprometido, en fecha 20 
de agosto del año en curso, en presencia del Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, a 
entregar al interesado, en el plazo de un mes que le fué 
concedido al efecto, la escritura cuya instrumentación le 
fué requerida y no haber obtemperado a dicho requeri-
riento, al vencerse el plazo acordado, no obstante haber si-
do llamado nuevamente al Despacho del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata ; 

Considerando que el notario sometido reconoce que 
recibió de Manuel María Ramos Sánchez, la suma de Vein-
tisiete Pesos Oro, con setenticinco centavos (RD$27.75) 
para instrumentar el acta en cuestión en fecha quince de 
Junio de mil novecientos veintisiete según consta en recibo 
que expidió en la misma fecha y que obra en el expediente 
y que no le había hecho entrega de la copia correspondien-
te al interesado hasta el momento en que fué requerido pa-
ra ello, ni vencido el plazo de un mes que le fué concedido 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, alegando que ello se -debió a que se le ha-
bía extraviado un documento que le hacía falta para ins-
trumentar el acta, alegato que no ha sido considerado jus -
tificado ni serio por la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que al tenor del artículo 3, inciso 5, del 
Reglamento 6050, para la Policía de las Profesiones Jurí - 
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,los, se considera falta grave, sujeta a la sanción disci-
"iinarja judicial, entre otras, "recibir dinero de sus clien-
les  para la realización de determinadas actuaciones y no 
llevar a cabo éstas, o retardarlas injustificadamente, en 
perjuicio de los mismos"; 

Considerando que en la especie el notario Jiménez ha 
violado el citado Reglamento al recibir dinero de su cliente 
Ramos para la instrumentación de un acto y no haberla 
llevado a cabo ; que esta violación constituye, de acuerdo 
Con el mismo, una falta grave que la Suprema Corte de 
Justicia estima que debe ser sancionada con la suspensión 
temporal; 

Por tales motivos, declara que el notario G. Ernesto 
Jiménez, de la Común de Puerto Plata, cometió una falta 
disciplinaria en el ejercicio de sus funciones, y, en conse-
cuencia lo condena a la pena de seis meses de suspensión 
y al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— Gustavo A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

Recurrente: Pedro Cruz. Abogado: Dr. Luis S. Peguero Moscoso. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Lic. Eduardo -
Matos Díaz. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beradi, y vistos los artículos 1, 2, 4, 15, parrafo e; 16, pá- 
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rrafo c; 17, parrafos c-d; 25, párrafo f; 12, 37, párrafo 
2o; 41, 42 y 56 de la Ley No. 637 del año 1944, sobre co n

-tratos de Trabajo; 1215 y 1322 del Código Civil; y O., 
24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), "que en fecha cinco del mes de agosto del 
año mil novecientos cuarenta y ocho, siendo las once de la 
mañana, comparecieron por ante el Conciliador Jefe de la 
Sección de Concilación del Departamento de Trabajo, el 
mencionado intimado Pedro Cruz y el Lic. Eduardo Matos 
Diaz, en representación este último de la intimante Ozama 
Sugar Company Limited, y allí expusieron, el primero: 
"Que trabajaba desde hacía once (11) años al servicio de 
la Ozama Sugar Company Ltd., en la Sección de San Luis, 
Distrito de Santo Domingo, en calidad de corredor de lo-
comotoras, con un sueldo diario de RD$3.78 (tres pesos 
con setentiocho Ctc.), y fué despedido injustamente, per 
lo cual reclama los derechos que, le concede la Ley No. 637, 
sobre Contratos de Trabajos"; y el segundo: "Que la re-
clamación del señor Pedro Cruz carece de fundamento en-
tre otras razones porque no trabajaba de marirra contínua, 
sino por zafra"; B), "que, no habiendo llegado las partes 
a un acuerdo no obstante las sugerencias que en tal sen-
tido les hiciera el Jefe de la referida Sección Conciliadora, 
Pedro Cruz, por acto de fecha veinticuatro de ese mismo 
mes de agosto, instrumentado y notificado por el ministe-
rial Horacio Ernesto Castro Ramirez, Alguacil de Estra-
dos de ese Tribunal, citó a la Ozama Sugar Company Ltd. 
para que compareciera a la audiencia que, en sus atribu-
ciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado celebraría 
a las diez horas de la mañana del mismo mes de agosto el 
Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción de este Dis-
trito de Santo Domingo a los fines indicados en el acto de 
citación y, con motivo de esa demanda, el mencionado Juz-
gado de Paz dictó con fecha veintitres de diciembre del re-
petido año mil novecientos cuarenta y ocho una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO : 

 Que debe condenar y condena a la Ozama Sugar Company 

Ltd. industria azucarera instalado en la sección de San 
Lu is, Distritó de Santo Domingo, a pagarle al señor Pedro 
cruz, mes de salario por concepto de pre-aviso y a pa-
garrulz,  e al mismo señor dos meses de auxilio de cesantía, to-
mando como base el salario de RD$3.78 diario que directa-
mente percibía como corredor de locomotoras al servicio 
de su contraparte.— SEGUNDO: Que debe condenar y 
condena a la misma Ozama Sugar Company Ltd., a pagar 
a dicho señor Pedro Cruz, los salarios que hubiera perci-
bido desde la terminación del contrato de trabajo hasta la 
fecha de la sentencia en firme condenatoria del patrono; 
por concepto de daños y perjuicios, es decir, desde el ocho 
(8) de junio hasta el veintitres (23) del mes de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho (1948) ambas fechas 
inclusive, del presente año; TERCERO: Que debe conde-
nar y condena a la Ozama Sugar Company ,  Ltd. al pago 
de las costas del procedimiento, hasta su completa ejecu-
ción.— I por esta nuestra sentencia, etc.; C), que la Ozama 
Sugar Company Limited notificó el siete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y nueve, a Pedro Cruz, su recurso 
de alzada contra la sentencia que acaba de indicarse, y la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo conoció 
del recurso dicho en audiencia del treinta y uno de marzo 
de mil novecientos cuarenta y nueve, en la que el abogado 
que representaba a la apelante concluyó así: "Por todas 
esas razones, Honorable Magistrado, y por las que vuestro 
elevado criterio podrá suplir, la Ozama Sugar Company 
Limited, concluye pidiendoos por nuestra mediación, muy 
respetuosamente:— PRIMERO: Que declareis bueno y vá-
lido el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Que 
revoqueis la sentencia del Juzgado de Paz de la Cuarta 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo, dictada en 
atribuciones de Tribunal de Trabajo en fecha 23 de diciem-
bre del año mil novecientos cuarenta y ocho contra la Oza-
ma Sugar Company Limited, y a favor del señor Pedro 
Cruié TERCERO: Que rechaceis en todas sus partes la 
demanda interpuesta en fecha 24 de agosto del año 1948 
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rrafo e; 17, parrafos c-d; 25, párrafo f; 12, 37, párrafo 
2o; 41, 42 y 56 de la Ley No. 637 del año 1944, sobre ('on_ 
tratos de Trabajo; 1215 y 1322 del Código Civil; y 1 

24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta l o 

 que sigue: A), "que en fecha cinco del mes de agosto del 
año mil novecientos cuarenta y ocho, siendo las once de l a 

 mañana, comparecieron por ante el Conciliador J efe de la 
Sección de Concilación del Departamento de Trabajo, el 
mencionado intimado Pedro Cruz y el Lic. Eduardo Matos 
Diaz, en representación este último de la intimante Ozama 
Sugar Company Limited, y allí expusieron, el primero: 
"Que trabajaba desde hacía once (11) años al servicio de 
la Ozama Sugar Company Ltd., en la Sección de San Luis, 
Distrito de Santo Domingo, en calidad de corredor de lo-
comotoras, con un sueldo diario de RD$3.78 (tres pesos 
con setentiocho Ctc.), y fué despedido injustamente, per 
lo cual reclama los derechos que le concede la Ley No. 637, 
sobre Contratos de Trabajos"; y el segundo: "Que la re-
clamación del señor Pedro Cruz carece de fundamento en-
tre otras razones porque no trabajaba de manera contínua, 
sino por zafra"; B), "que, no habiendo llegado las partes 
a un acuerdo no obstante las sugerencias que en tal sen-
tido les hiciera el Jefe de la referida Sección Conciliadora, 
Pedro Cruz, por acto de fecha veinticuatro de ese mismo 
mes de agosto, instrumentado y notificado por el ministe-

rial Horacio Ernesto Castro Ramirez, Alguacil de Estra-
dos de ese Tribunal, citó a la Ozama Sugar Company Ltd. 
para que compareciera a la audiencia que, en sus atribu-
ciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado celebraría 
a las diez horas de la mañana del mismo mes de agosto el 
Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción de este Dis-
trito de Santo Domingo a los fines indicados en el acto de 
citación y, con motivo de esa demanda, el mencionado Juz-
gado de Paz dictó con fecha veintitres de diciembre del re-
petido año mil novecientos cuarenta y ocho una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO : 

 Que debe condenar y condena a la Ozama Sugar Company 
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Ltd. industria azucarera instalado en la sección de San 
Lu is, Distritó de Santo Domingo, a pagarle al señor Pedro 
Cruz, un mes de salario por concepto de pre-aviso y a pa-
garle al mismo señor dos meses de auxilio de cesantía, to-
mando como base el salario de RD$3.78 diario que directa-
mente percibía como corredor de locomotoras al servicio 
de su contraparte.— SEGUNDO: Que debe condenar y 
condena a la misma Ozama Sugar Company Ltd., a pagar 
a dicho señor Pedro Cruz, los salarios que hubiera perci-
bido desde la terminación del contrato de trabajo hasta la 
fecha de la sentencia en firme condenatoria del patrono; 
por concepto de daños y perjuicios, es decir, desde el ocho 
(8) de junio hasta el veintitres (23) del mes de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho (1948) ambas fechas 
inclusive, del presente año; TERCERO: Que debe conde-
nar y condena a la Ozama Sugar Company Ltd. al pago 
de las costas del procedimiento, hasta su completa ejecu-
ción.— I por esta nuestra sentencia, etc.; C), que la Ozama 
Sugar Company Limited notificó el siete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y nueve, a Pedro Cruz, su recurso 
de alzada contra la sentencia que acaba de indicarse, y la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo conoció 
del recurso dicho en audiencia del treinta y uno de marzo 
de mil novecientos cuarenta y nueve, en la que el abogado 
que representaba a la apelante concluyó así : "Por todas 
esas razones, Honorable Magistrado, y por las que vuestro 
elevado criterio podrá suplir, la Ozama Sugar Company 
Limited, concluye pidiendoos por nuestra mediación, muy 
respetuosamente:— PRIMERO: Que declareis bueno y vá-
lido el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Que 
revoqueis la sentencia del Juzgado de Paz de la Cuarta 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo, dictada en 
atribuciones de Tribunal de Trabajo en fecha 23 de diciem-
bre del año mil novecientos cuarenta y ocho contra la Oza-
ma Sugar Company Limited, y a favor del señor Pedro 
Cruii TERCERO: Que rechaceis en todas sus partes la 
demanda interpuesta en fecha 24 de agosto del año 1948 
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por el señor Pedro Cruz, contra la Ozama Sugar Comp any, 
 Limited, por ser infundada y no haber suministrado el in-

timado la prueba de los hechos que alega; CUARTO: Que  
condeneis al señor Pedro Cruz al pago de todas las zosta s, 
con distracción en provecho del abogado infrascrito, p or 

 haberlas avanzado en su totalidad. I hareis justicia. Soli-
citamos un plazo de ocho días para réplica"; y el abogado 
del demandante originario presentó estas conclusiones: "Por 
tales motivos, Magistrado, y los que estimeis procedentes 
en hecho y en derecho, el señor Pedro Cruz, de generales 
conocidas, por mediación de su abogado infrascrito, y a la 
vista de los artículos 1, 2, 3, 4, 6, 15 inc. c) 16 párrafo 
e), 17 inc. d) inc. f), 37 segunda parte, 39, 42, 38, 47, 51, 
53 y 54 de la Ley 637 sobre Contratos de trabajo ; 1322 
C. Civil; 443, 130 y 133 del C. de Proc. Civil, respetuosa-
mente os demanda : lo que proclaméis el rechazamiento 
del recurso de apelación interpuesto por la Ozama Sugar 
Company Limited, industrial azucarera, del domicilio de 
la sección de San Luis, Distrito de Santo Domingo, de fe-
cha 7 de marzo de este año, contra sentencia dictada en 
fecha 23 de diciembre de 1948, por el Juzgado de Paz de 
la Cuarta Circunscripción de este Distrito Judicial en fa-
vor del intimado.— 2o. Que, en consecuencia, confirméis, 
en todas sus partes esa dicha sentencia, ya que los funda-
mentos en que ella se basa son justos y reposan en prueba 
legal, y las indemnizaciones reconocidas por el primer juez, 
han sido de acuerdo con la labor consecutiva rendida por 
el peticionario, mediante la prueba escrita que obra en ex-
pediente, emanada de la misma intimante ; y 3o. que con-
denéis a la Ozama Sugar Company, Ltd. parte que sucum-
be al pago de las costas y honrarios de esta instancia, con 
distracción en provecho del infrascrito abogado quien afir-
ma haberlas avanzado"; 

Considerando que, en fecha ocho de septiembre de mil 

novecientos cuarenta y nueve, la Cámara de lo Civil y Co-

mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo pronunció, en audiencia pública, 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a con' 
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tinuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso de 
„apelación, interpuesto por la Ozama Sugar Company Li-
mited por acto de fecha siete del mes de marzo del presente 
año  mil novecientos cuarenta y nueve, notificado por el 
ministerial Horacio Ernesto Castro y Ramírez, Alguacil 
de  los Estrados de este Tribunal, contra la sentencia dic-
tada en fecha veintitres de diciembre del pasado año mil 
novecientos cuarenta y ocho por el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción de este Distrito, como Tribunal 
de Trabajo de Primer Grado en favor de Pedro Cruz ;— 
SEGUNDO: Que, en consecuencia, debe revocar, como al 
efecto revoca, la referida sentencia apelada cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito precedentemente:— TERCERO: 
Que, obrando por propia autoridad, debe rechazar, como al 
efeco rechaza, por improcedente e infundada, la demanda 
que interpusiera el mencionado Pedro Cruz en fecha vein-
ticuatro de agosto del año mil novecientos cuarenta y ocho, 
en contra de la mencionada Ozama Sugar Company Limi-
ted, originaria de la presente litis ;— CUARTO: Que debe 
condenar, como al efecto condena, al intimado Pedro Cruz 
al pago de todas las costas causadas en la presente instan-
cia; y QUINTO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
que dichas costas sean distraídas en provecho del Lic. 
Eduardo Matos Diaz, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que la parte demandante expresa, en apo-
yo de su recurso, que en la sentencia atacada se incurrió en 
los vicios señalados en estos medios: "PRIMER MEDIO DE 
CASACION: Desnaturalización de documentos del proce-
so.— Violación de los artículos 1, 2, 4, 15 inc. o), 16, pá-
rrafo c), 17 incs. c-d), 25 inc. f), 12, 37, párrafo 2o., 41 
Y 42 de la ley 637, sobre contratos de trabajo, y falta de 
base legal por efecto de la desnaturalización"; "SEGUN-
DO MEDIO DE CASACION: Violación de los arts. 56 de 
la ley 637; 1315, 1322, 1162 del Código Civil"; 

Considerando, en cuanto a los dos medios reunidos: 
lile dr recurrente alega que no obstane haber presentado a 

1
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por el señor Pedro Cruz, contra la Ozama Sugar Comp any, 
 Limited, por ser infundada y no haber suministrado el in-

timado la prueba de los hechos que alega ; CUARTO: Qu e 
 condeneis al señor Pedro Cruz al pago de todas las costas 
 con distracción en provecho del abogado infrascrito, por 

 haberlas avanzado en su totalidad. I hareis justicia. Soli-
citamos un plazo de ocho días para réplica"; y el abogado 
del demandante originario presentó estas conclusiones : "Por 
tales motivos, Magistrado, y los que estimeis procedentes 
en hecho y en derecho, el señor Pedro Cruz, de generales 
conocidas, por mediación de su abogado infrascrito, y a la 
vista de los artículos 1, 2, 3, 4, 6, 15 inc. c) 16 párrafo 
c), 17 inc. d) inc. f), 37 segunda parte, 39, 42, 38, 47, 51, 
53 y 54 de la Ley 637 sobre Contratos de trabajo ; 1322 
C. Civil; 443, 130 y 133 del C. de Proc. Civil, respetuosa-
mente os demánda: 10 que proclaméis el rechazamiento 
del recurso de apelación interpuesto por la Ozama Sugar 
Company Limited, industrial azucarera, del domicilio de 
la sección de San Luis, Distrito de Santo Domingo, de fe-
cha 7 de marzo de este año, contra sentencia dictada en 
fecha 23 de diciembre de 1948, por el Juzgado de Paz de 
la Cuarta Circunscripción de este Distrito Judicial en fa-
vor del intimado.— 2o. Que, en consecuencia, confirméis, 
en todas sus partes esa dicha sentencia, ya que los funda-
mentos en que ella se basa son justos y reposan en prueba 
legal, y las indemnizaciones reconocidas por el primer juez, 
han sido de acuerdo con la labor consecutiva rendida por 
el peticionario, mediante la prueba escrita que obra en ex-
pediente, emanada de la misma intimante; y 3o. que con-
denéis a la Ozama Sugar Company, Ltd. parte que sucum-
be al pago de las costas y honrarios de esta instancia, con 
distracción en provecho del infrascrito abogado quien afir-
ma haberlas avanzado"; 

Considerando que, en fecha ocho de septiembre de mil 
novecientos cuarenta y nueve, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo pronunció, en audiencia pública, 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a CON-  

tinuaoidn se copia: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla- 
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso de 
apelación, interpuesto por la Ozama Sugar Company Li- 

por acto de fecha siete del mes de marzo del presente 
Sitedo mil novecientos cuarenta y nueve, notificado por el 
Ministerial Horacio Ernesto Castro y Ramírez, Alguacil 
de  los Estrados de este Tribunal, contra la sentencia dic-
tada en fecha veintitres de diciembre del pasado año mil 
novecientos cuarenta y ocho por el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción de este Distrito, como Tribunal 
de Trabajo de Primer Grado en favor de Pedro Cruz ;— 
SEGUNDO : Que, en consecuencia, debe revocar, como al 
efecto revoca, la referida sentencia apelada cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito precedentemente ;— TERCERO: 
Que, obrando por propia autoridad, debe rechazar, como al 
efeco rechaza, por improcedente e infundada, la demanda 
que interpusiera el mencionado Pedro Cruz en fecha vein-
ticuatro de agosto del año mil novecientos cuarenta y ocho, 
en contra de la mencionada Ozama Sugar Company Limi-
ted, originaria de la presente litis ;— CUARTO: Que debe 
condenar, como al efecto condena, al intimado Pedro Cruz 
al pago de todas las costas causadas en la presente instan-
cia; y QUINTO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
que dichas costas sean distraídas en provecho del Lic. 
Eduardo Matos Diaz, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que la parte demandante expresa, en apo-
yo de su recurso, que en la sentencia atacada se incurrió en 
los vicios señalados en estos medios: "PRIMER MEDIO DE 
CASACION : Desnaturalización de documentos del proce-
so— Violación de los artículos 1, 2, 4, 15 inc. c), 16, pá-
rrafo e), 17 incs. c-d), 25 inc. f), 12, 37, párrafo 2o., 41 
y 42 de la ley 637, sobre contratos de trabajo, y falta de 
base legal por efecto de la desnaturalización"; "SEGUN-
DO MEDIO DE CASACION: Violación de los arts. 56 de 
l<1  ley 637; 1315, 1322, 1162 del Código Civil"; 

Considerando, en cuanto a los dos medios reunidos: 
que dr  recurrente alega que no obstane haber presentado a 
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la Cámara de lo Civil y Comercial, de la que procede 
 fallo impugnado, una certificación expedida, el ocho de 

nio de mil novecientos cuarenta y ocho, por el admini st; 
dor de la compañía demandada, certificación según la civil  
el reclamante había estado al servicio de dicha empres a 
"durante los últimos cuatro años como corredor de locom , 
toras", prestando satisfactoriamente sus servicios, la me  
cionada Cámara fundamenta su decisión en que, según el 
habiendo aceptado el recurrente un trabajo de pintura q 
le encomendó la compañía, el contri sobre conducción 
locomotoras había "finalizado satisfactoriamente para a 
bas parte al momento de iniciar el intimado" en apelad() 
"Pedro Cruz el aludido trabajo de pintura"; esto es, que  
no hubo despido por parte de la Ozama Sugar Company, 
Limited, sino una resiliación convencional de contrato, pri-
meramente, y luego una concertación de otro, temporero, 
sobre pintura, con todo lo cual se incurrió en el vicio de 
desnaturalizar la certificación arriba mencionada y se co-
metieron las demás violaciones de la ley invocadas ; 

Considerando que, para poder verificar si en la deci-

sión impugnada se incurrió, o nó, en los vicios alegados por 
el recurrente, sería necesario que la sentencia de que se 
trata hubiese establecido : a), cuándo terminaba el perío-

do de "los últimos cuatros años" indicados por la certifi-

,eación del administrador de la compañia demandada, y 
consecuentemente, si los últimos seis meses hasta la fecha 
de la certificación, estaban abarcados por ésta ; b), si el 
convenio sobre trabajo de pintura celebrado en abril de 
mil novecientos cuarenta y ocho por el actual recurrente, 

con la actual recurrida, era incompatible con el de corre-

dor de locomotoras, de manera que la aceptación del pri-

mero significase, necesariamente, la cancelación convencio-

nal del segundo; e), cual era el término que debía tener 

el último convenio y si tal término se cumplió; que el exa-

men de la sentencia atacada pone de manifiesto que en ella 

no se revelan los elementos de hecho que quedan meneier 
nados como indispensables para que la Suprema Corte de 

Justicia pueda decidir si la ley ha sido violada, como lo  

reten& el demandante, o bien aplicada, como lo aduce 

a 
compañía demandada; que por ello, es evidente que en 

la 
decisión que es objeto del presente recurso se ha incu-

ido en el vicio de falta de base legal; 
r 

 
por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

co. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
el.— A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
io General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

cia del D. J. de Duarte, de fecha 6 de Febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guarionex Fernández y José Antonio Fernández. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, párrafo I, del Código 
Penal, 191 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta• 
lo siguiente: a) que Guarionex y José Antonio Fernández,. 
Ysaías Regalado, Benancio Pérez y Ramón Mejía, han si-• 
do perseguidos penalmente, como autores presuntos de 
"violencias recíprocas", de las cuales resultaron con golpes, 
"José Antonio Fernández, Ysaíis Regalado y herida leve la 
Sra. Juana Mercedes Reinoso, mientras quería apartarlos"; 
b) que apoderado del asunto el Juzgado de Paz de la co-
mún de Cotuy, lo decidió por su sentencia de fecha dos de 
octubre del año mil novecientos cincuenta, por la cual des-
cargó de los delitos referidos a Benancio Pérez y Ramón 
Mejíá del delito imputado por no haberlo cometido, y con- 
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la Cámara de lo Civil y Comercial, de la que pro cede  
fallo impugnado, una certificación expedida, el ocho de 

-- nio de mil novecientos cuarenta y ocho, por el administra-
dor de la compañía demandada, certificación según la en  
el reclamante había estado al servicio de dicha empresa 
"durante los últimos cuatro años como corredor de locom o_ 
toras", prestando satisfactoriamente sus servicios, la men-
cionada cionada Cámara fundamenta su decisión en que, según ella

'  habiendo aceptado el recurrente un trabajo de pintura que 
le encomendó la compañía, el contra' sobre conducción de 
locomotoras había "finalizado satisfactoriamente para am-
bas parte al momento de iniciar el intimado" en apelación 
"Pedro Cruz el aludido trabajo de pintura"; esto es, que 
no hubo despido por parte de la Ozama Sugar Company, 
Limited, sino una resiliación convencional de contrato, pri-
meramente, y luego una concertación de otro, temporero, 
sobre pintura, con todo lo cual se incurrió en el vicio de 
desnaturalizar la certificación arriba mencionada y se co-
metieron las demás violaciones de la ley invocadas ; 

Considerando que, para poder verificar si en la deci-
sión impugnada se incurrió, o nó, en los vicios alegados por 
el recurrente, sería necesario que la sentencia de que se 
trata hubiese establecido : a), cuándo terminaba el perío-

do de "los últimos cuatros años" indicados por la certifi-

cación del administrador de la compañia demandada, y 
consecuentemente, si los últimos seis meses hasta la fecha 

de la certificación, estaban abarcados por ésta; b), si el 
convenio sobre trabajo de pintura celebrado en abril de 

mil novecientos cuarenta y ocho por el actual recurrente, 

con la actual recurrida, era incompatible con el de corre-

dor de locomotoras, de manera que la aceptación del Pri -

mero significase, necesariamente, la cancelación convencio-

nal del segundo ; e), cual era el término que debía tener 

el último convenio y si tal término se cumplió; que el exa-

men de la sentencia atacada pone de manifiesto que en ella 

no se revelan los elementos de hecho que quedan mencio-

nados como indispensables para que la Suprema Corte de 

Justicia pueda decidir si la ley ha sido violada, como lo 

1 

pretendeel demandante, o bien aplicada, como lo aduce 
la compañia demandada; que por ello, es evidente que en 
la 

dec isión que es objeto del presente recurso se ha incu-
ido en el vicio de falta de base legal; 

r  Por tales motivos : CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Feo E Ipidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
ret A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

cia del D. J. de Duarte, de fecha 6 de Febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guarionex Fernández y José Antonio Fernández. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, párrafo I, del Código 
Penal, 191 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que Guarionex y_ José Antonio Fernández, 
Ysaías Regalado, Benancio Pérez y Ramón Mejía, han si-• 
do perseguidos penalmente, como autores presuntos del 
"violencias recíprocas", de las cuales resultaron con golpes, 
"José Antonio Fernández, Ysaíis Regalado y herida leve la 
Sra. Juana Mercedes Reinoso, mientras quería apartarlos"; 
b) que apoderado del asunto el Juzgado de Paz de la co-
mún de Cotuy, lo decidió por su sentencia de fecha dos de 
octubre del año mil novecientos cincuenta, por la cual des-
Cargó de los delitos referidos a Benancio Pérez y Ramón, 

del delito imputado por no haberlo cometido, y con- 
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la _Cámara de lo Civil y Comercial, de la que procede el 
fallo impugnado, una certificación expedida, el ocho de j u_ 
nio de mil novecientos cuarenta y ocho, por el admini stra 

 dor de la compañía demandada, certificación según la cuai 
el reclamante había estado al servicio de dicha empres a 

 "durante los últimos cuatro años como corredor de locomo-
toras", prestando satisfactoriamente sus servicios, la me n

-cionada Cámara fundamenta su decisión en que, según ella, 
habiendo aceptado el recurrente un trabajo de pintura que 
le encomendó la compañía, el contra sobre conducción de 
locomotoras había "finalizado satisfactoriamente para am-
bas parte al momento de iniciar el intimado" en apelación 
"Pedro Cruz el aludido trabajo de pintura"; esto es, que 
no hubo despido por parte de la Ozama Sugar Company, 
Limited, sino una resiliación convencional de contrato, pri-
meramente, y luego una concertación de otro, temporero, 
sobre pintura, con todo lo cual se incurrió en el vicio de 
desnaturalizar la certificación arriba mencionada y se co-
metieron las demás violaciones de la ley invocadas ; 

Considerando que, para poder verificar si en la deci-
sión impugnada se incurrió, o nó, en los vicios alegados por 
el recurrente, sería necesario que la sentencia de que se 
trata hubiese establecido: a), cuándo terminaba el perío-
do de "los últimos cuatros años" indicados por la certifi-
cación del administrador de la compañia demandada, y 
consecuentemente, si los últimos seis meses hasta la fecha 
de la certificación, estaban abarcados por ésta; b), si el 
convenio sobre trabajo de pintura celebrado en abril de 
mil novecientos cuarenta y ocho por el actual recurrente, 
con la actual recurrida, era incompatible con el de corre-
dor de locomotoras, de manera que la aceptación del pri-
mero significase, necesariamente, la cancelación convencio-
nal del segundo ; e), cual era -el término que debía tener 
el último convenio y si tal término se cumplió; que el exa-
men de la sentencia atacada pone de manifiesto que en ella 
no se revelan los elementos de hecho que quedan mencio-
nados como indispensables para que la Suprema Corte de 
Justicia pueda decidir si la ley ha sido violada, como lo 
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etende el demandante, o bien aplicada, como lo aduce 
compañía demandada; que por ello, es evidente que en 

a  decisión que es objeto del presente recurso se ha incu-
ido  en el vicio de falta de base legal; 

Por tales motivos: CASA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini— J. Tomás Mejía.— 

Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
re', A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del D. J. de Duarte, de fecha 6 de Febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guarionex Fernández y José Antonio Fernández. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, párrafo I, del Código 
Penal, 191 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta, 
lo siguiente: a) que Guarionex y José Antonio Fernández, 
Ysaías Regalado, Benancio Pérez y Ramón Mejía, han si-• 
do perseguidos penalmente, como autores presuntos de 
"violencias recíprocas", de las cuales resultaron con golpes, 
"José Antonio Fernández, Ysaíis Regalado y herida leve la 
Sra. Juana Mercedes Reinoso, mientras quería apartarlos"; 
b) que apoderado del asunto el Juzgado de Paz de la co-
mún de Cotuy, lo decidió por su sentencia de fecha dos de 
octubre del año mil novecientos cincuenta, por la cual des-
cargó de los delitos referidos a Benancio Pérez y Ramón 
Mejía, del delito imputado por no haberlo cometido, y con- 
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llenó a Guarionex Fernández, a Isaías Regalado y a José Antonio Fernández, "como autores de los delitos ya dichos 
a pagar, el primero, una multa de diez pesos, el segu ndo' 
una multa de quince pesos y el último, a una multa de ci nco 

 pesos, a sufrir diez días de prisión, todos al pago de las 
costas"; c) que contra esta sentencia apeló el represen. 
tante del Ministerio Público ante el Juzgado de Paz y a  in. 
dicado, a nombre y en representación del Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Duarte, y la Cámara Penal de 
este Juzgado, así apoderada del asunto, lo falló por su sen-
tencia de fecha seis de febrero del año mil novecientos cin-
cuentiuno, de la cual es el dispositivo siguiente: "PRI-
MERO: que debe pronunciar, y pronuncia, defecto contra 
los inculpados Benancio Pérez y Ramón Mejía, de gene-
rales ignoradas, por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual fueron legalmente citados ;— SEGUNDO: 
.que debe declarar y declara, bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el Ministerio Público del Juzga-
do de Paz de Cotuí, a nombre y represntación del Mag. 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial de Duarte, con-
tra sentencia de fecha 2 de octubre 1950, que descargó a 
los nombrados Benancio Pérez y Ramón Mejía, del delito 
de golpes en perjuicio de Isaías Regalado, por no haber 
cometido el hecho que se le imputa, y condenó a los nom-
brados Guarionex Fernández, Isaías Regalado y José An-
tonio Fernández, por el delito de ejercer violencias recí-
procas a pagar el 1ro. RD$10.00, el 2do. RD$15.00 y el úl-
timo RD$5.00 de multa respectivamente, condenándose és-
te último además, a sufrir diez días de prisión correccio-
nal y al pago solidario de las costas;— TERCERO: que 
obrando por propia autoridad, debe modificar, y modifica, 
la aludida sentencia objeto del presente recurso, y condena 
a Guarionex Fernández, a sufrir cinco (5) dias de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$10.00 y a  José 
Antonio Fernández, a pagar RD$5.00 de multa por el de-
lito de golpes cometido en perjuicio de Isaías Regalado; —  

CUARTO: que debe descargar, y descarga, a Isaías Rega-
lado, Benancio Pérez y Ramón Mejía, del delito que se les 

-------- 
imputa por insuficiencia de pruebas; y, QUINTO: que de-
be  condenar y condena, además, a los nombrados Guario-
nex  y José Antonio Fernández, al pago solidario de las cos-
to, declarándolas de oficio en cuanto a los nombrados 
Isaías Regalado, Benancio Pérez y Ramón Mejía"; 

Considerando que los inculpados Guarionex y José 
Antonio Fernández, al intentar el presente recurso de ca-
sación, han expuesto que lo fundan en que en el fallo impug-
ado se han "violado las reglas de la presunción de inocen-
cia hasta prueba en contrario y la enunciación de las cau-
sas de culpabilidad en la sentencia, así como los elemen-
tos que caracterizan la presente infracción"; 

Considerando que en el presente caso, el Juez a quo, 
mediante pruebas legalmente admisibles y regularmente 
administradas, ha dado por comprobado lo siguiente: que 
el día primero de octubre del año mil novecientos cincuen-
ta, en Los Cerros, sección de la común de Cotuy, Guario-
nex y José Antonio Fernández les dieron golpes e infirie-
ron voluntariamente heridas que curaron antes de los diez 
días, a Isaías Regalado; 

Considerando que en los hechos antes referidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos de los deli-
tos de golpes y heridas previstos y sancionados por el ar-
tículo 311, párrafo I, del Código Penal; 

Considerando que al proceder así, el Juzgado a quo 
calificó correctamente el hecho y aplicó la sanción estable-
cida por la ley; que en ningún otro aspecto, la sentencia 
presenta vicio alguno que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 
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denó a Guarionex Fernández, a Isaías Regalado y a José 
Antonio Fernández, "como autores de los delitos ya di cho: 
a pagar, el primero, una multa de diez pesos, el sego nciO' 
una multa de quince pesos y el último, a una multa de cinco 
pesos, a sufrir diez días de prisión, todos al pago de l as 

 costas"; c) que contra esta sentencia apeló el represen 
tante del Ministerio Público ante el Juzgado de Paz y a  in-
dicado, a nombre y en representación del Procurador FI_ 
cal del Distrito Judicial de Duarte, y la Cámara Penal de 
este Juzgado, así apoderada del asunto, lo falló por su sen-
tencia de fecha seis de febrero del año mil novecientos cin-
cuentiuno, de la cual es el dispositivo siguiente: "PRI_ 
MERO: que debe pronunciar, y pronuncia, defecto contra 
los inculpados Benancio Pérez y Ramón Mejía, de gene-
rales ignoradas, por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual fueron legalmente citados ;— SEGUNDO: 
.que debe declarar y declara, bueno y válido el recurso de 
.apelación interpuesto por el Ministerio Público del Juzga-
do de Paz de Cotuí, a nombre y represntación del Mag. 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial de Duarte, con-
tra sentencia de fecha 2 de octubre 1950, que descargó a 
los nombrados Benancio Pérez y Ramón Mejía, del delito 
de golpes en perjuicio de Isaías Regalado, por no haber 
cometido el hecho que se le imputa, y condenó a los nom-
brados Guarionex Fernández, Isaías Regalado y José An-
tonio Fernández, por el delito de ejercer violencias recí-
procas a pagar el 1ro. RD$10.00, el 2do. RD$15.00 y el úl-
timo RD$5.00 de multa respectivamente, condenándose és-
te último además, a sufrir diez días de prisión correccio-
nal y al pago solidario de las costas;— TERCERO: que 
obrando por propia autoridad, debe modificar, y modifica, 
la aludida sentencia objeto del presente recurso, y condena 
a Guarionex Fernández, a sufrir cinco (5) dias de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$10.00 y a José 
Antonio Fernández, a pagar RD$5.00 de multa por el de-
lito de golpes cometido en perjuicio de Isaías Regalado;- -  

CUARTO: que debe descargar, y descarga, a Isaías Re 
lado, Benancio Pérez y Ramón Mejía, del delito que se 
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Imputa por insuficiencia de pruebas; y, QUINTO: que de-
be condenar y condena, además, a los nombrados Guario-
nex y José Antonio Fernández, al pago solidario de las cos-
to, declarándolas de oficio en cuanto a los nombrados 
Isaías Regalado, Benancio Pérez y Ramón Mejía"; 

Considerando que los inculpados Guarionex y José 
Antonio Fernández, al intentar el presente recurso de ca-
sación, han expuesto que lo fundan en que en el fallo impug-
ado se han "violado las reglas de la presunción de inocen-
cia hasta prueba en contrario y la enunciación de las cau-
sas de culpabilidad en la sentencia, así como los elemen-
tos que caracterizan la presente infracción"; 

Considerando que en el presente caso, el Juez a quo, 
mediante pruebas legalmente admisibles y regularmente 
administradas, ha dado por comprobado lo siguiente: que 
el día primero de octubre del año mil novecientos cincuen-
ta, en Los Cerros, sección de la común de Cotuy, Guario-
nex y José Antonio Fernández les dieron golpes e infirie-
ron voluntariamente heridas que curaron antes de los diez 
dais, a Isaías Regalado; 

Considerando que en los hechos antes referidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos de los deli-
tos de golpes y heridas previstos y sancionados por el ar-
tículo 311, párrafo I, del Código Penal; 

Considerando que al proceder así, el Juzgado a quo 
calificó correctamente el hecho y aplicó la sanción estable-
cida por la ley; que en ningún otro aspecto, la sentencia 
presenta vicio alguno que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge- 
neral. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-;-, tia_ 
na, de fecha 14 de Febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eustaquio Rivera. 

Intimado: Francisco Alcantara. Abogado: Lic. Angel Salvador Can& 

Pelletier. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil; la 
Ley No. 43 del año 1930, y los artículos lo. y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta : 
a) que en fecha diecisiete de agosto del año mil novecien-

tos cincuenta, Eustaquio Rivera presentó querella ante c, 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael con-
tra Francisco Alcántara, por el hecho de violación de pro-

piedad en su perjuicio; b) que apoderado de este hecho 
el Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judi-

cial, decidió por sentencia de fecha nueve de octubre de mil 
novecientos cincuenta, lo que se expresará más adelante, 
en el dispositivo del fallo impugnado; 

Considerando que sobre la apelación de Eustaquio Ri-
vera, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana ,  

dispuso por la sentencia objeto del presente recurso, lo si-
guiente: "PRIMERO: Declara válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por Eustaquio Rivera. 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis -

trito Judicial de San Rafael, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 9 del mes de octubre del año 1950,  

cuyo dispositivo dice así : "que debe PRIMERO: Declarar, 
como en efecto declara, al nombrado Francisco Alcántara ,  

-- 
generales anotadas, no culpable del delito de violación 

de propiedad que se le imputa, en perjuicio del señor Eus- 
*ojo Rivera, y en consecuencia lo debe descargar, como 
en efecto lo descarga, de tal hecho, por falta de intención 
delictuosa; SEGUNDO: Declarar, como en efecto declara, 
las  costas penales de oficio; TERCERO: Declarar, como en 
efecto declara, regular la constitución en parte civil del 

ñor Eustaquio Rivera; CUARTO: Rechazar, como en 
ecto rechaza, por improcedentes y mal fundadas, las con-

clusiones de la parte civil ; QUINTO: Condenar, como en 
fecto condena, al señor Eustaquio Rivera, parte civil cons-
ituída, al pago de las costas civiles, por haber sucumbido 

en  sus pretensiones, distrayéndolas en provecho del Lic. 
Angel Salvador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; y SEXTO: Enviar, como en efecto 
envía, las partes por ante los Jueces de lugar, para que allí 
se decida el fondo respecto al derecho de propiedad alegado 
por ambas partes"; SEGUNDO: Modifica dicha sentencia, 
y en consecuencia: a)— descarga a Francisco Alcántara 
del delito de violación de propiedad en perjuicio del quere-
llante Eustaquio Rivera por no haberlo cometido; b)—
rechaza la acción civil intentada por Eustaquio Rivera con-
tra Francisco Alcántara por improcedente y mal fundada; 
c)— en atención a que los litigantes están unidos por el 
vículo de afines de padre e hijo se declaran las costas ci-
viles compensadas en su totalidad; d)— declarar de ofi-
cio las costas penales de ambas instancias"; 

Considerando que la Ley No. 43 del año 1930 al incri-
minar el delito de violación de propiedad, expresa que este 
delito consiste en la introducción de una persona en una 
heredad, finca o plantación, sin permiso del dueño, arren-
datario, o usufructuario de la misma; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua me-
diante pruebas legalmente administradas y sometidas al 

te  

, ha dado por establecido que no es cierto que el pre-
venido Francisco Alcántara se introdujo en el terreno en 
discusión, sin la autorización correspondiente; que el que-
„ellante no es propietario ni arrendatario, ni usufructua- 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Mala_ 
na, de fecha 14 de Febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eustaquio Rivera. 

Intimado: Francisco Alcantara. Abogado: Lic. Angel Salvador cal* 
Pelletier. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil; la 
Ley No. 43 del año 1930, y los artículos 1o. y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha diecisiete de agosto del año mil novecien-

tos cincuenta, Eustaquio Rivera presentó querella ante el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael con-
tra Francisco Alcántara, por el hecho de violación de pro-
piedad en su perjuicio; b) que apoderado de este hecho 
el Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judi-
cial, decidió por sentencia de fecha nueve de octubre de mil 
novecientos cincuenta, lo que se expresará más adelante, 

en el dispositivo del fallo impugnado; 
Considerando que sobre la apelación de Eustaquio Ri-

vera, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana ,  
dispuso por la sentencia objeto del presente recurso, lo si-
guiente: "PRIMERO: Declara válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por Eustaquio Rivera, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Rafael, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 9 del mes de octubre del año 1950 , 

 cuyo dispositivo dice así: "que debe PRIMERO: Declarar, 

 como en efecto declara, al nombrado Francisco Alcántara,  

dee 
generales anotadas, no culpable del delito de violación 

de  propiedad que se le imputa, en perjuicio del señor Elia-
*qui° Rivera, y en consecuencia lo debe descargar, como 
,en  efecto lo descarga, de tal hecho, por falta de intención 
delictuosa; SEGUNDO: Declarar, como en efecto declara, 
las costas penales de oficio; TERCERO: Declarar, como en 
efecto declara, regular la constitución en parte civil del 
seiíor Eustaquio Rivera; CUARTO: Rechazar, como en 
efecto rechaza, por improcedentes y mal fundadas, las con-
clusiones de la parte civil; QUINTO: Condenar, como en 
efecto condena, al señor Eustaquio Rivera, parte civil cons-
tituida, al pago de las costas civiles, por haber sucumbido 
en sus pretensiones, distrayéndolas en provecho del Lic. 
Angel Salvador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; y SEXTO: Enviar, como en efecto 
envía, las partes por ante los Jueces de lugar, para que allí 
se decida el fondo respecto al derecho de propiedad alegado 
por ambas partes"; SEGUNDO: Modifica dicha sentencia, 
y en consecuencia: a)— descarga a Francisco Alcántara 
del delito de violación de propiedad en perjuicio del quere-
llante Eustaquio Rivera por no haberlo cometido; b)—
rechaza la acción civil intentada por Eustaquio Rivera con-
tra Francisco Alcántara por improcedente y mal fundada; 
c)— en atención a que los litigantes están unidos por el 
vículo de afines de padre e hijo se declaran las costas ci-
viles compensadas en su totalidad; d)— declarar de ofi-
cio las costas penales de ambas instancias"; 

Considerando que la Ley No. 43 del año 1930 al incri-
minar el delito de violación de propiedad, expresa que este 
delito consiste en la introducción de una persona en una 
heredad, finca o plantación, sin permiso del dueño, arren-
datario, o usufructuario de la misma; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua me-
diante 

 Francisco Alcántara se introdujo en el terreno en 
discusión, 

diante pruebas legalmente administradas y sometidas al 
debate , ha dado por establecido que no es cierto que el pre- 

sin la autorización correspondiente; que el que- 
rellante no es propietario ni arrendatario, ni usufructua- 
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rio ni simple poseedor absoluto de este terreno no desm on 
 tado, y que pertenece a terceras personas, pues tanto el 

querellante como el prevenido habían recibido autorización 
de miembros de la sucesión de la Rosa para usar en ben e, 
ficio de ellos el monte, objeto de las diferencias surgjd a9 

 entre dichos querellante y prevenido, sin que le fuera se-
ñalada porción determinada a cada uno de ellos; 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua  
al decidir que Francisco Alcántara se introdujo en el mon. 
te en discusión con autorización de los dueños del mismo , 
y que la parte civil no tenía calidad para querellarse, 
descargarlo de toda responsabilidad penal por no haber 
cometido el delito imputádole y no por falta de intención 
delictuosa como lo hizo el primer juez, procedió ajustán-
dose a las prescripciones de la ley antes citada; 

Considerando que al ser descargado el prevenido del 
delito imputádole, la Corte examinó la demanda en daños 
y perjuicios interpuesta por la parte civil y la rechazó, 
fundándose en que es indispensable como base de una re-
parición civil que haya un perjuicio real y directo causa-
do a la persona que se queja y una falta que sea la causa 
originaria de ese prejuicio y que pueda ponerse a cargo 
del autor del mismo; 

Considerando que no habiendo sido establecida la fal-
ta puesta a cargo de Francisco Alcántara, ni habiendo si-
do comprobado que Eustaquio Rivera, sufriera por el he-
cho del prevenido daño alguno, lo que fué bien establecido 
por los jueces del fondo, la sentencia, en el aspecto de que 
se trata, como el anterior ya examinado, está, al abrigo 
de toda crítica ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 

A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-

neral. 
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SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sentenc ia  impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, del 

primero de Junio de 1951. 

ldateria: Penal. 

Recurrente: Rolando Velez Torres. Abogado: Lic. José Pedemonte hijo. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8 y 42 de la Constitución; 1ro. 
de la Ley 29, del 1942; 454 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
1) Que en fecha dieciseis de enero del corriente año fué 
sometido a la acción de la justicia represiva, por el Jefe 
del Gabinete de Identificación de la Policía Nacional, Dr. 
Antonio de los Santos, Mayor, P. N., el nombrado Rolando 
Velez Torres, dominicano, naturalizado costarricense, "por 
el hecho de que al regresar al país, se ha puesto a alegar 
una nacionalidad extranjera queriendo ocultar su condi-
ción de dominicano"; 2) Que apoderada del hecho la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, por envío que hi-
ciera el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
según providencia calificativa de fecha doce de mayo de 
mil novecientos cincuenta y uno, estatuyó sobre el caso 
Por sentencia del diecisiete de abril del corriente año (1951), 
la cual contiene el dispositivo que se copia in extenso en 
el del fallo ahora impugnado, que se transcribe a conti-
nuación: "PRIMERO: Declara regular y válido, en cuan-
t°  a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUN-
uO: CONFIRMAR la sentencia contra la cual se apela, 
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río ni simple poseedor absoluto de este terreno no desm on- 
tado, y que pertenece a terceras personas, pues ta t 

n el 
querellante como el prevenido habían recibido autorización 
de miembros de la sucesión de la Rosa para usar en ben e._ 
ficio de ellos el monte, objeto de las diferencias surgidas 
entre dichos querellante y prevenido, sin que le fuera s e_ 
ñalada porción determinada a cada uno de ellos; 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a q ua 
 al decidir que Francisco Alcántara se introdujo en el mon-

te en discusión con autorización de los dueños del mis mo, 
 y que la parte civil no tenía calidad para querellarse, y 

descargarlo de toda responsabilidad penal por no haber 
cometido el delito imputádole y no por falta de intención 
delictuosa como lo hizo el primer juez, procedió ajustan-
dose a las prescripciones de la ley antes citada; 

Considerando que al ser descargado el prevenido del 
delito imputádole, la Corte examinó la demanda en daños 
y perjuicios interpuesta por la parte civil y la rechazó, 
fundándose en que es indispensable como base de una re-
parición civil que haya un perjuicio real y directo causa-
do a la persona que se queja y una falta que sea la causa 
originaria de ese prejuicio y que pueda ponerse a cargo 
del autor del mismo; 

Considerando que no habiendo sido establecida la fal-
ta puesta a cargo de Francisco Alcántara, ni habiendo si-
do comprobado que Eustaquio Rivera, sufriera por el he-
cho del prevenido daño alguno, lo que fué bien establecido 
por los jueces del fondo, la sentencia, en el aspecto de que 
se trata, como el anterior ya examinado, está al abrigo 
de toda critica; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge -

neral. 
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1EN;TESCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, del 
Selatell:mero de Junio de 1951. 

materia: Penal. 

securrente: Rolando Velez Torres. Abogado: Lic. José Pedemonte hijo. 

11111w  La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 8 y 42 de la Constitución ; 1ro. 
de la Ley 29, del 1942; 454 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
1) Que en fecha dieciseis de enero del corriente año fué 
sometido a la acción de la justicia represiva, por el Jefe 
del Gabinete de Identificación de la Policía Nacional, Dr. 
Antonio de los Santos, Mayor, P. N., el nombrado Rolando 
Velez Torres, dominicano, naturalizado costarricense, "por 
el hecho de que al regresar al país, se ha puesto a alegar 
una nacionalidad extranjera queriendo ocultar su condi-
ción de dominicano"; 2) Que apoderada del hecho la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, por envío que hi-
ciera el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
según providencia calificativa de fecha doce de mayo de 
mil novecientos cincuenta y uno, estatuyó sobre el caso 
Por sentencia del diecisiete de abril del corriente año (1951), 
la cual contiene el dispositivo que se copia in extenso en 
el del fallo ahora impugnado, que se transcribe a conti-
nuación: "PRIMERO: Declara regular y válido, en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUN-
hg: CONFIRMAR la sentencia contra la cual se apela, 
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dictada en fecha DIE Y SIETE (17) de ABRIL del aii n 
 en curso (1951) por la Segunda Cámara Penal del Juega„ 

do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO. 
Que debe DECLARAR, y al efecto DECLARA, que el no

m'  brado ROLANDO VELEZ TORRES, de generales expre
-sadas, es autor del CRIMEN de haber invocado, alegado o 

 aducido la posesión de una nacionalidad extranjera me
. diante la adopción de la ciudadanía costarricense, he cho 

 previsto y sancionado por el artículo 1ro. de la Ley No. 29 
y el párrafo único del artículo 8 de la Constitución de vi. 
gente; y como tal, lo CONDENA a sufrir la pena de DOS 
AÑOS de reclusión en la Cárcel Pública de esta Ciudad•

' 
 y 

SEGUNDO: Que debe CONDENAR, y CONDENA, a di-
cho acusado al pago de las costas"; y TERCERO: CON-
DENA a ROLANDO VELEZ TORRES, al pago de las cos-
tas del presente recurso"; 

Considerando en cuanto a las violaciones invocadas en 
el primero y segundo medios, que el artículo 8 de la Cons-
titución consagra que "ningún dominicano podrá alegar 
condición de extranjero por naturalización o por cualquier 
otra causa", y el artículo 1 de la Ley No. 29 de 1942, dis• 
pone "que el dominicano que por declaración escrita o 
verbal invoque, alegue o aduzca la posesión de una nacio-
nalidad extranjera con el propósito de ocultar su condición 
de dominicano, o de evadir los deberes inherentes a ésta, 
o de beneficiarse en cualquier forma al amparo de la na-
cionalidad extranjera que directa o indirectamente invo-
que, será castigado con la pena de reclusión y multa de 
doscientos a dos mil pesos, o con la primera solamente"; 
que, en tal virtud, el delito de invocar una nacionalidad 
extrajera, incriminado por el expresado texto legal queda 
caracterizado, entre otros casos, cuando un dominicano in -

voque una nacionalidad extranjera" con el propósito de 
ocultar su condición de dominicano"; 

Considerando que, en la especie, los jueces del fondo 
han comprobado soberanamente ,al amparo del someti-
miento hecho por el Jefe del Gabinete de Identificac

ión  

de la  policía Nacional, y de los demás elementos de convic-
ción a portador al debate, que el prevenido Rolando Velez 
Torres , de nacionalidad dominicana, adoptó la ciudadanía 
cos tarricense, y que al regresar al país en fecha dieciseis 
de enero del corriente año, alegó la nacionalidad costarri- 

"queriendo ocultar su condición de dominicano"; 
queesos hechos, así caraterizados, constituyen el delito pre-
v is to  por el artículo 1 de la Ley No. 29 de 1942, puesto a 
cargo del recurrente, tal y como lo han admitido los jueces 
del fondo; que, por tanto, al condenar al prevenido a la 
pena de dos años de reclusión, la Corte a qua le impuso 
una sanción ajustada a la Ley, por todo lo cual, dicha Corte 
no ha cometido las violaciones alegadas en los medios que 
acaban de ser examinados; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 42 
de la Constitución, que consagra el principio de la irre-
troactividad de las leyes, invocada en el tercer medio, 
que en el fallo impugnado no se ha violado el expresado 
cánon constitucional, pues la Ley No. 29, aplicada al caso, 
está en vigor desde el 30 de mayo de 1942, y el hecho de-
lictuoso puesto a cargo del recurrente fué cometido cuando 
éste regresó al país el dieciseis de enero del corriente año 
(1951) ; que esta misma circunstancia conduce al rechaza-
miento del cuarto medio, en el cual se invoca la violación 
del artículo 454 del Código de Procedimiento Criminal, 
relativo a la prescripción de la acción pública resultante 
de un crimen, pués lo que ha motivado las persecuciones 
judiciales y el enjuiciamiento subsiguiente del acusado, ha 
sido el hecho de alegar una nacionalidad extranjera, "que-
riendo ocultar su condición de dominicano", cometido en 
el mes de enero del corriente año, y el cual no está cubierto 
por la prescripción; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos de la causa y a la falta de base legal, invocados en 
el quinto y último medio, que en la sentencia impugnada 
no se han desnaturalizado los hechos y circunstancias de 
la causa; que, por el contrario, las comprobaciones reali-
zadas por • los jueces del fondo, fueron el resultado de la 



dictada en fecha DIE Y SIETE (17) de ABRIL del- 
en curso (1951) por la Segunda Cámara Penal del Juzg a 

 do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO. 
Que debe DECLARAR, y al efecto DECLARA, que el nu m"

-  brado ROLANDO VELEZ TORRES, de generales expre
-

sadas, es autor del CRIMEN de haber invocado, alegado 
aducido la posesión de una nacionalidad extranjera me-
diante la adopción de la ciudadanía costarricense, h echo 

 previsto y sancionado por el artículo 1ro. de la Ley No. 29 
y el párrafo único del artículo 8 de la Constitución de vi-
gente; y como tal, lo CONDENA a sufrir la pena de DOS 
AÑOS de reclusión en la Cárcel Pública de esta Ciudad•

' 
 y 

SEGUNDO: Que debe CONDENAR, y CONDENA, a di-
cho acusado al pago de las costas"; y TERCERO: CON-
DENA a ROLANDO VELEZ TORRES, al pago de las cos-
tas del presente recurso"; 

Considerando en cuanto a las violaciones invocadas en 
el primero y segundo medios, que el artículo 8 de la Cons-
titución consagra que "ningún dominicano podrá alegar 
condición de extranjero por naturalización o por cualquier 
otra causa", y el artículo 1 de la Ley No. 29 de 1942, dis-
pone "que el dominicano que por declaración escrita o 
verbal invoque, alegue o aduzca la posesión de una nacio-
nalidad extranjera con el propósito de ocultar su condición 
de dominicano, o de evadir los deberes inherentes a ésta, 
o de beneficiarse en cualquier forma al amparo de la na-
cionalidad extranjera que directa o indirectamente invo-
que, será castigado con la pena de reclusión y multa de 
doscientos a dos mil pesos, o con la primera solamente"; 
que, en tal virtud, el delito de invocar una nacionalidad 
extrajera, incriminado por el expresado texto legal queda 
caracterizado, entre otros casos, cuando un dominicano in-
voque una nacionalidad extranjera" con el propósito de 
ocultar su condición de dominicano"; 

Considerando que, en la especie, los jueces del fonclo 
han comprobado soberanamente ,al amparo del someti

-

miento hecho por el Jefe del Gabinete de Identificaci
ón  

de  la  policía Nacional, y de los demás elementos de convic-

ción apurtador al debate, que el prevenido Rolando Velez 
Torres , de nacionalidad dominicana, adoptó la ciudadanía 
costarricense, y que al regresar al país en fecha dieciseis 
5e  enero del corriente año, alegó la nacionalidad costarri-

cense,  ocultar su condición de dominicano"; 

cieaurego del recurrente, 

s ° hechos, así caraterizados, constituyen el delito pre- 

visto posr el artículo 1 de la Ley No. 29 de 1942, puesto a 
tal y como lo han admitido los jueces 

del fondo; que, por tanto, al condenar al prevenido a la 
pena de dos años de reclusión, la Corte a qua le impuso 
una sanción ajustada a la Ley, por todo lo cual, dicha Corte 
no ha cometido las violaciones alegadas en los medios que 
acaban de ser examinados; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 42 
de la Constitución, que consagra el principio de la irre-
troactividad de las leyes, invocada en el tercer medio, 
que en el fallo impugnado no se ha violado el expresado 
cánon constitucional, pues la Ley No. 29, aplicada al caso, 
está en vigor desde el 30 de mayo de 1942, y el hecho de-
lictuoso puesto a cargo del recurrente fué cometido cuando 
éste regresó al país el dieciseis de enero del corriente año 
(1951) ; que esta misma circunstancia conduce al rechaza-
miento del cuarto medio, en el cual se invoca la violación 
del artículo 454 del Código de Procedimiento Criminal, 
relativo a la prescripción de la acción pública resultante 
de un crimen, pués lo que ha motivado las persecuciones 
judiciales y el enjuiciamiento subsiguiente del acusado, ha 
sido el hecho de alegar una nacionalidad extranjera, "que-
riendo ocultar su condición de dominicano", cometido en 
el mes de enero del corriente año, y el cual no está cubierto 
Por la prescripción; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos de la causa y a la falta de base legal, invocados en 
el quinto y último medio, que en la sentencia impugnada 
no se han desnaturalizado los hechos y circunstancias de 
la causa; que, por el contrario, las comprobaciones reali-
zadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de la 
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de feria 1ro. 
de Diciembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Velazquez Fernandez. Abogado: Lic. Manuel de J. 

Pellerano Castro. 

Intimado: Catalina Jimenez Almanzar. Abogado: Dr. R. Euclidez Vi-
cioso B. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1134, 1165, 1315, 1322, 135 3 

 y 1583 del Código Civil; 11 y 271 de la Ley de Registro de 
Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y d i 

 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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ponderación de las pruebas sometidas a la discusión d e  iza 
 partes en los debates y al examen del juez en la decisión , 

que, además, la sentencia impugnada, que en sus deruá s 
 aspectos no revela ningún vicio de forma o de fondo que 
 la haga anulable, contiene una exposición completa del be, 

cho y una descripción de las circunstancias de la ca usa, 
 que han permitido verificar que el fallo de la Corte a qua 

 y el de primera instancia, cuyos motivos fueron adoptados, 
 han hecho una exacta aplicación de la ley a los hechos te.. 

nidos por constantes, habiendo por consiguiente, los jueces 
del fondo, justificado legalmente su decisión ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía-

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge. 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo 1) que según acta de venta bajo firma pri-
vada  .)ada  de fecha nueve de junio de mil novecientos cuarenta 
; nueve, "el señor José María Aponte Mella transfirió a 

j 'a  señora Catalina Jiménez el Solar No. 29 de la Manzana 
891, Distrito Catastral No. 1 del Distrito de Santo Do-

mingo, Ciudad Trujillo, que figuraba registrado a su fa-
vor" ;  2) "que las firmas de este acto fueron certificadas 
por e l Notario Doctor Hipólito Peguero Asencio, el 31 de 
agosto del 1949; y que el Registrador de Títulos realizó 
la transferencia el 2 de septiembre del 1949, según consta 
en el Certificado de Título No. 24040, expedido a favor de la 
compradora Catalina Jiménez"; 3) "que sobre ese inmue-
ble existían dos hipotecas en favor del señor Luis Anibal 
Tejeda y otra en favor de la Casa Velázquez, C. por A. re-
ducida esta última de $20.500.00 a $9,388.60, según se lee 
en la anotación que tiene al respaldo el Certificado de Tí-
tulo"; 4) "que el Registrador de Títulos, al hacer la trans-
ferencia en favor de la señora Catalina Jiménez, compra-
dora, mantuvo el registro de esos gavámenes, ya que hasta 
ese momento no habían sido cancelados"; 5) "que poste-
riormente, el señor José Velásquez Fernández obtuvo una 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, en defecto por falta de concluir, 
el 24 de noviembre del 1949, por la cual dicho Juzgado 
condenó al señor José María Aponte a pagar al señor Ve-
lázquez la suma de $6,737.15, deuda que tenía su origen 
en un pagaré, más los intereses y las costas"; 6) "que es-
ta 

 

Justicia" 7)fué notificada al Registrador de Títulos del 
Distrito de Santo Domingo el 30 de noviembre del 1949, 
según consta en el acto que diligenció el Ministerial Ramón 
M. de Soto, alguacil de Estrados de la Suprema Corte de 

7) "que en virtud de esa sentencia se pretendió 
gravar los inmuebles del deudor señor José María Aponte 
Mella, pero en lo que concierne al solar No. 29 de la Man- 
zana No. 891, el Registrador no pudo anotar la hipoteca 
judicial resultante de dicha sentencia, porque, según se ha 
dicha, ese solar había sido vendido por José María Aponte 
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ponderación de las pruebas sometidas a la discusión d e  las, 
 partes en los debates y al examen del juez en la decisión : 

que, además, la sentencia impugnada, que en sus den iá; 
aspectos no revela ningún vicio de forma o de fondo que 

 la haga anulable, contiene una exposición completa del he 
 cho y una descripción de las circunstancias de la causa' 

que han permitido verificar que el fallo de la Corte a qua y el de primera instancia, cuyos motivos fueron adoptados, 
han hecho una exacta aplicación de la ley a los hechos t e. 
nidos por constantes, habiendo por consiguiente, los jueces 
del fondo, justificado legalmente su decisión ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz:— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge. 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSIICI1 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1ro. 
de DiciemIre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Velazquez Fernandez. Abogado: Lic. Manuel de J. 

Pellerano Castro. 

Intimado: Catalina Jimenez Almanzar. Abogado: Dr. R. Eucliclez Vi-
cioso B. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1134, 1165, 1315, 1322, 135 3 

 y 1583 del Código Civil; 11 y 271 de la Ley de Registro de 
Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 71 

 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 

'° 
siguiente: 1) que según acta de venta bajo firma pri-

s,ada  de fecha nueve de junio de mil novecientos cuarenta 
v nueve, "el señor José María Aponte Mella transfirió a 
la señora Catalina Jiménez el Solar No. 29 de la Manzana 

891, Distrito Catastral No. 1 del Distrito de Santo Do-
mingo , Ciudad Trujillo, que figuraba registrado a su fa-
vor,, ;  2) "que las firmas de este acto fueron certificadas 
por el Notario Doctor Hipólito Peguero Asencio, el 31 de 
agosto del 1949; y que el Registrador de Títulos realizó 
la transferencia el 2 de septiembre del 1949, según consta 
en el Certificado de Título No. 24040, expedido a favor de la 
compradora Catalina Jiménez"; 3) "que sobre ese inmue-
ble existían dos hipotecas en favor del señor Luis Anibal 
Tejeda y otra en favor de la Casa Velázquez, C. por A. re-
ducida esta última de $20.500.00 a $9,388.60, según se lee 
en la anotación que tiene al respaldo el Certificado de Tí-
tulo"; 4) "que el Registrador de Títulos, al hacer la trans-
ferencia en favor de la señora Catalina Jiménez, compra-
dora, mantuvo el registro de esos gavámenes, ya que hasta 
ese momento no habían sido cancelados"; 5) "que poste-
riormente, el señor José Velásquez Fernández obtuvo una 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, en defecto por falta de concluir, 
el 24 de noviembre del 1949, por la cual dicho Juzgado 
condenó al señor José María Aponte a pagar al señor Ve-
lázquez la suma de $6,737.15, deuda que tenía su origen 
en un pagaré, más los intereses y las costas"; 6) "que es-
t

a 
Justicia

" 7)fué notificada al Registrador de Títulos del 
Distrito de Santo Domingo el 30 de noviembre del 1949, 
según consta en el acto que diligenció el Ministerial Ramón 
M. de Soto, alguacil de Estrados de la Suprema Corte de 

7) "que en virtud de esa sentencia se pretendió 
gravar los inmuebles del deudor señor José María Aponte 

pero en lo que concierne al solar No. 29 de la Man- 
zana No. 891, el Registrador no pudo anotar la hipoteca 
judicial resultante de dicha sentencia, porque, según se ha 
dicho, ese solar había sido vendido por José María Aponte 
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ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
partes en los debates y al examen del juez en la decisjó n 

 que, además, la sentencia impugnada, que en sus clerná's 
 aspectos no revela ningún vicio de forma o de fondo que 
 la haga anulable, contiene una exposición completa del he, 

cho y una descripción de las circunstancias de la cau sa 
 que han permitido verificar que el fallo de la Corte a qua' 

y el de primera instancia, cuyos motivos fueron adoptados 
han hecho una exacta aplicación de la ley a los hecho s  te, 
nidos por constantes, habiendo por consiguiente, los jue ces 

 del fondo, justificado legalmente su decisión; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía-

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz,_ 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1ro. 
de Diciemtite de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Velazquez Fernandez. Abogado: Lic. Manuel de J. 

Pellerano Castro. 

Intimado: Catalina Jimenez Almanzar. Abogado: Dr. R. Euclidez Vi-
cioso B. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1134, 1165, 1315, 1322, 135 3 

 y 1583 del Código Civil; 11 y 271 de la Ley de Registro de 
Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 41 

 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

's
iguiente: 1) que según acta de venta bajo firma pri-

vada de fecha nueve de junio de mil novecientos cuarenta 
, nueve, "el señor José María Aponte Mella transfirió a 

ja señora Catalina Jiménez el Solar No. 29 de la Manzana 

tio. Distrito Catastral No. 1 del Distrito de Santo Do-
mingo , Ciudad Trujillo, que figuraba registrado a su fa-
vor"; 2) "que las firmas de este acto fueron certificadas 
por el Notario Doctor Hipólito Peguero Asencio, el 31 de 
agosto del 1949; y que el Registrador de Títulos realizó 
la transferencia el 2 de septiembre del 1949, según consta 
en el Certificado de Título No. 24040, expedido a favor de la 
compradora Catalina Jiménez"; 3) "que sobre ese inmue-
ble existían dos hipotecas en favor del señor Luis Anibal 
Tejeda y otra en favor de la Casa Velázquez, C. por A. re-
ducida esta última de $20.500.00 a $9,388.0, según se lee 
en la anotación que tiene al respaldo el Certificado de Tí-
tulo"; 4) "que el Registrador de Títulos, al hacer la trans-
ferencia en favor de la señora Catalina Jiménez, compra-
dora, mantuvo el registro de esos gavámenes, ya que hasta 
ese momento no habían sido cancelados"; 5) "que poste-
riormente, el señor José Velásquez Fernández obtuvo una 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, en defecto por falta de concluir, 
el 24 de noviembre del 1949, por la cual dicho Juzgado 
condenó al señor José María Aponte a pagar al señor Ve-
lázquez la suma de $6,737.15, deuda que tenía su origen 
en un pagaré, más los intereses y las costas"; 6) "que es-
ta 

 

Justicia" 7)fué notificada al Registrador de Títulos del 
Distrito de Santo Domingo el 30 de noviembre del 1949, 
según consta en el acto que diligenció el Ministerial Ramón 
M. de Soto, alguacil de Estrados de la Suprema Corte de 

7) "que en virtud de esa sentencia se pretendió 
gravar los inmuebles del deudor señor José María Aponte 
Mella, pero en lo que concierne al solar No. 29 de la Man- 
zana No. 891, el Registrador no pudo anotar la hipoteca 
judicial resultante de dicha sentencia, porque, según se ha 
dicho, ese solar había sido vendido por José María Aponte 
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Mella a la señora Catalina Jiménez"; 8) "que así las cos a 
 intervino la instancia de fecha 14 de diciembre de 1949' 

sometida al Tribunal de Tierras por el Lic. Manuel de j e: 
sus Pellerano Castro, a nombre del acreedor José 
quez Fernández, por la cual pide que se declare simulad o 

 el acto de venta o traspaso que otorgó Aponte Mella a la 
señora Jiménez y que se ordene a su vez la inscripción de 
la hipoteca judicial antes dicha"; 9) "que para resolver 
el caso como litis sobre terrenos registrados, fué design a

-do por auto de fecha 16 de enero de 1950, el Juez de Juria. 
dicción Original Lic. E. Salvador Aristy Ortiz, quien des-
pués de celebrar la audiencia pública correspondiente y 
de oir a las partes en sus alegatos y conclusiones, dictó 
su Decisión No. 2, de fecha 12 de junio del 1950, por la 
cual rechazó, por falta de fundamento, las conclusiones del 
señor José Velázquez Fernández, y declaró sincero y vá-
lido el acto de venta que el señor José María Aponte Mella 
otorgó a la señora Catalina Jiménez, manteniendo así el 
Certificado de Título No. 24040, de fecha 2 de septiembre 
del 1949, expedido por el Registrador de Títulos en favor 
de dicha señora"; y 10) que contra esta última sentencia 
apeló José Velázquez Fernández, y el Tribunal Superior 
de Tierras falló el recurso por la sentencia ahora impug-
nada en casación, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"FALLA : lo.— Se rechaza la apelación interpuesta por 
el Lic. Manuel de Jesús Pellerano Castro, a nombre del 
señor José Velázquez Fernández, por infundada ;— 20.—
Se confirma la Decisión Número 2, de Jurisdicción Ori-
ginal, de fecha 12 de junio del 1950, dictada en relación 
con el solar No. 29 de la Manzana No. 891, del Distrito 
Catastral Número 1, del Distrito de Santo Domingo, Ciu-

dad Trujillo, cuyo dispositivo dice así : PRIMERO: Se re-
chazan por falta de fundamento las conclusiones del señor 
José Velázquez Fernández, español, mayor de edad, soltero, 
comerciante, domicilado y residente en esta ciudad, cal le 

 General Luperón No. 10, identificado por la cédula perso-
nal No. 1640, serie primera, con sello de R. I. No. 928, pa -

ra 1950, en relación con el solar No. 29 y sus mejoras de la 

ganzana No. 891, Distrito Catastral No. 1 del Distrito de 
Santo Domingo, Ciudad Trujillo, tendientes: a) a que se 
declare la simulación del contrato de compra-venta bajo 
escritura privada, de fecha 9 de junio del año 1949, inter-
venido respecto del referido solar y sus mejoras entre el 
señor José María Aponte Mella, dominicano, mayor de edad, 
industrial, domiciliado y residente en esta ciudad, calle Sán-
chez No. 49, identificado por la cédula personal No. 7815, 
serie 1, y la señora Catalina Jimenez Almanzar, domini-
cana, mayor de edad, soltera, de profesión quehaceres do-
mésticos, de este domicilio y residencia en la calle Restau-
ración No. 28, identificada por la cédula personal No. 3345, 
serie primera ; b) a que se ordene la cancelación del Cer-
tificado de Título No. 24040, expedido a favor de la señora 
Catalina Jiménez Almánzar, y la expedición de otro a favor 
del señor José María Aponte Mella ; c) a que se ordene la ins-
cripción (re una hipoteca judicial a favor de los señores 
José Velázquez Fernández y Licenciado Manuel de Jesús 
Pellerano Castro, por la suma de RD$7,204,26 (siete mil 
doscientos cuatro pesos, con veintiseis centavos oro), se-
gún factura de fecha 30 de noviembre del 1949" ;— "SE-
GUNDO: En consecuencia, se declara sincero y válido, tan-
to en la forma como en el fondo, el referido acto de com-
pra-venta„ con todas las consecuencias que sean de dere-
cho, especialmente la expedición a favor de la señora Ca-
talina Jiménez Almanzar del Certificado de Título No. 24040, 
de fecha 2 de septiembre de 1949, correspondiente al men-
cionado solar y sus mejoras, Certificado que se mantiene 
en toda su fuerza y vigor con los derechos actuales regis-
trados en él"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
edios de casación : "PRIMER MEDIO : Violación del ar-

tículo 271 de la Ley de Registro de Tierras y de los artícu-
los 1134, 1165, 1322, 1353 y 1583 del Código Civil ; Viola-
ción de los principios y normas jurídicas que rigen la no-
ción de la simulación; Falta de base legal y desnaturaliza-
ción de los hechos"; "SEGUNDO MEDIO: Violación del 
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sometida al Tribunal de Tierras por el Lic. Manuel de J e: 
sus Pellerano Castro, a nombre del acreedor 

intervino la instancia de fecha 14 de diciembre de 1949 
Mella a la señora Catalina Jiménez"; 8) "que así las cos as  

José Veláz-
quez Fernández, por la cual pide que se declare simulado 
el acto de venta o traspaso que otorgó Aponte Mella a l a 

 señora Jiménez y que se ordene a su vez la inscripción de 
la hipoteca judicial antes dicha"; 9) "que para resolver 
el caso como litis sobre terrenos registrados, fué design a, 
do por auto de fecha 16 de enero de 1950, el Juez de Juris-
dicción Original Lic. E. Salvador Aristy Ortiz, quien des-
pués de celebrar la audiencia pública correspondiente y 
de oir a las partes en sus alegatos y conclusiones, dictó 
su Decisión No. 2, de fecha 12 de junio del 1950, por la 
cual rechazó, por falta de fundamento, las conclusiones del 
señor José Velázquez Fernández, y declaró sincero y vá-
lido el acto de venta que el señor José María Aponte Mella 
otorgó a la señora Catalina Jiménez, manteniendo así el 
Certificado de Título No. 24040, de fecha 2 de septiembre 
del 1949, expedido por el Registrador de Títulos en favor 
de dicha señora"; y 10) que contra esta última sentencia 
apeló José Velázquez Fernández, y el Tribunal Superior 
de Tierras falló el recurso por la sentencia ahora impug-
nada en casación, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"FALLA : lo.— Se rechaza la apelación interpuesta por 
el Lic. Manuel de Jesús Pellerano Castro, a nombre del 
señor José Velázquez Fernández, por infundada ;— 2o.— 
Se confirma la Decisión Número 2, de Jurisdicción Ori-
ginal, de fecha 12 de junio del 1950, dictada en relación 
con el solar No. 29 de la Manzana No. 891, del Distrito 
Catastral Número 1, del Distrito de Santo Domingo, Ciu-
dad Trujillo, cuyo dispositivo dice así : PRIMERO: Se re-
chazan por falta de fundamento las conclusiones del señor 
José Velázquez Fernández, español, mayor de edad, soltero , 

 comerciante, domicilado y residente en esta ciudad, calle 
General Luperón No. 10, identificado por la cédula perso-
nal No. 1640, serie primera, con sello de R. I. No. 928, pa -
ra 1950, en relación con el solar No. 29 y sus mejoras de la  

manzana No. 891, Distrito Catastral No. 1 del Distrito de 
Santo Domingo, Ciudad Trujillo, tendientes: a) a que se 
declare la simulación del contrato de compra-venta bajo 
escritura privada, de fecha 9 de junio del año 1949, inter-
venido respecto del referido solar y sus mejoras entre el 
señor José María Aponte Mella, dominicano, mayor de edad, 
i ndustrial, domiciliado y residente en esta ciudad, calle Sán-
chez No. 49, identificado por la cédula personal No. 7815, 
serie 1, y la señora Catalina J imenez Almanzar, domini-
cana, mayor de edad, soltera, de profesión quehaceres do-
mésticos, de este domicilio y residencia en la calle Restau-
ración No. 28, identificada por la cédula personal No. 3345, 
serie primera ; b) a que se ordene la cancelación del Cer-
tificado de Título No. 24040, expedido a favor de la señora 
Catalina Jiménez Almánzar, y la expedición de otro a favor 
del señor José María Aponte Mella ; c) a que se ordene la ins-
cripción de una hipoteca judicial a favor de los señores 
José Velázquez Fernández y Licenciado Manuel de Jesús 
Pellerano Castro, por la suma de RI)$7,204,26 (siete mil 
doscientos cuatro pesos, con veintiseis centavos oro), se-
gún factura de fecha 30 de noviembre del 1949"•— "SE-
GUNDO: En consecuencia, se declara sincero y válido, tan-
to en la forma como en el fondo, el referido acto de com-
pra-venta„ con todas las consecuencias que sean de dere-
cho, especialmente la expedición a favor de la señora Ca-
talina Jiménez Almanzar del Certificado de Título No. 24040, 
de fecha 2 de septiembre de 1949, correspondiente al men-
cionado solar y sus mejoras, Certificado que se mantiene 
en toda su fuerza y vigor con los derechos actuales regis-
trados en él"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación : "PRIMER MEDIO : Violación del ar-
tículo 271 de la Ley de Registro de Tierras y de los artícu-
los 1134, 1165, 1322, 1353 y 1583 del Código Civil ; Viola-
ción de los principios y normas jurídicas que rigen la no-
ción de la simulación; Falta de base legal y desnaturaliza-
ción de los hechos"; "SEGUNDO MEDIO: Violación del 



artículo 1315; de la noción de la prueba y del artículo 
de la Ley de Registro de Tierras" ; 

Considerando, en cuanto a los dos medios del recurs
o 

los cuales se reúnen para su examen en vista de la estrech 
relación que entre ellos existe, que en la sentencia ir rippg 

 nada consta que José Velázquez Fernández, para justificar 
 su acción en declaración de simulación, invocó los hechos 
 y circunstancias que se exponen a continuación: 1) que 

 mientras el documento relativo a la venta concluida entre 
José Aponte Mella y Catalina Jiménez tiene fecha nueve 
de junio de mil novecientos cuarenta y nueve, el Notario 
Peguero Asencio certificó las firmas de las partes el trein-
ta y uno de agosto del mismo ario ; 2) que la compradora 
se reservó la suma de $7000.00 para pagar dos hipotecas 
que existían en favor de Luis Anibal Tejeda y al hacer esa 
reserva no tomó en consideración la suma de $490.00 que 
adeudaba el señor Aponte Mella por concepto de siete me-
ses de intereses al 30 de junio de mil novecientos cuarenta 
y nueve; 3) que si se admite que la venta tiene fecha trein-
ta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, o 
sea la del día en que el Notario Peguero certificó las fir-

mas, es fácil advertir que para esa fecha ya el actual re-
currente había demandado al señor Aponte en cobro de la 
suma de $6737.15, según emplazamiento notificado el vein-
titres de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, de 
donde infiere que tal traspaso se hizo para evitar que se 
inscribiera más tarde sobre el inmueble de que se trata la 
hipoteca judicial a que daría lugar la sentencia condena -

toria que el Juzgado de Primera Instancia tendría que pro-
nunciar contra Aponte Mella ; 4) que la compradora Ca-
talina Jiménez es abuela de tres hijos del vendedor Aponte 
Mella ; y 5) que la certificación expedida por el Director 
General de la Cédula Personal de Identidad el tres de no -

viembre de mil novecientos cuarenta y nueve comprueba 
que Catalina Jiménez tenia valores invertidos por $8003.. 00 

 y que en esos valores no se incluyó la adquisición del In-

mueble cuya venta simulada se alega; 
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Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, 
: después de ponderar soberanamente los elementos de con-
violón  que fueron aportados a la instrucción de la causa 
Para establecer los hechos y circunstancias implicativos de 
ja  pretendida simulación,  estatuyó en hecho declarando sin-
cera la venta de que se trata, después de haber rechazado, 
por los motivos que luego se exponen, la demanda en de-
claración de simulación interpuesta por José Velázquez 
Fernández : 1) porque la circunstancia de que el acta de 
venta tenga fecha nueve de junio de mil novecientos cua-
renta y nueve y las firmas fueran legalizadas, posterior-
mente, el treinta y uno de agosto del mismo año, constitu-
ye un hecho aislado que no prueba por sí sólo la simula-
ción invocada ; 2) porque la circunstancia de que la com-
pradora, al reservarse la suma de $7000.00 para pagar las 
dos hipotecas constituídas en favor de Luis Anibal Tejeda, 
no tomara en consideración la cantidad de $490.00 que 
adeudaba Aponte Mella por concepto de intereses vencidos, 
tampoco conduce a admitir la simulación, ya que "ello con-
cierne al exclusivo interés del acreedor Tejeda frente a 
su deudor Aponte o frente a la compradora que asumió la 
obligación de pagar esa deuda"; 3) porque el hecho de que 
Velázquez demandara a Aponte en pago de la suma de 
$6,737.15 en fecha veintitres de Agosto de mil novecien-
tos cuarenta y nueve, días antes de certificar el Notario 
Peguero las firmas de las partes en la antes mencionada 
acta de venta, tampoco puede implicar la simulación de 
dicha venta en vista de que, conforme al artículo 208 de 
la Ley de Registro de Tierras, no se había hecho ni tam-
poco podía hacerse, ninguna anotación- provisional que pu-
diera advertir a los terceros de la existencia de esa de-
manda en cobro de pesos, por lo cual la compradora ad-
quirió un inmueble cuyo Certificado de Título no contenía 
ninguna anotación en relación con dicha demanda ; 4) por-
que el alegado parentezco o afinidad entre Aponte y la 
señora Jiménez, no fué probado, y como tal no pudo ser 
tenido en cuenta como un indicio que hiciera presumible 
la simulación ; que, en efecto, tal y como lo ha admitido 
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artículo 1315; de la noción de la prueba y del artículo 
de la Ley de Registro de Tierras" ; 

Considerando, en cuanto a los dos medios del recurso,  
los cuales se reúnen para su examen en vista de la estrecha  
relación que entre ellos existe, que en la sentencia ¡lin

og  nada consta que José Velázquez Fernández, para justifica; 
su acción en declaración de simulación, invocó los hechos 
y circunstancias que se exponen a continuación: 1) que  
mientras el documento relativo a la venta concluida entre 
José Aponte Mella y Catalina Jiménez tiene fecha nueve 
de junio de mil novecientos cuarenta y nueve, el Notario 
Peguero Asencio certificó las firmas de las partes el trein-
ta y uno de agosto del mismo año ; 2) que la compradora 
se reservó la suma de $7000.00 para pagar dos hipotecas 
que existían en favor de Luis Anibal Tejeda y al hacer esa 
reserva no tomó en consideración la suma de $490.00 que 
adeudaba el señor Aponte Mella por concepto de siete me-
ses de intereses al 30 de junio de mil novecientos cuarenta 
y nueve; 3) que si se admite que la venta tiene fecha trein-
ta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, o 

sea la del día en que el Notario Peguero certificó las fir-

mas, es fácil advertir que para esa fecha ya el actual re-
currente había demandado al señor Aponte en cobro de la 
suma de $6737.15, según emplazamiento notificado el vein-
titres de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, de 
donde infiere que tal traspaso se hizo para evitar que se 
inscribiera más tarde sobre el inmueble de que se trata la 
hipoteca judicial a que daría lugar la sentencia condena -

toria que el Juzgado de Primera Instancia tendría que pro-
nunciar contra Aponte Mella ; 4) que la compradora Ca-
talina Jiménez es abuela de tres hijos del vendedor Aponte 
Mella ; y 5) que la certificación expedida por el Director 
General de la Cédula Personal de Identidad el tres de no -

viembre de mil novecientos cuarenta y nueve comprueba 
que Catalina Jiménez tenia valores invertidos por $8003.. 00 

 y que en esos valores no se incluyó la adquisición del in-
mueble cuya venta simulada se alega ;  

--- 
Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, 

despn,., ..SQ de ponderar soberanamente los elementos de con-
vicción que fueron aportados a la instrucción de la causa 
par- a establecer los hechos y circunstancias implicativos de 
la  pretendida simulación, estatuyó en hecho declarando sin-
cera la venta de que se trata, después de haber rechazado, 
por los motivos que luego se exponen, la demanda en de-
claración de simulación interpuesta por José Velázquez 
Fernández: 1) porque la circunstancia de que el acta de 
venta tenga fecha nueve de junio de mil novecientos cua-
renta y nueve y las firmas fueran legalizadas, posterior-
mente, el treinta y uno de agosto del mismo año, constitu-
ye un hecho aislado que no prueba por sí sólo la simula-
ción invocada ; 2) porque la circunstancia de que la com-
pradora, al reservarse la suma de $7000.00 para pagar las 
dos hipotecas constituidas en favor de Luis Anibal Tejeda, 
no tomara en consideración la cantidad de $490.00 que 
adeudaba Aponte Mella por concepto de intereses vencidos, 
tampoco conduce a admitir la simulación, ya que "ello con-
cierne al exclusivo interés del acreedor Tejeda frente a 
su deudor Aponte o frente a la compradora que asumió la 
obligación de pagar esa deuda"; 3) porque el hecho de que 
Velázquez demandara a Aponte en pago de la suma de 
$6,737.15 en fecha veintitres de Agosto de mil novecien-
tos cuarenta y nueve, días antes de certificar el Notario 
Peguero las firmas de las partes en la antes mencionada 
acta de venta, tampoco puede implicar la simulación de 
dicha venta en vista de que, conforme al artículo 208 de 
la Ley de Registro de Tierras, no se había hecho ni tam-
poco podía hacerse, ninguna anotación- provisional que pu-
diera advertir a los terceros de la existencia de esa de-
manda en cobro de pesos, por lo cual la compradora ad-
quirió un inmueble cuyo Certificado de Título no contenía 
ninguna anotación en relación con dicha demanda ; 4) por-
que el alegado parentezco o afinidad entre Aponte y la 
señora Jiménez, no fué probado, y como tal no pudo ser 
tenido en cuenta como un indicio que hiciera presumible 
la simulación; que, en efecto, tal y como lo ha admitido 
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correctamente el Tribunal a quo, no basta afirmar un h 
cho en justicia, sino que es necesario probarlo, conform e 
a la regla de aplicación general sentada en el artículo 131' 
del Código Civil, por lo cual el actual recurrente debió p: 
,ner al Tribunal de Tierras en condiciones de establece r  ei 
parentezco o la afinidad invocada, sobre todo que en tra. 
tándose de una litis sobre terrenos registrados, el Tribu_ 
nal de Tierras no tiene, como en el caso del saneamiento 

 el papel activo que en la investigación de la verdad le con: 
fiere el artículo 11, acápite 9, de la Ley de Registro de 
Tierras; y 5) porque, finalmente, como la certificación 
expedida por el Director General de la Cédula Personal 
de Identidad el tres de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, no expresa la fecha en que Catalina Jime-
nez hiciera la declaración de sus bienes, carece de todo 
valor como elemento probatorio de la simulación, puesto 
que es imposible determinar si ella admitía o no que el 
referido inmueble había entrado o no en su patrimonio, a 
partir de la fecha de la venta; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, des-
pués de haber resumido los hechos que acaban de ser rela-

tados precedentemente, llegó a la conclusión de que el se-

ñor Velázquez no puede pretender que se inscriba una hi-
poteca judicial como consecuencia de la sentencia conde-
natoria que él obtuvo en el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, el veinticuatro 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, por-

que cuando se obtuvo esa sentencia ya el inmueble había 

sido vendido a Catalina Jiménez, no habiendo "probado,  

en forma alguna, de derecho, la simulación que ha preten-

dido en relación con ese acto de compra venta" ; que, en 

tales condiciones, y frente a esos hechos, así admitidos por 

el Tribunal a quo, los cuales no han sido desnaturalizados , 

 pues las comprobaciones realizadas por los jueces del fon-
do fueron el resultado de la ponderación de las pruebas 

sometidas a la discusión de las partes en los debates y al 

examen del juez en la decisión, forzoso es reconocer que el 

fallo impugnado contiene una exposición completa 
de los  

echos y una descripción de las circunstancias de la causa, 
que han permitido verificar que dicho fallo es el resultado 
de  una exacta aplicación de la ley a los hechos del proceso, 
habiendo, por tanto, los jueces del fondo justificado legal-
mente su decisión, sin que incurrieran en ninguna de las 
violaciones de la ley denunciadas por el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A: Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, de fecha 18 de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bernabel Encarnación Diaz. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379, 386, inciso 1, y 463, es-
cala tercera, del Código Penal, y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez del mes de julio del mil novecientos cincuenta fueron 
sometidos a la acción de la justicia los nombrados Bernabel 
Encarnación Diaz, Miguel Antonio Valerio, Tomás Vale-
rio y  Gregorio Méndez Encarnación, los dos primeros co-
pio autores y los dos últimos como cómplices del crimen 
de robo de noche, en casa habitada, con fractura y come-
tido por dos o mas personas, en perjuicio del señor Levis 
de Jesús Peguero Caamaño, hecho ocurrido en el Distrito 
Municipal de Hondo Valle, la noche del cinco de julio de 
mil novecientos cincuenta, mientras el señor Peguero Caa- 
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correctamente el Tribunal a quo, no basta afirmar un he.  
cho en justicia, sino que es necesario probarlo, conform e 

 . a la regla de aplicación general sentada en el artículo 131 .
l) del Código Civil, por lo cual el actual recurrente debió po 

ner al Tribunal de Tierras en condiciones de establecer el 
parentezco o la afinidad invocada, sobre todo que en tra-
tándose de una litis sobre terrenos registrados, el Tribu . 
nal de Tierras no tiene, como en el caso del saneamiento  
el papel activo que en la investigación de la verdad le con-
fiere el artículo 11, acápite 9, de la Ley de Registro de 
Tierras; y 5) porque, finalmente, como la certificación 
expedida por el Director General de la Cédula Personal 
de Identidad el tres de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, no expresa la fecha en que Catalina Jime-
nez hiciera la declaración de sus bienes, carece de todo 
valor como elemento probatorio de la simulación, puesto 
que es imposible determinar si ella admitía o no que el 
referido inmueble había entrado o no en su patrimonio, a 
partir de la fecha de la venta; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, des-
pués de haber resumido los hechos que acaban de ser rela-

tados precedentemente, llegó a la conclusión de que el se-

ñor Velázquez no puede pretender que se inscriba una hi-

poteca judicial como consecuencia de la sentencia conde-

natoria que él obtuvo en el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, el veinticuatro 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, por-

que cuando se obtuvo esa sentencia ya el inmueble había 

sido vendido a Catalina Jiménez, no habiendo "probado,  

en forma alguna, de derecho, la simulación que ha preten-

dido en relación con ese acto de compra venta"; que, en 

tales condiciones, y frente a esos hechos, así admitidos por 

el Tribunal a quo, los cuales no han sido desnaturalizado s, 
 pues las comprobaciones realizadas por los jueces del fon-

do fueron el resultado de la ponderación de las pruebas 

sometidas a la discusión de las partes en los debates y 81  
examen del juez en la decisión, forzoso es reconocer que el  

fallo impugnado contiene una exposición completa de los  

hechos  y una descripción de las circunstancias de la causa, 
que han permitido verificar que dicho fallo es el resultado 
de  una exacta aplicación de la ley a los hechos del proceso, 
habiendo, por tanto, los jueces del fondo justificado legal-
mente su decisión, sin que incurrieran en ninguna de las 
violaciones de la ley denunciadas por el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Moret.— G. A: Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, de fecha 18 de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bernabel Encarnación Diaz. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379, 386, inciso 1, y 463, es-
cala tercera, del Código Penal, y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez del mes de julio del mil novecientos cincuenta fueron 
sometidos a la acción de la justicia los nombracks Bernabel 
Encarnación Diaz, Miguel Antonio Valerio, Tomás Vale-
rio Y Gregorio Méndez Encarnación, los dos primeros co-
mo autores y los dos últimos como cómplices del crimen 
de robo de noche, en casa habitada, con fractura y come-
tido por dos o mas personas, en perjuicio del señor Levis 
de Jesús Peguero Caamaño, hecho ocurrido en el Distrito 
Municipal de Hondo Valle, la noche del cinco de julio de 
mil novecientos cincuenta, mientras el señor Peguero Caa- 
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correctamente el Tribunal a quo, no basta afirmar u n  h 
cho en justicia, sino que es necesario probarlo, conforme 
a la regla de aplicación general sentada en el artículo 131 - 

 del Código Civil, por lo cual el actual recurrente debió p: 
ner al Tribunal de Tierras en condiciones de establece r  ei 
parentezco o la afinidad invocada, sobre todo que en tra. 
tándose de una litis sobre terrenos registrados, el Trib u

- nal de Tierras no tiene, como en el caso del saneamiento 
el papel activo que en la investigación de la verdad le con: 
fiere el artículo 11, acápite 9, de la Ley de Registro de 
Tierras; y 5) porque, finalmente, como la certificación 
expedida por el Director General de la Cédula Personal 
de Identidad el tres de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, no expresa la fecha en que Catalina Jime-
nez hiciera la declaración de sus bienes, carece de todo 
valor como elemento probatorio de la simulación, puesto 
que es imposible determinar si ella admitía o no que el 
referido inmueble había entrado o no en su patrimonio, a 
partir de la fecha de la venta; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, des-
pués de haber resumido los hechos que acaban de ser rela-
tados precedentemente, llegó a la conclusión de que el se-
ñor Velázquez no puede pretender que se inscriba una hi-
poteca judicial como consecuencia de la sentencia conde-
natoria que él obtuvo en el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, el veinticuatro 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve, por-

que cuando se obtuvo esa sentencia ya el inmueble había 

sido vendido a Catalina Jiménez, no habiendo "probado,  

en forma alguna, de derecho, la simulación que ha preten-

dido en relación con ese acto de compra venta"; que, en 

tales condiciones, y frente a esos hechos, así admitidos por 

el Tribunal a quo, los cuales no han sido desnaturalizado s, 

 pues las comprobaciones realizadas por los jueces del fon-
do fueron el resultado de la ponderación de las pruebas 
sometidas a la discusión de las partes en los debates y al 
examen del juez en la decisión, forzoso es reconocer que el 

fallo impugnado contiene una exposición completa de 1 05  
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echos y una descripción de las circunstancias de la causa, 
que  han permitido verificar que dicho fallo es el resultado 
je u na exacta aplicación de la ley a los hechos del proceso, 
habiendo, por tanto, los jueces del fondo justificado legal-
mente su decisión, sin que incurrieran en ninguna de las 
v io laciones de la ley denunciadas por el recurrente; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A: Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, de fecha 18 de abril de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bernabel Encarnación Diaz. 

I.a Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379, 386, inciso 1, y 463, es-
cala tercera, del Código Penal, y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez del mes de julio del mil novecientos cincuenta fueron 
sometidos a la acción de la justicia los nombraksBernabel 
Encarnación Diaz, Miguel Antonio Valerio, Tomás Vale-
rio Y Gregorio Méndez Encarnación, los dos primeros co-
mo autores y los dos últimos como cómplices del crimen 
de robo de noche, en casa habitada, con fractura y come-
tido por dos o mas personas, en perjuicio del señor Levis 
de Jesús Peguero Caamafio, hecho ocurrido en el Distrito 
Municipal de Hondo Valle, la noche del cinco de julio de 
mil novecientos cincuenta, mientras el señor Peguero Caa- 
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maño se encontraba ausente de su establecimiento com er 
 cial, de donde fue sustraída una suma indeterminada   a de  

dinero; b) que apoderado del asunto el Magistrado procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael envió e l 
expediente al Magistrado Juez de Instrucción para que  
procediera a realizar la sumaria correspondiente, habien -
do este juez dictado providencia calificativa en fecha vein-
tiseis de agosto de mil novecientos cincuenta, cuya parte 
dispositiva dice así : "PRIMERO: Que el nombrado Ber-
nabel Encarnación Diaz, cuyas generales constan, sea en-
viado por ante el Tribunal Criminal del Distrito Judicial 
de San Rafael, bajo la inculpación de robo cometido de 
noche, en casa habitada, con fractura y por dos o más per-
sonas, en perjuicio del señor Levis Peguero Caamaño; SE-
GUNDO: Que el nombrado Gregorio Méndez Encarnación, 
cuyas generales constan, sea puesto fuera de causa y pro-
ceso, por no pésar sobre él ninguna responsabilidad en el 
robo cometido por el nombrado Bernabel Encarnación Díaz; 
TERCERO: Que sea declinado el expediente seguido con-
tra los menores Miguel Antonio Valerio y Tomás Valerio, 
por ante el Tribunal Tutelar de Menores de San Juan de 
la Maguana, por ser de la competencia de dicho Tribunal; 
CUARTO: Que la presente providencia calificativa sea no-

tificada, tanto. al  Magistrado Procurador Fiscal de este 

Distrito Judicial, como a los nombrados Bernabel Encar-

nación Diaz y Gregorio Méndez Encarnación, para su co-

nocimiento y fines de ley; y QUINTO: Que vencido el pla-

zo de oposición, el expediente contentivo de las actuacio-

nes de la instrucción, el acta redactada respecto del cuerpo 
del delito y un estado de los documentos y objetos que ha-

yan de obrar como fundamentos de convicción, sean tras-

mitidos inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal 

de este Distrito Judicial, para los fines procedentes"; e) 
que apoderado el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de San Rafael, dictó su sentencia de fecha vein-

te y siete de octubre de mil novecientos cincuenta con el 

sigiuente dispositivo : "FALLA : PRIMERO : Declarar ,  Co-

mo en efecto declara, al nombrado Bernabel Encarnación  
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pian,  de generales anotadas, no culpable del crimen de ro- 
bo de noche, en casa habitada, con fractura y por dos o mas 
o en perjuicio del señor Levis de Jesús Peguero 
caamario; y, en consecuencia, lo debe descargar, como en 
efecto lo descarga, de toda responsabilidad penal, por in-
suficiencia de pruebas; SEGUNDO: Declarar, como en 
efecto declara, las costas de oficio; TERCERO: Ordenar, 
COMO en efecto ordena, que el acusado Bernabel Encarna-
c ión Diaz, sea puesto inmediatamente en libertad, a no 
ser  que se halle retenido por otra causa; y, CUARTO: 
que debe ordenar, como en efecto ordena, la devolución de 
la suma de sesentisiete pesos oro (RD$67.00), cuerpo del 
delito a su legítimo dueño señor Levis de Jesús Peguero 
Caamaño"; d) que sobre la apelación interpuesta por el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, esta Corte dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así : "FALLA : PRIMERO : 
Declara válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el Procurador General de la Corte de Ape-
lación de este Departamento, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Ra-
fael, dictada en atribuciones criminales en fecha 26 del 
mes de Octubre del año 1950, cuyo dispositivo dice así : 
"PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, al nombra-
do Bernabel Encarnación Diaz, de generales anotadas, no 
culpable del crimen de robo de noche, en casa habitada, 
con fractura y por dos o más personas, en perjuicio del 
señor Levis de Jesús Peguero Caamaño; y, en consecuencia, 
lo debe descargar, como en efecto descarga, de toda res-
ponsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas; SEGUN- 
p O : Declarar, clarar, como en efecto declara, las costas de oficio; 
TERCERO: Ordenar, como en efecto ordena, que el acu-
sado Bernabel Encarnación Diaz, sea puesto inmediata-
mente en libertad, a no ser que se halle retenido por otra 
causa;  6; 7 

a 

 00 ,y. C)UARTO : Que debe ordenar, como en efecto or- 
dena, 	de la suma de sesentisiete pesos oro 

, cuerpo del delito a su legítimo dueño señor 
Levis de Jesús Peguero Caamaño"; SEGUNDO : Revoca 
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mallo se encontraba ausente de su establecimiento comer-
cial, de donde fue sustraída una suma indeterminad a  de 

 dinero; b) que apoderado del asunto el Magistrado procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael envió e l 
expediente al Magistrado Juez de Instrucción para que  
procediera a realizar la sumaria correspondiente, habien-
do este juez dictado providencia calificativa en fecha vein.. 
tiseis de agosto de mil novecientos cincuenta, cuya parte  
dispositiva dice así : "PRIMERO: Que el nombrado Ber-
nabel Encarnación Diaz, cuyas generales constan, sea en

-viado por ante el Tribunal Criminal del Distrito Judicial 
de San Rafael, bajo la inculpación de robo cometido de 
noche, en casa habitada, con fractura y por dos o más per-
sonas, en perjuicio del señor Levis Peguero Caamaño; SE-
GUNDO: Que el nombrado Gregorio Méndez Encarnación, 
cuyas generales constan, sea puesto fuera de causa y pro-
ceso, por no pesar sobre él ninguna responsabilidad en el 
robo cometido por el nombrado Bernabel Encarnación Díaz; 
TERCERO: Que sea declinado el expediente seguido con-
tra los menores Miguel Antonio Valerio y Tomás Valerio, 
por ante el Tribunal Tutelar de Menores de San Juan de 
la Maguana, por ser de la competencia de dicho Tribunal; 
CUARTO: Que la presente providencia calificativa sea no-
tificada, tanto. al  Magistrado Procurador Fiscal de este 
Distrito Judicial, como a los nombrados Bernabel Encar-

nación Diaz y Gregorio Méndez Encarnación, para su co-

nocimiento y fines de ley; y QUINTO: Que vencido el pla-

zo de oposición, el expediente contentivo de las actuacio-

nes de la instrucción, el acta redactada respecto del cuerpo 
del delito y un estado de los documentos y objetos que ha-

yan de obrar como fundamentos de convicción, sean tras-

mitidos inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal 

de este Distrito Judicial, para los fines procedentes"; c) 
que apoderado el Juzgado de Primera Instancia del Distri-

to Judicial de San Rafael, dictó su sentencia de fecha vein-

te y siete de octubre de mil novecientos cincuenta con el 

sigiuente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, co-

mo en efecto declara, al nombrado Bernabel Encarnación  

Diez, de generales anotadas, no culpable del crimen de ro-
bo  de  noche, en casa habitada, con fractura y por dos o mas 
n en perjuicio del señor Levis de Jesús Peguero 
caarnaño; y, en consecuencia, lo debe descargar, como en 
efecto lo descarga, de toda responsabilidad penal, por in-
suficiencia de pruebas; SEGUNDO: Declarar, como en 
efecto declara, las costas de oficio; TERCERO: Ordenar, 
como en efecto ordena, que el acusado Bernabel Encarna-
ción Diaz, sea puesto inmediatamente en libertad, a no 
ser que se halle retenido por otra causa ; y, CUARTO: 
que debe ordenar, como en efecto ordena, la devolución de 
la suma de sesentisiete pesos oro (RD$67.00), cuerpo del 
delito a su legítimo dueño señor Levis de Jesús Peguero 
Caamaño"; d) que sobre la apelación interpuesta por el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, esta Corte dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así : "FALLA : PRIMERO: 
Declara válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el Procurador General de la Corte de Ape-
lación de este Departamento, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Ra-
fael, dictada en atribuciones criminales en fecha 26 del 
mes de Octubre del año 1950, cuyo dispositivo dice así: 
"PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, al nombra-
do Bernabel Encarnación Diaz, de generales anotadas, no 
culpable del crimen de robo de noche, en casa habitada, 
con fractura y por dos o más personas, en perjuicio del 
señor Levis de Jesús Peguero Caamaño; y, en consecuencia, 
lo debe descargar, como en efecto descarga, de toda res-
ponsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas; SEGUN-
DO: Declarar, como en efecto declara, las costas de oficio; 
TERCERO: Ordenar, como en efecto ordena, que el acu-
sado Bernabel Encarnación Diaz, sea puesto inmediata-
mente en libertad, a no ser que se halle retenido por otra 
causa ; ,y CUARTO: Que debe ordenar, como en efecto or-
dena, la devolución de la suma de sesentisiete pesos oro 
(RD$67.00), cuerpo del delito a su legítimo dueño señor 
Levis de Jesús Peguero Caamaño"; SEGUNDO: Revoca 
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la sentencia apelada y obrando por propia autoridad d e 
 clara al acusado Bernabel Encarnación Diaz, culpable dei 

crimen de robo de dinero (suma indeterminada) en p er_ 
juicio del señor Levis de Jesús Peguero Caamaño, cometi 
do de noche y en casa habitada ; y, en consecuencia, 1 1; 
condena a dos años de prisión correccional y al pago de 
las costas de ambas instancias, acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes ;— TERCERO: Ordena la restitu-
ción de la suma de sesentisiete pesos (RD$67.00) ocupados 
como cuerpo del delito a su legítimo dueño el señor Levis 
de Jesús Peguero Caamaño"; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente mediante las pruebas regularmente produci-
das en la instrucción de la causa que Bernabel Encarna-
ción Diaz es culpable del crimen de robo de dinero en per-
juicio de Levis de Jesús Peguero Caamaño, cometido de 
noche y en casa habitada ; 

Considerando que el artículo 386, .inciso 1, del Código 
Penal castiga con la pena de tres a cllez años de trabajos 
públicos a los que han cometido robos de noche y en casa 
habitada; 

Considerando que todos los elementos de la infracción 
incriminada por el citado artículo 386, inciso 1, del Código 
Penal se encuentran reunidos en los hechos que la Corte 
a qua comprobó y admitió de la manera antes indicada; 
y que al calificarlo de ese ;nodo e imponer al acusado la 
mencionada pena acogiendo circunstancias atenuantes con-
forme a la escala tercera del artículo 463 del Código Penal, 
la sentencia impugnada "hizo una correcta aplicación de 
las referidas disposiciones legales; 

Considerando que el fallo recurrido no contiene en 
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo suscep-

tible de casacibn; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera 	J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz' 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

tencia impugnada: Corte de La Vega, de fecha 12 de marzo de 1951. 

'a: Penal. 

Recurrente: Saturnino García. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 18, 295, 304 y 309 del Código 
Penal, 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta : a) que el día vein-
tisiete de agosto de mil novecientos cincuenta, mientras 
se celebraba un baile en la casa de Antonio Rivera, en la 
Sección de los Jengibres, jurisdicción de la común de Ju-
lia Molina, se suscitó' una discusión entre Saturnino García, 
y Ramón Henriquez y Claudio Henriquez, lo que provocó 
que fuera de la casa tuvieran lugar varias riñas, perdien-
do la vida Ramón Henríquez a consecuencia de una heri-
da recibida en la espalda, y fuera herido también su her-
mano Claudio Henríquez, ambas heridas producidas con 
cuchillo ; b) que como resultado de las investigaciones rea-
lizadas fueron acusados Saturnino García, Félix Santos y 
Alejandro García como autores de homicidio y heridas vo-
luntarios, siendo apoderado del caso el Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Samaná, quien en fecha vein-
tisiete de octubre de mil novecientos cincuenta dictó su pro-
videncia calificativa, por la cual declaró que los nombrados 
Felix Santos y Alejandro García no habían cometido cri-
men, delito ni contravención y envió por ante el Juzgado 
de Primera Instancia en atribuciones criminales a Satur-
nino García, para que fuera Juzgado por el crimen de ho-
micidio voluntario en la persona de Ramón Henríquez y 
heridas a Claudio Henríquez; e) que, así apoderado, el 
dicho Juzgado de Primera Instancia, decidió el asunto por 



ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
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currente: Saturnino García. 
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la sentencia apelada y obrando por propia autoridad d e 
 clara al acusado Bernabel Encarnación Diaz, culpable dei 

crimen de robo de dinero (suma indeterminada) en p er_ 
juicio del señor Levis de Jesús Peguero Caamaño, cometi-
do de noche y en casa habitada ; y, en consecuencia, lo 
condena a dos años de prisión correccional y al pago d e 

 las costas de ambas instancias, acogiendo a su favor dr_ 
cunstancias atenuantes ;— TERCERO: Ordena la restitu-
ción de la suma de sesentisiete pesos (RD$67.00) ocupados 
como cuerpo del delito a su legítimo dueño el señor Levis 
de Jesús Peguero Caamaño"; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente mediante las pruebas regularmente produci-
das en la instrucción de la causa que Bernabel Encarna-
ción Diaz es culpable del crimen de robo de dinero en per-
juicio de Levis de Jesús Peguero Caamaño, cometido de 
noche y en casa habitada; 

Considerando que el artículo 386, inciso 1, del Código 
Penal castiga con la pena de tres a diez años de trabajos 
públicos a los que han cometido robos de noche y en casa 
habitada; 

Considerando que todos los elementos de la infracción 
incriminada por el citado artículo 386, inciso 1, del Código 
Penal se encuentran reunidos en los hechos que la Corte 
a qua comprobó y admitió de la manera antes indicada; 
y que al calificarlo de ese modo e imponer al acusado la 
mencionada pena acogiendo circunstancias atenuantes con-
forme a la escala tercera del artículo 463 del Código Penal, 
la sentencia impugnada hizo una correcta aplicación de 
las referidas disposiciones legales; 

Considerando que el fallo recurrido no contiene en 
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo susceP -

tibie de casación; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera 	J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz' 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo—Secretario Ge-
neral. 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 18, 295, 304 y 309 del Código 
Penal, 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que el día vein-
tisiete de agosto de mil novecientos cincuenta, mientras 
se celebraba un baile en la casa de Antonio Rivera, en la 
Sección de los Jengibres, jurisdicción de la común de Ju-
lia Molina, se suscite una discusión entre Saturnino García, 
y Ramón Henriquez y Claudio Henriquez, lo que provocó 
que fuera de la casa tuvieran lugar varias riñas, perdien-
do la vida Ramón Henríquez a consecuencia de una heri-
da recibida en la espalda, y fuera herido también su her-
mano Claudio Henríquez, ambas heridas producidas con 
cuchillo ; b) que como resultado de las investigaciones rea-
lizadas fueron acusados Saturnino García, Félix Santos y 
Alejandro García como autores de homicidio y heridas vo-
luntarios, siendo apoderado del caso el Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Samaná, quien en fecha vein-
tisiete de octubre de mil novecientos cincuenta dictó su pro-
videncia calificativa, por la cual declaró que los nombrados 
Felix Santos y Alejandro García no habían cometido cri-
men, delito ni contravención y envió por ante el Juzgado 
de Primera Instancia en atribuciones criminales a Satur-
nino García, para que fuera Juzgado por el crimen de ho-
micidio voluntario en la persona de Ramón Henríquez y 
heridas a Claudio Henríquez; e) que, así apoderado, el 
dicho Juzgado de Primera Instancia, decidió el asunto por 
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su sentencia de fecha diecinueve de diciembre de mil no
_ vecientos cincuenta, cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRI
-MERO: Declara al nombrado: SATURNINO GARCIA 

(a) ENEGIDO, cuyas generales constan, culpable del cri-
men de homicidio voluntario en la persona del que en v i_ 
da se llamó RAMON HENRIQUEZ MARTINEZ, y del de-
lito de heridas que imposibilitaron a la víctima a dedicara 
a sus trabajos habituales durante más de veinte días, e n  
perjuicio del nombrado CLAUDIO HENRIQUEZ MAR_ 
TINEZ, y en consecuencia lo condena, teniendo en cuenta 
el principio del nó cumulo de penas, a sufrir DOCE AÑOS 
de trabajos públicos en la Cárcel Pública de esta ciudad: 
SEGUNDO: Ordena la confiscación del cuchillo que figura 
como cuerpo del delito; y TERCERO: Condena a SATUR-

NINO GARCIA (a) ENEGIDO, al pago de las costas"; 
d) que sobre la apelación interpuesta por Saturnino Gar-

cía, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
DECLARA regular y válido en cuanto a la forma, el pre-

sente recurso de apelación; SEGUNDO: MODIFICA la 

sentencia apelada, la cual ha sido dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Samaná, en 
atribuciones criminales, en fecha diez y nueve de diciem-

bre del año próximo pasado, cuya parte dispositiva figu-

ra copiada en otro lugar del presente fallo, y, juzgando 

por propia autorida, condena al procesado SATURNINO 
GARCIA (a ENEGILDO, de generales conocidas, a sufrir 

la pena de DIEZ AÑOS de trabaojs públicos, por el cri-

men de homicidio voluntario en la persona de RAMO 
HENRIQUEZ MARTINEZ y herida voluntaria, en perjui-

cio de CLAUDIO HENRIQUEZ MARTINEZ, que curó des-

pués diez dias y antes de veinte, pero que le imposibilita
-

ron para su trabajo durante más de veinte días, aplicando 

el principio del, no cúmulo de penas; y TERCERO: C(»,,- 
DENA al apelante, al pago de las costas de esta instancia ; 

Considerando que la Corte a qua comprobó soberana-

mente mediante las pruebas regularmente producidas 
a  los  

debates, que Saturnino García fue el autor del crimen de  
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homicidio voluntario perpetrado en la persona de Ramón 
uenríquez y de herida voluntaria inferida a Claudio Hen-
ríquez 

Considerando que todos los elementos de las infraccio-
nes  previstas y sancionadas en los artículos 295, 304 y 309 
del Código Penal se encuentran reunidos en los hechos que 
la Corte a qua admitió de la manera antes indicada; y 
que al calificarlos de homicidio voluntario y herida volun-
taria que curó después de diez días y antes de veinte, pero 
que impidieron trabajar durante mas de veinte, e imponer 
al acusado la pena mencionada, la sentencia impugnada hi-
zo una correcta aplicación de las referidas disposiciones 

legaieson Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justifi-
que su anulación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
4101  DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
Octubre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Felix Mártir y comportes. Abogados: Lic. Manuel de J. 
Perez Morel y Lic. José Pedemante hijo. 

intimado: Manuel Trinidad. Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber.deli- 
O, y vistos los artículos 132 a 136, de la Ley de Re-. 
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su sentencia de fecha diecinueve de diciembre de mil n o
-vecientos  cincuenta, cuyo dispositivo dice: "FALLA: PR I-

MERO : Declara al nombrado: SATURNINO GARCIA 
(a) ENEGIDO, cuyas generales constan, culpable del cri-
men de homicidio voluntario en la persona del que en vi. 

da se llamó RAMON HENRIQUEZ MARTINEZ, y del de. 
lito de heridas que imposibilitaron a la víctima a dedicarse 
a sus trabajos habituales durante más de veinte días, en 
perjuicio del nombrado CLAUDIO HENRIQUEZ MAR_ 
TINEZ, y en consecuencia lo condena, teniendo en cuenta 
el principio del nó cumulo de penas, a sufrir DOCE AÑOS 
de trabajos públicos en la Cárcel Pública de esta ciudad; 
SEGUNDO: Ordena la confiscación del cuchillo que figura 
como cuerpo del delito ; y TERCERO : Condena a SATUR-
NINO GARCIA (a) ENEGIDO, al pago de las costas" 
d) que sobre la apelación interpuesta por Saturnino Gar-
cía, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA : PRIMERO: 
DECLARA regular y válido en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación ; SEGUNDO: MODIFICA la 
sentencia apelada, la cual ha sido dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Samaná, en 
atribuciones criminales, en fecha diez y nueve de diciem-
bre del año próximo pasado, cuya parte dispositiva figu-
ra copiada en otro lugar del presente fallo, y, juzgand. 
por propia autorida, condena al procesado SATURNINO 
GARCIA (a ENEGILDO, de generales conocidas, a sufrir 
la pena de DIEZ AÑOS de trabaojs públicos, por el cri-
men de homicidio voluntario en la persona de RAMON 
HENRIQUEZ MARTINEZ y herida voluntaria, en perjui-
cio de CLAUDIO HENRIQUEZ MARTINEZ, que curó des-

pués diez dias y antes de veinte, pero que le imposibilita -

ron para su trabajo durante más de veinte días, aplicando 
el principio del, no cúmulo de penas; y TERCERO: CO3- 
DENA al apelante, al pago de las costas de esta instancia' 

Considerando que la Corte a qua comprobó soberana -

mente mediante las pruebas regularmente producidas a los  

debates, que Saturnino García fue el autor del crimen de  

homicidio voluntario perpetrado en la persona de Ramón 
jyririquez y de herida voluntaria inferida a Claudio Hen-

riquez 
Considerando que todos los elementos de las infraccio-

nes  previstas y sancionadas en los artículos 295, 304 y 309 
del Código Penal se encuentran reunidos en los hechos que 
la Corte a qua admitió de la manera antes indicada; y 
que al calificarlos de homicidio voluntario y herida volun-
taria que curó después de diez días y antes de veinte, pero 
que impidieron trabajar durante mas de veinte, e imponer 
al acusado la pena mencionada, la sentencia impugnada hi-
zo una correcta aplicación de las referidas disposiciones 
legaIes

on Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justifi-
que su anulación; 
• Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
011  DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
Octubre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Felix Mártir y comportes. Abogados: Lic. Manuel de J. 

Perez Morel y Lic. José Pedemante hijo. 

Intimado: Manuel Trinidad. Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
rado, y vistos los artículos 132 a 136, de la Ley de Re-. 
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su sentencia de fecha diecinueve de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta, cuyo dispositivo dice: "FALLA: pR1. 
MERO : Declara al nombrado: SATURNINO GARCIA 
(a) ENEGIDO, cuyas generales constan, culpable del crí-
men de homicidio voluntario en la persona del que en vi.. 
da se llamó RAMON HENRIQUEZ MARTINEZ, y del de-
lito de heridas que imposibilitaron a la víctima a dedicarse 
a sus trabajos habituales durante más de veinte días, en 
perjuicio del nombrado CLAUDIO HENRIQUEZ MAR-
TINEZ, y en consecuencia lo condena, teniendo en cuenta 
el principio del nó cumulo de penas, a sufrir DOCE AÑOS 
de trabajos públicos en la Cárcel Pública de esta ciudad; 
SEGUNDO: Ordena la confiscación del cuchillo que figura 
como cuerpo del delito; y TERCERO: Condena a SATUR-
NINO GARCIA (a) ENEGIDO, al pago de las costas"; 
d) que sobre la apelación interpuesta por Saturnino Gar-
cía, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA : PRIMERO: 
DECLARA regular y válido en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación ; SEGUNDO: MODIFICA la 
sentencia apelada, la cual ha sido dictada por el Juzgad. 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Samaná, en 
atribuciones criminales, en fecha diez y nueve de diciem-
bre del año próximo pasado, cuya parte dispositiva figu-
ra copiada en otro lugar del presente fallo, y, juzgando , 

 por propia autorida, condena al procesado SATURNIN0 
 GARCIA (a ENEGILDO, de generales conocidas, a sufrir 

la pena de DIEZ AÑOS de trabaojs públicos, por el cri-
men de homicidio voluntario en la persona de RAMO' 
HENRIQUEZ MARTINEZ y herida voluntaria, en perjui-
cio de CLAUDIO HENRIQUEZ -MARTINEZ, que curó des-
pués diez días y antes de veinte, pero que le imposibilita -

ron para su trabajo durante más de veinte días, aplicando 
el principio del, no cúmulo de penas; y TERCERO: CO:51- 
DENA al apelante, al pago de las costas de esta instancia' 

Considerando que la Corte a qua comprobó soberana -

mente mediante las pruebas regularmente producidas 
a  los 

debates, que Saturnino García fue el autor del crimen de 
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homicidio voluntario perpetrado en la persona de Ramón 
nenríquez y de herida voluntaria inferida a Claudio Hen-
r íquez ; 

Considerando que todos los elementos de las infraccio-
nes  previstas y sancionadas en los artículos 295, 304 y 309 
del Código Penal se encuentran reunidos en los hechos que 
la Corte a qua admitió de la manera antes indicada; y 
que al calificarlos de homicidio voluntario y herida volun-
taria que curó después de diez días y antes de veinte, pero 
que impidieron trabajar durante mas de veinte, e imponer 
al acusado la pena mencionada,' la sentencia impugnada hi- 
zo una correcta aplicación de las referidas disposiciones 
legales; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justifi-
que su anulación; 
Mi Por tales motivos: RECHAZA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Q entencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
Octubre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Felix Mártir y comportes. Abogados: Lic. Manuel de J. 

Perez Morel y Lic. José Pedemante hijo. 

I
ntimado: Manuel Trinidad. Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 132 a 136, de la Ley de Re-. 
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gistro de Tierras; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimient 
de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada con sta 
lo que sigue: A) que en fecha quince de diciembre de  mil 
novecientos cuarenta y ocho, el Tribunal Superior de Tie_ 

 rras dictó, respecto de las parcelas 1, 2 y 3 del Distrito 
Catastral Número Tres (3) de la común de Samaná 
la provincia de Samaná, Secciones de Villa Ramfis y Pun- 
ta 	

e 
  Balandra, lugar de los Naranjos, su Decisión No. 2, por  

la cual, rechazando las apelaciones adversas, confirmó la 
Decisión No. 1 del Tribunal .  de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal del tres de julio del mismo año, por la cual se ordenó 
el registro de dichas parcelas en favor de Manuel Trinidad 
y se rechazaron las reclamaciones contrarias ; B) que las 
apelaciones así rechazadas, habían sido presentadas por 
Pablo B. Ferrand, a nombre de los Sucesores de Tomás 
Jiménez, Sucesores de Gregorio de Peña, Sucesores de Gre-
gorio Ferrand y Ramona de Peña Zorrilla ; por el Lic. Er-
cilio de Castro García, a nombre de Victoriano Abad Tri-
nidad; y por el Lic. Manuel Vicente Feliú, en representa-
ción del mismo Victoriano Abad Trinidad ; C) que la Su-
prema Corte de Justicia casó el indicado fallo del Tribunal 
Superioi• de Tierras, por sentencia del veintitrés de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y nueve, con motivo 

de recursos de Victoriano Abad Trinidad y demás partes 
partes adversas a la que había resultado genanciosa, deci-
sión cuyo dispositivo fué el siguiente: "PRIMERO: rechaza 
el medio de inadmisión propuesto por la parte recurrida con-
tra el recurso de los Sucesores de Tomás Jiménez y compar-
tes; SEGUNDO: casa la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha quince de diciembre de mil novecientos cua-
renta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto ante el mismo Tribunal 
Superior de Tierras, y TERCERO: condena a la parte in-

timada al pago de las costas, distrayendo las relativas al 

recurso de casación interpuesto por los Sucesores de Tomás 
Jiménez y compartes, en favor del Lic. Manuel de Js. Pe -

rez Morel, y las que conciernen al recurso de Victoriano 
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ba d Trinidad en provecho de los Licdos. Ercilio de Castro 
arcía y José Pedemonte hijo, quienes afirman haberlas 
vanzado"; D) que los representantes de Victoriano Abad 

Trinidad, de los sucesores de Tomás Jiménez, de los suce-
sores de Gregorio Ferrand, de los sucesores de Gregorio 
-peña , y de Ramona de. Peña, se dirigieron al Tribunal Su-
perior de Tierras en pedimentos, primeramente, de que co-
nociese del asunto; y luego, en solicitud de que se ordenara 
e l secuestro de los terrenos en litigio ; E) que el Conserva-
dor de Hipotecas de Samaná había expedido, el trece de 
octubre de mil novecientos cuarenta y siete, la certifica-
ción siguiente: "El que suscribe, Conservador de Hipotecas 
de la provincia de Samaná, Visto el requerimiento que an-
tecede y practicada la busca correspondiente :— Certifi-
ca :— PRIMERO : que en los Registros a su cargo, existe 
gravamen por Hipoteca Convencional sobre las parcelas 
arriba descritas consentida por el señor Manuel Trinidad 
a favor de doña Tomasa Rodríguez Vda. Shephard, por la 
suma de $1,500.00 al 1% de interés mensual el dia 29 de 
marzo de 1940, e inscrita el dia primero de abril de 1950;—
SEGUNDO: que también existe hipoteca judicial sobre los 
bienes "presente y futuros" del señor Victoriano Abad 
Trinidad, tomada por los señores Manuel Trinidad y Lic. 
Vetilio A. Matos por la suma de $495.95, que fué inscrito 
dicho gravamen el dia 31 de mayo de 1942"; F) que el 
Tribunal Superior de Tierras conoció del asunto en audien-
cia pública del veinte de julio de mil novecientos cincuenta, 
en la que el Lic. Manuel de J. Pérez Morel presentó estas 
conclusiones, en nombre de quienes en ellas se expresan : 
"Por las razones expuestas y las que tengáis a bien suplir, 
los Sucesores de Tomás Jiménez, Sucesores de Gregorio 
Ferrand, Sucesores de Gregorio Peña y señora Ramona 
de Peña, por nuestra mediación os piden, muy respetuosa-
mente: que declaréis que no es bueno ni válido el título 
Presentado por el señor Manuel Trinidad; que revoquéis, 
en lo que les concierne, la sentencia dictada por el Juez de 
jurisdicción Original de fecha tres de julio del año 1948, 
Y, en consecuencia, les adjudiquéis el derecho de propiedad 
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gistro de Tierras; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimient 
de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada corista 
lo que sigue: A) que en fecha quince de diciembre de m.

1
1 

novecientos cuarenta y ocho, el Tribunal Supérior de Tie-
rras dictó, respecto de las parcelas 1, 2 y 3 del Distrit

o 
' 

Catastral Número Tres (3) de la común de Samaná, d 
'D la provincia de Samaná, Secciones de Villa Ramfis y un  

ta Balandra, lugar de los Naranjos, su Decisión No. 2, po  
la cual, rechazando las apelaciones adversas, confirmó la 
Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal del tres de julio del mismo año, por la cual se ordenó 
el registro de dichas parcelas en favor de Manuel) que las 
y se rechazaron las reclamaciones contrarias ; B  
apelaciones así rechazadas, habían sido presentadas por 
Pablo B. Ferrand, a nombre de los Sucesores de Tomás 
Jiménez, Sucesores de Gregorio de Peña, Sucesores de Gre-
gorio Ferrand y Ramona de Peña Zorrilla ; por el Lic. Er-
cilio de Castro García, a nombre de Victoriano Abad Tri-
nidad; y por el Lic. Manuel Vicente Feliú, en representa-
ción del mismo Victoriano Abad Trinidad ; C) que la Su-

prema Corte de Justicia casó el indicado fallo del Tribunal 
Superiol• de Tierras, por sentencia del veintitrés de no-

viembre de mil novecientos cuarenta y nueve, con motivo 

de recursos de Victoriano Abad Trinidad y demás partes 
partes adversas a la que había resultado genanciosa, deci-

sión cuyo dispositivo fué el siguiente : "PRIMERO: rechaza 
el medio de inadmisión propuesto por la parte recurrida con-

tra el recurso de los Sucesores de Tomás Jiménez y compar-

tes; SEGUNDO: casa la sentencia del Tribunal Superior de 

Tierras de fecha quince de diciembre de mil novecientos cua-

renta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo, y envía el asunto ante el mismo Tribunal 

Superior de Tierras, y TERCERO: condena a la parte in-

timada al pago de las costas, distrayendo las relativas al 

recurso de casación interpuesto por los Sucesores de Tomás 

Jiménez y compartes, en favor del Lic. Manuel de Js• Pe 
rez Morel, y las que conciernen al recurso de Victoriano 

bad Trinidad en provecho de los Licdos. Ercilio de Castro 
y José Pedemonte hijo, quienes afirman haberlas 

.1  3.arneradO" ; D) que los representantes de Victoriano Abad 
Tr i nidad, de los sucesores de Tomás Jiménez, de los suce- 
sores de Gregorio Ferrand, de los sucesores de Gregorio 
peña, y de Ramona de. Peña, se dirigieron al Tribunal Su- 
,erior de Tierras en pedimentos, primeramente, de que co- 
ociese del asunto ; y luego, en solicitud de que se ordenara 
i secuestro de los terrenos en litigio ; E) que el Conserva- 

dor de Hipotecas de Samaná ',había expedido, el trece de 
octubre de mil novecientos cuarenta y siete, la certifica- 
ción siguiente : "El que suscribe, Conservador de Hipotecas 
de la provincia de Samaná, Visto el requerimiento que an- 
tecede y practicada la busca correspondiente :— Certifi- 
ca :— PRIMERO : que en los Registros a su cargo, existe 
gravamen por Hipoteca Convencional sobre las parcelas 
arriba descritas consentida por el señor Manuel Trinidad 
a favor de doña Tomasa Rodríguez Vda. Shephard, por la 
suma de $1,500.00 al 1% de interés mensual el dia 29 de 
marzo de 1940, e inscrita el dia primero de abril de 1950 ;— 
SEGUNDO : que también existe hipoteca judicial sobre los 
bienes "presente y futuros" del señor Victoriano Abad 
Trinidad, tomada por los señores Manuel Trinidad y Lic. 
Vetilio A. Matos por la suma de $495.95, que fué inscrito 
dicho gravamen el dia 31 de mayo de 1942"; F) que el 
Tribunal Superior de Tierras conoció del asunto en audien- 
cia pública del veinte de julio de mil novecientos cincuenta, 
en la que el Lic. Manuel de J. Pérez Morel presentó estas 
conclusiones, en nombre de quienes en ellas se expresan: 
"Por las razones expuestas y las que tengáis a bien suplir, 
los Sucesores de Tomás Jiménez, Sucesores de Gregorio 
Ferrand, Sucesores de Gregorio Peña y señora Ramona 
de Peña, por nuestra mediación os piden, muy respetuosa- 
mente: que declaréis que no es bueno ni válido el título 
Presentado por el señor Manuel Trinidad; que revoquéis, 
en lo que les concierne, la sentencia dictada por el Juez de 
Jurisdicción Original de fecha tres de julio del año 1948, 
3', en consecuencia, les adjudiquéis el derecho de propiedad 
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que integra la Parcela No. 1 del Distrito Catastral N
o. 3  sitio de "Villa Ramfis", Lugar de "Los Naranjos",  Común' 

y Provincia de Samaná, en esta proporción : A Ramona 
l  Peña y Sucesión de Gregorio de Peña, veinticinco tareas 

en comunidad; a la Sucesión de Gregorio Ferrand, v eint -
tareas, y el resto de la parcela, a los Sucesores de Tomás 
Jiménez, tal como indica el título de cada uno, reconociera. 
do el derecho de las mejoras pertenecientes al señor Vic-
toriano Abad Trinidad. Bajo toda clase de reservas; y re-
calcando estas últimas palabras, porque cuando yo estoy 
reconociendo las mejoras de Victoriano Abad Trinidad, he 
formulado una petición para que el juez se traslade al lu-
gar y se constate en el terreno que ellos tienen allí mejoras, 

 entonces nuestras conclusiones que hemos dado tendrían 
que ser reformadas en ese sentido, puesto que si tienen 
terrenos y mejoras, lo prudente es que reclame ambas 
cosas" ; el Lic. José Pedemonte hijo, representante, con el 
Lic. Ercilio de Castro García, de Victoriano Abad Trinidad, 
concluyó así : "PRIMERO: que, considerando todos los he-
chos comprobados por ante este Honorable Tribunal una 
prueba suficiente contra la legalidad de la copia del 26 de 
noviembre de 1924, supuesta escritura del Notario Manuel 
Virgilio Ramírez, que fué de los del número de Samaná, 
y en la que consta la dación de pago que se pretende que 
Victoriano Abad Trinidad otorgara en provecho del señor 
Nicolás Malek, declareis la falsedad de esa copia ; pero, pa-
ra el caso, que para este Honorable Tribunal todas esas 
pruebas no fuesen aún suficientes 'ara edificar su crite-
rio a ese respecto, tengáis a bien encaminar las medias le-
gales que considere convenientes y que conduzcan al fin 
pedido; SEGUNDO: que revoquéis en todas sus partes la 

sentencia del Juez de Jurisdicción original de fecha tres 
de julio de 1948, relativa a las parcelas Nos. 1, 2 y 3, del 
Distrito Catastral No. 3, sección de "Villa Ramfis" ,  Y 

"Punta Balandra", lugar de "Los Naranjos", Común Y 

Provincia de Samaná; y rechaceis a la vez, por improce
-

dente e infundada la reclamación del señor Manuel Trini-
dad relativamente, a las mismas parcelas prealudidas, Y 
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las mejoras; TERCERO: que adjudiquéis al señor Victo-
riano Abad Trinidad : a) Las mejoras existentes en la par-
ce la  No. 1, prealudida, por haberlas fomentado; b) La pro-
piedad de los terrenos de la parcela No. 2, prealudida, por 
virtud de sus títulos o por prescripción de más de 40, y las 
mejoras existentes en la misma por haberlas fomentado; 
c) Las mejoras existentes en la parcela No. 3, prealudida, 
por haberlas fomentado, y los terrenos de la misma parce-
la a favor de la Sucesión de Ciriaco Trinidad (su padre), 
por prescripción de más de 40 años, que él ha mantenido. 
y haréis justicia"; y el Lic. Vetilio A. Matos, presentó, 
en nombre de Manuel Trinidad, las conclusiones siguien-
tes: "Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, a 
nombre del señor Manuel Trinidad, agricultor, por ser de 
una reputación honorable y reconocida en "Villa Ramfis", 
concluimos muy respetuosamente pidiéndoos que rechacéis, 
por improcedentes e infundadas, tanto la apelación del se-
ñor Victoriano Abad Trinidad como la de los Sucesores 
de Tomás Jiménez y compartes; y que confirméis, en to-
das sus partes, la sentencia recurrida. Que nos concedáis 
un término de, por lo menos, 20 días, para replicar a los 
argumentos escritos de las partes contrarias"; G) que, por 
invitación del Presidente del Tribunal de Tierras, los ape-
lantes concluyeron, adicionalmente, pidiendo que se orde-
nase el secuestro mencionado en otro lugar, y el represen-
tante de Manuel Trinidad pidió se rechazara la petición 
de secuestro; H) que las partes replicaron y contrarrepli-
caron, más tarde, por escrito, sosteniendo sus respectivas 
conclusiones; 

Considerando que, en fecha veintitrés de octubre de 
mil novecientos cincuenta, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que 
a continuación se copia : "FALLA: lo.— Se rechazan, 
Por infundadas, las apelaciones interpuestas en fechas: 
12 de julio del 1948, por el señor Pablo B. Ferrand, ac-
tuando por los sucesores de Tomás Jiménez, Sucesores de 
Gregorio de Peña, Sucesores de Gregorio Ferrand y Ra-
mona de Peña Zorrilla ; 29 de julio del 1948, por el Lic. 
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las  mejoras; TERCERO: que adjudiquéis al señor Victo-
riano Abad Trinidad : a) Las mejoras existentes en la par-
ce la  No. 1, prealudida, por haberlas fomentado; b) La pro-
piedad de los terrenos de la parcela No. 2, prealudida, por 
1-irtud de sus títulos o por prescripción de más de 40, y las 
mejoras existentes en la misma por haberlas fomentado; 
c ) Las mejoras existentes en la parcela No. 3, prealudida, 
por haberlas fomentado, y los terrenos de la misma parce-
la  a favor de la Sucesión de Ciriaco Trinidad (su padre), 
por prescripción (le más de 40 años, que él ha mantenido. 
y haréis justicia"; y el Lic. Vetilio A. Matos, presentó, 
en nombre de Manuel Trinidad, las conclusiones siguien-
tes: "Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, a 
nombre del señor Manuel Trinidad, agricultor, por ser de 
una reputación honorable y reconocida en "Villa Ramfis", 
concluimos muy respetuosamente pidiéndoos que rechacéis, 
por improcedentes e infundadas, tanto la apelación del se-
ñor Victoriano Abad Trinidad como la de los Sucesores 
de Tomás Jiménez y compartes; y que confirméis, en to-
das sus partes, la sentencia recurrida. Que nos concedáis 
un término de, por lo menos, 20 días, para replicar a los 
argumentos escritos de las partes contrarias"; G) que, por 
invitación del Presidente del Tribunal de Tierras, los ape-
lantes concluyeron, adicionalmente, pidiendo que se orde-
nase el secuestro mencionado en otro lugar, y el represen-
tante de Manuel Trinidad pidió se rechazara la petición 
de secuestro; H) que las partes replicaron y contrarrepli-
caron, más tarde, por escrito, sosteniendo sus respectivas 
conclusiones; 

Considerando que, en fecha veintitrés de octubre de 
mil novecientos cincuenta, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que 
a continuación se copia : "FALLA: lo.— Se rechazan, 
Por infundadas, las apelaciones interpuestas en fechas: 
12 de julio del 1948, por el señor Pablo B. Ferrand, ac-
tuando por los sucesores de Tomás Jiménez, Sucesores de 
Gregorio de Peña, Sucesores de Gregorio Ferrand y Ra-
raona de Peña Zorrilla; 29 de julio del 1948, por el Lic. 

que integra la Parcela No. 1 del Distrito Catastral No. o. 3 
sitio de "Villa Ramfis", Lugar de "Los Naranjos", ' 
y Provincia de Samaná, en esta proporción : A Ramosa 
Peña y Sucesión de Gregorio de Peña, veinticinco tareas 
en comunidad; a la Sucesión de Gregorio Ferrand, veinte  
tareas, y el resto de la parcela, a los Sucesores de Tomás 
Jiménez, tal como indica el título de cada uno, reconocien 
do el derecho de las mejoras pertenecientes al señor Vic-
toriano Abad Trinidad. Bajo toda clase de reservas; y re-
calcando estas últimas palabras, porque cuando yo estoy 
reconociendo las mejoras de Victoriano Abad Trinidad, he 
formulado una petición para que el juez se traslade al lu-
gar y se constate en el terreno que ellos tienen allí mejoras, 

 entonces nuestras conclusiones que hemos dado tendrían 
que ser reformadas en ese sentido, puesto que si tienen 
terrenos y mejoras, lo prudente es que reclame ambas 
cosas" ; el Lic. José Pedemonte hijo, representante, con el 
Lic. Ercilio de Castro García, de Victoriano Abad Trinidad, 
concluyó así : "PRIMERO: que, considerando todos los he-
chos comprobados por ante este Honorable Tribunal una 
prueba suficiente contra la legalidad de la copia del 26 de 
noviembre de 1924, supuesta escritura del Notario Manuel 
Virgilio Ramírez, que fué de los del número de Samaná, 
y en la que consta la dación de pago que se pretende que 
Victoriano Abad Trinidad otorgara en provecho del señor 
Nicolás Malek, declareis la falsedad (le esa copia; pero, pa-
ra el caso, que para este Honorable Tribunal todas esas 

pruebas no fuesen aún suficientes rara edificar su crite-
rio a ese respecto, tengáis a bien encaminar las medias le-
gales que considere convenientes y que conduzcan al fin 
pedido; SEGUNDO: que revoquéis en todas sus partes la 
sentencia del Juez de Jurisdicción original de fecha tres 
de julio de 1948, relativa a las parcelas Nos. 1, 2 y 3, del 

Distrito Catastral No. 3, sección de "Villa Ramfis" ,  Y 

"Punta Balandra", lugar de "Los Naranjos", Común o: 
 Provincia de Samaná; y rechaceis a la vez, por irnprce 

dente e infundada la reclamación del señor Manuel Trini-
dad relativamente, a las mismas parcelas prealudidas, Y 1 
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Ercilio de Castro García, a nombre del señor Victoriano 
Abad Trinidad; y 2 de agost odel 1948, por el Lic. Manuel 
Vicente Feliú, en representación del mismo señor Victo-
riano Abad Trinidad.— 2o.— Se rechaza, por infundada

'  la petición de secustro de las parcelas Nos. 1, 2 y 3, - f orrn u 
 lada por el señor Victoriano Abad Trinidad y los Suceso-

res de Tomás Jiménez y compartes.— 3o.— Se modifi ca 
 la Decisión No. 1 de Jurisdicción Original, de fecha 3 de 

julio del año 1948, en relación con las parcelas Nos. 1 
2 y 3, 1-A, 2-A y 3-A (estas tres últimas designadas ac-
tualmente parcelas Nos. 11, 12 y 13 por cambio de nume-
ración) del Distrito Catastral No. 3 de la común de Sa-
maná lugar de "Los Naranjos", Secciones de "Villa Ram-
fis" y "Punta Balandra", Provincia de Samaná, para que 
su dispositivo se lea como sigue :— PARCELA NUMERO 
lo.— a) Se rechaza, por improcedente e infundada, la re-
clamación formulada por el señor Victoriano Abad Trini-
dad, residente en Los Naranjos, jurisdicción de Samana;— 
b) Se rechaza, por improcedente e infundada, la reclama-
ción formulada por los Sucesores de Gregorio Ferrand, re-
sidentes en Samaná;— c) Se rechaza, por improcedente 
e infundada, la reclamación de los Sucesores de Tomás 
Jiménez, residentes en Samaná; d) Se rechazan, por im-
procedentes e infundadas, las reclamaciones formuladas 
por la señora Ramona Peña de Zorrillo, residente en "Los 
Naranjos", Samanaá, y Gregorio de Peña, residente en 
Samaná e) Se ordena el registro del derecho de propie-
dad de esta parcela y sus mejoras, con una extensión su-
perficial de 5 hectáreas, 64 áreas, 60 centiáreas, en favor 
del señor Manuel Trinidad, dominicano, de 45 arios, casa-
do con Isa de la Cruz, residente en Villa Ramfis, portador 
de la cédula personal de identidad No. 219, serie 65; 
f) Se ordena el registro sobre esta parcela de una hipoteca 
convencional por la suma de mil quinientos pesos (RDS -

1,500.00), con un interés del uno por ciento (1%) men -

sual, en favor de la señora Tomasa Rodríguez viuda She -

phard ;— PARCELA NUMERO 2o.— a) Se rechaza por im -

procedente e infundada, la reclamación formulada por el 
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Señor Victoriano Abad Trinidad, residente en Los Naran-
jos b) Se ordena el registro del derecho de 
jnrepiedad de esta parcela y sus mejoras, con una exten-
sión superficial de 3 hectáreas, 64 áras y 81 centiáreas, 
en  favor del señor Manuel Trinidad, de generales anota-
das;—  c) Se ordena el registro sobre esta parcela de una 
hipoteca convencional por la suma de mil quinientos pesos 
(RD$1,500.00) con un interés del uno por ciento (1%), 
en favor de la señora Tomasa Rodríguez viuda Shephard.— 
PARCELA NUMERO 3o.— a) Se rechaza, por infunda-
da , la reclamación sobre esta parcela formulada por los 
sucesores de Ciriaco Trinidad ;— b) Se rechaza, por im-
procedente e infundada, la reclamación formulada por el 
señor Victoriano, Abad Trinidad residente en Los Naran-
jos, Samaná;— c) Se ordena el registro del derecho de 
propiedad de esta parcela y sus mejoras, con una exten-
sión superficial de 5 hectáreas, 08 áreas y 22 centiáreas, 
en favor del señor Manuel Trinidad, de generales anota-
das; d) Se ordena el registro sobre esta parcela de una 
hipoteca convencional por la suma de mil quinientos pe-
sos (RD$1,500.00) con un interés del uno por ciento (1%) 
mensual, en favor de la señora Tomasa Rodríguez viudad 
Shephard ;— PARCELA NUMERO 11 (Ant. Parcela No. 
1-A).— a) Se ordena el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, con una extensión superfi-
cial de 3 hectáreas, 22 áreas y 25 centiáreas, en favor del 
señor Victoriano Abad Trinidad, de generales indicadas ;— 
b) Se ordena el registro sobre esta parcela de una hipo-
teca judicial por la suma de cuatrocientos noveinticinco pe-
sos con noveinticinco centavos (RD$495.95) en favor de 
los señores Manuel Trinidad y Lic. Vetilio A. Matos.—
PARCELA NUMERO 12 (Ant. Parcela No. 2-A).— a) 
Se ordena el registro del derecho de propiedad de esta par-
cela Y sus mejoras, con una extensión superficial de 1 hec-
táreas, 96 áreas y 72 centiáreas, en favor del señor Victo-
riano Abad Trinidad, de generales indicadas ;— b) Se or-
dena el registro sobre esta parcela de una hipoteca judi-
cial Por la suma de cuatrocientos noveinticinco pesos con 
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Ercilio de Castro García, a nombre del señor Victorian o 
 Abad Trinidad; y 2 de agost odel 1948, por el Lic. Manuel 

Vicente Feliú, en representación del mismo señor Victo-
riano riano Abad Trinidad.— 2o.— Se rechaza, por infundada 
la petición de secustro de las parcelas Nos. 1, 2 Y 3,  formu-
lada 

orrnu: 
lad a  por el señor Victoriano Abad Trinidad y los Suceso. 
res de Tomás Jiménez y compartes.— 3o.— Se modifica 
la Decisión No. 1 de Jurisdicción Original, de fecha 3 de 
julio del año 1948, en relación con las parcelas Nos. 1 
2 y 3, 1-A, 2-A y 3-A (estas tres últimas designadas ac-
tualmente parcelas Nos. 11, 12 y 13 por cambio de nume-
ración) del Distrito Catastral No. 3 de la común de Sa-
maná lugar de "Los Naranjos", Secciones de "Villa Ram-
fis" y "Punta Balandra", Provincia de Samaná, para que 
su dispositivo se lea como sigue :— PARCELA NUMERO 
lo.— a) Se rechaza, por improcedente e infundada, la re-
clamación formulada por el señor Victoriano Abad Trini-
dad, residente en Los Naranjos, jurisdicción de Samana;— 
b) Se rechaza, por improcedente e infundada, la reclama-
ción formulada por los Sucesores de Gregorio Ferrand, re-
sidentes en Samaná;— c) Se rechaza, por improcedente 
e infundada, la reclamación de los Sucesores de Tomás 
Jiménez, residentes en Samaná; d) Se rechazan, por im-
procedentes e infundadas, las reclamaciones formuladas 
por la señora Ramona Peña de Zorrillo, residente en "Los 
Naranjos", Samanaá, y Gregorio de Peña, residente en 
Samaná e) Se ordena el registro del derecho de propie-
dad de esta parcela y sus mejoras, con una extensión su-
perficial de 5 hectáreas, 64 áreas, 60 centiáreas, en favor 
del señor Manuel Trinidad, dominicano, de 45 arios, casa-
do con Isa de la Cruz, residente en Villa Ramfis, portador 
de la cédula personal de identidad No. 219, serie 65;— 
f) Se ordena el registro sobre esta parcela de una hipoteca 
convencional por la suma de mil quinientos pesos (RDS -
1,500.00), con un interés del uno por ciento (1%) men" 
sual, en favor de la señora Tomasa Rodríguez viuda She -

phard;— PARCELA NUMERO 2o.— a) Se rechaza por in' 
procedente e infundada, la reclamación formulada por el  

se
nor  Victoriano Abad Trinidad, residente en Los Naran-

jos, Samaná ;— b) Se ordena el registro del derecho de 
‘,,ropiedad de esta parcela y sus mejoras, con una exten-
sión superficial de 3 hectáreas, 64 áras y 81 centiáreas, 
en  favor del señor Manuel Trinidad, de generales anota-
das;— c) Se ordena el registro sobre esta parcela de una 
hipoteca convencional por la suma de mil quinientos pesos 
(RD$1,500.00) con un interés del uno por ciento (1%), 
en favor de la señora Tomasa Rodríguez viuda Shephard.— 
PARCELA NUMERO 3o.— a) Se rechaza, por infunda-
da, la reclamación sobre esta parcela formulada por los 
sucesores de Ciriaco Trinidad,;— b) Se rechaza, por im-
procedente e infundada, la reclamación formulada por el 
señor Victoriano, Abad Trinidad residente en Los Naran-
jos, Samaná;— c) Se ordena el registro del derecho de 
propiedad de esta parcela y sus mejoras, con una exten-
sión superficial de 5 hectáreas, 08 áreas y 22 centiáreas, 
en favor del señor Manuel Trinidad, de generales anota-
das; d) Se ordena el registro sobre esta parcela de una 
hipoteca convencional por la suma de mil quinientos pe-
sos (RD$1,500.00) con un interés del uno por ciento (1%) 
mensual, en favor de la señora Tomasa Rodríguez viudad 
Shephard ;— PARCELA NUMERO 11 (Ant. Parcela No. 
1-A).— a) Se ordena el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, con una extensión superfi-
cial de 3 hectáreas, 22 áreas y 25 centiáreas, en favor del 
señor Victoriano Abad Trinidad, de generales indicadas ;— 
b) Se ordena el registro sobre esta parcela de una hipo-
teca judicial por la suma de cuatrocientos noveinticinco pe-
sos con noveinticinco centavos (RD$495.95) en favor de 
los señores Manuel Trinidad y Lic. Vetilio A. Matos.—
PARCELA NUMERO 12 (Ant. Parcela No. 2-A).— a) 
Se ordena el registro del derecho de propiedad de esta par-
cela y sus mejoras, con una extensión superficial de 1 hec-
táreas, 96 áreas y 72 centiáreas, en favor del señor Victo-
riano Abad Trinidad, de generales indicadas ;— b) Se or-
dena el registro sobre esta parcela de una hipoteca judi-
cial por la suma de cuatrocientos noveinticinco pesos con 
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noveinticinco centavos (RD$495.95) en favor de los sello_ 
res Manuel Trinidad y Lic. Vetilio A. Matos.— PARcE 
LA NUMERO 13 (Ant. Parcela No. 3-A).— a) Se Orde.  
na el registro del derecho de propiedad de esta parcela 
sus mejoras, con una extensión superficial de 1 hectáreas, 
18 áreas y 87 centiáreas, en favor del señor Victorian o 

 Abad Trinidad, de generales indicadas;— b) Se ordena el 
registro sobre esta parcela de una hipoteca judicial po r  la  
suma 1e cuatrocientos noveinticinco pesos con noveinti-
cinco centavos (RD$495.95) en favor de los señores Ma. 
nuel Trinidad y I.ic. Vetilio A. Matos.— Se ordena al Se 
cretario del Tribunal de Tierras, que después de recibidos 
por él los planos definitivos de estas parcelas debidamente 
preparados por el Agrimensor Contratista y aprobados por 
la Dirección General de Mensuras Catastrales, de acuerdo 
con los términos de esta decisión, proceda a la expedición 
de los Decretos de Registro correspondientes"; 

Considerando que los recurrentes representados pot 
el Lic. Manuel de J. Pérez Morel invocan los medios de 
casación siguientes: "PRIMER MEDIO: Violación de los 
arts. 72 y 73 de la Ley de Reg. de Tierras.— Viol. del art. 
1318, C. Civil. Comparación con el 1335. Viol. de los arts. 

11-20-33-38-39, 41-43-44 y 45 de la Ley .del Notariado, 

Junio 11 de 1900; SEGUNDO MEDIO: Violación de los 
arts. 84 de la Ley de Reg. de Tierras y 141 del C. de Proc. 

Civil.— Falta de motivos ;— TERCER MEDIO: Viol. del 

artí. 136 de la Ley de Reg. de Tierras: "en caso de casa-

ción con envío, el Trib. Superior de Tierras estará obliga-

do, al fallar nuevamente el caso, a atenerse a la disposición 

de la Suprema Corte dé Justicia, en los puntos de derecho 

que hubieran sido objeto de casación;— CUARTO MEDIO: 

Viol. del art. 1335 del C. Civil: "cuando no existe el título 

original... las primeras copias hacen la misma fé que el 

original;— QUINTO MEDIO: Violación de los artículos 

2229, 2235, 2262 y 2265 del Código Civil.— Violación del 
X 

artículo 136 de la Ley de Registro de Tierras ;— 	
TO, 

MEDIO: Viol. de los arts. 1336, 1341, 1353 C. Civil. \ 1" 

del art. 136 Ley de Registro de Tierras"; y los recurrent
es.  

representados por los Licdos. Ercilio de Castro García y 
José pedemonte hijo, alegan que la sentencia impugnada 
eontiene los vicios señalados en los medios siguientes: "PRI-
-mER MEDIO: Violación de los artículos 72, 73 y 271 de 
11  Ley de Registro de Tierras. Violación del art. 1318 
Código Civil; comparación con el art. 1335. Violación de 
los arts. 11, 20, 33, 38, 39, 41, 43 y 45 de la Ley del Nota-
riado de Junio de 1900;— SEGUNDO MEDIO: Violación 
de los artículos 1347, y aplicación falsamente del 1336, y 
e n- consecuencia el artículo 1335 del Código Civil;— TER-
CER MEDIO: Violación del art. 1341 del Código Civil y 
aplicado mal el art. 1353 del mismo Código;— CUARTO 
MEDIO: Aplicada falsamente la Ley sobre Registro de Ac-
tos Judiciales y Extrajudiciales y la Ley 133 del año 1931 
QUINTO MEDIO: Violación del art. 1356 del Código Ci-
vil;— SEXTO MEDIO: Violación de los artículos 2229, 
2235, 2262 y 2265 del Código Civil, o los ha aplicado sin 
base legal. Violación del art. 136 de la Ley de Registro de 
Tierras"; 

Considerando que el Memorial de Defensa de la parte 
recurrida contiene las sigiuntes expresiones, en que se ob-

jeta la calidad de algunos de los recurrentes: "Es de adver-
tir, además, que los Ferrand y la Sra. Ramona de Peña de 
Zorrila, no son parientes de Victoriano Abad Trinidad ni 
sus causahabientes; que no figuraron en el acto del 26 de 
noviembre de 1924, piedra angular de la litis; que no tie-
nen nada que ver con ese acto; que no siendo partes en 
el mismo de manera directa ni indirecta, ni siquiera tie-
nen calidad para sostener los mismos argumentos que han 
vellido sosteniendo el Sr. Victoriano Abad Trinidad y aho-
ra sus hijos"; y 

Considerando que en el fallo que es objeto de los pre-
sentes recursos consta que las personas mencionadas en lo 
que del Memorial de Defensa del recurrido acaba de copiar-se, fueron reclamantes respecto de los terrenos en litigio, 
por lo cual eran "partes interesadas", y que en esa calidad 
figuraron "verbalmente" y "por escrito en el procedimien-
to seguido por ante el tribunal que dictó la sentencia im- 
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noveinticinco centavos (RD$495.95) en favor de los s eña. 
 res Manuel Trinidad y Lic. Vetilio A. Matos.— PARLE  

LA NUMERO 13 (Ant. Parcela No. 3-A).— a) Se Orde-
na el registro del derecho de propiedad de esta parcela 
sus mejoras, con una extensión superficial de 1 hectárea:

' 18 áreas y 87 centiáreas, en favor del señor Victorian o 
 Abad Trinidad, de generales indicadas ;— b) Se ordena e l 

registro sobre esta parcela de una hipoteca judicial por l a 
 suma ele cuatrocientos noveinticinco pesos con noveinti-

cinco centavos (RD$495.95) en favor de los señores Ma-
nuel Trinidad y I.ic. Vetilio A. Matos.— Se ordena al Se 
cretario del Tribunal de Tierras, que después de recibidos 
por él los planos definitivos de estas parcelas debidamente 
preparados por el Agrimensor Contratista y aprobados por 
la Dirección General de Mensuras Catastrales, de acuerd 
con los términos de esta decisión, proceda a la expedición 
de los Decretos de Registro correspondientes"; 

Considerando que los recurrentes representados por 
el Lic. Manuel de J. Pérez Morel invocan los medios de 
casación siguientes: "PRIMER MEDIO: Violación de los 
arts. 72 y 73 de la Ley de Reg. de Tierras.— Viol. del art. 
1318, C. Civil. Comparación con el 1335. Viol. de los arts. 

11-20-33-38-39, 41-43-44 y 45 de la Ley .del Notariado, 

Junio 11 de 1900; SEGUNDO MEDIO: Violación de los 
arts. 84 de la Ley de Reg. de Tierras y 141 del C. de Proc. 
Civil.— Falta de motivos;— TERCER MEDIO: Vio!. del 

artí. 136 de la Ley de Reg. de Tierras: "en caso de casa-

ción con envio, el Trib. Superior de Tierras estará obliga-
do, al fallar nuevamente el caso, a atenerse a la disposición 

de la Suprema Corte dé Justicia, en los puntos de derecho 

que hubieran sido objetó de casación ;— CUARTO MEDIO: 
Viol. del art. 1335 del C. Civil: "cuando no existe el título 
original... las primeras copias hacen la misma té que el 
original ;— QUINTO MEDIO: Violación de los artículos 

2229, 2235, 2262 y 2265 del Código Civil.— Violación del 
,T.0

01. artículo 136 de la Ley de Registro de Tierras;— SE 1T0  

MEDIO: Viol. de los arts. 1336, 1341, 1353 C. Civil. Viol.  
del art. 136 Ley de Registro de Tierras"; y los recurrentes. 

representados por los Licdos. Ercilio de Castro García y 
José pedemonte hijo, alegan que la sentencia impugnada 
contiene los vicios señalados en los medios siguientes: "PM-
AIER MEDIO: Violación de los artículos 72, 73 y 271 de 
la  Ley de Registro de Tierras. Violación del art. 1318 
Código Civil; comparación con el art. 1335. Violación de 
los arts. 11, 20, 33, 38, 39, 41, 43 y 45 de la Ley del Nota-
riado de Junio de 1900;— SEGUNDO MEDIO: Violación 
de los artículos 1347, y aplicación falsamente del 1336, y 
en* consecuencia el artículo 1335 del Código Civil ;— TER-
CER MEDIO: Violación del art. 1341 del Código Civil y 
aplicado mal el art. 1353 del mismo Código ;— CUARTO 

EDIO: Aplicada falsamente la Ley sobre Registro de Ac-
tos Judiciales y Extrajudiciales y la Ley 133 del año 1931; 
Ur;TO MEDIO: Violación del art. 1356 del Código Ci-

vil;— SEXTO MEDIO: Violación de los artículos 2229, 
2235, 2262 y 2265 del Código Civil, o los ha aplicado sin 
base legal. Violación del art. 136 de la Ley de Registro de 
Tierras"; 

Considerando que el Memorial de Defensa de la parte 
recurrida contiene las sigiuntes expresiones, en que se ob-
jeta la calidad de algunos de los recurrentes: "Es de adver-
tir. además, que los Ferrand y la Sra. Ramona de Peña de 
Zorrila, no son parientes de Victoriano Abad Trinidad ni 
sus causahabientes; que no figuraron en el acto del 26 de 
noviembre de 1924, piedra angular de la litis; que no tie-
nen nada que ver con ese acto; qué no siendo partes en 
el mismo de manera directa ni indirecta, ni siquiera tie-
nen calidad para sostener los mismos argumentos que han 
venido sosteniendo el Sr. Victoriano Abad Trinidad y aho-
ra sus hijos"; y 

Considerando que en el fallo que es objeto de los pre-
sentes recursos consta que las personas mencionadas en lo 

, que del Memorial de Defensa del recurrido acaba de copiar-
se, fueron reclamantes respecto de los terrenos en litigio, 
Por lo cual eran "partes interesadas", y que en esa calidad 
figuraron "verbalmente" y "por escrito en el procedimien-
to seguido por ante el tribunal que dictó la sentencia im- 
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pugnada", tal como lo requiere el artículo 133 de la Ley 
Registro de Tierras para que se pueda intentar, en es  
materia, un recurso de casación ; que, por lo tanto, los 
gatos del recurrido sobre esto deben ser desestimados 

' 
. 

Considerando que la parte demandada en casació 
al contestar el memorial de los recurrentes representad 
por los Licdos. Ercilio de Castro García y José Pedemonte 
hijo, después de presentar algunas citas de doctrina y de  
jurisprudencia francesas sobre el poder de los jueces d 
fondo en materia de inscripción en falsedad, expresa l o  
guiente: "Por consiguiente, no siendo susceptible de se 
controlada por la Corte de Casación la decisión recurri 
en lo que respecta al falso incidente civil promovido p.  
el Sr. Victoriano Abad Trinidad, los cinco primeros me-
dios del recurso de casación deducidos por su hijos, en los 
cuales se apoyan los hechos que fueron alegados como fun-
damento de dicha falsedad, deben ser desestimados por im-
procedentes e inadmisibles en casación" ; pero 

Considerando que si bien los jueces del fondo gozan 
de un poder soberano para "admitir o rechazar la inscrip-
ción de falsedad formada ante ellos, sin estar obligados 
a ordenar a este respecto ni informativo ni experticio, y 
sin que su decisión pueda dar apertura a casación", corno 
se expone en una de las citas hechas por la parte recurri-

da, ello no llega hasta autorizarlos a no dar fundamento 
a lo que decidan ni a resolver, soberanamente, cuestiones 

de derecho sobre las cuales tiene un poder de verificación 

la Suprema Corte de Justicia, ni a incurrir en violaciones 
de la ley; que en la especie se trataba de decidir si el hecho, 

que el fallo presenta como comprobado, de no existir en el 

protocolo del notario de Samaná Virgilio Ramírez, debida-

mente encuadernado y con sus actas convenientemente nu-

meradas, sin solución de continuidad, tal, como lo requiere 
la ley, el original del escrito que presentaba el actual recu-

rrido como primera copia de un acta de dicho notario, de 

fecha ventintiseis de noviembre de mil novecientos veinti-

cuatro, debía ser calificado como el acto falso previsto.  en 

el artículo 146 del Código Penal (aunque no se estuviera  

ostru yendo una acción penal ni ésta pudiera ya intentar-
e ) con estas palabras: "copia en forma fehaciente de un 
ocumento supuesto", o como un caso de lo indicado por 

artículo 73 de la Ley de Registro de Tierras, en estos 
érrninos; "Se presumen nulos hasta prueba en contrario : 
os títulos y documentos notariales cuyos originales hayan 
ido sustraídos de los protocolos de los notarios o de los 
uncionarios que hicieren sus veces"; que si el dictar me-
idas para el establecimiento de los hechos relativos a una 
legada falsedad, y hasta la decisión sobre la existencia 
no existencia de tales hechos, entran en la soberanía de 
deres de los jueces del fondo, tal soberanía no abarca ni 

puede abarcar la calificación legal de lo que resultare com-
probado por los mismos jueces; que, como consecuencia de 
todo lo expuesto, es procedente examinar si en el fallo ata-
cado se ha incurrido en alguna de las violaciones aducidas 
en sus medios de casación por las partes recurrentes; 

Considerando, respecto de la violación del artículo 136 
de la Ley de Registro de Tierras, alegada en los medios 
tercero, quinto y sexto de los recurrentes representados 
por el Lic. Manuel de J. Pérez M—orel, y en el medio sexto 
de los recurrentes representados por los Licds. Ercilio de 
Castro García y José Pedemonte hijo, y sobre la violación 
de los artículos 73 de la misma ley y 33, 45 de la Ley del 
Notariado, alegada en el primer medio del memorial sus-
crito por el Lic. Pedemonte: que según el citado artículo 
136, "en caso de casación con envío, el Tribunal Superior 
de Tierras estará 'obligado, al fallar nuevamente el caso, 
a atenerse a la disposición de la Suprema. Corte de Justicia, 
en los puntos de derecho que hubieren sido objeto de ca-
sación"; que en la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del veintitrés de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, se expresan los fundamentos siguientes, pa-
ra casar la decisión del Tribunal Superior de Tierras del 
quince de diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
que había dispuesto lo mismo que la impugnada por los 
presentes recursos con excepción de lo relativo, en esta úl-
tima, a las llamadas parcelas números once, doce y trece: 
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pugnada", tal como lo requiere el artículo 133 de la Ley  
Registro de Tierras para que se pueda intentar, e n  -es 

 materia, un recurso de casación ; que, por lo tanto, los al 
gatos del recurrido sobre esto deben ser desestimados . 

Considerando que la parte demandada en casació 
al contestar el memorial de los recurrentes representados 
por los Licdos. Ercilio de Castro García y José Pedemo nte 

 hijo, después de presentar algunas citas de doctrina y de  
jurisprudencia francesas sobre el poder de los jueces del 
fondo en materia de inscripción en falsedad, expresa lo s . 
guiente: "Por consiguiente, no siendo susceptible de s 
controlada por la Corte de Casación la decisión recurri 
en lo que respecta al falso incidente civil promovido po 
el Sr. Victoriano Abad Trinidad, los cinco primeros me-
dios del recurso de casación deducidos por su hijos, en los  
cuales se apoyan los hechos que fueron alegados como fun-
damento de dicha falsedad, deben ser desestimados por im-
procedentes e inadmisibles en casación"; pero 

Considerando que si bien los jueces del fondo gozan 
de un poder soberano para "admitir o rechazar la inscrip-
ción de falsedad formada ante ellos, sin estar obligados 
a ordenar a este respecto ni informativo ni experticio, y 

sin que su decisión pueda dar apertura a casación", como 
se expone en una de las citas hechas por la parte recurri-

da, ello no llega hasta autorizarlos a no dar fundamento 
a lo que decidan ni a resolver, soberanamente, cuestiones 
de derecho sobre las cuales tiene un poder de verificación 

la Suprema Corte de Justicia, ni a incurrir en violaciones 
de la ley ; que en la especie se trataba de decidir si el hecho, 

que el fallo presenta como comprobado, de no existir en el 

protocolo del notario de Samaná Virgilio Ramírez, debida-

mente encuadernado y con sus actas convenientemente nu-

meradas, sin solución de continuidad, tal, como lo requiere 
la ley, el original del escrito que presentaba el actual recu -

rrido como primera copia de un acta de dicho notario, de 
fecha ventintiseis de noviembre de mil novecientos veinti-

cuatro, debía ser calificado como el acto falso previsto en 

el artículo 146 del Código Penal (aunque no se estuviera  

nstruyendo una acción penal ni ésta pudiera ya intentar-
e ) con estas palabras: "copia en forma fehaciente de un 
ocumento supuesto", o como un caso de lo indicado por 
1 artículo 73 de la Ley de Registro de Tierras, en estos 
érminos; "Se presumen nulos hasta prueba en contrario : 
os títulos y documentos notariales cuyos originales hayan 
ido sustraídos de los protocolos de los notarios o de los 
uncionarios que hicieren sus veces"; que si el dictar me-
idas para el establecimiento de los hechos relativos a una 
legada falsedad, y hasta la decisión sobre la existencia 
n o existencia de tales hechos, entran en la soberanía de 
deres de los jueces del fondo, tal soberanía no abarca ni 

uede abarcar la calificación legal de lo que resultare com-
robado por los mismos jueces ; que, como consecuencia de 

todo lo expuesto, es procedente examinar si en el fallo ata-
cado se ha incurrido en alguna de las violaciones aducidas 
en sus medios de casación por las partes recurrentes ; 

Considerando, respecto de la violación del artículo 136 
de la Ley de Registro de Tierras, alegada en los medios 
tercero, quinto y sexto de los recurrentes representados 
por el Lic. Manuel de J. Pérez M—orel, y en el medio sexto 
de los recurrentes representados por los Licds. Ercilio de 
Castro García y José Pedemonte hijo, y sobre la violación 
de los artículos 73 de la misma ley y 33, 45 de la Ley del 
Notariado, alegada en el primer medio del memorial sus-
crito por el Lic. Pedemonte: que según el citado artículo 
136, "en caso de casación con envío, el Tribunal Superior 
de Tierras estará "obligado, al fallar nuevamente el caso, 
a atenerse a la disposición de la Suprema. Corte de Justicia, 
en los puntos de derecho que hubieren sido objeto de ca-
sación"; que en la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del veintitrés de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, se expresan los fundamentos siguientes, pa-
ra casar la decisión del Tribunal Superior de Tierras del 
quince de diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
que había dispuesto lo mismo que la impugnada por los 
Presentes recursos con excepción de lo relativo, en esta úl-
tima, a las llamadas parcelas números once, doce y trece: 
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"que si bien es cierto que los jueces del fondo han expres a 
 do en su decisión, que Abad Trinidad era el dueño de ic ; 

terenos litigiosos, por haber poseído más de 30 años en con- - 
diciones útiles para prescribir ; reconocieron que en fecha 
vetintiseis de noviembre de mil novecientos veinticuat ro 

 él hizo una dación en pago de esos terrenos en provecho d¿ 
Elías J. Bezí, por mediación de su testaferro Nicolás Ma-
leck, por la suma de $5.325.00, y que más tarde, en fecha 
quince de septiembre de mil novecientos treinta y ocho, 

 Elías J. Bezi, por acta instrumentada por el Juez Alcalde 
de Samaná, en funciones de notario, vendió los mismos 
inmuebles a Manuel Trinidad, no es menos cierto que el 
verdadero y único fundamento que tuvo el fallo impugnado 
para adjudicar las parcelas en discusión a Manuel Trinidad 
ha sido, según lo declara el mismo fallo, que "el señor Ma-
nuel Trinidad, siendo como es un adquiriente a justo título 
y de buena fé, puede unir a su posesión la posesión de su 
causante Elías J. Bezi; y esa última posesión se remonta, 
necesariamente, a la fecha del acto de dación en pago otor-
gado en el año 1924"; que, aparte de lo que se dirá más 
adelante en relación con la reunión de esas posesiones, 
ello evidencia que la posesión de que habla la sentencia en 
relación con Abad Trinidad en nada ha influido para justi-

ficar lo decidido en el dispositivo de la sentencia impug-
nada"; "Considerando, en cuanto a las violaciones invoca-

das por ambos recurrentes, las cuales serán examinadas 
en el orden que lo exige la solución del litigio: que de con-

formidad con el citado artículo 1335, las copias de las ac-

tas auténticas, cuando no existe el original, sólo tienen la 

fuerza probatoria que en dicho texto se establece; que, a 

las copias de copias sólo se le atribuye en la parte in fine 

de ese artículo el valor de. simples datos ;— Considerando , 

 que la existencia de un acto jurídico que envuelve un 
valor 

superior de treinta pesos no puede ser probado por presun-

ciones sino en el caso en que la prueba testimonial es ad-

misible, conforme a los artículos 1341 y 1353 del Código 
Civil;— Considerando, que la sentencia recurrida da 

)la
por 

establecido que en el protocolo de las actas del notario " 

nuei Virgilio Ramírez del año mil novecientos veinticuatro 
no existía el original del acta da dación en pago que se di-
ce  había otorgado Victoriano Abad Trinidad en favor de 
Elías J. Bezi, el veintiseis de noviembre de mil novecientos 
veinticuatro, ante el referido notario; que, como lo único 
nue  ha sido presentado como prueba de esa convención es 
una simple certificación expedida por el Conservador de 
hipotecas de la Provincia de Samaná, de fecha treinta y 
uno de enero de mil novecientos treinta y nueve, donde 
consta que en los libros a su cargo destinados al asiento 
de las transcripciones se encuentra copiado un escrito que 
según su tenor resulta ser la primera copia del acta nota-
rial cuya minuta no existe, forzoso es proclamar que el do-
cumento presentado, cómo copia de copia que es, no ha po-
cido servir como prueba, ni como principio de prueba por 
escrito, sino como un simple dato;— Considerando, que el 
Tribunal Superior de Tierras para establecer la existencia 
de la alegada dación en pago ha considerado como un prin-
cipio de prueba por escrito el hecho de que la minuta del 
acta ha sido registrada, de acuerdo con la Ley de Registro 
de Actos Judiciales y Extrajudiciales, y agrega: "y como 
a eso se une el hecho de que el señor Elías J. Bezi, cesio-
nario del documento impugnado, fué puesto en posesión del 
terreno y lo transfirió después de poseerlo por varios años, 
sin que a ello se opusiera, notificando acto alguno, el se-
ñor Victoriano Abad Trinidad, es claro que estos hechos 
posteriores al otorgamiento del acto, vienen a constituir 
la prueba por presunción necesaria para robustecer el re-
gistro del documento impugnado"; pero, Considerando, que 
de conformidad con el artículo 1336 del C. Civil es la trans-
cripción de una acta en los registros públicos, y no el re-
gistro, lo que puede servir como principio de prueba por 
escrito ; que aún dentro del sistema que admite que el re-
gistro puede producir igual efecto jurídico, es bajo la con-
dición de que en el caso se encuentren reunidos los mismos 
requisitos exigidos por el referido texto legal respecto de 
la transcripción, a saber: lo. que se demuestre que todas 
las minutas del notario del año en que aparece haber 
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"que si bien es cierto que los jueces del fondo han expr es
a_ do en su decisión, que Abad Trinidad era el dueño de '
ks terenos litigiosos, por haber poseído más de 30 años en con 

 diciones útiles para prescribir; reconocieron que en fecha 
vetintiseis de noviembre de mil novecientos veinticuatro 
él hizo una dación en pago de esos terrenos en provecho d¿ 
Elías J. Bezi, por mediación de su testaferro Nicolás Dil a .. 
leck, por la suma de $5.325.00, y que más tarde, en fecha 
quince de septiembre de mil novecientos treinta y ocho

, Elías J. Bezi, por acta instrumentada por el Juez Alcalde 
de Samaná, en funciones de notario, vendió los mismos 
inmuebles a Manuel Trinidad, no es menos cierto que el 
verdadero y único fundamento que tuvo el fallo impugnado 
para adjudicar las parcelas en discusión a Manuel Trinidad 
ha sido, según lo declara el mismo fallo, que "el señor Ma-
nuel Trinidad, siendo como es un adquiriente a justo título 
y de buena fé, puede unir a su posesión la posesión de su 
causante Elías J. Bezi; y esa última posesión se remonta, 
necesariamente, a la fecha del acto de dación en pago otor-
gado en el año 1924"; que, aparte de lo que se dirá más 
adelante en relación con la reunión de esas posesiones, 
ello evidencia que la posesión de que habla la sentencia en 
relación con Abad Trinidad en nada ha influido para justi-
ficar lo decidido en el dispositivo de la sentencia impug-
nada"; "Considerando, en cuanto a las violaciones invoca-
das por ambos recurrentes, las cuales serán examinadas 
en el orden que lo exige la solución del litigio: que de con-
formidad con el citado artículo 1335, las copias de las ac-
tas auténticas, cuando no existe el original, sólo tienen la 
fuerza probatoria que en dicho texto se establece; que, a 

las copias de copias sólo se le atribuye en la parte in fine 

de ese artículo el valor de. simples datos ;— Considerando
, 

 que la existencia de un acto jurídico que envuelve un valor 
superior de treinta pesos no puede ser probado por presun-
ciones sino en el caso en que la prueba testimonial es 

ad-

misible, conforme a los artículos 1341 y 1353 del Código 
Civil;— Considerando, que la sentencia recurrida dá por 

establecido que en el protocolo de las actas del notario 
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nuel Virgilio Ramírez del año mil novecientos veinticuatro 
no existía el original del acta da dación en pago que se di-
ce había otorgado  Victoriano Abad Trinidad en favor de 
Elías J. Bezi, el veintiseis de noviembre de mil novecientos 
veinticuatro, ante el referido notario; que, como lo único 
que ha sido presentado como prueba de esa convención es 
una simple certificación expedida por el Conservador de 
Hipotecas de la Provincia de Samaná, de fecha treinta y 
uno de enero de mil novecientos treinta y nueve, donde 
consta que en los libros a su cargo destinados al asiento 
de las transcripciones se encuentra copiado un escrito que 
según su tenor resulta ser la primera copia del acta nota-
rial cuya minuta no existe, forzoso es proclamar que el do-
cumento presentado, cómo copia de copia que es, no ha po-
dido servir como prueba, ni como principio de prueba por 
escrito, sino como un simple dato;— Considerando, que el 
Tribunal Superior de Tierras para establecer la existencia 
de la alegada dación en pago ha considerado como un prin-
cipio de prueba por escrito el hecho de que la minuta del 
acta ha sido registrada, de acuerdo con la Ley de Registro 
de Actos Judiciales y Extrajudiciales, y agrega: "y como 
a eso se une el hecho de que el señor Elías J. Bezi, cesio-
nario del documento impugnado, fué puesto en posesión del 
terreno y lo transfirió después de poseerlo por varios años, 
sin que a ello se opusiera, notificando acto alguno, el se-
ñor Victoriano Abad Trinidad, es claro que estos hechos 
posteriores al otorgamiento del acto, vienen a constituir 
la prueba por presunción necesaria para robustecer el re-
gistro del documento impugnado"; pero, Considerando, que 
de conformidad con el artículo 1336 del C. Civil es la trans-
cripción de una acta en los registros públicos, y no el re-
gistro, lo que puede servir como principio de prueba por 
escrito; que aún dentro del sistema que admite que el re-
gistro puede producir igual efecto jurídico, es bajo la con-
dición de que en el caso se encuentren reunidos los mismos 
requisitos exigidos por el referido texto legal respecto de 
la transcripción, a saber: lo. que se demuestre que todas 
las minutas del notario del año en que aparece haber 
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sido hecha, se hayan perdido, o que se pruebe que la  
pérdida de la minuta de este acto ha sucedido por un ac.. 
cidente particular ; 2o.— que exista un registro en regi a 

 del notario, en que se demuestre que el acto se hizo con la 
 misma fecha, a lo cual se exige todavía que cuando po

r  razón del concurso de estas dos circunstancias se admita 
la prueba de testigos, es necesario que los que lo fueron 
del acta sean oídos, si no han fallecido ; condiciones éstas 
que no se han comprobado por los jueces del fondo ; que, 
por consiguiente, todo lo expuesto evidencia que en la sen-
tencia recurrida se ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 1336 del Código Civil, y consecuentemente que en 
ella se han violado los artículos 1335, 1341 y 1353 del mis-
mo Código ;— Considerando, en cuanto a la violación de 
los artículos 2265 y 2235 del Código Civil, que el Tribunal 
Superior de Tierras para ordenar el registro de los terre-
nos en discusión en favor de Manuel Trinidad declaró que 
éste era un tercer adquiriente de buena fé y a justo título 
y que podía unir la posesión suya a la de su causante Elías 
J. Bezi, para completar la prescripción del artículo 2265 
del Código Civil ;— Considerando, que para la aplicación 
del artículo 2235 del Código Civil, el cual permite que para 
completar la prescripción se agregue a la propia posesión 
la de su causante, es preciso que los poseedores sucesivos 
se encuentren en la misma situación jurídica en lo que res-
pecta a la prescripción ; de donde resulta que los arios que 
serían útiles para la antígua prescripción de 30 años, que 
no exige justo título ni buena fé, no pueden servir para 
completar la prescripción abreviada del artículo 2265 del 
Código Civil que reclama la reunión de esas dos condicio -

nes; que, por consiguiente, habiendo quedado demostrado 
que en la especie Elías J. Bazi no tenía el justo título ale-
gado por su causahabiente Manuel Trinidad, su posesión 
no puede servir para completar la prescripción abreviada 
de que se trata, como lo ha hecho el Tribunal a quo, por 
lo cual en el fallo impugnado se han violado también los tex -

tos que ahora se acaban de examinar, y debe ser casado, sin 

necesidad de examinar las demás violaciones invocadas por 
les recurrentes" ; y 

Considerando que si bien se descubrió, después de dic-
tada la indicada sentencia de casación, que en el expediente 
del Tribunal de Tierras existía la llamada primera copia 
auténtica del acta notarial del veintiseis de noviembre de 
mil novecientos veinticuatro, y no solamente la certifica-
ción del Conservador de Hipotecas de Samaná del treinta 
v  uno de enero de mil novecientos treinta y nueve, lo cierto 
es  que por la decisión de la Suprema Corte de Justicia, del 
veintitrés de noviembre de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, se casó la del Tribunal Superior de Tierras a que aque-
lla se refería por haber ésta violado, entre otros cánones 
legales "los artículos 2265 y 2235 del Código Civil" de con-
formidad con lo que se expuso en los dos últimos conside-
randos del fallo de casación que quedan copiados ; que aun-
que la Suprema Corte hubiese sido inducida, entonces, a 
incurrir en un error de hecho acerca de la existencia, en 
el expediente, de la alegada escritura notarial de su llama-
da primera copia, el Tribunal Superior de Tierras carece 
de autoridad para enmendar ese error y fundamentar en 
su enmienda un fallo contrario a lo dispuesto en el artículo 
136 de la Ley de Registro de Tierras, máxime cuando el 
fallo de casación mencionado, especialmente en cuanto se 
basa en la violación de los artículos 2265 y 2235 del Código 
Civil, se justifica porque de modo contrario a como ahora 
razona el Tribunal Superior de Tierras, A) el artículo 1335 
del Código Civil sólo puede amparar las primeras copias 
de un acta notarial que haya existido, y nó escrituras sobre 
las que por haber grave& circunstancias establecidas por 
el tribunal a quo, haya indicaciones de no haber existido 
Jamás, o haber sido sustraído su original y por lo tanto 
no se haya establecido que sea la copia de documento no-
tarial alguno, ya que el artículo 146 del Código Penal tacha 
de falsas las copias dadas "en forma fehacientes por ofi-
ciales públicos, s pu icos, 'de un documento supuesto" ; B) porque, 
según el fallo atacado, el mismo notario que se dice haber 
actuado, expresó, en nota que se encontró en su archivo, 



1568 	 BOLETÍN JUDICIAL 

sido hecha, se hayan perdido, o que se pruebe q ue la 
 pérdida de la minuta de este acto ha sucedido por un ac-

cidente particular ; 2o.— que exista un registro en regl a 
 del notario, en que se demuestre que el acto se hizo con la 

misma fecha, a lo cual se exige todavía que cuando p 
razón del concurso de estas dos circunstancias se admit a 

 la prueba de testigos, es necesario que los que lo fueron 
del acta sean oídos, si no han fallecido; condiciones é stas 

 que no se han comprobado por los jueces del fondo; que 
por consiguiente, todo lo expuesto evidencia que en la sen-
tencia recurrida se ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 1336 del Código Civil, y consecuentemente que en 
ella se han violado los artículos 1335, 1341 y 1353 del mis-

mo Código ;— Considerando, en cuanto a la violación de 
los artículos 2265 y 2235 del Código Civil, que el Tribunal 
Superior de Tierras para ordenar el registro de los terre-
nos en discusión en favor de Manuel Trinidad declaró que 
éste era un tercer adquiriente de buena fé y a justo título 
y que podía unir la posesión suya a la de su causante Elías 
J. Bezi, para completar la prescripción del artículo 2265 
del Código Civil ;— Considerando, que para la aplicación 
del artículo 2235 del Código Civil, el cual permite que para 
completar la prescripción se agregue a la propia posesión 
la de su causante, es preciso que los poseedores sucesivos 
se encuentren en la misma situación jurídica en lo que res-
pecta a la prescripción; de donde resulta que los años que 
serían útiles para la antígua prescripción de 30 años, que 
no exige justo título ni buena fé, no pueden servir para 
completar la prescripción abreviada del artículo 2265 del 
Código Civil que reclama la reunión de esas dos condicio -

nes; que, por consiguiente, habiendo quedado demostrado 
que en la especie Elías J. Bazi no tenía el justo título ale-
gado por su causahabienté Manuel Trinidad, su posesión 
no puede servir para completar la prescripción abreviada 
de que se trata, como lo ha hecho el Tribunal a 

quo, por  
lo cual en el fallo impugnado se han violado también los tex-
tos que ahora se acaban de examinar, y debe ser casado, sin 
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ec es idad de examinar las demás violaciones invocadas por 
los recurrentes"; y 

Considerando que si bien se descubrió, después de dic-
tada  la indicada sentencia de casación, que en el expediente 
del Tribunal de Tierras existía la llamada primera copia 
auténtica del acta notarial del veintiseis de noviembre de 
mil novecientos veinticuatro, y no solamente la certifica-
ción del Conservador de Hipotecas de Samaná del treinta 
.- uno de enero de mil novecientos treinta y nueve, lo cierto 
ea  que por la decisión de la Suprema Corte de Justicia, del 
veintitrés de noviembre de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, se casó la del Tribunal Superior de Tierras a que aque-
lla se refería por haber ésta violado, entre otros cánones 
legales "los artículos 2265 y 2235 del Código Civil" de con-
formidad con lo que se expuso en los dos últimos conside-
randos del fallo de casación que quedan copiados ; que aun-
que la Suprema Corte hubiese sido inducida, entonces, a 
incurrir en un error de hecho acerca de la existencia, en 
el expediente, de la alegada escritura notarial de su llama-
da primera copia, el Tribunal Superior de Tierras carece 
de autoridad para enmendar ese error y fundamentar en 
su enmienda un fallo contrario a lo dispuesto en el artículo 
136 de la Ley de Registro de Tierras, máxime cuando el 
fallo de casación mencionado, especialmente en cuanto se 
basa en la violación de los artículos 2265 y 2235 del Código 
Civil, se justifica porque de modo contrario a como ahora 
razona el Tribunal Superior de Tierras, A) el artículo 1335 
del Código Civil sólo puede amparar las primeras copias 
de un acta notarial que haya existido, y nó escrituras sobre 
las que por haber grave& circunstancias establecidas por 
el tribunal a quo, haya indicaciones de no haber existido 

lalcOtusaedhay  

ofi- 
ciales públicos, 'de un documento supuesto"; B) porque, 
según el fallo atacado, el mismo notario que se dice haber 

Jamás, o haber sido sustraído su original y por lo tanto 
no- 

tarial alguno, ya que el artículo 146 del Código Penal tacha 
de falsas las copias dadas "en forma fehacientes por ofi- 

a establecido que sea la copia de documento no- 

o, expresó, en nota que se encontró en su archivo, 
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que :`en los meses de octubre y noviembre" de mil n o„ 
cientos veinticuatro "no instrumentó acto alguno", s egún–  

e ' alegato de Victoriano Abad Trinidad que copia, sin ref n 
 tarlo, dicha sentencia impugnada, por lo cual no se ve 

mo haya podido considerarse que "incumben exclusiva/1J : 
 te al Notario que instrumentó el acto y los cuales esta, 

fuera del control de los particulares", hechos que afectan 
el orden público y de los cuáles se quejaban y se queja , 
como perjudiciales, los particulares; C) porque el TribL; 
nal Superior de Tierras expone, en el considerando cuarto 
del fallo ahora impugnado, lo siguiente: "este Tribun a ' 
ha comprobado que el documento impugnado es una prim e _ 
ra copia expedida por el Notario Público Virgilio Ramírez, 
ejerciendo legalmente sus funciones dentro de su jurisdic-
ción, escrita de su puño y letra y firmada por él, de un 

 acto instrumentado en fecha 26 de noviembre de 1924, con 
todas las solemnidades requeridas por la ley, con la men-
ción de que lo inserto en dicha copia corresponde al con-
tenido de su original, el cual fué registrado en la misma 
fecha de su otorgamiento en el libro de actos civiles letra 
"H" bajo el No. 609 folio 142, transcrito luego en la Con-
servaduría de Hipotecas de Samaná, en fecha 15 de sep-
tiembre de 1938"; pero, que lo dicho por el tribunal a quo 
es opuesto a la circunstancia, que aparecen en el documen-

to a que se refiere, de que éste no tiene el número de or-

den que exige la Ley del Notariado, ni la advertencia a las 
partes, de que del acta debiera inscribirse (artículo 27 de 

la Ley del Notariado) y de que el llamado registro del acto 

fué cancelado por el Conservador de Hipotecas en el aivt 

1925, sin ser luego renovado; 
Considerando que, como consecuencia de cuanto se ha 

venido exponiendo, la sentencia impugnada debe ser casa -

da en cuanto perjudica a los recurrentes sin que haya que  

examinar las demás impugnaciones; 

Por tales motivos: CASA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz .' 

Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
al. 

NCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE PECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha 23 de Enero de 1951. 

Materia: Penal. 

Eccurrente: Saturnino Rosario. 

e 

La Suprema Corte de Justicia después de haber dell-
t erado, y vistos los artículos 445 del Código Penal, 1, y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que ha continuación se expresa : "a) que en fecha TREIN-
TA del mes de NOVIEMBRE del año mil novecientos cua-
renta y nueve, el señor CRISPULO PIÑA, Jefe de Guarda 
Campestre de la Compañía Azucarera Dominicana, C. por 
A., sometió por ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacio-
nal en el Ingenio Quisqueya, a los nombrados SATURNI-
NO ROSARIO y ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO, por el 
hecho de encontrarse tumbando árboles dentro de la propie-
dad de la referida Compañía denominada "Ciguapa"; "b) 
que apoderada del expediente correspondiente la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de éste 
Distrito Judicial, fué fijada la audiencia pública del día 
VEINTIUNO del mes de ABRIL del año mil novecientos 
cincuenta, para el conocimiento de la causa; que a esa au-
diencia no comparecieron ninguno de los prevenidos, por 
lo que dicha Cámara, en esa misma fecha, dictó la senten-cia en DEFECTO, de la cual es el dispositivo siguiente : 
'PALLA: PRIMERO: Que debe PRONUNCIAR, como al 

4 
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que ;`en los meses de octubre y noviembre" de mil n ov, 
cientos veinticuatro "no instrumentó acto alguno", s egún 

 alegato de Victoriano Abad Trinidad que copia, sin 
- tarlo, dicha sentencia impugnada, por lo cual no se v e co- - 

 mo haya podido cofisiderarse que "incumben exclusivamen : 
te al Notario que instrumentó el acto y los cuales estál 
fuera del control de los particulares", hechos que afecta,, 
el orden público y de los cuáles se quejaban y se queja/ 1 , 
como perjudiciales, los particulares; C) porque el Tribu 
nal Superior de Tierras expone, en el considerando cuarto 
del fallo ahora impugnado, lo siguiente: "este Tribuna' 
ha comprobado que el documento impugnado es una prime-
ra copia expedida por el Notario Público Virgilio Ramírez, 
ejerciendo legalmente sus funciones dentro de su jurisdic-
ción, escrita de su puño y letra y firmada por él, de un 
acto instrumentado en fecha 26 de noviembre de 1924, con 
todas las solemnidades requeridas por la ley, con la men-
ción de que lo inserto en dicha copia corresponde al con-
tenido de su original, el cual fué registrado en la misma 
fecha de su otorgamiento en el libro de actos civiles letra 
"H" bajo el No. 609 folio 142, transcrito luego en la Con-
servaduría de Hipotecas de Samaná, en fecha 15 de sep-
tiembre de 1938"; pero, que lo dicho por el tribunal a quo 
es opuesto a la circunstancia, que aparecen en el documen-
to a que se refiere, de que éste no tiene el número de or-

den que exige la Ley del Notariado, ni la advertencia a las 

partes, de que del acta debiera inscribirse (artículo 27 de 
la Ley del Notariado) y de que el llamado registro del acto 

fué cancelado por el Conservador de Hipotecas en el año 
1925, sin ser luego renovado; 

Considerando que, como consecuencia de cuanto se ha 

venido exponiendo, la sentencia impugnada debe ser casa-

da en cuanto perjudica a los recurrentes sin que haya que  

examinar las demás impugnaciones; 

Por tales motivos: CASA. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Dí az.  

Alvarez Aybar.—  Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
eral. 

iwair

,-ENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
cha 23 de Enero de 1951. 

.slaieria: Penal. 

recurrente: Saturnino Rosario. 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliu 
orado, y vistos los artículos 445 del Código Penal, 1, y 

71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que ha continuación se expresa : "a) que en fecha TREIN-
TA del mes de NOVIEMBRE del año mil novecientos cua-
renta y nueve, el señor CRISPULO PIÑA, Jefe de Guarda 
Campestre de la Compañía Azucarera Dominicana, C. por 

sometió por ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacio-
nal en el Ingenio Quisqueya, a los nombrados SATURNI-
NO ROSARIO y ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO, por el 
hecho de encontrarse tumbando árboles dentro de la propie-
dad de la referida Compañía denominada "Ciguapa"; "b) 
que apoderada del expediente correspondiente la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de éste 
Distrito Judicial, fué fijada la audiencia pública del día 
VEINTIUNO del mes de ABRIL del ario mil novecientos 
cincuenta, para el conocimiento de la causa; que a esa au-
diencia no comparecieron ninguno de los prevenidos, por 
lo que dicha Cámara, en esa misma fecha, dictó la senten-
cia en DEFECTO, de la cual es el dispositivo siguiente : 
PALLA: PRIMERO: Que debe PRONUNCIAR, como al 

fe- 
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efect? PRONUNCIA, el defecto contra los nombrados s 
TURNINO ROSARIO y ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO

-de generales ignoradas, por no haber comparecidgs a la au- 
diencia para la cual fueron legalmente citados; SEGUNDO : 11. 
Que debe DECLARAR, como al efecto DECLARA, q ue 

 nombrados SATURNINO ROSARIO y ELEODORO Mls-q; 
(a) BOBO, son culpables del delito de tumba de árboles 
perjuicio de la COMPAÑIA AZUCARERA DOMINICA 
C. por A., y en consecuencia, CONDENA a SATURNINO 
ROSARIO a sufrir la pena de QUINCE DIAS DE PRISIO

N CORRECCIONAL, y a ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO 
a sufrir la pena de DIEZ DIAS DE PRISION CORREC-
CIONAL, en la Cárcel Pública de Ciudad Trujillo;

' 
 TER-

CERO: Que debe CONDENAR, y al efecto CONDENA 
a los mencionados SATURNINO ROSARIO y ELEODORO 
MIÑEZ (a) BOBO, al pagó de las costas"; e) que notifi-
cada la anterior sentencia y no estando conforme con ella, 
el nombrado Eleodoro Miñez (a) Bobo, interpuso formal 
recurso de oposición contra la misma, habiéndose celebra-
do audiencia pública el quince de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta, a la cual no compareció el oponente, por 
lo que la citada Cámara Penal, actuando en atribuciones 
correccionales, dictó sentencia declarando nulo el recurso 
de oposición y condenando a Eleodoro Miñez al pago de 
las costas; d) que sobre los recursos de apelación inter-
puestos respectivamente por Eleodoro Miñez y por Satur-
nino Rosario, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-

pugnada, cuyo dispostivo dice así : "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma los pre-
sentes recursos de apelación; SEGUNDO: Pronuncia el 
defecto contra el nombrado SATURNINO ROSARIO ,  Por 
no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber sido 
legalmente citado; TERCERO: Confirma, en cuanto al pre-
venido SATURNINO ROSARIO, la sentencia en defecto 
del veintiuno de Abril del año mil novecientos cincuenta., 
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pr'' 

mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo ,  (11.1e 

lo condenó por el delito de tumba de árboles en perjuld  

e  la  compañía Azucarera Dominicana, C. por A., a sufrir 
a  pena de QUINCE DIAS DE PRISION CORRECCIO-

AL y al pago de las costas; CUARTO: Revoca, en cuan-
to a l prevenido ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO, la men-
c ior,ada sentencia, la cual le condenó, por el referido delito 
y en  perjuicio de la misma Compañía, a sufrir la pena de 
'DIEZ DIAS DE PRISION CORRECCIONAL y al pago de 
las costas, y, en consecuencia, obrando por propia autori-
da d, lo descarga de toda responsabilidad penal, por insu-
ficiencia de pruebas; y QUINTO: Condena a SATURNI-
yo ROSARIO al pago de las costas de su recurso, y de-
clara de oficio las costas'de ambas instancias, respecto al 
nrevenido ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO"; 

Considerando que el prevenido, al intentar su recurso 
de casación, no ha expuesto los medios en que lo funda, 
por lo que el recurso tiene un carácter general; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente, mediante pruebas regularmente 'producidas 
en la instrucción de la causa, que el prevenidó Saturnino 
Rosario realizó una tumba de árboles en el sitio denomi-
nado "Ciguapa", propiedad de la Compañía Azucarera Do-
minicana, C. por A., 

Considerando-  que según las disposiciones del artículo 
445 del Código Penal, los que a sabiendas tumbaren uno o 
muchos árboles pertenecientes • a otro dueño, serán casti-
gados con prisión correccional, cuya duración se regulará 
desde seis días hasta seis meses por cada árbol que hubie-
ren tumbado, sin que la totalidad de las penas pueda en 
ningún caso exceder de cinco años, sea cual fuere el nú-
mero de árboles que hubieren derribado; 

Considerando que todos los elementos de la infracción 
prevista por el citado artículo 445 del Código Penal se en-
cuentran reunidos en los hechos que la Corte a qua com-
probó y admitió de la manera antes indicada ; y que al ca-
lificarlo de ese modo é imponerle al prevenido la pena men-
cionada, la sentencia impugnada hizo una correcta aplica-
ción de la referida disposición legal; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1573 1572 	 BOLETÍN JUDICIAL 

efecto PRONUNCIA, el defecto contra los nombrados s4 
- TURNINO ROSARIO y ELEODORO MIÑEZ (a) BORO
, 

- 
de generales ignoradas, por no haber comparecidos a la au-
diencia para la cual fueron legalmente citados; SEGUND 
Que debe DECLARAR, como al efecto DECLARA, que los 
nombrados SATURNINO ROSARIO y ELEODOROIIIÑFZ  
(a) BOBO, son culpables del delito de tumba de árboles 
perjuicio de la COMPAÑIA AZUCARERA DOMINICANZ 
C. por A., y en consecuencia, CONDENA a SATURNINO 
ROSARIO a sufrir la pena de QUINCE DIAS DE PRISION  
CORRECCIONAL, y a ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO, 
a sufrir la pena de DIEZ DIAS DE PRISION CORREC-
CIONAL, en la Cárcel Pública de Ciudad Trujillo; y TER-
CERO: Que debe CONDENAR, y al efecto CONDENA, 
a los mencionados SATURNINO ROSARIO y ELEODORO 
MIÑEZ (a) BOBO, al pago de las costas"; c) que notifi-
cada la anterior sentencia y no estando conforme con ella, 
el nombrado Eleodoro Miñez (a) Bobo, interpuso formal 
recurso de oposición contra la misma, habiéndose celebra-
do audiencia pública el quince de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta, a la cual no compareció el oponente, por 
lo que la citada Cámara Penal, actuando en atribuciones 
correccionales, dictó sentencia declarando nulo el recurso 
de oposición y condenando a Eleodoro Miñez al pago de 
las costas; d) que sobre los recursos de apelación inter-

puestos respectivamente por Eleodoro Miñez y por Satur-

nino Rosario, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-

pugnada, cuyo dispostivo dice así : "FALLA : PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma los pre-

sentes recursos de apelación ; SEGUNDO: Pronuncia el 

defecto contra el nombrado SATURNINO ROSARIO, Por 
no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber sido 

legalmente citado ; TERCERO: Confirma, en cuanto al pre-

venido SATURNINO ROSARIO, la sentencia en defecto 
del veintiuno de Abril del año mil novecientos cincuenta., 
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pr

. 

 mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, ciu 

lo condenó por el delito de tumba de árboles en perj uia  

de  la compañía Azucarera Dominicana, C. por A., a sufrir 
la pena de QUINCE DIAS DE PRISION CORRECCIO-
NAL y al pago de las costas; CUARTO: Revoca, en cuan-
to al prevenido ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO, la men-
cionada sentencia, la cual le condenó, por el referido delito 
v  en Perjuicio de la misma Compañía, a sufrir la pena de 
DIEZ DIAS DE PRISION CORRECCIONAL y al pago de 
l as costas, y, en consecuencia, obrando por propia autori-
dad, lo descarga de toda responsabilidad penal, por insu-
ficiencia de pruebas ; y QUINTO: Condena a SATURNI-
NO ROSARIO al pago de las costas de su recurso, y de-
clara de oficio las costas de ambas instancias, respecto al 
prevenido ELEODORO MIÑEZ (a) BOBO"; 

Considerando que el prevenido, al intentar su recurso 
de casación, no ha expuesto los mediok en que lo funda, 
por lo que el recurso tiene un carácter general; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente, mediante pruebas regularmente producidás 
en la instrucción de la causa, que el prevenido Saturnino 
Rosario realizó una tumba de árboles en el sitio denomi-
nado "Ciguapa", propiedad de la Compañía Azucarera Do-
minicana, C. por A., 

Considerando-  que según las disposiciones del artículo 
445 del Código Penal, los que a sabiendas tumbaren uno o 
muchos árboles pertenecientes a otro dueño, serán casti-
gados con prisión correccional, cuya duración se regulará 
desde seis días hasta seis meses por cada árbol que hubie-
ren tumbado, sin que la totalidad de las penas pueda en 
ningún caso exceder de cinco años, sea cual fuere el nú-
mero de árboles que hubieren derribado; 

Considerando que todos los elementos de la infracción 
prevista por el citado artículo 445 del Código Penal se en-
cuentran reunidos en los hechos que la Corte a qua com-
probó y admitió de la manera antes indicada ; y que al ca-
lificarlo de ese modo é imponerle al prevenido la pena men-
cienada, la sentencia impugnada hizo una correcta aplica-
ej,(5» de la referida disposición legai; 
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Considerando que el fallo impugnado no contiene en  
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo susceps 
tibie de caSación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz._ 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ce , 

neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

940101  
Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras, de fecha 21 de septiembre  

de 1849. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Amelia Ramirez viuda del Carmen y compartes. Abogado: 

Lic. Francisco Febrlllet Sardá. 

Intimado. Adolfo de los Santos. Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1325 y 1599 del Código Civil, 

22, 141, 402 del Código de Procedimiento Civil; 72, 73, 84, 

106, 132, 133, 134, 136, 189 y 255 de la Ley de Registro 
de Tierras; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A, que en fecha once de julio de mil nove-

cientos cuarenta y seis, la 'antigua Alcaldía, hoy juzgado 
de Paz, de la Común de Bayaguana dictó, en materia Pe-

sesoria, una sentencia con este dispositivo: "FALLA: PRI- 
- 

MERO: Que debe ratificar, como al efecto ratifica, el de 

fecto pronunciado en la audiencia del día veinticinco del 

mes de mayo del año mil novecientos cuarenta y siete, con' 

tra  el demandado Apolinar Santana, por no haber compa-
rec ido a la audiencia para la cual fué legalmente citado ;— 
sEGUNDO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, que 
el  demandado Apolinar Santana desaloje inmediatamente 
y sin plazos, los lugares que ocupa sin derecho alguno en 
la  porción número catorce (14) de la parcela Número 
ciento cuarentiuno (141) del Distrito Catastral Número 
treintinueve (39) del Sitio de "Haití Mejía", hoy "Trini-
dad" de la común de Bayaguana, en perjuicio del deman-
dante Adolfo de los Santos ;— TERCERO: Que debe con-
denar, como al efecto condena al demandado Apolinar San-
tana, parque sucumbe, al pago de las costas"; B), que en 
fecha veintiseis de septiembre del mismo año mil novecien-
tos cuarenta y seis, la indicada-Alcaldía, hoy Juzgado de 
Paz, dictó esta otra sentencia : "FALLA : PRIMERO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones pie-
sentadas en audiencia por la parte demandada, señor Et-

lío Guzmán (a) Lalo, por mediación de su apoderado 
Licenciado Luis Henriquez Castillo, por improcedentes y 
mal fundadas en hecho y en derecho; SEGUNDO: Que de-
be acoger, como al efecto acoge, las conclusiones 'principa-
les presentadas por la parte demandante, señor Adolfo de 
los Santos, por mediación de su apoderado Licenciado Ma-
nuel E. de los Santos L., por ser justas y reposar en prue-
ba legal, y en consecuencia, ordena, que el demandado Eu-
lalio Guzmán (a) Lalo, desaloje inmediatamente las par-
tes de las porciones Nos. 5 y 14 del Distrito Catastral No. 
39, Séptima parte del Sitio de Haití Mejía, (Trinidad) 
sciodrnii

as  ni presentadas por la parte demandante, tendiente 

de Bayaguana, Provincia Trujillo, cuya posesión ha 
turbado en perjuicio del demandante Adolfo de los Santos, 
así como también el cese inmediato de cualquier trabajo 
que esté efectuando en dicho terreno ;— TERCERO: Que debe rechazar, al pago como al efecto rechaza, las conclusiones sub- 

aloa inspección peicción del,  lugar en litigio, por innecesario:— 
CUARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, al 

selr E 

o Guzmán (a) Lalo, parte demandada que su-
pago de las costas"; C), que por acto de alguacil 
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Considerando que el fallo impugnado no contiene en 
 sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo suseep. 

 tibie de cáSación; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario G e_ 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

-4> 
Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras, de fecha 21 de septiembre 

de 1949. 	 .‘41111111'  

Materia: Civil. 

Recurrente: Amelia Ramírez viuda del Carmen y compartes. Abogado: 

Lic. Francisco Febrillet Sardá. 

Intimado. Adolfo de los Santos. Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1325 y 1599 del Código Civil, 
22, 141, 402 del Código de Procedimiento Civil; 72, 73, 84, 
106, 132, 133, 134, 136, 189 y 255 de la Ley de Registro 
de Tierras; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A, que en fecha once de julio de mil nove -
cientos cuarenta y seis, la antigua Alcaldía, hoy Juzgado 
de Paz, de la Común de Bayaguana dictó, en materia Po - 

sesoria, una sentencia con este dispositivo: "FALLA: PRI- - 
MERO: Que debe ratificar, como al efecto ratifica, el de 
fecto pronunciado en la audiencia del día veinticinco del 
mes de mayo del año mil novecientos cuarenta y siete, co 
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demandado Apolinar Santana, por no haber compa- tra e l  
rec i clo a la audiencia para la cual fué legalmente citado ;-
SEGUNDO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, que 
el demandado Apolinar Santana desaloje inmediatamente 
y s i n  plazos, los lugares que ocupa sin derecho alguno en 
ja  porción número catorce (14) de la parcela Número 
c iento cuarentiuno (141) del Distrito Catastral Número 
treintinueve (39) del Sitio de "Haití Mejía", hoy "Trini-
dad" de la común de Bayaguana, en perjuicio del deman-
dante Adolfo de los Santos ;— TERCERO: Que debe con-
denar, como al efecto condena al demandado Apolinar San-
tana, parque sucumbe, al pago de las costas"; B), que en 
fecha veintiseis de septiembre del mismo año mil novecien-
tos cuarenta y seis, la indicada Alcaldía, hoy Juzgado de 
Paz, dictó esta otra sentencia : "FALLA : PRIMERO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la parte demandada, señor Eu-
lalio Guzmán (a) Lalo, por mediación de su apoderado 
Licenciado Luis Henriquez Castillo, por improcedentes y 
mal fundadas en hecho y en derecho; SEGUNDO: Que de-
be acoger, como al efecto acoge, las conclusiones 'principa-
les presentadas por la parte demandante, señor Adolfo de 
los Santos, por mediación de su apoderado Licenciado Ma-
nuel E. de los Santos L., por ser justas y reposar en prue-
ba legal, y en consecuencia, ordena, que el demandado Eu-
lalio Guzmán (a) Lalo, desaloje inmediatamente las par-
tes de las porciones Nos. 5 y 14 del Distrito Catastral No. 
39, Séptima parte del Sitio de Haití Mejía, (Trinidad) 
stiOdirlial'irIlds  e Bayaguana, Provincia Trujillo, cuya posesión ha 
turbado en perjuicio del demandante Adolfo de los Santos, 

debe bi  e c  rechazar,  n: 

 también el cese inmediato de cualquier trabajo 
que esté efectuando en dicho terreno ;— TERCERO: Que 

zar, como al efecto rechaza, las conclusiones sub- sidiarias 

 

presentadas por la parte demandante, tendiente 
a la inspección del lugar en litigio, por innecesario;— 
el:ARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, al 

r Eulalio Guzmán (a) Lalo, parte demandada que su- 
e, al pago de las costas"; C), que por acto de alguacil 
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Considerando que el fallo impugnado no contiene en  
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo su seep, 
tibie de ciSación; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario C. Q . 
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras, de fecha 21 de septiembre 

de 1949. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Amelia Ramírez viuda del Carmen y compartes. .\ijo 

Lic. Francisco Febrillet Sardá. 

Intimado. Adolfo de los Santos. Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1325 y 1599 del Código Civil, 

22, 141, 402 del Código de Procedimiento Civil; 72, 73, 84, 

106, 132, 133, 134, 136, 189 y 255 de la Ley de Registro 
de Tierras; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A, que en fecha once de julio de mil nove-

cientos cuarenta y seis, la antigua Alcaldía, hoy Juzgado 

de Paz, de la Común de Bayaguana dictó, en materia Po 

sesoria, una sentencia con este dispositivo: "FALLA PRI-
MERO: Que debe ratificar, como al efecto ratifica, el de-

fecto pronunciado en la audiencia del día veinticinco del 

mes de mayo del año mil novecientos cuarenta y siete, co 

tra el demandado Apolinar Santana, por no haber compa-
recido a la audiencia para la cual fué legalmente citado ;— 
SEGUNDO: Que debe ordenar, como al efecto ordena, que 
el  demandado Apolinar Santana desaloje inmediatamente 
y Si 11 plazos, los lugares que ocupa sin derecho alguno en 
la  porción número catorce (14) de la parcela Número 
ciento cuarentiuno (141) del Distrito Catastral Número 
treintinueve (39) del Sitio de "Haití Mejía", hoy "Trini-
dad" de la común de Bayaguana, en perjuicio del deman-
dante Adolfo de los Santos;— TERCERO: Que debe con-
denar, como al efecto condena al demandado Apolinar San-
tana, parque sucumbe, al pago de las costas"; B), que en 
fecha veintiseis de septiembre del mismo año mil novecien-
tos cuarenta y seis, la indicada-Alcaldía, hoy Juzgado de 
Paz, dictó esta otra sentencia: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe rechazar, ccmo al efecto rechaza, las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la parte demandada, señor Eu-
lalio Guzmán (a) Lalo, por mediación de su apoderado 
Licenciado Luis Henriquez Castillo, por improcedentes y 
mai fundadas en hecho y en derecho; SEGUNDO: Que de-
be acoger, como al efecto acoge, las conclusiones 'principa-
les presentadas por la parte demandante, señor Adolfo de 
los Santos, por mediación de su apoderado Licenciado Ma-
nuel E. de los Santos L., por ser justas y reposar en prue-
ba legal, y en consecuencia, ordena, que el demandado Eu-
lalio Guzmán (a) Lalo, desaloje inmediatamente las par-
tes de las porciones Nos. 5 y 14 del Distrito Catastral No. 
39, Séptima parte del Sitio de Haití Mejía, (Trinidad) 
común de Bayaguana, Provincia Trujillo, cuya posesión ha 
turbado en perjuicio del demandante Adolfo de los Santos, 
así como también el cese inmediato de cualquier trabajo 
que esté efectuando en dicho terreno:— TERCERO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones sub-
sidiarias presentadas por la parte demandante, tendiente 
a la inspección del lugar en litigio, por innecesario ;— 
CUARTO. Que ue debe condenar, como al efecto condena, al 
seijor Eulalio Guzmán (a) Lalo, parte demandada que su-
luiribe, al pago de las costas"; C), que por acto de alguacil 
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de fecha catorce de septiembre de mil novecientos cuaren-
ta y seis, Hipólito Santana (a) Polín notificó a Adolfo 
los Santos que interponía "formal recurso de apelación 
contra la sentencia pronunciada por la Alcaldía de la Co-
mún  de Bayaguana, en fecha once de Julio del presente año 
que le fué notificada en fecha diez y siete de Agosto  °s o de 
este año, dictada en favor del requerido y contra /ni r 

 queriente, en desalojo y en defecto, con relación a la poe: 
ción 12 (doce) o 14 (catorce) de la Parcela 141 (cient o-
cuarentiuno) del Distrito Catastral Número 39/7a. p arte 

 Sitio de "Haití Mejía", común de Bayaguana"; D), que por  : 
acto de alguacil de fecha veintiuno de octubre de mil nove-
cientos cuarenta y seis Eulalio Guzmán notificó a Adolfo 
de los Santos que interponía formal recurso de apelación 
contra la sentencia dictada el veintiseis de septiembre del 
indicado año de mil novecientos cuarenta y seis por la "Al-
caldía de Bayaguana" contra el apelante y en favor del no-
tificado, cuyo dispositivo ha sido copiado arriba ; E), que 
el Tribunal Superior de Tierras, que había encargado al 
Juez Lic. Manfredo A. Moore R., por auto del dos de julio 
de mil novecientos cuarenta y ocho, del conocimiento y fa-
llo sobre las dos apelaciones dichas, dictó, el veintitrés de 
julio del mismo año, un auto por el cual fué designado el 
Juez del Tribunal de Tierras Dr. Luis Rafael Hernández 
A. para que conociese y fallase sobre "todos los expedien-
tes que tenía a su cargo como Juez del Tribunal de Tierras, 
el Lic. Manfredo A. Moore Ramírez"; F), que el Juez de- 
signado fijó, después de un aplazamiento, su audiencia del 
veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho 
para conocer de los casos ya indicados; G), que en la au- 
diencia así fijada, "las partes solicitaron un plazo para 

 documentos auténticos y escritos de ampliación 
de conclusiones; y que el abogado que representaba a Adol- 
fo de los Santos depositó, el veinticuatro de febrero siguien- 
te, un escrito con las conclusiones siguientes: "Por las ra

. -  

zones expuestas, y por las que suplirá el espíritu de Just i- 

cia y la sabiduría del Honorable Juez, el señor Adolfo de 
los Santos, de generales anotadas, os pide, muy respe

tad  
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,mente, que os plazca: PRIMERO: Acumular, en razón 
de su evidente lazo de conexidad, los recursos de apelación 
interpuestos por Hipólito Santana y Eulalio Guzmán, por 
actos de fechas 14 de septiembre y 21 de octubre de 1946, 
contra las sentencias dictadas en fechas 11 de julio y 26 
de septiembre de 1946, por el Juzgado de Paz de la Común 
de  Bayaguana, en materia posesoria a fin de que ambos 
sean decididos por una sola sentencia,;— SEGUNDO: Ex-
pedir acta al concluyente del asentimiento y la renuncia 
ofrecidos por Hipólito Santana, respecto de la sentencia 
y el recurso de apelación precitados, conforme al acto au-
téntico instrumentado por el Notario Público Doctor José 
Amadeo Rodríguez, de fecha 23 de octubre de 1948; así 
como de la aceptación prestada por el concluyente;— TER-
CERO: Rechazar, en cuanto al fondo, ambos recursos; o 
solamente el de Eulalio Guzmán, en caso de que se acoja 
el pedimento contenido en el ordinal segundo de las pre-
sentes conclusiones; y confirmar, en todas sus partes las 
sentencias objeto de estos recursos; CUARTO: Conde-
nar al señor Eulalio Guzmán al pago de las costas, decla-
rándose distraídas en provecho del suscrito abogado, quien 
las ha avanzado"; II), que el mismo abogado depositó, jun-
to con el escrito arriba dicho, un acta notarial de fecha 
veintitrés de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
en la cual se hace constar el desestimiento de apelación y 
el asentimiento a la decisión contra la que había apelado 
Hipólito Santana, alegado en las conclusiones del repetido 
abogado de Adolfo de los Santos, y también depositó "co-
pia certificada de la hoja de audiencia celebrada por el 
Juzgado de Paz de la común de Bayaguana, de fecha 26 

cuarenta y 
Y compartes, depositó el veinte de abril de mil novecientos 

repre- 
sentaba al causante de Amelia Ramírez Vda. del Carmen 

no-
vecientos cuarenta y seis)" ; I), que el abogado que repre-
(veintiseis) del mes de septiembre del año 1946 (mil no- 

nueve, "con su escrito de contrarréplica" estos 
documentos: "(a), sentencia de la Alcaldía de la común de 

Bayaguana de fecha 11 (once) del mes de julio del año 1946 •, 
knut novecientos cuarenta y seis), que ordenó el de- 
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de fecha catorce de septiembre de mil novecientos cuaren-
ta y seis, Hipólito Santana -(a) Polín notificó a Adolfo de 
los Santos que interponía "formal recurso de apelación 

 

contra la sentencia pronunciada por la Alcaldía de la n  Co-
mún de Bayagiiana, en fecha once de Julio del presente año 
que le fué notificada en fecha diez y siete de Agosto d e' 
este año, dictada en favor del requerido y contra mi re,_ 
queriente, en desalojo y en defecto, con relación a la por -
ción 12 (doce) o 14 (catorce) de la Parcela 141 (ciento 
cuarentiuno) del fistrito Catastral Número 39/7a. parte

'  Sitio de "Haití Mejía", común de Bayaguana"; D), que Por 
acto de alguacil de fecha veintiuno de octubre de mil nove-
cientos cuarenta y seis Eulalio Guzmán notificó a Adolfo 
de los Santos que interponía formal recurso de apelación 
contra la sentencia dictada el veintiseis de septiembre del 
indicado año de mil novecientos cuarenta y seis por la "Al-
caldía de Bayaguana" contra el apelante y en favor del no-
tificado, cuyo dispositivo ha sido copiado arriba; E), que 
el Tribunal Superior de Tierras, que había encargado al 
Juez Lic. Manfredo A. Moore R., por auto del dos de julio 
dé mil novecientos cuarenta y ocho, del conocimiento y fa-
llo sobre las dos apelaciones dichas, dictó, el veintitrés de 
julio del mismo año, un auto por el cual fué designado el 
Juez del Tribunal de Tierras Dr. Luis Rafael Hernández 
A. para que conociese y fallase sobre "todos los expedien-
tes que tenía a su cargo como Juez del Tribunal de Tierras, 
el Lic. Manfredo A. Moore Ramírez" ; F), que el Juez de-
signado fijó, después de un aplazamiento, su audiencia del 
veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho 
para conocer de los casos ya indicados; G), que en la au- 
diencia así fijada, "las partes solicitaron un plazo para 
depositar documentos auténticos y escritos de ampliación 

de conclusiones; y que el abogado que representaba a Adol- 

fo de los Santos depositó, el veinticuatro de febrero siguien- 

te, un escrito con las conclusiones siguientes: "Por las  ra- 

zones expuestas, y por las que suplirá el espíritu de Justi- 
cia y la sabiduría del Honorable Juez, el señor Adolfo de 
los Santos, de generales anotadas, os pide, muy respetu o- 

s  
aniente, que os plazca: PRIMERO: Acumular, en razón 

de  su evidente lazo de conexidad, los recursos de apelación 
interpuestos por Hipólito Santana y Eulalio Guzmán, por 
actos  de fechas 14 de septiembre y 21 de octubre de 1946, 
contra las sentencias dictádas en fechas 11 de julio y 26 
de septiembre de 1946, por el Juzgado de Paz de la Común 
de  Bayaguana, en materia posesoria a fin de que ambos 
sean decididos por una sola sentencia ;— SEGUNDO: Ex-
pedir acta al concluyente del asentimiento y la renuncia 
ofrecidos por Hipólito Santana, respecto de la sentencia 
y el recurso de apelación precitados, conforme al acto au-
téntico instrumentado por el Notario Público Doctor José 
Amadeo Rodríguez, de fecha 23 de octubre de 1948 ; así 
como de la aceptación prestada por el concluyente;— TER-
CERO: Rechazar, en cuanto al fondo, ambos recursos; o 
solamente el de Eulalio Guzmán, en caso de que se acoja 
el pedimento contenido en el ordinal segundo de las pím-
sentes conclusiones; y confirmar, en todas sus partes las 
sentencias objeto de estos recursos ;— CUARTO: Conde-
nar al señor Eulalio Guzmán al pago de las costas, decla-
rándose distraídas en provecho del suscrito abogado, quien 
las ha avanzado"; H), que el mismo abogado depositó, jun-
to con el escrito arriba dicho, un acta notarial de fecha 
veintitrés de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
en la cual se hace constar el desestimiento de apelación y 
el asentimiento a la decisión contra la que había apelado 
Hipólito Santana, alegado en las conclusiones del repetido 
abogado de Adolfo de los Santos, y también depositó "co-
pia certificada de la hoja de audiencia celebrada por el 
Juzgado de Paz de la común de Bayaguana, de fecha 26 
(veintiseis) del mes de septiembre del año 1946 (mil no-
vecientos cuarenta y seis)" ; I), que el abogado que repre-
sentaba al causante de Amelia Ramírez Vda. del Carmen 
Y Compartes, depositó el veinte de abril de mil novecientos 
cuarenta y nueve, "con su escrito de contrarréplica" estos 
documentos: "(a), sentencia de la Alcaldía de la común 
de Bayaguana de fecha 11 (once) del mes de julio del año 
1946  (mil novecientos cuarenta y seis), que ordenó el de- 
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salojo de Hipólito Santana, copiada en el cuerpo dp, 
decisión; (b), Una lista de los reclamantes de diferentes 
parcelas dentro del Distrito Catastral No. 39j7, sitio 

e  "Haití Mejía", común de Bayaguana, Provincia Trujillo
(e), Acta notarial de fecha catorce de diciembre de rail 
novecientos cuarenta y seis, en la cual consta que P ablo 

 de la Cruz, María de la Cruz y Lolita Jiménez de la Cruz, 
por una parte, e Hipólito Santana por la otra, vende n  a 
Eulalio del Carmen Guzmán dos posesiones de terreno e n 

 el Sitio de Haití Mejía, con sus mejoras ; (d) Acta notar ial 
de fecha once de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y ocho, en la que consta que Fermín del Rosario, Aurora 
del Rosario de la Cruz y Anita del Rosario venden a Eu-
lalio del Carmen Guzmán "todos los derechos de propiedad, 
posesión y acciones sobre terrenos, que, conjuntamente con 
su hermano señor Pilar del Rosario, heredaron de su padre 
reconocido, el finado señor Eusebio del Rosario, muy es-
pecialmente cincuenta y cinco pesos o acciones del sitio de 
"Haití Mejía", que han sido sometidos a la depuración se-
gún certificación del Secretario del Tribunal de Tierras, 
de fecha once de agosto del año en curso", así como "una 
posesión sembrada de cacao y otros árboles frutales, en 
"Rincón Naranjo", y otra posesión en las cabezadas de 
de "Capita", con cultivos de cacao y café del indicado sitio 
de "Haití Mejía"; (j) Acta notarial del once de enero de 
mil novecientos cuarenta y nueve, en la que consta que 
Gregorio Osorio declara estar poseyendo "por la cuenta 
y para el señor Eulalio del Carmen Guzmán", desde el año 
mil novecientos treinta y cuatro, "una porción de terreno 
de más o menos cuatrocientas tareas (400) en el sitio de 
Haití Mejía"; J), que el abogado que representaba a Eu-
lalio del Carmen Guzmán, causante de los actuales deman-
dantes, se opuso en su escrito del veinte' de abril de mil 
novecientos cuarenta y nueve, "al desistimiento y a  la  
aquiescencia otorgados por Hipólito Santana a favor de 
Adolfo de los Santos, en razón, entre otras cosas: porque 
Hipólito Santana en el curso del procedimiento, vendió sus 
derechos a Eulalio del Carmen Guzmán, por acto notarial 
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d, fecha 14 del mes de diciembre del 1946, por ante el No-
tar io  Andres M. Báez, y el comprador sustituye al vende-
dor  y éste tiene derecho a oponer, y así lo hace, todos los 
argumentos que pertenecen a su causante, no pudiendo 
Hinólito Santana desistir de lo que ya no le pertenece"; 

Considerando que el veintiuno de septiembre de mil 
novcientos cuarenta y nueve, el Tribunal de Tierras dictó 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a 
continuación se copia: "FALLA: Que debe declarar, como 

efecto aclara, regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha catorce del 
mes de septimbre del año mil novecientos cuarenta y seis 
por Hipólito Santana, mayor de edad, dominicano, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 597, serie 
4, domiciliado y residente en la sección de "Trinidad" (Hai-
tí Mejía) de la común de Baya,guana, Provincia Trujillo, 
contra la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz de 
la común de Bayaguana, en fecha once del mes de Julio del 
año mil novecientos cuarenta y seis •— Que debe admitir, 
como al efecto admite, el desistimientó otorgado por Hipó-
lito Santana, de generales dadas, en favor de Adolfo de los 
Santos, mayor de edad, dominicano, casado, portador de 
la cédula personal de identidad No. 2999, serie 23, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, de acuerdo con las 
cláusulas del acto auténtico No. 23 de fecha 23 del mes de 
octubre del año 1948, instrumentado por el Notario Públi-
co de los del número del Distrito de Santo Domingo, Doc-
tor José Amadeo Rodríguez ;— Que debe declarar, como 
al afecto declara, regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha veintiuno del 
mes de octubre del año mil novecientos cuarentiseis, por 
Eulalio Guzmán, contra la sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Paz de la común de Bayaguana en fecha vein-
seis del mes de Septiembre del año mil novecientos cua-
entiseis ;— Que debe rechazar, como al efecto rechaza, el 

recurso de apelación interpuesto en fecha veintiuno del 
rnes de Octubre del año mil novecientos cuarenta y seis, 
contra la sentencia de fecha veintiseis de septiembre del 
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do  fecha 14 del mes de diciembre del 1946, por ante el No-
tar io  Andres M. Báez, y el comprador sustituye al vende-
do • y éste tiene derecho a oponer, y así lo hace, todos los 
argumentos que pertenecen a su causante, no pudiendo 
Hipólito Santana desistir de lo que ya no le pertenece"; 

Considerando que el veintiuno de septiembre de mil 
no-cientos cuarenta y nueve, el Tribunal de Tierras dictó 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a 
.ntinuación se copia: "FALLA: Que debe declarar, como 
1 efecto aclara, regular y válido, en cuanto a la forma, 

recurso de apelación interpuesto en fecha catorce del 
,es de septimbre del año mil novecientos cuarenta y seis 

por Hipólito Santana, mayor de edad, dominicano, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 597, serie 
4, domiciliado y residente en la sección de "Trinidad" (Hai-
tí Mejía) de la común de Bayaguana, Provincia Trujillo, 
contra la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz de 
la común de Bayaguana, en fecha once del mes de Julio del 

:laño rail novecientos cuarenta y seis ;— Que debe admitir, 
lomo al efecto admite, el desistimientd otorgado por Hipó-
lito Santana, de generales dadas, en favor de Adolfo de los 
Santos, mayor de edad, dominicano, casado, portador de 
la cédula personal de identidad No. 2999, serie 23, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, de acuerdo con las 
cláusulas del acto auténtico No. 23 de fecha 23 del mes de 
octubre del año 1948, instrumentado por el Notario Públi-
co de los del número del Distrito de Santo Domingo, Doc-
tor José Amadeo Rodríguez ;— Que debe declarar, como 
1 efecto declara, regular y válido, en cuanto a la forma, 
1 recurso de apelación interpuesto en fecha veintiuno del 

raes de octubre del año mil novecientos cuarentiseis, por 
Eulalio Guzmán, contra la sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Paz de la común de Bayaguana en fecha vein-
tiseis del mes de Septiembre del año mil novecientos cua-

.trentiseis;— Que debe rechazar, como al efecto rechaza, el 
recurso de apelación interpuesto en fecha veintiuno del 
!res de Octubre del año mil novecientos cuarenta y seis, 
contra la sentencia de fecha veintiseis de septiembre del 
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salojo de Hipólito Santana, copiada en el cuerpo de
e 
 -b 

decisión; (b), Una lista de los reclamantes de difel.e
n7  
f,- : 

parcelas dentro del Distrito Catastral No. 39/7, sitio 
"Haití Mejía", común de Bayaguana, Provincia Trujill

o 
7,e 

 (c), Acta notarial de fecha catorce de diciembre de   
novecientos cuz 	

pz 
renta y seis, en la cual consta que ,n,r,11 

de la Cruz, María de la Cruz Y Lolita Jiménez de la Cru z 11 1°  
por una parte, e Hipólito Santana por la otra, venden  

a  Eulalio del Carmen Guzmán dos posesiones de terreno en 
 el Sitio de Haití Mejía, con sus mejoras; (d) Acta notarial 

de fecha once de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y ocho, en la que consta que Fermín del Rosario, Aurora 
del Rosario de la Cruz y Anita del Rosario venden a Eu-
lalio del Carmen Guzmán "todos los derechos de propiedad, 
posesión y acciones sobre terrenos, que, conjuntamente con 
su hermano señor Pilar del Rosario, heredaron de su padre 
reconocido, el 'finado señor Eusebio del Rosario, muy es-
pecialmente cincuenta y cinco pesos o acciones del sitio de 
"Haití Mejía", que han sido sorrietidos a la depuración se-
gún certificación del Secretario del Tribunal de Tierras, 
de fecha once de agosto del año en curso", así corno "una 
posesión sembrada de cacao y otros árboles frutales, en 
"Rincón Naranjo", y otra posesión en las cabezadas de 
de "Capita", con cultivos de cacao y café del indicado sitio 
de "Haití Mejía"; (j) Acta notarial del once de enero de 
mil novecientos cuarenta y nueve, en la que consta que 

Gregorio Osorio declara estar poseyendo "por la cuenta 

y para el señor Eulalio del Carmen Guzmán", desde el año 
mil novecientos treinta y cuatro, "una porción de terreno 

de más o menos cuatrocientas tareas (400) en el sitio de 
Haití Mejía"; J), que el abogado que representaba a Eu -
lalio del Carmen Guzmán, causante de los actuales deman-
dantes, se opuso en su escrito del veinte de abril de mil 
novecientos cuarenta y nueve, "al desistimiento y a la 
aquiescencia otorgados por Hipólito Santana a favor de 

Adolfo de los Santos, en razón, entre otras cosas: Porqu e 
 Hipólito Santana en el curso del procedimiento, vendió sus 

derechos a Eulalio del Carmen Guzmán, por acto notarial 
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año mil novecientos cuarentiseis, pronunciada, por el J 
uz- gado de Paz de la común de Bayaguana, y, consecuenciai-

mente, rechaza, las conclusiones formuladas contra la p re
-indicada sentencia, por improcedentes y mal fundadas. 

' Que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus 
partes, la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz de 
la común de Bayaguana, la cual dice en su dispositivo lo 
siguiente: "PRIMERO: Que debe rechazar, como al efecto 
rechaza, las conclusiones presentadas en audiencia por la 
parte demandada, señor Eulalio Guzmán (a) Lalo, por me-

diación de su apoderado Licenciado Luis Henriquez Cas-

tillo, por improcedentes y mal fundadas en hecho y en de-

recho:— SEGUNDO: Que debe acoger, como al efecto aco-

ge, las conclusiones principales presentadas por la parte 
demandante, señor Adolfo de los Santos, por mediación 
de su apoderado Licenciado Manuel E. de los Santos, L., 
por ser justas y reposar en prueba legal; y en consecuen-
cia, ordena, que el demandado Eulalio Guzmán (a) Lalo, 
desaloje inmediatamente las partes de las porciones No. 5 
y 14 del Distrito Catastral No. 39, Séptima parte, del si-

tio de Haití Mejía (Trinidad), común de Bayaguana, Pro-

vincia Trujillo, cuya posesión ha turbado en perjuicio del 

demandante Adolfo de los Santos, así como también el cese 

inmediato de cualquier trabajo que esté efectuando en di-

cho terreno;— TERCERO: Que debe rechazar, como al 

efecto rechaza, las conclusiones subsidiarias presentadas 

por la parte demandante, tendentes a la inspección del lu-

gar en litigio, por innecesario ;— CUARTO: Que debe con-

denar, como al efecto condena, al señor Eulalio Guzmán 
(a) Lalo, parte demandada que sucumbe, al pago (le la 

costas" ;— Que debe condenar, como al efecto condena, 
Eulalio Guzmán o a los sucesores de éste, al pago de las 

costas"; 
Considerando que la parte recurrente alega, en apOY °  

de su recurso, que el fallo atacado contiene los vicios si-
guientes: en cuanto a la parte de la sentencia en que l' e  

acoge el desestimiento de Hipólito Santana sobre su aPe-

lación del catorce de septierfibre de mil novecientos cuy;- 
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renta y seis: violación de los artículos 22, 141 y 139 y si-
guientes, y 402 del Código de Procedimiento Civil, falta 
de  base legal, violación de los artículos 72, 73, 84, 106, 189 
y 255 de la Ley de Registro de Tierras, y de los artículos 
1 599 y 1325 del Código Civil, y desnaturalización de los 
hechos; en cuanto a la parte del fallo que rechaza el re-
curso de apelación de Eulalio Guzmán del veintiuno de oc-
tubre de mil novecientos cuarenta y seis: violación de los 
artículos 22 y 141 del Código de Procedimiento Civil y 
1599 y 1325 del Código Civil, falta de base legal, violación 
de los artículos 84, 106 y 255 de la Ley de Registro de 
Tierras, desnaturalización de los hechos; 

Considerando, respecto de la excepción de incompe-
tencia absoluta del Juzgado de Paz, que presentó el recu-
rrente ante el Juez a quo, fundándola en su alegación de 
que el sitio de Haití Mejía estaba completamente saneado, 
y que en casación suple como medio de órden público que es, 
la Suprema Corte de Justicia, que el hipotético acogimiento 
de tal excepción conduciría a establecer que el recurrente no 
tenía derechos de posesión que oponer a la parte contraria 
ni a persona alguna, ya que en terrenos definitivamente sa-
neados de acuerdo con la Ley de Tierras, sólo son invocables 
los derechos consagrados en la sentencia del saneamiento; 
que, por lo tanto, la excepción de que se trata no tiene in-
terés útil para el recurrente y, al contrario, llevaría a fi-
nes contrarios a su interés, por todo lo cual debe ser de-
sestimada; 

Considerando en cuanto al segundo medio, que la Su-
prema Corte examina en primer término: que en este me-
dio se alega, esencialmente: a) que el emplazamiento no-
tificado a Eulalio Guzmán para comparecer ante la Alcal-
día de la Común de Bayaguana es nulo porque "cuando son 
varios los demandados, como ocurre con el emplazamiento 
hecho a Eulalio Guzmán, no basta expresar que se dejaron 
copias en las propias manos, porque puede ser que se de-
jaran en manos de varios y de otros no", y que "es india-
Densable decir en las manos de cada uno de ellos, o que 
fueron dejadas sendas copias"; b) que dicho emplazamien- 
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año mil novecientos cuarentiseis, pronunciada, por el Juz-
gado de Paz de la común de Bayaguana, y, consecuenci a'. 
mente, rechaza, las conclusiones formuladas contra la p re. 
indicada sentencia, por improcedentes y mal fundadas; 
Que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus 
partes, la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz de 
la común de Bayaguana, la cual dice en su dispositivo lo 
siguiente: "PRIMERO: Que debe rechazar, como al efecto 
rechaza, las conclusiones presentadas en audiencia por la 
parte demandada, señor Eulalio Guzmán (a) Lalo, por me-
diación de su apoderado Licenciado Luis Henriquez Cas-
tillo, por improcedentes y mal fundadas en hecho y en de-
recho;— SEGUNDO: Que debe acoger, como al efecto aco-
ge, las conclusiones principales presentadas por la parte 
demandante, señor Adolfo de los Santos, por mediación 
de su apoderado Licenciado Manuel E. de los Santos, L., 
por ser justas y reposar en prueba legal; y en consecuen-
cia, ordena, que el demandado Eulalio Guzmán (a) Lalo, 
desaloje inmediatamente las partes de las porciones No. 5 
y 14 del Distrito Catastral No. 39, Séptima parte, del si-
tio de Haití Mejía (Trinidad), común de Bayaguana, Pro-
vincia Trujillo, cuya posesión ha turbado en perjuicio del 
demandante Adolfo de los Santos, así como también el cese 
inmediato de cualquier trabajo que esté efectuando en di-
cho terreno;— TERCERO: Que debe rechazar, como al 
efecto rechaza, las conclusiones subsidiarias presentadas 
por la parte demandante, tendentes a la inspección del lu-
gar en litigio, por innecesario ;— CUARTO: Que debe con-
denar, como al efecto condena, al señor Eulalio Guzmán 
(a) Lalo, parte demandada que sucumbe, al pago de la; 
costas";— Que debe condenar, como al efecto condena, á 
Eulalio Guzmán o a los sucesores de éste, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la parte recurrente alega, en aPuY e 
 de su recurso, que el fallo atacado contiene los vicios si-

guientes: en cuanto a la parte de la sentencia en que l e 
 acoge el desestimiento de Hipólito Santana sobre su aPe-

lación del catorce de septiembre de mil novecientos cua- 

renta  y seis: violación de los artículos 22, 141 y 139 y si-
guientes, y 402 del Código de Procedimiento Civil, falta 
de  base legal, violación de los artículos 72, 73, 84, 106, 189 
y 255 de la Ley de Registro de Tierras, y de los artículos 
1599 y 1325 del Código Civil, y desnaturalización de los 
hechos; en cuanto a la parte del fallo que rechaza el re-
curso de apelación de Eulalio Guzmán del veintiuno de oc-
tubre de mil novecientos cuarenta y seis: violación de los 
artículos 22 y 141 del Código de Procedimiento Civil y 
1599 y 1325 del Código Civil, falta de base legal, violación 
de  los artículos 84, 106 y 255 de la Ley de Registro de 
Tierras, desnaturalización de los hechos; 

Considerando, respecto de la excepción de incompe-
tencia absoluta del Juzgado de Paz, que presentó el recu-
rrente ante el Juez a quo, fundándola en su alegación de 
que el sitio de Haití Mejía estaba completamente saneado, 
y que en casación suple como medio de órden público que es, 
la Suprema Corte de Justicia, que el hipotético acogimiento 
de tal excepción conduciría a establecer que el recurrente no 
tenía derechos de posesión que oponer a la parte contraria 
ni a persona alguna, ya que en terrenos definitivamente sa-
neados de acuerdo con la Ley de Tierras, sólo son invocables 
los derechos consagrados en la sentencia del saneamiento; 
que, por lo tanto, la excepción de que se trata no tiene in-

' terés útil para el recurrente y, al contrario, llevaría a fi-
nes contrarios a su interés, por todo lo cual debe ser de-
sestimada ; 

Considerando en cuanto al segundo medio, que la Su-
prema Corte examina en primer término: que en este me-
dio se alega, esencialmente: a) que el emplazamiento no-
tificado a Eulalio Guzmán para comparecer ante la Alcal-
día de la Común de Bayaguana es nulo porque "cuando son 
varios los demandados, como ocurre con el emplazamiento 
hecho a Eulalio Guzmán, no basta expresar que se dejaron 
copias en las propias manos, porque puede ser que se de-
jaran en manos de varios y de otros no", y que "es indis-
Densable decir en las manos de cada uno de ellos, o que 
fueron dejadas sendas copias"; b) que dicho emplazamien- 
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to es también nulo "porque de conformidad con el artículo 
 22 del Código de Procedimiento Civil no fue individuali 

zada,la porción que se alegó que fue turbada" ; c) que ,,fu : 
violado el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierra:

'  correspondiente al artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil, por no haber dado motivos suficientes para el 
fallo de ese incidente", ya que "no sólo es inmenso el terri-
totio ocupado por el distrito catastral 39-7", "y tiene 40000 
tareas la parcela 141 de ese distrito, sino que Eulalio Guz-
mán tiene varias posesiones en ese sitio"; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le-
tra a), que la sentencia del primer grado cuyos motivos 
fueron acogidos por el juez de la apelación, respondió a 
dicho alegato en buen derecho, cuando dijo: "Que la parte 
demandada pide se declare la nulidad del acto introduc-
tivo de instancia, instrumentado en fecha 10 de Julio de 
1946, por no expresar con quien habló el Alguacil ni a 
quien dejó las copias, petición que va en pugna con la par-
te, final del mencionado acto, ya que el Alguacil actuante 
expresa Y yo, en la forma antes dicha, asi se lo he decla-

rado, notificado y advertido, a los Señores Eulalio Guzmán 
(a) Lalo, Francisco Rosario, Ramón Capellán, Marcelo Cas-

tillo, dejándoles en sus propias manos, copias del presente 

acto, a fin de que no puedan alegar ignorancia, acto que, 
hasta inscripciórf en falsedad, hay que considerar como au, 
téntico"; que, en cuanto al alegato señalado con la letr 

b) el juez del fondo, ha apreciado, como cuestión de hecho 

que en la especie se trata de un terreno en sitio comuner 

denominado Haití Mejía y que la indicación del número 

de la porción, de la parcela, del Distrito Catastral y de 1 

común que figuran en la demanda, son suficienterrilJn 
claros para identificar el lugar de la turbación; que estan 

do suficientemente motivado el fallo impugnado sobre es 

punto, como queda revelado, la argüido en la letra c) ca 
rece de fundamento; 

Considerando que los recurrentes alegan además ea 
este mismo medio lo siguiente: "El señor Adolfo de los 

Santos reclamó por prescripción en la parcela 141 del Dis 
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fri to  Catastral 39/7, de Haití Mejía, y no se le reconoció 
ningún derecho real. (véase pag. 430 del Bol. Jud. 360, en 
ve consta el rechazo de su reclamación). A Enemencio de 
la  cruz, en cambio, se le adjudicó un derecho de preteren 
c ía . (véase pag. 427 del Boletín Judicial No. 360). Fué esta 
posesión la comprada por Eulalio del Carmen Guzmán, así 
com la de la sucesión de Jerónima Marte, de Eusebio del 
Rosario y otros", y agregan, que en el fallo impugnado 
no se ha hecho un análisis detenido de esos derechos, por 
lo cual dicho fallo carece de base legal; 

Considerando que el fallo del Tribunal Superior de 
Tierras del trece de octubre de mil novecientos treinta y 
nueve a que se hace referencia en el argumento anterior, 
dispuso en el ordinal 4o. de su dispositivo: "que debe reser-
var, como al efecto reserva, las acciones de todos los con-
dueños de Haití Mejía, tanto de los que han sido parte en 
estos procedimientos de registro, como de los que no depo-
sitaron las suyas en la notaría de Armando Pellerano Cas-
tro, y de los que no fueron parte en uno u otro procedi-
miento, para que sean tomadas en cuenta por el Tribunal 
de Tierras en la partición del sitio de Haití Mejía"; que, 
en estas condiciones, no hay ninguna incompatibilidad en-
tre lo dispuesto en ese fallo sobre la reclamación de Adol-
fo de los Santos, cuyos derechos quedaron reservados en 
ese sitio, y la demanda en interdicto posesorio que él inten-
tó en el año mil novecientos cuarenta y seis contra las per-
sonas que turbaran la posesión que tuviera en los lugares ; 
posesión que, para el efecto, como se verá en el examen 
del medio siguiente, le fué reconocida a Adolfo de los San-
tos; que, en consecuencia, las violaciones de la ley y vicios. 
atribuidos al fallo en el presente medio carecen de funda-
mento; 

En cuanto al primer medio: 
Considerando que por este medio se sostiene: a) que 
desestimiento no puede ser hecho por el demandante 

en Perjuicio de un tercero", y que "a pesar del desistimien- 
to, el tercero puede continuar la instancia por su propia 
cuenta"; b) que, al demandar a Hipólito Santana, Adolfo. 
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to es también nulo "porque de conformidad con el artícul o 
 22 del Código de Procedimiento Civil no fue individuali 

zada.la  porción que se alegó que fue turbada"; c) que -fu : 
violado el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierra: 
correspondiente al artículo 141 del Código de Procediml er: 
to Civil, por no haber dado motivos suficientes par a ei 
fallo de ese incidente", ya que "no sólo es inmenso el terri-
tollo ocupado por el distrito catastral 39-7", "y tiene 40000 
tareas la parcela 141 de ese distrito, sino que Eulalio Guz-
mán tiene varias posesiones en ese sitio"; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le-
tra a), que la sentencia del primer grado cuyos motivos 
fueron acogidos por el juez de la apelación, respondió a 
dicho alegato en buen derecho, cuando dijo: "Que la parte 
demandada pide se declare la nulidad del acto introduc-
tivo de instancia, instrumentado en fecha 10 de Julio de 
1946, por no expresar con quien habló el Alguacil ni a 
quien dejó las copias, petición que va en pugna con la par-
te, final del mencionado acto, ya que el Alguacil actuante 
expresa: Y yo, en la forma antes dicha, asi se lo he decla-
rado, notificado y advertido, a los Señores Eulalio Guzmán 
(a) Lalo, Francisco Rosario, Ramón Capellán, Marcelo Cas-
tillo, dejándoles en sus propias manos, copias del presente 
acto, a fin de que no puedan alegar ignorancia, acto que, 
hasta inscripcióK en falsedad, hay que considerar como au-
téntico"; que, en cuanto al alegato señalado con la letra 
b) el juez del fondo, ha apreciado, como cuestión de hecho, 
que en la especie se trata de un terreno en sitio comunero 
denominado Haití Mejía y que la indicación del núrn3ro 
de la porción, de la parcela, del Distrito Catastral y de la 
común que figuran en la demanda, son suficientemente 
claros para identificar el lugar de la turbación ; que estan-
do suficientemente motivado el fallo impugnado sobre este 
punto, como queda revelado, la argüido en la letra c) ca 
rece de fundamento; 

Considerando que los recurrentes alegan además en 
este mismo medio lo siguiente: "El señor Adolfo de los 
Santos reclamó por prescripción en la parcela 141 del D15- 
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trío Catastral 39/7, de Haití Mejía, y no se le reconoció 
ningún derecho real. (véase pag. 430 del Bol. Jud. 360, en 
que   consta el rechazo de su reclamación). A Enemencio de 
la cruz, en cambio, se le adjudicó un derecho de preferen 
c ia . (véase pag. 427 del Boletín Judicial No. 360). Fué esta 
posesión la comprada por Eulalio del Carmen Guzmán, así 
com la de la sucesión de Jerónima Marte, de Eusebio del 
Rosario y otros", y agregan, que en el fallo impugnado 
no se ha hecho un análisis detenido de esos derechos, por 
lo cual dicho fallo carece de base legal; 

Considerando que el fallo del Tribunal Superior de 
Tierras del trece de octubre de mil novecientos treinta y 
nueve a que se hace referencia en el argumento anterior, 
dispuso en el ordinal 4o. de su dispositivo: "que debe reser-
var, como al efecto reserva, las acciones de todos los con-
dueños de Haití Mejía, tanto de los que han sido parte en 
estos procedimientos de registro, como de los que no depo-
sitaron las suyas en la notaría de Armando Pellerano Cas-
tro, y de los que no fueron parte en uno u otro procedi-
miento, para que sean tomadas en cuenta por el Tribunal 
de Tierras en la partición del sitio de Haití Mejía"; que, 
en estas condiciones, no hay ninguna incompatibilidad en-
tre lo dispuesto en ese fallo sobre la reclamación de Adol-
fo de los Santos, cuyos derechos quedaron reservados en 
ese sitio, y la demanda en interdicto posesorio que él inten-
tó en el año mil novecientos cuarenta y seis contra las per-
sonas que turbaran la posesión que tuviera en los lugares; 
posesión que, para el efecto, como se verá en el exámen 
del medio siguiente, le fué reconocida a Adolfo de los San-
tos; que, en consecuencia, las violaciones de la ley y vicios. 
atribuidos al fallo en el presente medio carecen de funda-
mento; 

En cuanto al primer medio: 
Considerando que por este medio se sostiene: a) que 

'el desestimiento no puede ser hecho por el demandante 
en perjuicio de un tercero", y que "a pesar del desistimien-
to, el tercero puede continuar la instancia por su propia 
cuenta"; b) que, al demandar a Hipólito Santana, Adolfo. 
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de los Santbs sostuvo "en el acto de emplazamiento", «que  
se trataba de la porción 12", "y luego, en audiencia, q

ue  se trataba de la porción 14 de la parcela 141 del distrito 
 catastral 39-7"; c) que "Adolfo de los Santos lo que alega 

en esencia es que Hipólito Santana se excedió en la permu-
ta que de 200 tareas le hizo por una extensión de 100 tareas 
en otro sitio", y que "una permuta de esa índole, por su 
valor, no podía hacerse verbalmente", de acuerdo "Con los 
articulos 1325 del Código Civil, y 73, 84, 189 y 255 de la Ley 
de Registro, de Tierras y el derecho común" ; d) que, e n 

 tales condiciones, no se podía "determinar hasta dónde 
llegaban las 200 tareas a que tenía derecho Santana, y que 
vendió a Etilalio del Carmen Guzmán"; e) que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en desnaturalización de los 
documentos y 'de las declaraciones de los testigos produci-
dos por Eulalio del Carmen Guzmán ; f) que la sentencia 
impugnada carece de motivos ; • 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras pa-
ra rechazar el recurso de apelación intentado por Eulalio 
'del Carmen Guzmán, ha declarado en relación con el acta 
de venta otorgada por Hipólito Santana en su favor e ins-
trumentada por el Notario Angel M. Baez Rios, el catorce 
de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, "que del 
examen del documento precedentemente descrito, se com-
prueba que Hipólito Santana, conjuntamente con otras per-
sonas, vendieron a Eulalio del Carmen Guzmán, posesiones 
dentro del amplio sitio comunero de "Haití Mejía", pero 
no se evidencia de una manera clara y precisa, que esas 
posesiones fueron dentro de la Porción No. 14 de la Par-
cela No. 141 del Distrito Catastral número 39-7a., del Sitio 
de Haití Mejía" de la común. de Bayaguana, Provincia Tru-
jillo, objeto de la litis" ; y en cuanto a la posesión del te-
rreno litigioso ha reconocido, mediante la ponderación de 
las pruebas que fueron sometidas al debate que Adolfo de 
los Santos ha reclamado y mantiene una posesión antiquí-
sima con los caracteres legales en la porción No. 14 de la 
Parcela No. 141 del Distrito Catastral No. 39/a7. parte; 
que no habiendo desnaturalizado los jueces del fondo los 
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os de la causa para hacer tales apreciaciones, su de-
n escapa sobre el particular, a la censura de la Su-
a Corte de Justicia; 
Considerando que corno consecuencia de lo expresado 

teriormente, preciso es reconocer que los actuales recu-
entes no tienen calidad, como causahabientes de Hipóli-
Santana, para atacar el fallo intervenido en relación 

n  el desistimiento que éste hiciera de su recurso de ape-
ión, desde el momento en que el terreno comprado por 

ulalio del Carmen Guzmán no ha podido ser identificado 
dentro de la porción de la parcela referida, razón por }a 
cual todo lo aducido en este medio carece también de fun-

mento ; 
Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

af. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—.  
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. dr 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11 de 
Noviembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Elías J. Bezí. Abogado: Lic. Vetilo A. Matos. 

Intimado: Miguel Mercedes. Abogado: Dr. Virgilio Díaz Grullón. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84, 86, 137, 140 y 141 de la 
Ley de Registro de Tierras; 133 del Código Procedimien-
to Civil; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 
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de los Santos sostuvo "en el acto de emplazamiento" "q
ue  

se trataba de la porción 12", "y luego, en audiencia, q
ue  se trataba de la porción 14 de la parcela 141 del distrito 

catastral 39-7"; c) que "Adolfo de los Santos lo que aleg a  : 
en esencia es que Hipólito Santana se excedió en la perrju_ 

-ta que de 200 tareas le hizo por una extensión de 100 tareas 
en otro sitio", y que "una permuta de esa índole, po r su 

 valor, no podía hacerse verbalmente", de acuerdo "con los 
artículos 1325 del Código Civil, y 73, 84, 189 y 255 de la Ley 
de Registro, de Tierras y el derecho común"; d) que, en 
tales condiciones, no se podía "determinar hasta dónde 
llegaban las 200 tareas a que tenía derecho Santana, y que 
vendió a Eülalio del Carmen Guzmán"; e) que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en desnaturalización de los 
documentos y 'de las declaraciones de los testigos produci-
dos por Eulalio del Carmen Guzmán; f) que la sentencia 
impugnada carece de motivos; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras pa-
ra rechazar el recurso de apelación intentado por Eulalio 
del Carmen Guzmán, ha declarado en relación con el acta 
de venta otorgada por Hipólito Santana en su favor e ins-
trumentada por el Notario Angel M. Baez Rios, el catorce 
de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, "que del 
examen del documento precedentemente descrito, se com-
prueba que Hipólito Santana, conjuntamente con otras per-

sonas, vendieron a Eulalio del Carmen Guzmán, posesiones 

dentro del amplio sitio comunero de "Haití Mejía", pero 

no se evidencia de una manera clara y precisa, que esas 

posesiones fueron dentro de la Porción No. 14 de la Par-

cela No. 141 del Distrito Catastral número 39-7a., del Sitio 

de Haití Mejía"- de la común de Bayaguana, Provincia Tru-

jillo, objeto de la litis"; y en cuanto a la posesión del te-

rreno litigioso ha reconocido, mediante la ponderación de 

las pruebas que fueron sometidas al debate que Adolfo de 

los Santos ha reclamado y mantiene una posesión antiquí-

sima con los caracteres legales en la porción No. 14 de la 

Parcela No. 141 del Distrito Catastral No. 39/a7. parte; 
que no habiendo desnaturalizado los jueces del fondo los 
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echos de la causa para hacer tales apreciaciones, su de-
cisión  escapa sobre el particular, a la censura de la Su-
reina Corte de Justicia; 

Considerando que como consecuencia de lo expresado 
anteriormente, preciso es reconocer que los actuales recu-
rrentes no tienen calidad, como causahabientes de Hipóli-
to Santana, para atacar el fallo intervenido en relación 
eón el desistimiento que éste hiciera de su recurso de ape-
lación, desde el momento en que el terreno comprado por 
Eulalio del Carmen Guzmán no ha podido ser identificado 
dentro de la porción de la parcela referida, razón por la 
cual todo lo aducido en este medio carece también de fun-
damento; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Moret.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. or 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11 de 

Noviembre de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Ellas J. Bezi. Abogado: Lic. Vetilo A. Matos. 

Intimado: Miguel Mercedes. Abogado: Dr. Virgilio Díaz Grullón. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84, 86, 137, 140 y 141 de la 
Ley de Registro de Tierras; 133 del Código Procedimien-
to Civil ; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 
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• de los Santbs sostuvo "en el acto de emplazamiento", que 
se trataba de la porción 12", "y luego, en audiencia, eme 

 se trataba de la porción 14 de la parcela 141 del distrito  
catastral 39-7"; c) que "Adolfo de los Santos lo que ale: 
en esencia es que Hipólito Santana se excedió en la perill a_ 
ta que de 200 tareas le hizo por una extensión de 100 tareas 
en otro sitio", y que "una permuta de esa índole, por su 
valor, no podía hacerse verbalmente", de acuerdo "con los 
articulos 1325 del Código Civil, y 73, 84, 189 y 255 de la Ley 
de Registro, de Tierras y el derecho común"; d) que, e n 

 tales condiciones, no se podía "determinar hasta dónde 
llegaban las 200 tareas a que tenía derecho Santana, y que 
vendió a alano del Carmen Guzmán"; e) que en la sen-
tencia impugnada se incurrió en desnaturalización de los 
documentos y 'de las declaraciones de los testigos produci-
dos por Eulalio del Carmen Guzmán ; f) que la sentencia 
impugnada carece de motivos; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras pa-
ra rechazar el recurso de apelación intentado por Eulalio 
del Carmen Guzmán, ha declarado en relación con el acta 
de venta otorgada por Hipólito Santana en su favor e ins-
trumentada por el Notario Angel M. Baez Rios, el catorce 
de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, "que del 
examen del documento precedentemente descrito, se com-
prueba que Hipólito Santana, conjuntamente con otras per-
sonas, vendieron a Eulalio del Carmen Guzmán, posesiones 
dentro del amplio sitio comunero de "Haití Mejía", pero 
no se evidencia de una manera clara y precisa, que esas 
posesiones fueron dentro de la Porción No. 14 de la Par-
cela No. 141 del Distrito Catastral número 39-7a., del Sitio 
de Haití Mejía"-  de la común. de Bayaguana, Provincia Tru-
jillo, objeto de la litis"; y en cuanto a la posesión del te-
rreno litigioso ha reconocido, mediante la ponderación de 
las pruebas que fueron sometidas al debate que Adolfo de 
los Santos ha reclamado y mantiene una posesión antiquí-
sima con los caracteres legales en la porción No. 14 de la 
Parcela No. 141 del Distrito Catastral No. 39/a7. parte; 
que no habiendo desnaturalizado los jueces del fondo los 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1585 

hos de la causa para hacer tales apreciaciones, su de-
cisión escapa sobre el particular, a la censura de la Su-
prema Corte de Justicia; 

Considerando que corno consecuencia de lo expresado 
anteriormente, preciso es reconocer que los actuales recu-
rren tes no tienen calidad, como causahabientes de Hipóli-
to Santana, para atacar el fallo intervenido en relación 
con el desistimiento que éste hiciera de su recurso de ape-
lac ión, desde el momento en que el terreno comprado por 
Eulalio del Carmen Guzmán no ha podido ser identificado 
dentro de la porción de la parcela referida, razón por la 
cual todo lo aducido en este medio carece también de fun-
damento ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 1951. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11 de 

Noviembre de 1950. 

ateria: Civil. 

Recurrente: Ellas J. Bezi. Abogado: Lic. Vetilo A. Matos. 

Intimado: Miguel Mercedes. Abogado: Dr. Virgilio Díaz Grullón. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84, 86, 137, 140 y 141 de la 
Ley de Registro de Tierras; 133 del Código Procedimien-
to Civil; y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

154 
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Considerando que con motivo del saneamiento de l os 
 sitios Rio San Juan y Clara, del Distrito Catastral No , 5 

de la común de Samaná, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó su Decisión No. 1, en fecha veintiocho de abril de mil 
novecientos cincuenta, en virtud de la cual se adjudicó l a 

 parcela No. 1-A, en la forma sigiuente: una porción en 
favor de Victoria Martorrel Vda. Saldrich y compartes; 
otra porción en favor de Hipólito Baret; otra porción en 
favor de la común de Samaná y el resto con sus mejoras en 
favor del señor Elías J. Bezi; 

Considerando que antes de la expedición del Certifi-
cado de Título, en fecha siete de junio de mil novecientos 
cincuenta, el señor Miguel Mercedes dirigió una instancia 
al Tribunal Superior de Tierras, en la cual solicita la re-
visión por causa de fraude, de ese fallo, en cuanto se re-
fiere a la porción adjudicada al señor Elías J. Bezi, pues 
este silenció en su reclamación la posesión que dentro de 
su parcela tiene el solicitante, que está bien caracterizada 
con un bohío y trescientas o cuatrocientas matas de coco; 

Considerando que discutido el caso ante el Tribunal 
Superior de Tierras, las partes concluyeron en la forma 
que consta en la sentencia impugnada, y cuyo dispositivo 
dice así : "ZALLA: .  lo.— Se acoge, por ser justa y bien 
fundada, la instancia en revisión por causa de frude, so-
metida al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 7 de ju-
nio del 1950, por el Dr. Hedor Jiménez Castro, a nombre 
y en representación del señor José Manuel Copplind Ci- 
prian, en sucalidad de representante de su abuelo, señor 
Miguel Mercedes;— 2o.— ,Se deja sin efecto, en cuan 
a la porción de la Parcel.a. Número 1-A-del Distrito Cp.tas-
trai Número 5 de la Común de Sarnaná, que fué adjudi-
cada como resto de parcela al señor Elías J. Bezi, la De-
cisión número 1 de este Tribunal Superior de Tierra1, de 
fecha 28 de abril del 1959;— 30.— Se designa, por consi-
guiente, al Juez de • Jurisdicción Original licenciado Al -
varo A. Arvelo, para que realice de nuevo el saneamiento 
de la porción de terreno arriba señalada"; 

Considerando que contra este fallo el señor Elías J. 
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Bez i, por órgano de su abogado alega la violación de los 
artículos 84, 86, 140, 141 de la Ley de Registro de Tierras, 
3
, 

los que instituyen el nuevo juicio, por mala aplicación 
de  esos textos, por carecer de motivos útiles y de base legal 
por omisión de las cuestiones de hecho o documentos esen-
ciales de la causa y porque en cierto sentido se desnatura-
lizan dichos hechos; 

Considerando que el recurrente sostiene que el funda-
mento esencial de la sentencia estriba en atribmir a Elías 
J. Bezi una fa;ta por no haber indicado en el Tormulario 
de reclamaciones el nombre de Migtiel Mercedes como po-
seedor de una porción en la parcela 1-A o sea la 7-A, cir-
cunstancias que el Tribunal Superior estima como impli-
cativa de fraude; pero que al no reconocerle el recurrente 
derecho alguno al señor Mercedes no estaba obligado a men-
cionarlo en el formulario, y porque en el supuesto de que 
esto fuese así, la comparecencia de éste a las audiencias 
de reclamaciones redimía al señor Bezi de tal obligación; 

Considerando que conforme al artículo 137 de la Ley 
de Registro de Tierras, toda persona que fuere plivada 
de un terreno o de algún interés en el mismo, por una sen-
tencia, mandamiento o derecho de registro, obtenido frau-
dulentamente, podrá solicitar la revisión por causa de frau-
de, en las condiciones indicadas en el mismo artículo; que 
el fraude según lo preve el artículo 140 se caracteriza por 
cualquier actuación, maniobra, mentira o reticencia reali-
zada para perjudicar al demandante en sus derechos o in-
tereses y que ha permitido o dado lugar a la obtención del 
decreto de registro; 

Considerando que por la decisión impugnada quedó es-
tablecido: a) que Miguel Mercedes ocupa una porción de 
terreno dentro de la parcela No. 1-A, posesión que se ma-
nifiesta por la existencia de un bohío y por diversos arbo-
les, entre ellos 300 o 400 matas de cocos y aguacates; b) 
que este hecho no pudo ser ignorado por Elías J. Bezi, ya 
que el sostuvo una discusión con la común de Samaná, so-
bre la propiedad de ese terreno, lo que supone que él debía 
conocer no tan sólo lo concerniente a la propiedad, sino 
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Considerando que con motivo del saneamiento de los 
sitios Rio San Juan y Clara, del Distrito Catastral; o. 5 
de la común de Samaná, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó su Decisión No. 1, en fecha veintiocho de abril de mil 
novecientos cincuenta, en virtud de la cual se adjudicó la 
parcela No. 1-A, en la forma sigiuente: una porción en 

 favor de Victoria Martorrel Vda. Saldrich y compartes; 
otra porción en favor de Hipólito Baret; otra porción en 
favor de la común de Samaná y el resto con sus mejoras en 
favor del señor Elías J. Bezi; 

Considerando que antes de la expedición del Certifi-
cado de Título, en fecha siete de junio de mil novecientos 
cincuenta, el señor Miguel Mercedes dirigió una instancia 
al Tribunal Superior de Tierras, en la cual solicita la re-
visión por causa de fraude, de ese fallo, en cuanto se re-
fiere a la porción adjudicada al señor Elías J. Bezi, pues 
este silenció en su reclamación la posesión que dentro de 
su parcela tiene el solicitante, que está bien caracterizada 
con un bohío y trescientas o cuatrocientas matas de coco; 

Considerando que discutido el caso ante el Tribunal 
Superior de Tierras, las partes concluyeron en la forma 
que consta en la sentencia impugnada, y cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: lo.— Se acoge, por ser justa y bien 
fundada, la instancia en revisión por causa de frude, SU-- 

metida al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 7 de ju-
nio del 1950, por el Dr. Héctor Jiménez Castro, a nombre 
y en reprfesentación del señor José Manuel Copplind Ci-- 
prian, en' su calidad de representante de SU abuelo, sciíor 
Miguel Mercedes;— 2o.— e deja sin efecto, en cuanto 
a la porción de la Parcela Número 1-A-del Distrito Catas-
tral Número 5 de la Común de Samaná, que fué adjudi-
cada como neto de parcela al señor Elías J. Bezi, la De-
cisión número 1 de este Tribunal Superior de Tierras, de 
fecha 28 de atril del 195);— 3o.— Se designa, por consi- 

guiente, al Juez de J urisdicción Original Licenciado Al- 
varo A. Arvelo, para que realice de nuevo el saneamiento 
de -  la porción de terreno arriba señalada"; 

Considerando que contra este fallo el señor Elías  
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Bez i, por órgano de su abogado alega la violación de los 
srtículos 84, 86, 140, 141 de la Ley de Registro de Tierras, 
y los  que instituyen el nuevo juicio, por mala aplicación 
de  esos textos, por carecer de motivos útiles y de base legal 
por omisión de las cuestiones de hecho o documentos esen-
ciales de la causa y porque en cierto sentido se desnatura-
lizan dichos hechos; 

Considerando que el recurrente sostiene que el funda-
mento esencial de la sentencia estriba en atribuir a Elías 
J. Bezi una fa¡ta por no haber indicado en el formulario 
de reclamaciones el nombre de Migdel Mercedes como po-
seedor de una porción en la parcela 1-A o sea la 7-A, cir-
cunstancias que el Tribunal Superior estima como impli-
cativa de fraude; pero que al no reconocerle el recurrente 
derecho alguno al señor Mercedes no estaba obligado a men-
cionarlo en el formulario, y porque en el supuesto de que 
esto fuese así, la comparecencia de éste a las audiencias 
de reclamaciones redimía al señor Bezi de tal obligación; 

Considerando que conforme al artículo 137 de la Ley 
de Registro de Tierras, toda persona que fuere pritada 
de un terreno o de algún interés en el mismo, por una sen-
tencia, mandamiento o derecho de registro, obtenido frau-
dulentamente, podrá solicitar la revisión por causa de frau-
de, en las condiciones indicadas en el mismo artículo; que 
el fraude según lo preve el artículo 140 se caracteriza por 
cualquier actuación, maniobra, mentira o reticencia reali-
zada para perjudicar al demandante en sus derechos o in-
tereses y que ha permitido o dado lugar a la obtención del 
decreto de registro; 

Considerando que por la decisión impugnada quedó es-
:blecido: a) que Miguel Mercedes ocupa una porción de 

terreno dentro de la parcela No. 1-A, posesión que se ma-
nifiesta por la existencia-de un bohío y por diversos arbo-
les, entre ellos 300 o 400 matas de cocos y aguacates; b) 
que este hecho no pudo ser ignorado por Elías J. Bezi, ya 
que el sostuvo una discusión con la común de Samaná, so-
bre la propiedad de ese terreno, lo que sapone que él debía 
Conocer no tan sólo lo concerniente a la propiedad, sino 
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lo relativo a la posesión del terreno reclamado; e) que Elías  
Bezi sabía de la posesión de Mercedes, cuando al ser finte_ 
rrogado su hijo que lo representaba respecto a su actitud, 
dijo que el "señor compró una posesión y dentro esa por. 
ción el Ayuntamiento reclamó toda la porción como de la 
Común incluyendo lo de Mercedes y un sin número de per, 
sonas más"; 

Considerando que adquirida así la convicción por el 
Tribunal respecto al conocimiento que tenía Bezi de la po_ 
sesión de Mercedes, al silenciarla, es obvio que no puso al 
Juez en condiciones ae poder llamar al señor Miguel Mer-
cedes para indagar si su posesión le daba derecho a la pres-
cripción, o de si esas mejoras eran de buena o de mala fé, 
única forma para que el saneamiento quedase plenamente 
realizado; 

Considerando que en los hechos así establecidos y que 
fueron apreciados por el tribunal a quo como implicativos 
del fraude, (la omisión o el silencio en el formulario al 
no hacerse la indicación de la posesión y sus mejoras), 
ahora reveladas por el señor Miguel Mercedes, caracteri-
zan el fraude previsto en el artículo 140 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; 

Considerando que, en este orden de ideas, el alegato 
relativo a la mera presencia de Miguel Mercedes en la au- 
diencia del saneamiento celebrada en la ciudad de Samaná, 
no influyen en la decisión adoptada, puesto que bastaba la 
omisión en que incurrió el reclamante en el formulario co- 
ripspondiente, sin una oportuna rectificación, para que se 
caraterizen, conforme el citado artículo 140 de la Ley de 
Registro de Tierras, la intención fraudulenta del reclamante; 

Considerando que la mala fé de que califica el recu- 
rrente la posesión alegada por Miguel Mercedes, en nada 
puede influir sobre lo que se ha resuelto acerca de la re- 
visión por causa de fraude, pues, es en el juicio que deberá 
celebrarse en virtud del artículo 141 de la Ley de Registro 
de Tierras, para conocer nuevamente del saneamiento ,  en 
donde deberá ponderarse el carácter de la posesión; qu"' 
por consiguiente, el Tribunal a quo lejos de violar los ar- 
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títulos 140 y 141 de la Ley de Registro de Tierras, los ha 
aplicado correctamente a los hechos de la causa, sin que 
o  haya violado el artículo 86 de la referida ley; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 84 
de la Ley de Registro de Tierras, a la falta de base legal 
y a la desnaturalización de los hechos, que por los desarro-
llos expuestos anteriormente se pone de manifiesto que 
no existen tales vicios; que, por el contrario, las compro-
baciones realizadas por los jueces del fondo fueron el re-
sultado de la ponderación de las pruebas sometidas a la 
discusión de las partes; que, además, el fallo impugnado 
contiene motivos suficientes que justifican su dispositivo 
a sí como una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permi-
tido a esta Corte verificar que la decisión de que se trata 
está legalmente justificada; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera 	J. Tomás Mej11.— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loa 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y 9fio en él expresados, y 
fué firmada, leída y públicada por-mí, Secretario General 
que certifico. 

4 
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lo relativo a la posesión del terreno reclamado; e) que Elías 
Bezi sabía de la posesión de Mercedes, cuando al ser finte_ 

 rrogado su hijo que lo representaba respecto a su actitud 
dijo que el "señcr compró una posesión y dentro esa Por: 
ción el Ayuntamiento reclamó toda la porción como de la  
Común incluyendo lo de Mercedes y un sin número de pe r_ 
senas más"; 

Considerando que adquirida así la convicción por el 
Tribunal respecto al conocimiento que tenía Bezi de la po-
sesión de Mercedes, al silenciarla, es obvio que no puso al 
Juez en condiciones de poder llamar al señor Miguel Mer-
cedes para indagar si su posesión le daba derecho a la pres-
cripción, o de si esas mejoras eran de buena o de mala fé, 
única forma para que el saneamiento quedase plenamen 
realizado; 

Considerando que en los hechos así establecidos y que 
fueron apreciados por el tribunal a quo como implicativos 
del fraude, (la omisión o el silencio en el formulario al 
no hacerse la indicación de la posesión y sus mejoras), 
ahora reveladas por el señor Miguel Mercedes, caracteri-
zan el fraude previsto en el artículo 140 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; 

Considerando que, en este orden de ideas, el alegato 
relativo a la mera presencia de Miguel Mercedes en la au- 
diencia del saneamiento celebrada en la ciudad de Samaná, 
no influyen en la decisión adoptada, puesto que bastaba la 
omisión en que incurrió el reclamante en el formulario co- 
rrespondiente, sin una oportuna rectificación, para que se 
caraterizen, conforme el citado artículo 140 de la Ley de 
Registro de Tierras, la intención fraudulenta del reclamante; 

Considerando que la mala fé de que califica el recu- 
rrente la posesión alegada por Miguel Mercedes, en nada 
puede influir sobre lo que se ha resuelto acerca de la re- 
visión por causa de fraude, pues, es en el juicio que debera 
celebrarse en virtud del artículo 141 de la Ley de Registro 
de Tierras, para conocer nuevamente del saneamiento, en 

donde deberá ponderarse el carácter de la posesión; que. 
por consiguiente, el Tribunal a quo lejos de violar los ar - 

títulos 140 y 141 de la Ley de Registro de Tierras, los ha 
aplicado correctamente a los hechos de la causa, sin que 
o  haya violado el artículo 86 de la referida ley; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 84 
de la Ley de Registro de Tierras, a la falta de base legal 
y a  la desnaturalización de los hechos, que por los desarro-
llos expuestos anteriormente se pone de manifiesto que 
no existen tales vicios; que, por el contrario, las compro-
baciones realizadas por los jueces del fondo fueron el re-
sultado de la ponderación de las pruebas sometidas a la 
discusión de las partes; que, además, el fallo impugnado 
contiene motivos suficientes que justifican su dispositivo 
así como una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permi-
tido a esta Corte verificar que la decisión de que se trata 
está legalmente justificada ; 

Por tales motivos: RECHAZA. 
(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía:— 

Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y 9fio en él expresados, y 
fué firmada, leída y públicada fpor-mí, Secretario General 
que certifico. 
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